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III.- ACUERDOS Y COMUNICACIONES.

Acuerdos

ACUERDO de la Mesa de las Cortes de Castilla y
León por el que se ordena la publicación del

Informe Anual correspondiente al año 2005
remitido por el Procurador del Común de
Castilla y León.
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Asimismo, la cuantía del Imi viene determinada por la
diferencia entre la prestación a que se tuviera derecho y
el total de recursos o ingresos mensuales obtenidos por
cualquier concepto y la parte proporcional de los que se
obtuvieran anualmente. Sin embargo, la cuantía de la
pensión de viudedad no depende de la obtención de otros
ingresos, siendo compatible con un empleo.

Por otro lado, el Imi se concede por un plazo no
superior a un año, sin perjuicio de ampliaciones y reno-
vaciones hasta completar un total máximo de treinta y
seis mensualidades, mientras que la pensión de viudedad
tiene carácter indefinido.

Por todo ello, el Asesoramiento recibido del Centro de
Acción Social de Valladolid ha sido la que correspondía
en atención a la normativa vigente, y la única que dicho
Centro podía transmitir al interesado.

4.2. Pensiones no contributivas

Con relación a la denegación de una Pensión No
Contributiva se tramitó el expediente Q/1543/05. En
concreto, el autor de la queja nos describió su traslado a
Angola, cuando éste país se encontraba todavía bajo el
régimen colonizador de Portugal, permaneciendo en el
mismo durante cuarenta años.

A través de la información solicitada a la Consejería
de Familia e Igualdad de Oportunidades de la Junta de
Castilla y León y a la Diputación Provincial de
Valladolid, se constató que la Gerencia Territorial de
Servicios Sociales de Valladolid había dictado una Reso-
lución en la que se tenía al interesado por desistido en su
solicitud de pensión no contributiva, por no haber
remitido la documentación o los datos mínimos nece-
sarios para resolver la misma, y que le fueron requeridos
oportunamente.

Por otro lado, se habían retomado los trámites para la
presentación de una nueva solicitud de pensión no
contributiva a favor del interesado, mediante el asesora-
miento directo de una Trabajadora Social del Centro de
Acción Social de Olmedo.

4.3. Ayudas del Fondo de Asistencia Social

La queja tramitada con la referencia Q/696/05, estuvo
relacionada con un expediente, en el que se resolvió el
cese definitivo del pago de una ayuda que se le había
concedido en virtud del RD 2620/1981, de 24 de julio,
por el que se regulaban las ayudas del Fondo de Asis-
tencia Social.

A la vista de la información facilitada por la adminis-
tración autonómica, así como por los Servicios Sociales
del Ayuntamiento de Belorado (Burgos), sobre la
situación socio-económica en la que el interesado se
encontraba, y sobre cuantas alternativas y opciones
pudieran existir en beneficio del mismo, se pudo
comprobar que la revisión llevada a cabo, y que dio lugar
a la extinción de la prestación que percibía, estuvo

amparada por la Disposición Adicional Tercera, punto 2,
del RDL 11/2004, de 23 de diciembre.

Por todo ello, se procedió al archivo del expediente, al
igual que en el caso del tramitado con la referencia
Q/88/06, también referido a la supresión de una ayuda
del Fondo de Asistencia Social.

En este caso, la Gerencia Territorial de Servicios
Sociales de León resolvió, como medida cautelar, el cese
del pago de la Ayuda por ancianidad y enfermedad
percibida por el interesado. El fundamento de la medida
adoptada, según se indica en la propia resolución, se
obtuvo de la declaración anual presentada y de la
consulta de ficheros públicos sobre la situación
económica personal y familiar, de la que se dedujo que la
renta per capita anual de la unidad familiar superaba el
importe anual de la prestación del Fondo de Asistencia
Social que se venía percibiendo, por lo que no se
cumplían los presupuestos establecidos en el art. 1.2 del
RD 2620/1981, de 24 de julio, por el que se regula la
concesión de Ayudas de Asistencia Social a ancianos y a
enfermos o inválidos incapacitados para el trabajo.

ÁREA H

AGRICULTURA Y GANADERÍA

Expedientes Área 74

Expedientes remitidos a otros organismos 10

Expedientes admitidos 37

Expedientes rechazados 17

Esta Institución ha tramitado en el área de agricultura
74 quejas, cuatro menos que el año pasado, lo que hacen
un 2,87 por ciento del total. Desde una perspectiva cuan-
titativa, como en anteriores ocasiones, la acción pública
de reordenación de la propiedad a través del correspon-
diente procedimiento de Concentración Parcelaria ha
dado lugar al mayor número de quejas. Concretamente,
26 han sido las quejas presentadas en el año 2006
relativas a procedimientos de concentración parcelaria. A
estas habrán de sumarse las relativas a obras vinculadas a
dichos procedimientos. En este sentido debemos señalar
la gran cantidad de expedientes que ha generado un
procedimiento de concentración parcelaria concreto cual
es el de Payuelos en la provincia de León si bien el
fondo de las mismas no es sólo el procedimiento en sí
sino también la problemática surgida en cuanto a la
puesta en riego de algunas de las fincas afectadas.

Esta Procuraduría es consciente de los esfuerzos de la
Consejería de Agricultura y Ganadería para garantizar la
tramitación adecuada y en tiempo de los expedientes,
más concretamente los de concentración parcelaria, pero
lo cierto es que la falta de resolución expresa de los
recursos de alzada interpuestos por los particulares sigue
siendo una constante en el presente año. No olvidamos
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que se trata de procedimientos prolijos y complicados en
los que existe un gran número de afectados ni la limi-
tación de los medios con los que cuenta al efecto la
Administración autonómica, pero lo cierto es que el
ciudadano se sigue sintiendo desamparado y marginado
cuando, tras la interposición de recursos o la presen-
tación de escritos, no recibe respuesta alguna.

Distintos han sido los aspectos que esta Institución ha
tenido que supervisar no sólo en la actuación de la
Administración de la Comunidad Autónoma, concre-
tamente de la Consejería de Agricultura y Ganadería de
la Junta de Castilla y León, sino también de los entes
locales. En este sentido es reseñable la existencia de
quejas contra la actuación de las llamadas juntas agrope-
cuarias locales que, si bien asumen competencias en
orden a la gestión de los pastos en los términos previstos
en la Ley 1/99, de 4 de febrero, de Ordenación de los
Recursos Agropecuarios Locales y de la Tasa por Apro-
vechamiento de los Pastos, Hierbas y Rastrojeras, tienen
una naturaleza jurídico privada que las excluye de la
competencia fiscalizadora de esta Procuraduría.
Debemos reseñar, en todo caso, que cuantitativamente
han descendido respecto de las presentadas el año pasado
relativas a la misma materia.

En otro orden de cosas, seis han sido las quejas objeto
de examen en el presente año relativas, dentro del ámbito
del área de desarrollo rural, a las obras y regadíos. En
todo caso debemos poner de manifiesto la necesidad en
muchos casos de remitir las actuaciones al Defensor del
Pueblo dado que, al estar implicados órganos depen-
dientes del Ministerio de Medio Ambiente cuales son las
Confederaciones Hidrográficas, carecemos de compe-
tencia. Cierto es que en algunas ocasiones hemos
admitido las quejas a mediación, pero la verdad es que
en la mayoría de los supuestos hemos tenido que remitir
en último extremo las actuaciones al Defensor del
Pueblo.

Por lo que respecta a la producción agropecuaria, y
más concretamente a la sanidad animal, deben cifrarse en
dos las quejas tramitadas en el año 2006.

El resto de las quejas en este área han versado sobre
distintos aspectos como los relativos a ayudas agrícolas y
ganaderas o al desarrollo rural. También, como en años
anteriores, esta Institución ha llevado a cabo la fiscali-
zación de la actuación de la Administración autonómica
y local en orden a la debida salvaguarda de la integridad
de las personas y los bienes frente a la tenencia de
animales no sólo potencialmente peligrosos sino de
aquellos que, teniendo la condición de domésticos y no
ostentando tal peligrosidad, pudieran amenazar aquéllas.

Resulta cuando menos interesante una queja
presentada sobre el reconocimiento de la condición de
enólogo que fue archivada por inexistencia de irregu-
laridad administrativa pero cuyo fondo del asunto nos
gustaría exponer dada la peculiaridad del mismo.

Por último queremos poner de manifiesto la existencia
de las quejas presentadas por ciertas asociaciones de
defensa de los animales. El problema surge por la
práctica de la Consejería de Agricultura y Ganadería de
no dar respuesta a las denuncias presentadas por la citada
Asociación y a no tenerla por parte en los procedi-
mientos.

En cuanto a la colaboración de las administraciones
con esta Institución haremos, como en casos anteriores,
la adecuada distinción entre la remisión de información y
las respuestas dadas a las resoluciones remitidas por esta
Procuraduría. Cierto es que, a diferencia de lo que ocurre
en otras partes de este Informe, la mayoría de las quejas
tienen como destinataria la Consejería de Agricultura y
Ganadería de la Junta de Castilla y León por la propia
naturaleza de la materia. En estos casos la Adminis-
tración autonómica responde adecuadamente y en tiempo
(salvo alguna excepción) tanto a las peticiones de infor-
mación como a las resoluciones remitidas. El único
supuesto en el que la respuesta ha sido cuando menos
desafortunada y no adecuada a los principios de colabo-
ración y respeto interadministrativos ha tenido lugar en
la queja Q/1534/05.

Por lo que respecta a los ayuntamientos, ha de
valorarse el verdadero esfuerzo que éstos hacen para
colaborar con esta Institución si bien en algunos casos
dilatan la remisión (entendemos que por causas impu-
tables más bien a la limitación de medios personales y
económicos). Pero también es cierto que no podemos
hablar, en cuanto a remisión de información, de ayunta-
miento alguno que haya sido reticente a la hora de
enviarla. Cuestión distinta es el de la respuesta a las reso-
luciones. En este sentido si bien la mayoría de los ayun-
tamientos remiten cumplida contestación admitiendo o
rechazando la resolución, hay algunos casos que cons-
tituyen una excepción cual es el caso del Ayuntamiento
de Fuentestrún en la provincia de Soria que en el caso de
la queja Q/1965/05, cuya resolución le fue remitida el
día 5 de junio, todavía no ha dado respuesta a esta Insti-
tución.

1. DESARROLLO RURAL

1.1. Concentración parcelaria

Tal y como se ha señalado, cuantitativamente este
sector de la actuación administrativa encomendada a la
Administración autonómica ha sido el más importante.
Veintidós han sido las quejas presentadas en el año 2006.

1.1.1. Procedimiento de concentración parcelaria

El principal motivo de las quejas formuladas a esta
Institución en este apartado es la falta de resolución de
los recursos de alzada presentados tanto contra los
acuerdos de concentración como contra las bases defi-
nitivas aprobadas. Las resoluciones dictadas a tal efecto
por parte de esta Procuraduría han sido aceptadas por la
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Consejería de Agricultura y Ganadería de la Junta de
Castilla y León, quien pone de manifiesto en la mayoría
de los casos que la problemática derivaba no sólo de su
falta de personal sino también de la complejidad del
procedimiento y del número de recursos presentados.
Esta circunstancia fue la que concurrió en los expe-
dientes de queja Q/1344/06, Q/955/06, Q/329/06 y
Q/1684/05.

El último de los casos es, si cabe, más grave dado que
traía causa de uno anterior del año 2004 (Q/581/04). En
este expediente la Institución ya se había pronunciado
mediante una resolución de 16 de septiembre del citado
año en la que se instaba a la Consejería de Agricultura y
Ganadería a resolver un recurso de alzada interpuesto en
fecha 17 de agosto de 2001. Es comprensible el disgusto
del ciudadano tras los años transcurridos (que son ya más
de cinco) sin que se haya resuelto su recurso. La reso-
lución solicitando a la Consejería de Agricultura y
Ganadería el cumplimiento del deber de resolver los
procedimientos expresamente recogidos en el art. 42 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común recayó en fecha 2 de mayo de
2006 y fue aceptada sin ningún tipo de reparo por la
Administración autonómica. Este expediente tenía
además como peculiaridad la sugerencia hecha a la
Consejería en orden a valorar la adopción de las medidas
dirigidas a compensar la diferencia entre la superficie
aportada al procedimiento y la adjudicada al recurrente.
Hablamos de peculiaridad dado que habitualmente esta
Procuraduría no estima oportuno indicar a la adminis-
tración (en este caso autonómica) cuál ha de ser la reso-
lución que ponga fin a la vía de recurso y menos cuando
se trata de procedimientos tan complejos como el de
concentración parcelaria en el que hay que valorar tantos
extremos. Pero es lo cierto que en el presente caso existía
un informe del Ingeniero Técnico del Servicio Territorial
de Agricultura de Salamanca en el que ponía de mani-
fiesto la presunta procedencia del recurso. Dicho informe
contaba, asimismo, con el visto bueno del Jefe de Área
de Estructuras Agrarias.

En esta materia resultaría también interesante poner
de manifiesto que la primera de las quejas señaladas, es
decir, Q/1344/06 tiene como objeto el procedimiento de
Concentración parcelaria de la zona de Payuelos en
León. La peculiaridad de la misma, aprobada por Orden
de la Consejería de Agricultura de 9 de marzo de 1999,
ha dado lugar a una enorme problemática derivada no
sólo de las complicaciones inherentes a cualquier proce-
dimiento de concentración parcelaria sino de la necesaria
transformación en nuevos regadíos de algunas fincas. La
fundamentación de esta resolución no era otra que la
amplia superación del plazo máximo de tres meses para
resolver los recursos de alzada previsto en el art. 115.2
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedi-
miento Administrativo Común, con el consiguiente

incumplimiento del deber de resolver previsto en el art.
42 del mismo texto legal, dado que el recurso de alzada
se había interpuesto el 14 de marzo de 2005. Dicha reso-
lución fue aceptada por la Administración autonómica.

En otros casos las quejas presentadas por los parti-
culares tienen como objeto su disconformidad con las
fincas adjudicadas en los procedimientos de concen-
tración parcelaria. Ni que decir tiene que esta es una
labor que corresponde exclusivamente al órgano admi-
nistrativo quien es el único que puede valorar la calidad
de las fincas aportadas y de las adjudicadas y la consi-
guiente adecuación entre unas y otras. Es por ello por lo
que, en la generalidad de los casos, las quejas que tienen
por objeto tal pretensión son archivadas por esta Procu-
raduría tras obtener la información oportuna de la
Consejería de Agricultura y Ganadería. Eso fue, por
ejemplo, lo ocurrido con la queja Q/1058/2006.

Sin embargo hay otros supuestos en los que la
situación es tan palmaria que, a la vista de los informes
remitidos por la propia Consejería de Agricultura y
Ganadería, no podemos sino solicitar que se modifique el
acuerdo de concentración con el fin de compensar al
autor de la queja. Este es el caso de la queja Q/955/06 a
la que hemos aludido con anterioridad si bien el objeto
de la misma, a primera vista, era la falta de respuesta a
sendos escritos presentados en fechas 15 de septiembre
de 2003, 16 de agosto de 2004 y 24 de febrero de 2005.
En la resolución recaída en el citado expediente se hacía
constar no sólo el incumplimiento de la obligación de
resolver del art. 42 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y
del Procedimiento Administrativo Común sino también
la necesaria modificación del Acuerdo de Concentración
parcelaria de Castroserracín (Segovia) con base en la
propia información remitida por la Consejería de Agri-
cultura y Ganadería quien en su informe señalaba la exis-
tencia de un déficit de superficie entre la aportada por el
ciudadano y la adjudicada a éste.

1.1.2. Obras de concentración parcelaria

Dos han sido las quejas que han sido tramitadas en
esta materia. Si bien ha recaído resolución apreciando la
existencia de irregularidades en el expediente Q/817/05,
hemos de señalar que a pesar de que esta queja se
incorpore como relativa a obras de concentración
parcelaria, lo cierto es que tras recabar información de la
Consejería de Agricultura y Ganadería llegamos a la
conclusión de que las obras no tenían su origen en el
procedimiento de concentración parcelaria. Esto ocurre
en multitud de casos dado el desconocimiento de los
particulares de que, una vez recibidas las obras de
concentración parcelaria, la responsabilidad corresponde
a los ayuntamientos que las reciben. En el caso de refe-
rencia, el motivo de la queja era la disconformidad con la
situación que aquejaba a ciertas fincas como conse-
cuencia del mal estado del regato “La Huerga” en la
localidad de Revellinos, provincia de Zamora. Tal estado
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se debía a la acumulación de vegetación y malas hierbas
que detenían tierra y maleza por lo que el desagüe se
había obstruido no cumpliendo su función. Por parte de
esta Institución se solicitó información al Ayuntamiento,
a la Confederación Hidrográfica del Duero y a la
Consejería de Agricultura y Ganadería. Como ya hemos
señalado, la Administración autonómica informó de que
las obras no procedían de la Concentración parcelaria
por lo que ninguna responsabilidad incumbía a la
Consejería. Por su parte la Confederación Hidrográfica
del Duero informó de la titularidad municipal del regato
en cuestión y de la falta de medios de la misma para
auxiliar al Ayuntamiento dado que cuenta con unos
presupuestos limitados para atender a numerosos
problemas hidrológicos debiendo acudir la corporación a
solicitar las ayudas correspondientes a los organismos
competentes, tales como la Diputación provincial de
Zamora. A la vista de lo informado, nos vimos en la obli-
gación de señalar que dado que la titularidad del cauce
correspondía al Ente local, era al Ayuntamiento a quien
competía la limpieza y conservación del regato. Este
extremo no fue negado por la Corporación quien arguyó
su falta de medios a tal efecto con la consiguiente
solicitud de auxilio de la Confederación Hidrográfica del
Duero. Sin embargo, la competencia en orden a cooperar
para lograr la efectividad de los servicios municipales
corresponde a la Diputación Provincial de Zamora tal y
como establece el art. 30 del RDLeg 781/0986, de 18 de
abril, regulador del Texto Refundido de las disposiciones
legales vigentes en materia de Régimen Local. Por todo
ello, y dado que los vecinos de la localidad no fueron
informados de tales extremos, esta Institución dictó reso-
lución requiriendo al Ayuntamiento a fin de proceder de
modo inmediato a la limpieza del Arroyo de Las Huergas
para evitar daños y perjuicios que podrían irrogarse
como consecuencia de la obstrucción del mismo y en el
caso de insuficiencia de medios materiales, personales o
económicos, a solicitar la colaboración de la Diputación
Provincial de Zamora para llevar a cabo tales trabajos.

Aceptada la resolución por parte del Ayuntamiento e
informado de tal extremo el autor de la queja,
procedimos a cerrar el expediente.

2. PRODUCCIÓN AGROPECUARIA

2.1. Sanidad animal

La aplicación de la Ley 6/94, de 19 de mayo, de
Sanidad Animal de Castilla y León, ha dado lugar a dos
quejas (Q/452/04 y Q/1369/05). Sólo una de ellas ha
terminado con resolución de esta Institución dado que la
primera de ellas fue archivada por procedimiento judicial
a tenor de lo dispuesto en el art. 12 de la Ley 2/1994, de
9 de marzo, reguladora de esta Institución, modificada
por la Ley 11/2001, de 22 de noviembre. 

Por su parte en la queja Q/1369/05 se ponía en cono-
cimiento de esta Procuraduría la presunta situación de
peligro en la que se encontraban los vecinos de la

localidad de Cabeza de Diego Gómez, en el término
municipal de Sando, como consecuencia de la existencia
de reses bravas en uno de los huertos que rodean el
pueblo.

Solicitada información al Ayuntamiento y a la
Consejería de Agricultura y Ganadería, se remitió por la
Administración autonómica informe en el cual se hacía
constar la presentación de un escrito por parte de un
particular en el Servicio Territorial de Agricultura de
Salamanca en el que ponía de manifiesto estos extremos.
Se informaba asimismo que con fecha 18 de agosto de
2004 se realizó visita de inspección por veterinarios de la
Sección de Sanidad y Producción Animal a la única
explotación de lidia ubicada en la localidad, levan-
tándose acta de inspección donde se constató que: “los
cercados son en algunos puntos de piedra y en otros de
alambre” afirmando éstos que se encontraban en buen
estado y que las porteras de dichas instalaciones en el
momento de la visita se encontraban cerradas. Por otra
parte se ponía de manifiesto la inexistencia de infracción
en materia de sanidad animal.

Por consiguiente, el único incumplimiento detectado
fue el relativo a la falta de contestación por parte de la
Consejería de Agricultura y Ganadería de los escritos
citados con vulneración de los derechos que asistían al
particular en orden a ser informado a tenor de lo previsto
en el art. 35 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común y del deber de
resolver de la administración a tenor de lo dispuesto en
el art. 42 del mismo texto legal. En tal sentido fue
requerida la Administración autonómica quien estimó
oportuno aceptar nuestra resolución.

2.2. Ordenación de recursos agropecuarios locales

La gestión de los pastos es otra de las problemáticas
que ha dado origen a la presentación de quejas en el
presente año dada la complejidad de la Ley 1/99, de 4 de
febrero, de Ordenación de los Recursos Agropecuarios
Locales y de la Tasa por Aprovechamiento de los Pastos,
Hierbas y Rastrojeras de la Comunidad Autónoma de
Castilla y León y su Reglamento regulador (Decreto
307/1999, de 9 de diciembre). La dificultad también
proviene de la existencia de órganos, como son las juntas
agropecuarias locales, cuya naturaleza jurídica da lugar a
ciertos equívocos en los agricultores y ganaderos. Por lo
demás tal confusión y la presentación de quejas contra la
actuación de las juntas agropecuarias locales es una
constante en los últimos años.

En sentido debemos citar la queja Q/1345/05 que
ponía en nuestro conocimiento la inexistencia de gestión
de los pastos por parte de órgano alguno con el consi-
guiente conflicto entre los propietarios de las fincas y los
ganaderos de la zona de Blascoeles en el término
municipal de Santa María del Cubillo, provincia de
Ávila. Solicitada información a la Consejería de Agri-
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cultura y Ganadería, esta puso en nuestro conocimiento
la inexistencia de Ordenanzas de pastos para el término
municipal de Santa María del Cubillo, existiendo unas
para la localidad de Blascoeles que fueron aprobadas el
28 de enero de 1955. Se puso asimismo en nuestro cono-
cimiento que, al parecer, los ganaderos de la localidad
seguían realizando los aprovechamientos de pastos y
rastrojeras sometidos a ordenación común, no pagando
importe alguno así como la inexistencia de órgano que
realizase la gestión del cobro del precio de los pastos, al
menos que fuera conocido por la Administración auto-
nómica. Por otra parte se puso de manifiesto a esta
Defensoría que durante los años 2003, 2004 y 2005 no se
presentó denuncia ni petición motivada que justificasen
la iniciación de expediente sancionador en el que se viera
afectado el municipio de Santa María del Cubillo.

A la vista de lo informado se llegó a la conclusión de
que no era apreciable la existencia de irregularidad
alguna en la actuación de la Consejería de Agricultura y
Ganadería si bien lo cierto es que el vacío existente en la
regulación de los pastos así como la inexistencia de
órgano que los gestionase no resultaba deseable dado
que podía dar lugar a un menoscabo no sólo de los
derechos de los particulares sino también de la eficacia
administrativa recogida en el art. 103 del texto constitu-
cional y en el art. 31.2 de la Ley 3/2001, de 3 julio, de
Gobierno y Administración de la Comunidad Autónoma
de Castilla y León.

Por todo ello se instó a la Consejería de Agricultura y
Ganadería a fin de que en cumplimiento de lo prevenido
tanto en la Ley de Ordenación de Recursos Agrope-
cuarios como en el Reglamento, se informase a los inte-
resados del término de Blascoeles (Ávila) de los meca-
nismos legales arbitrados para la gestión de los pastos y
para la constitución de órganos sustitutorios de la Junta
Agropecuaria Local ante la inexistencia de la misma.

La resolución fue aceptada por la Administración
autonómica con lo que dimos por terminada nuestra
actuación.

3. AYUDAS

El Derecho Agrario ha sufrido una importante
evolución en su propia naturaleza jurídica pasando de ser
considerado una rama del Derecho privado a tomar carta
de naturaleza el llamado Derecho Administrativo
Agrario. Esta evolución proviene no sólo de su constitu-
cionalización a través de preceptos como el art. 130 sino
también como consecuencia de su europeización, sobre
todo, en el ámbito económico. Como ha señalado algún
autor: “No en vano la Política Agraria Común (PAC) es
la primera de las políticas comunitarias como prueba la
carga financiera que supone para el presupuesto de la
Unión y el volumen de legislación derivada que exige
del Consejo y la Comisión”.

En este epígrafe vamos a incluir no sólo las ayudas
agrícolas y ganaderas sino también las llamadas ayudas
al desarrollo local.

En este ámbito incluiremos los expedientes de queja
Q/1520/04, Q/1906/04, Q/1907/04, Q/1908/04 y
Q/1909/04. Las mismas se referían respectivamente a la
calificación como prioritarias de explotaciones agrarias,
a las indemnizaciones compensatorias para explotaciones
agrarias en zonas desfavorecidas, a las inversiones para
la mejora de explotaciones agrarias e instalación de
jóvenes agricultores, a las ayudas a la promoción del
movimiento cooperativo y otras de análoga naturaleza y,
por último, a los programas operativos integrados y
programas de desarrollo rural. Todas ellas fueron
presentadas por el mismo ciudadano lo que permitió a
esta Institución pedir información de forma conjunta a la
Consejería de Agricultura y Ganadería y acordar conjun-
tamente la inexistencia de irregularidad por los
siguientes motivos:

En la queja registrada con el número de referencia
Q/1520/04 se hacía alusión a la presunta existencia de
irregularidades en expedientes de calificación como prio-
ritarias de determinadas explotaciones agrarias. En
concreto, en la citada queja se identificaban tres expe-
dientes cuya tramitación, presuntamente, había sido
irregular.

El régimen jurídico de las explotaciones agrarias prio-
ritarias se contiene, esencialmente, en el Título I (arts. 3
a 22) de la Ley 19/1995, de 4 de julio, de modernización
de las explotaciones agrarias (publicada en el BOE nº
159, de 15 de julio). A la vista de los artículos señalados
y de la información obtenida, esta Institución llegó a las
siguientes conclusiones:

En el primero de los expedientes se dedujo que no
concurría irregularidad alguna en la actuación adminis-
trativa puesto que, pese a lo denunciado por el
ciudadano, no había quedado acreditado que el cambio
de titularidad de la explotación se hubiera producido por
lo que difícilmente podía la Administración adoptar
medidas al efecto.

En cuanto al segundo de los expedientes en que el
particular solicitaba la declaración de irregularidad de
una explotación, no quedó acreditado incumplimiento
alguno por parte de la explotación que impidiese su
inclusión en el catálogo de explotaciones agrarias priori-
tarias por lo que indudablemente la Administración auto-
nómica difícilmente podría llevar a cabo tal declaración.
Sin embargo lo que sí puso de manifiesto la Consejería
de Agricultura y Ganadería fue que, por error, la explo-
tación indicada no estaba incluida en el catálogo de
explotaciones prioritarias por lo que se procedería a su
inclusión próximamente.

Por lo que respecta al tercero de los expedientes en el
que el autor de la queja nuevamente denunciaba el reco-
nocimiento irregular de una explotación como prioritaria,
de la información obtenida de la Consejería de Agri-
cultura y Ganadería se desprendía que la solicitud inicial
cumplía todos los requisitos en aquella fecha para que la
explotación agraria en cuestión pudiera ser reconocida
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como prioritaria a cuyo efecto se emitió el certificado
correspondiente.

Con fecha 21 de marzo 2002, el titular de la explo-
tación solicitó un nuevo certificado para la transmisión
patrimonial de una herencia. A la vista de esta segunda
solicitud, se comprobó que con las nuevas aportaciones a
la explotación no se cumplían las condiciones de explo-
tación prioritaria, motivo por el cual se procedió a
denegar lo solicitado. 

En consecuencia, no constaba el reconocimiento de la
explotación agraria en cuestión como prioritaria sin
cumplir los requisitos previstos para ello en la normativa
aplicable, como se señalaba en la queja, por lo que
tampoco en este caso se apreció existencia de irregu-
laridad administrativa alguna.

La queja Q/1906/04 se refería a indemnizaciones
compensatorias para explotaciones agrarias en zonas
desfavorecidas. En ella el autor hacía referencia a
presuntas irregularidades en la resolución de deter-
minados expedientes de indemnizaciones compensa-
torias a explotaciones agrarias que se encuentran en
zonas desfavorecidas, así como a una, también presunta,
inadecuada aplicación en el ámbito de Castilla y León
del Real Decreto estatal regulador de estas ayudas.

Pues bien, en relación con los expedientes aludidos en
la queja, la Administración autonómica señaló que los
mismos correspondían a tres explotaciones diferentes,
con derecho todas ellas a la percepción de la indemni-
zación compensatoria, puesto que cada una de ellas
disponía de su declaración de superficies en la que se
detallan las parcelas agrícolas, así como los derechos
sobre los animales a efectos de primas ganaderas. El
autor de la queja basaba las presuntas irregularidades
administrativas en el cambio que el órgano competente
para resolver hacía respecto de la propuesta de reso-
lución del instructor, en el incumplimiento del requisito
de la carga ganadera máxima, así como en las defi-
ciencias en la clasificación de los municipios en función
de determinados intervalos de precipitaciones. 

Sin embargo, examinada la información remitida por
la Consejería de Agricultura y Ganadería así como la
normativa aplicable, esta Institución llegó a la
conclusión de que no concurría irregularidad adminis-
trativa alguna por lo que, informado al efecto el
particular, procedimos al archivo del expediente.

La queja identificada con el número de referencia
Q/1907/04, hacía referencia a la presunta existencia de
irregularidades en la tramitación y resolución de deter-
minados expedientes de ayudas para la mejora de explo-
taciones agrarias y para la instalación de jóvenes agri-
cultores. En concreto, se hacía referencia a dos expe-
dientes sobre los que se pidió cumplida información a la
Administración autonómica. 

Recibida ésta, en el primero de ellos se apreció la
existencia de una serie de vicisitudes acaecidas en la

tramitación del mismo, siendo el origen de las mismas la
existencia de una disparidad de criterios entre el órgano
gestor y el órgano de control financiero.

En efecto, concedida la ayuda se formuló, en la fisca-
lización previa al pago, un reparo por la Intervención
Delegada de la Consejería de Agricultura y Ganadería
por un motivo formal. A pesar del citado reparo,
finalmente, se procedió al pago de la ayuda.

Sin embargo, con posterioridad, el expediente en
cuestión fue objeto del Plan de Controles 2002 llevado a
cabo por la Intervención General. Como resultado de
ello, el órgano de control financiero, en contra de la
voluntad del órgano gestor, recomendó la incoación de
un procedimiento de reintegro, el cual se inició con fecha
3 de agosto de 2004.

El último trámite del que fuimos informados por la
Administración autonómica fue la formulación de una
propuesta de decaimiento del citado procedimiento de
reintegro. En consecuencia, no teníamos constancia de
que se hubiera procedido a exigir la efectiva devolución
de las cantidades percibidas por el beneficiario de la
ayuda en cuestión.

En definitiva, más allá de la disparidad de criterios
manifestada entre diversos órganos administrativos en la
tramitación de este procedimiento, lo cierto es que la
ayuda solicitada fue abonada sin que a la fecha de cierre
del expediente nos constara la necesidad de reintegro de
las cantidades. Obraba asimismo en poder de esta Procu-
raduría un informe del Servicio Territorial de Agricultura
y Ganadería de Salamanca, en el cual se ponía de mani-
fiesto que los reparos puestos al expediente en cuestión
se debían a una información erróneamente propor-
cionada por el personal de aquel Servicio, así como que
el beneficiario de la ayuda había actuado en todo
momento de buena fe.

En consecuencia, llegamos a la conclusión de que esta
Institución nada tenía que objetar a la percepción de la
ayuda solicitada y a la ausencia de reintegro de la misma
por lo que entendimos que debíamos cerrar el expediente
por ausencia de irregularidad y así se lo hicimos saber al
autor de la queja.

Respecto al segundo expediente, en el que, según
manifestaciones del autor de la queja, habiéndose
comprobado el incumplimiento por la persona benefi-
ciaria de la ayuda de los compromisos adquiridos al
percibir la misma, no se había procedido a exigir su
reintegro, esta Procuraduría solicitó información a la
Consejería de Agricultura y Ganadería.

Según el informe y la documentación remitida por la
Administración autonómica resultó que, contrariamente
a lo que manifestaba el particular, comprobadas estas
circunstancias se había dejado sin efecto la ayuda y se
había solicitado el reintegro de la cantidad. Por ello
entendimos que procedía el archivo de la queja por
inexistencia de irregularidad administrativa.
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En la queja registrada con el número Q/1908/04, se
hacía alusión a posibles irregularidades en la tramitación
de procedimientos de ayuda a la promoción del movi-
miento cooperativo (en concreto, al incumplimiento por
los socios de las cooperativas de los requisitos exigidos
en la normativa aplicable, por ejemplo, en el expediente
correspondiente a Ovino del Tormes, Sociedad Coope-
rativa), a la admisión de inscripciones en el Registro de
Industrias Agrarias sin la presentación de la documen-
tación exigida por la normativa aplicable, y, en fin, a la
irregular justificación de inversiones a los efectos de las
ayudas del Fondo Europeo de Orientación y Garantía
Agrícola (en adelante, Feoga).

Una vez más esta Institución entendió que no
concurría irregularidad administrativa alguna ante la
imposibilidad de acreditar ninguna de las irregularidades
manifestadas por el autor de la queja por no acompañar
elemento probatorio alguno de aquéllas, motivo por el
cual, ante la negación de su existencia por la Adminis-
tración autonómica, esta Institución no pudo afirmar la
efectiva concurrencia de ninguna de ellas.

En la queja Q/1909/04 se ponía de manifiesto una
presunta financiación inadecuada de determinados
proyectos en el marco de los Proder. En este sentido, el
autor relacionaba hasta 23 actuaciones que, a su juicio,
no debían haber sido subvencionadas dentro del
programa indicado por carecer de carácter innovador.

La información relacionada con la cuestión planteada
en esta queja fue solicitada, además de a la Consejería de
Agricultura y Ganadería, al grupo de acción local
Asociación Comarcal para la Creación de Empleo y el
Desarrollo Económico (Accede), grupo que procedió a la
selección de los proyectos identificados en su escrito.

Del contenido de la información obtenida se
desprendió que, con carácter general, los proyectos antes
indicados habían sido seleccionados por el grupo de
acción local citado e informados favorablemente por la
Consejería de Agricultura y Ganadería, de conformidad
con lo previsto en la normativa aplicable. Por otra parte
el carácter genérico en algunos aspectos de la queja
planteada impidió a esta Institución concluir que los
proyectos seleccionados por el grupo de acción local
Accede e informados favorablemente por la Adminis-
tración autonómica, incumplían las exigencias previstas
en las normas reguladoras de los Proder.

4. ANIMALES DE COMPAÑÍA

La Comunidad Autónoma de Castilla y León en
ejercicio del título competencial conferido por el art.
34.1.1ª de su Estatuto de Autonomía relativo a la
seguridad e higiene así como por el art. 34.5.1ª (de
protección del medio ambiente) ha procedido a regular la
materia así como a dotar de régimen jurídico específico a
la protección de animales de compañía a través de la Ley
5/1997, de 24 de abril, de Protección de Animales de
Compañía y del Decreto 134/1999, por el que se aprueba

el Reglamento de desarrollo de la citada Ley auto-
nómica. Si bien esta regulación debe ser incardinada en
el ámbito de la normativa estatal que tiene su origen en
la competencia exclusiva que en materia de seguridad
pública ostenta el Estado (art. 149.1.29ª), el grueso de
competencias en materia de ejecución se atribuye a los
entes locales, concretamente a los municipios.

Es en este ámbito en el que debe situarse la compe-
tencia fiscalizadora de esta Procuraduría, en orden al
examen de la actuación tanto de los entes locales como
de los organismos autonómicos. 

En el presente año han sido tramitadas siete quejas.
Examinaremos dos de ellas (Q/1534/05 y Q856/06).

La primera de ellas se refería a la denuncia interpuesta
ante la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y
León en Zamora en fecha 27 de abril de 2005 por la
donación por parte del Ayuntamiento de Benavente de
unos perros sacados de la perrera municipal para experi-
mentación. 

Solicitada información sobre el trámite dado a la
citada denuncia y sobre el fondo del asunto nos fue
remitido informe en el cual se hacía constar que a la
Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en
Zamora no le constaba la presentación de la citada
denuncia y que la única responsabilidad correspondía al
Ayuntamiento de Benavente al ser esta Administración
quién cedió los animales de referencia.

A la vista de tales extremos y dado que tal y como
resultaba del expediente obrante en esta Institución en
fecha 27 de abril de 2005 había sido remitida denuncia
por correo administrativo que reunía los requisitos y
detallaba hechos que podrían ser susceptibles de
reproche administrativo a tenor de lo dispuesto en el art.
6.5 del RD 223/1988, sobre Animales para Experimen-
tación, se entendió que podía apreciarse la concurrencia
de irregularidades en la actuación administrativa.

En tales circunstancias y a fin de saber si se habría
incurrido en infracción de la Ley y Reglamento de
Animales de Compañía, el Servicio Territorial de Agri-
cultura y Ganadería de la citada Delegación Territorial
debía haber dado trámite a la citada denuncia despa-
chándola e iniciando el expediente correspondiente. En
efecto, tal y como resulta del art. 38.1 de la Ley 30/92,
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común “los órganos administrativos llevarán un
registro general en el que se hará el correspondiente
asiento de todo escrito o comunicación que se reciba en
cualquier unidad administrativa propia.” Por su parte el
inciso 4 del citado precepto en su apartado c) posibilita
la presentación de solicitudes, escritos y comunicaciones
en las Oficinas de Correos en los términos que reglamen-
tariamente se establezcan a cuyo efecto habremos de
remitirnos al RD 1829/1999, de 3 de diciembre, que
aprueba el Reglamento por el que se regula la prestación



3656 de Septiembre de 2007B.O. Cortes C. y L. N.º 9

de los servicios postales en desarrollo de la Ley 24/1998,
de 13 de julio, del Servicio Postal Universal.

El art. 31 del citado Real Decreto establece lo
siguiente: “Las solicitudes, escritos y comunicaciones
que los ciudadanos o entidades dirijan a los órganos de
las administraciones públicas, a través del operador al
que se le ha encomendado la prestación del servicio
postal universal, se presentarán en sobre abierto, con
objeto de que en la cabecera de la primera hoja del
documento que se quiera enviar, se hagan constar, con
claridad, el nombre de la oficina y la fecha, el lugar, la
hora y minuto de su admisión. Estas circunstancias
deberán figurar en el resguardo justificativo de su
admisión. El remitente también podrá exigir que se
hagan constar las circunstancias del envío, previa
comparación de su identidad con el original, en la
primera página de la copia, fotocopia u otro tipo de
reproducción del documento principal que se quiera
enviar, que deberá aportarse como forma de recibo que
acredite la presentación de aquel ante el órgano adminis-
trativo competente.

Practicadas las diligencias indicadas, el propio
remitente cerrará el sobre, y el empleado formalizará y
entregará el resguardo de admisión, cuya matriz
archivará en la oficina.

Los envíos aceptados por el operador al que se enco-
mienda la prestación del servicio postal universal,
siguiendo las formalidades previstas en este artículo, se
considerarán debidamente presentados, a los efectos
previstos en el art. 38 de la Ley 30/92, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y
en su normativa de desarrollo”.

Todos estos extremos fueron cumplidos en el caso de
referencia por lo que resultaba acreditado el incumpli-
miento de las obligaciones que el art. 38 impone. En
consecuencia, al denunciante se le había causado inde-
fensión vulnerando el principio general non liquet que
debe regir la actuación de la Administración pública. 

Por ello fue remitida resolución a la Consejería de
Agricultura y Ganadería señalando la necesaria trami-
tación de la denuncia de referencia y, en caso de que
fuera procedente, iniciar la tramitación de un procedi-
miento sancionador.

El órgano autonómico no sólo procedió a dar una
respuesta que poco o nada tenía que ver con la reso-
lución remitida sino que lamentamos tener que decir que
los términos de la misma eran bastante impropios. Tras
comunicar al autor de la queja el rechazo por parte de la
Consejería de Agricultura y Ganadería y dar cumplida
contestación al escrito de aquélla, archivamos las actua-
ciones y dimos por cerrado el expediente.

Por su parte la queja Q/856/06 se refería a la denuncia
interpuesta ante la Delegación Territorial de la Junta de
Castilla y León en Segovia por una asociación protectora

de animales, en fecha 14 de diciembre de 2005, soli-
citando la incoación de expediente sancionador a un
establecimiento de venta de animales por vulneración de
la Ley de Protección de los Animales, de Castilla y
León, al exhibir en los meses de marzo-abril de 2005 un
canguro enano con la presumible idea de su venta al
público en unas condiciones e instalaciones inadecuadas
desde el punto de vista higiénico-sanitario.

A la vista de lo informado, apreciamos la existencia
de ciertas irregularidades en la actuación administrativa.
Los aspectos sobre los que versaba el estudio de la queja
fueron los siguientes:

a) Legitimación de la citada asociación para formular
la denuncia y para la interposición de los citados
recursos.

b) Trámite que hubo de darse a la denuncia formulada
por la citada asociación.

c) Régimen de los recursos interpuestos.

Por los que respecta a la falta de legitimación de la
asociación argumentada por parte del Servicio Territorial
de Agricultura de Segovia y ratificada por parte de la
Consejería de Agricultura y Ganadería, conviene señalar
que estos extremos ya habían sido objeto de estudio en
otro procedimiento (ante la misma Consejería y ante el
Servicio Territorial de Ávila) en el que se negaba tal
legitimación no para iniciar el procedimiento
sancionador sino para intervenir en el mismo. Tales
extremos fueron clarificados por parte de la Magistrada
del Juzgado de lo Contencioso-administrativo nº 1 de
Ávila en el Procedimiento Ordinario 114/05. Al igual
que en el presente caso, la asociación defendía su perso-
nación e intervención en el procedimiento como inte-
resada en razón a que estatutariamente tiene como fines
“fomentar el trato ético, moral y legal relativos a la
protección y el bienestar de los animales en particular y
el respeto de la naturaleza en general, así como coordinar
gestiones y representar los intereses de sus asociados en
el ámbito de la protección y el bienestar de los animales
como asociación representativa de intereses colectivos
sociales, además de velar por el cumplimiento de la
normativa vigente”.

A tenor de esto, la Sentencia citada en sus funda-
mentos tercero y cuarto recogía la necesaria legitimación
de la asociación. En consecuencia, no podía alegarse su
falta a tenor de los argumentos examinados. Por consi-
guiente cualquier actuación en orden a la presentación de
denuncias, personación en expedientes o interposición de
recursos por parte de la misma debía ser admitida sin
perjuicio de la estimación o no de la pretensión.

En cuanto al trámite que hubo de darse a la denuncia
no puede obviarse la tramitación prevista en el Decreto
189/1994, de 25 de agosto, regulador del Reglamento del
Procedimiento Sancionador en Castilla y León. A tenor
del mismo y de lo prevenido en los concordantes de la
Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
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las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, la denuncia no debió ser
rechazada de plano sin ningún tipo de motivación (de la
que parece carecer). En efecto, si existía algún tipo de
duda por parte de Servicio Territorial debía haberse
acordado la apertura de un trámite de información previa
con el fin de conocer las circunstancias del caso concreto
y poder decidir acerca de la necesidad o no de iniciar
dicho procedimiento a tenor de lo que dispone el art. 4
del citado Reglamento regulador. En consecuencia, dado
que se trataba de un acto que determinaba la imposi-
bilidad de continuar el procedimiento no puede dudarse
de su naturaleza jurídica de resolución y, en conse-
cuencia, debía haberse revestido de las formalidades que
las mismas tienen incluida la necesaria motivación y el
otorgamiento de recurso contra sus pronunciamientos
(art. 107.1 de la Ley 30/1992).

En lo concerniente al régimen de los recursos inter-
puestos señalamos que, en primer lugar, no era admisible
la clasificación que por parte de la Administración auto-
nómica se hizo cuando señaló que se trataba de una
comunicación y no de una resolución. De conformidad
con lo ya expuesto y con lo previsto en el art. 107 de la
Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, el acto administrativo decide
indirectamente el fondo del asunto y determina la impo-
sibilidad de continuar el procedimiento por lo que es
recurrible. Por otra parte a tenor de señalado en el punto
a) de esta resolución la asociación protectora estaba
perfectamente legitimada para recurrir al tratarse de una
denunciante cualificada que ostentaba la condición de
interesada en el procedimiento.

En otro orden de cosas, cierto es que no existe la
figura de la ampliación del recurso de alzada y en ese
aspecto debe entenderse correcta la argumentación del
Servicio Territorial de Agricultura y Ganadería de
Segovia pero no puede compartirse la falta de objeto
recurrible por los mismos argumentos expresados con
anterioridad. No hacerlo así crearía una situación de
indefensión que vendría agravada, además, por la impo-
sibilidad sobrevenida de acudir a la vía judicial en
defensa de sus intereses con la consiguiente vulneración
del art. 106 del texto constitucional.

Por último señalamos, en cuanto al fondo del asunto,
que carecía esta Institución de medios y competencias
para examinar la concurrencia o no de infracciones al art.
42 g) de la Ley 5/97, de Protección de Animales de
Compañía pero que lo que resultaba indudable era la
necesidad de iniciación, como mínimo de una fase de
información previa.

Por ello, dictamos resolución en orden a la iniciación
de una fase de información previa en relación con el
asunto para examinar las circunstancias concurrentes en
el caso concreto solicitando, si fuera necesario, el auxilio
de personal veterinario del Servicio Territorial o depen-

diente de la Consejería de Agricultura y Ganadería para
examinar la pertinencia o no de la apertura de un proce-
dimiento sancionador. Señalamos asimismo la necesidad
de tener por comparecida y parte a la asociación
promotora de la queja y que se le reconociera la
necesaria legitimación. Por otra parte instamos a la
Consejería para que diera a los escritos de la citada
asociación la debida tramitación confiriéndoles el
carácter de recurso y, en el caso de desestimarlos, que se
declarara expedita la vía judicial a fin de que por parte de
los interesados pudiera acudirse a los Juzgados de lo
Contencioso-Administrativo.

La Consejería de Agricultura y Ganadería no estimó
oportuno aceptar nuestra resolución.

5. OTRAS MATERIAS

Dentro de esta apartado aludiremos a algunas quejas
tramitadas que no son incardinables en ninguno de los
anteriores y que son interesantes en cuanto al fondo del
asunto, a los efectos del presente informe.

Vamos a referirnos a dos expedientes. El primero
finalizó con resolución y el segundo fue archivado por
inexistencia de irregularidad.

En la queja Q/1965/05 se señalaba que, como conse-
cuencia del entubado del río Añamazas, se había
eliminado un puente y el paso que permitía, desde
tiempo inmemorial, acceder a los huertos en la localidad
de Fuentestrún (Soria). Se indicaba asimismo que tempo-
ralmente este acceso se facilitó a través de una rampa de
tierra que con posterioridad fue eliminada, existiendo en
el momento de presentación de la queja un muro de unos
cincuenta centímetros de alto que impedía tal acceso.
Asimismo se puso de manifiesto el hecho de que por
parte de cierto particular se solicitó la restitución del
citado acceso en fecha 22 de diciembre de 2004 sin que
hasta la fecha aquél hubiera recibido respuesta por parte
del Ayuntamiento de Fuentestrún.

Solicitada la pertinente información, ésta, una vez
recibida, sirvió de base para formular resolución en la
que se hacía constar la posible vulneración del art. 35 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, concretamente del derecho a la
información de los interesados en el expediente adminis-
trativo (apartado g. del precepto).

Esto desde una perspectiva procedimental. En lo
concerniente al fondo del asunto, es decir, a la situación
de la vía o senda rústica de acceso a los huertos y pese a
los pocos datos remitidos a esta Institución parecía
presumirse su titularidad pública. Entendimos la posi-
bilidad de que estuviésemos en presencia de una servi-
dumbre de paso, pero en tal caso debería acreditarse la
titularidad privada de los terrenos o la constitución de la
misma; la servidumbre de paso como continua que es,
sólo puede adquirirse por título (art. 537 y ss del Código
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Civil) y no parecía existir título alguno, por ello, la
vereda o camino entendimos que debía ser considerada,
en principio, como vía pública.

Por ello pusimos en conocimiento del Ayuntamiento
que su manifestación en la que expresaba que al tratarse
de una vía en suelo rústico no tenía obligación de actuar
para dejarlo en condiciones distintas de las actuales, no
nos parecía procedente. 

Según dispone el Texto Refundido de Régimen Local
(TRRL) aprobado por RDLeg 781/1986, de 18 de abril,
en su art. 74, son bienes de uso público local los caminos
y carreteras, plazas, calles, paseos, parques, agua,
fuentes, canales, puentes y demás obras públicas de
aprovechamiento o utilización generales cuya conser-
vación policía sea competencia de la entidad local. En
todo caso, tratándose de bienes de uso público existirá el
deber de su conservación a cargo del municipio.

Luego los caminos o sendas rurales son tan vías
públicas como las calles públicas urbanas. Los ayunta-
mientos deben ejercitar en todo caso las competencias en
relación con la seguridad en los lugares públicos (art. 25
a) LBRL) y la ordenación, vigilancia y disciplina que
parece que en este supuesto no se realiza. Entendiendo
esta Institución que por parte del Ayuntamiento de Fuen-
testrún se estaba haciendo dejación de sus competencias
con base no sólo en las manifestaciones del autor de la
queja sino también en las vertidas en su propio informe.
Por consiguiente entendimos que si la senda estaba
cubierta de hierbas, las condiciones de acceso y tránsito
en la misma no eran ni buenas ni suficientes (pese a lo
señalado en el informe del Ayuntamiento). Por otra parte
los propios informes municipales incurrían en contradic-
ciones al decir unas veces que el tránsito era posible para
un viandante señalando, con posterioridad, que desde
tiempo inmemorial se podía acceder a pie y a caballo. En
consecuencia, de las condiciones descritas no parecía
inferirse el posible acceso más que a pie. Concluyendo
esta Institución que no puede obviarse que en el
momento actual el acceso a los huertos podría requerir
una mayor anchura dado que eventualmente podría nece-
sitarse la utilización de maquinaria agrícola tal como
motocultores u otros vehículos pecuarios que, eviden-
temente, no podían circular en las condiciones descritas.

Por todo ello emitimos resolución en la que se instaba
a la Administración local a garantizar el derecho a la
información de los interesados y a dar el correspondiente
trámite a los escritos. Se requería asimismo del Ayunta-
miento que realizase un control y vigilancia de las condi-
ciones de acceso, tránsito y seguridad de los caminos
rurales, restituyendo y garantizando el acceso a los
huertos objeto de la queja mediante las labores de
limpieza y recuperación oportunas. 

Esta resolución remitida al Ayuntamiento el día 5 de
junio de 2006, todavía no ha obtenido respuesta.

Por último vamos a aludir a una queja que fue
archivada por inexistencia de irregularidad pero cuyo
interés reside en el asunto en ella tratado. Es el expe-
diente Q/1503/06.

El origen de la misma era un recurso de alzada inter-
puesto por un particular contra una resolución de la
Directora General de Industrialización y Modernización
agraria por la que se denegaba la habilitación para el
ejercicio de la profesión de enólogo. Entendía el
ciudadano que no se había resuelto en tiempo y forma el
recurso y que no se había respetado el sentido del
silencio (que él consideraba positivo).

Solicitada copia del expediente así como informe
sobre el citado sentido del silencio en el caso concreto,
fuimos informados por parte de la Consejería de Agri-
cultura y Ganadería.

Tras evaluar los datos obrantes en esta Defensoría se
llegó a la conclusión de que no existía ninguna irregu-
laridad en la actuación de la Administración autonómica
por las siguientes razones: 

- En primer lugar dado que el procedimiento era un
procedimiento iniciado de oficio y no a instancia de
parte, como sostenía el interesado. En consecuencia, el
silencio tendría sentido negativo a tenor de lo dispuesto
en el art. 44.2 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común.

- Porque, de apreciar la existencia de un silencio
positivo el acto sería nulo de pleno derecho por
reconocer al interesado derechos o situaciones jurídicas
individualizadas careciendo de los requisitos esenciales
para ello lo que acarrearía la iniciación de un procedi-
miento de revisión de oficio ex artículo 102 de la citada
Ley 30/1992.

En todo caso el fondo del asunto debía estudiarse a la
luz de las normas establecidas para regular la habili-
tación que permite desarrollar la profesión de enólogo.

El procedimiento de habilitación se puso en marcha
por la Administración para dar cumplimiento a la
previsión del art. 102.4 de la Ley 50/1998, de 30 de
diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del
Orden Social, Ley que reguló la profesión de enólogo,
exigiendo para ella el título universitario de licenciado
en enología, pero eximiendo de este requisito esencial a
los que a la entrada en vigor de la misma (el 1 de enero
de 1999) acreditasen de forma fehaciente, y en las condi-
ciones que reglamentariamente se determinasen, que
habían ejercido la profesión durante un tiempo de cinco
años.

El RD 595/2002, de 28 de junio, desarrolló reglamen-
tariamente la citada previsión legal estableciendo las
condiciones en que podría habilitarse para el ejercicio de
la profesión de enólogo y el procedimiento a seguir,
encomendando a las comunidades autónomas, en su art.
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10.4, la instrucción y resolución. De esta norma estatal
nació el procedimiento de habilitación, tramitado y
resuelto por la Junta de Castilla y León.

Como pone de manifiesto la propia Consejería de
Agricultura y Ganadería este proceso no se inició a
solicitud de las personas interesadas, ni se podría repetir
por este motivo, cumplan o no los solicitantes los
requisitos de la Ley 50/1998. Este ha sido un proceso
extraordinario de regularización iniciado a instancia de la
Administración del Estado, con el objeto puntual y
evidente de evitar los perjuicios que podía acarrear la
nueva regulación de la profesión de enólogo tanto a
quienes venían ejerciendo realmente la profesión como a
los operadores del mercado vitivinícola que los
contratan. Unos podrán seguir con la profesión que efec-
tivamente vienen ejerciendo y otros podrán tener la
seguridad de que quien se presenta como enólogo está
respaldado por unos conocimientos académicos
obtenidos en la universidad y acreditados con la corres-
pondiente licenciatura o bien adquiridos por la expe-
riencia que da el ejercicio profesional, acreditado en el
procedimiento reglamentariamente establecido.

La Orden de convocatoria, Orden AYG/1835/2004, de
1 de diciembre, publicada en el Boletín Oficial de
Castilla y León el día 10 de diciembre de 2004, abre la
tramitación del procedimiento, dando la posibilidad de
comparecer en el mismo a todos aquellos que puedan
estar interesados en obtener la habilitación, por estar en
la situación contemplada, pero sin implicar la posibilidad
de iniciar procedimiento alguno (como ocurre, por
ejemplo, en los procedimientos de selección de funcio-
narios públicos que siempre se consideran iniciados de
oficio pese a que medie solicitud de los interesados para
tomar parte en el procedimiento selectivo). La Orden
AYG/1835/2004, de 1 de diciembre, cumple con la obli-
gación que legal y reglamentariamente se ha impuesto a
esta Administración, iniciando de oficio la tramitación
del procedimiento de habilitación, conforme al art. 69 de
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, ya citada.

El procedimiento administrativo podría haber sido
tramitado a solicitud de interesado si no hubiese mediado
la iniciativa pública, esto es, en el caso de que alguna
persona hubiese instado a la Administración a reconocer
su derecho a ejercer la enología sin el correspondiente
título académico, amparándose directamente en el art.
102.4 de la Ley 50/1998 y antes de que la Adminis-
tración hubiese dictado el RD 595/2002. En este caso
hubiese sido aplicable lo dispuesto en la LO 4/2001, de
12 de noviembre, reguladora del Derecho de Petición y,
en su caso, el art. 43.2 de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre. Sin embargo, aún en este supuesto el derecho
del autor de la queja tampoco podría haberse reconocido
por los motivos expuestos respecto al fondo del asunto a
tenor de lo dispuesto en el art. 3.2 del RD 595/2002, de
28 de junio, del Consejo de Ministros por el que se
regula la habilitación para ejercer las profesiones de
enólogo, técnico especialista en vitivinicultura y técnico

en elaboración de vinos, dado que de la información
aportada, en los cinco años anteriores a la entrada en
vigor de la Ley (es decir, desde 1 de enero de 1994 a 1
de enero de 1999) el promotor de la queja no reunía los
requisitos del Anexo I del citado Real Decreto.

Todos estos extremos fueron puestos en conocimiento
del ciudadano tras lo cual procedimos a archivar la
queja.

ÁREA I

FAMILIA, IGUALDAD DE OPORTUNIDADES Y
JUVENTUD

Expedientes Área 218

Expedientes remitidos a otros organismos 13

Expedientes admitidos 100

Expedientes rechazados 38

1. FAMILIA

1.1. Personas mayores

La realidad del sistema social de atención a las
personas mayores viene marcada por una clara evolución
en las necesidades asistenciales de este colectivo,
reflejadas en las demandas de protección social
formuladas durante el ejercicio 2006.

Orientadas hacia la mejora de la calidad de vida de
nuestros mayores, el total de las reclamaciones (21),
aunque ligeramente inferior a las presentadas durante
2005 (32), reflejan con claridad algunos de los prin-
cipales obstáculos que dificultan la mejora de su calidad
de vida y bienestar.

Esta circunstancia ha motivado que las quejas
presentadas se dirijan, de forma especial, a tratar de
obtener la cobertura residencial necesaria cuando los
mayores no pueden seguir en sus hogares (con la
dotación de plazas suficientes para satisfacer la demanda
existente) y la mejora de la calidad asistencial de los
recursos de carácter residencial (mediante un modelo de
inspección que incorpore el conocimiento del grado de
satisfacción de los usuarios).

Junto a las demandas de mejora del modelo de
atención residencial, destacan también las reclamaciones
dirigidas hacia el logro de los apoyos necesarios a las
familias de las personas mayores dependientes y a
facilitar el acceso a los recursos sociales no residenciales
en condiciones de igualdad.

Sin olvidar, asimismo, aquellas otras en las que se
pretende lograr el ejercicio efectivo o adecuado de las
funciones de los órganos de representación de los
usuarios en los centros de carácter social y fomentar la
participación, colaboración activa y representación de los
mayores durante sus estancias residenciales.
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Pues bien, las 8 resoluciones formuladas en el año
2006 (fueron 2 en 2005) han pretendido que la capacidad
de respuesta del modelo actual de asistencia social a las
personas mayores de esta Comunidad Autónoma se vaya
ajustando a las necesidades que va experimentando este
importante sector de la población.

La respuesta administrativa frente a las indicaciones
trasladadas ha sido positiva en términos generales.
Queda esperar, no obstante, que las actuaciones que
vayan desarrollándose eliminen progresivamente las
carencias existentes y aseguren la calidad de las distintas
prácticas asistenciales.

1.1.1. Acceso a los recursos de carácter residencial
para personas mayores

Castilla y León, al igual que ocurre en el resto de
España, no ha sido ajena al fenómeno del envejecimiento
poblacional. De hecho, encabeza la lista de Comunidades
Autónomas más envejecidas, con tasas superiores al
20%. Así se indica en el Plan de Acción para las
Personas Mayores (2003-2007), aprobado por el Consejo
de Ministros de 29 de agosto de 2003.

Este incremento de la población de edad avanzada
supone, paralelamente, un aumento de las demandas
asistenciales propias de este colectivo para prestar una
atención integral y continuada (especialmente para
quienes se encuentren en situación de dependencia),
procurando su bienestar físico, psíquico y social a través
de programas, recursos y servicios adaptados a sus nece-
sidades. Todo ello con la finalidad de garantizar el
mantenimiento de las personas mayores en su entorno
sociofamiliar y, cuando no sea posible, arbitrar las
fórmulas alternativas de alojamiento, teniendo en cuenta
la situación y las necesidades de cada persona.

Por ello la atención residencial (con independencia de
la prioridad por la permanencia en el medio habitual
como criterio preferente de la actuación administrativa
en el ámbito de los servicios sociales) es la indicada
cuando así lo exijan las circunstancias familiares,
sociales, económicas, geográficas o de salud.

Sin embargo, muchas de las demandas de atención
residencial en centros para personas mayores no son
cubiertas por la oferta de servicios públicos o
concertados existente en esta Comunidad Autónoma. De
esta forma, la asistencia pública residencial no siempre
responde, o lo hace con lentitud, a las peticiones
formuladas para el acceso a este tipo de atención social.

Dos son, por ello, los tipos de problemas que han
tenido su reflejo en las quejas presentadas ante esta
Procuraduría, como son la insuficiencia de recursos
destinados a la atención residencial de las personas
mayores y los largos periodos de espera que transcurren
antes de producirse la efectividad de un ingreso.

1.1.1.1. Déficit de plazas residenciales públicas o
concertadas

Ciertamente la Administración de esta Comunidad
Autónoma ha manifestado siempre su intención de lograr
el establecimiento de una red de centros residenciales
suficientes para dar cobertura a las necesidades exis-
tentes. De forma que el impulso de la política resi-
dencial, con el consiguiente esfuerzo inversor realizado,
ha generado gran expectativa en las personas mayores
que solicitan plazas residenciales en cualquiera de sus
modalidades.

Creemos, sin embargo, que no se ha producido de
momento un cambio sustancial, hasta el punto de que se
esté dando respuesta de forma completa a la demanda
real existente.

Avalan esta afirmación diferentes quejas planteadas
ante esta Institución en relación con esta problemática.
Así, en las registradas con los números Q/1452/04,
Q/1406/05 o Q/48/06, se reflejan con claridad las
carencias residenciales todavía persistentes frente a las
necesidades de asistencia social de nuestros mayores.

Ello deriva de la aplicación del baremo vigente en la
valoración de las solicitudes de plaza residencial pública
o concertada (en el que se contemplan diferentes factores
relativos a la situación económica, sociofamiliar,
capacidad funcional y alojamiento del solicitante), que
introduce un criterio de racionalización en la priorización
de aquéllas, exigido por la propia limitación de los
medios disponibles.

El hecho de que la puntuación requerida en cada caso
varíe en función de la disponibilidad de plazas vacantes
en los centros solicitados, es revelador de una absoluta
insuficiencia de los recursos destinados a la atención
residencial de las personas mayores. Esta carencia de
plazas y, en consecuencia, el desequilibrio existente
entre la demanda y el número de plazas ofertadas, son
generadores de exclusión social.

Sin embargo es preciso satisfacer las necesidades de
nuestros mayores en el ámbito de los servicios sociales,
garantizando, sin discriminación, el ofrecimiento de los
recursos residenciales necesarios para su atención.

A ello responde la propia Ley 18/1988, de 28 de
diciembre, de Acción Social y Servicios Sociales, que
asumió entre sus áreas de actuación la protección de
sectores o grupos concretos, como las personas mayores,
previendo la creación de servicios sociales específicos
tendentes a mantener al individuo en su entorno social y,
en su caso, a procurarle un ambiente residencial
adecuado.

Así, la Ley 5/2003, de Atención y Protección a las
Personas Mayores de Castilla y León, proclama          (art.
12.1) el derecho de los mayores a disfrutar de un aloja-
miento digno y adecuado, correspondiendo a la adminis-
tración autonómica, en el ámbito de sus competencias, la
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planificación, ordenación, creación y mantenimiento de
una red de centros residenciales para personas mayores, en
colaboración con la iniciativa privada, que dote a la
Comunidad Autónoma de un nivel de cobertura suficiente,
con especial incidencia en el ámbito rural (art. 12.3).

Por tanto, resulta imprescindible garantizar el ofreci-
miento de los recursos residenciales necesarios para
proporcionar una atención integral a las personas
mayores, eliminando la desproporción existente entre la
oferta de plazas y la demanda existente. Lo que, incluso,
fue objeto de tratamiento en el Informe de la Ponencia
Especial, constituida en el seno de la Comisión de
Sanidad y Asuntos Sociales del Senado, para el estudio
del envejecimiento de la población española, aprobada
por el Pleno del Senado en sesión de 2 de diciembre
de 1999.

Entre las conclusiones aprobadas destaca la relativa a
la dotación de plazas residenciales para personas
mayores, estableciéndose la necesidad de poner al
servicio de los mayores el número de plazas residen-
ciales necesarias para que aquellos que así lo precisen,
fundamentalmente en situaciones de dependencia,
puedan acceder a las mismas sin que exista ningún tipo
de discriminación social, cultural o económica.

Entendiendo que la evolución de las necesidades resi-
denciales de este colectivo debía venir asociada a un
nuevo impulso de la política social para promover, en
condiciones de igualdad, una capacidad de respuesta
suficiente para dar cobertura a la demanda real existente,
desde esta Institución se ha insistido ante la Consejería
de Familia e Igualdad de Oportunidades en la progresiva
eliminación de las listas de espera de atención resi-
dencial. Para ello, la propia Ley 5/2003, de Atención y
Protección a las Personas Mayores de Castilla y León
(art. 3 c) establece, como principio rector, la aplicación
de criterios de mejora continua en la oferta de este tipo
de servicios sociales.

Además, el incremento de la oferta de plazas residen-
ciales públicas para mayores (necesario con indepen-
dencia de superarse el índice de cobertura recomendado
por la Organización Mundial de la Salud), constituye uno
de los objetivos del Plan Regional Sectorial de Atención
a las Personas Mayores, aprobado por Decreto 57/2005,
de 14 de julio, de la Consejería de Familia e Igualdad de
Oportunidades. 

Por todo ello, el Procurador del Común formuló la
siguiente resolución a la Consejería de Familia e
Igualdad de Oportunidades:

“Que, previos los estudios oportunos, se potencien los
esfuerzos de la política social para eliminar progresi-
vamente la insuficiencia de los recursos destinados a la
atención residencial de las personas mayores en esta
Comunidad Autónoma, mediante el aumento de las
plazas propias suficientes, o la cooperación con la

iniciativa privada a través de la acción concertada, para
adaptar el número de plazas ofertadas a la demanda
real existente y reducir las listas de espera a unos
periodos de duración razonables”.

Atendiendo a lo solicitado, se comunicó a esta Insti-
tución que desde la Junta de Castilla y León se conti-
nuaría desarrollando una política residencial para
priorizar la disponibilidad homogénea en todo el
territorio, impulsando la concertación de plazas en la
forma prevista en el Plan Regional Sectorial para la
atención a las personas mayores.

1.1.1.2. El derecho a obtener una plaza residencial
pública o concertada

Dado que el ordenamiento jurídico reconoce la obli-
gación de garantizar a las personas mayores el acceso a
los recursos del sistema de acción social en condiciones
de igualdad, es apropiado hablar del derecho que ostenta
este mismo colectivo a obtener plaza en un centro resi-
dencial.

No se trata solamente de un derecho de carácter indi-
vidual, que puede ser invocado por cualquier persona
que reúna los requisitos necesarios para ser beneficiario,
sino que, fundamentalmente, reviste la naturaleza de
servicio público, obligando a la administración
competente a la dotación de los medios necesarios para
su efectividad, de forma que quede garantizado un nivel
de cobertura suficiente para facilitar el acceso, sin difi-
cultades, a los recursos públicos o concertados del
sistema.

Sin embargo, de nada sirve el reconocimiento expreso
de este derecho, si la propia administración no dispone
de los recursos suficientes para garantizar su ejercicio.

La respuesta administrativa ofrecida en muchos casos
(en los que las solicitudes de plaza presentadas son
incluidas en los correspondientes listados de valoración,
por ser la puntuación insuficiente para optar a las plazas
propias o concertadas con la Gerencia de Servicios
Sociales), genera en el solicitante una importante frus-
tración, pues reuniendo los requisitos necesarios para ser
beneficiario del recurso, no puede ejercer dicha posi-
bilidad por la existencia de más personas en lista de
espera (a las que tampoco ha sido posible ofertar una
plaza residencial), prologándose en el tiempo
(normalmente años) la viabilidad del acceso al recurso
solicitado e ignorando, incluso, la fecha aproximada de
la efectividad de un futuro ingreso.

En algunos supuestos (como los examinados en las
quejas Q/1680/05 o Q/1247/06) se ha conseguido
finalmente la inclusión de la persona interesada en el
listado de reserva del centro residencial solicitado, deter-
minante de la oportuna adjudicación de la correspon-
diente plaza y posterior incorporación al recurso en
cuestión.
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En otros, por el contrario, los interesados permanecían
en una prolongada situación de espera, por ser la
puntuación obtenida, tras la aplicación del baremo en
vigor, insuficiente para optar a las plazas propias o
concertadas con la Gerencia de Servicios Sociales. Así se
ha constatado en los expedientes Q/1452/04, Q/1406/05
o Q/48/06 (también citados en el apartado anterior).

El estudio de dichos expedientes permitió a esta Insti-
tución considerar inadecuada la imposibilidad de facilitar
una plaza residencial a las personas solicitantes, enten-
diendo que con dicha negativa se vulneraban los
derechos y garantías reconocidos a este sector de
población.

Por ello, resultaba apropiado poner en marcha las
acciones oportunas para facilitar a los interesados, a la
mayor brevedad posible, una plaza residencial adecuada
a sus necesidades. Con dicho fin podía ser preciso,
incluso, el concierto de plazas con centros privados que
reunieran los requisitos exigidos (al amparo del art. 26.4
de la Ley 18/1988, de 28 de diciembre, de Acción Social
y Servicios Sociales, y del art. 36 de la Ley 5/2003, de
Atención y Protección a las Personas Mayores de
Castilla y León), con el fin de procurar el recurso
apropiado que no podía ser proporcionado desde el
sistema público por la ausencia de plazas residenciales
suficientes.

Así pues, se estimó oportuno formular a la Consejería
de Familia e Igualdad de Oportunidades la siguiente
resolución:

“Que se adopten las medidas oportunas para facilitar
a los interesados de los expedientes examinados en la
presente resolución, en el menor tiempo posible, una
plaza residencial en la modalidad solicitada, adaptada a
sus necesidades y características, dada la concurrencia
de los requisitos necesarios para ser beneficiarios de
este tipo de asistencia social.”

Tan sólo en uno de los tres casos expuestos, la
persona solicitante fue incluida en la correspondiente
lista de reserva del centro residencial solicitado para
hacer efectivo el ingreso.

1.1.2. Control administrativo de la práctica resi-
dencial

La calidad de la atención residencial, con carácter
general, viene valorándose en relación con el cumpli-
miento de los requisitos de autorización y funciona-
miento establecidos (Decreto 14/2001, de 18 de enero,
regulador de las condiciones y requisitos para la autori-
zación y funcionamiento de los centros de carácter social
para personas mayores) o con las inversiones en infraes-
tructura y equipamiento y con la dotación de personal
(Decreto 30/2001, de 1 de febrero, por el que se aprueba
el Plan de Mejora de la Calidad Asistencial en los
Centros Residenciales para Personas Mayores depen-
dientes de la Administración de la Comunidad de
Castilla y León).

Pero este modelo de eficacia asistencial no podrá
asegurar, por sí sólo, en algunos casos un juicio suficien-
temente fundado sobre la calidad de la atención prestada
a los residentes.

Se ha reflexionado, por ello, desde esta Institución
sobre la necesidad de valorar -en respeto a los derechos
de los usuarios- aquellos otros factores que para la gran
mayoría de ellos son reflejo de calidad y bienestar. Así
ocurre con la alimentación, ya que constituye para los
residentes uno de los elementos fundamentales asociados
a su calidad de vida. Reflejo de lo expuesto lo constituye
el expediente Q/232/05, en el que se insistía en la defi-
ciente calidad de algunos alimentos ofrecidos en un
centro residencial dependiente de la Gerencia Territorial
de Servicios Sociales de León.

Es cierto que los hábitos y gustos alimenticios de las
personas ingresadas en un centro residencial resultan
muy diferentes y dependen, en muchos casos, de los
niveles de salud o de situaciones económicas o
culturales. Sin embargo, su apreciación, en conexión con
los oportunos conocimientos sanitarios y alimenticios,
puede resultar beneficiosa para establecer los criterios
idóneos sobre la adecuación de los alimentos en su
cantidad, variedad, calidad y estado de conservación.

Para ofrecer este tipo de visión más correcta del
funcionamiento de los centros, parece conveniente el
conocimiento del grado de satisfacción de los usuarios y
sus necesidades. Este tipo de medida para la adecuación
y mejora de los servicios ofrecidos, podía desarrollarse a
través de una intervención directa con las personas
mayores residentes, sin la presencia de los responsables
del centro, con el fin de comprobar el grado de satis-
facción o de disconformidad con los servicios recibidos.

Así se ha establecido, por ejemplo, en el Plan General
de Inspección de las Entidades, Servicios y Centros de
Servicios Sociales de la Comunidad Autónoma de
Andalucía, aprobado por Acuerdo de 24 de enero de
2006. Junto a las actuaciones inspectoras dirigidas a
verificar diferentes requisitos, se recoge como objetivo
específico (en el Área sobre la protección jurídica de las
personas mayores) el mantenimiento de entrevistas
personalizadas con los usuarios de los centros residen-
ciales que voluntariamente accedan a ello, en privado sin
la presencia de otras personas, comprobando junto a la
voluntariedad de su estancia o el trato dispensado por el
personal, el grado de satisfacción o de disconformidad
con los servicios recibidos (alimentación, asistencia
sanitaria, aseo, personal, actividades realizadas).

Este tipo de política social a favor de las personas
mayores sensible ante sus demandas, permitiría en esta
Comunidad arbitrar un modelo de inspección basado en
el control y seguimiento de los distintos requisitos, unido
al conocimiento del grado de satisfacción de los usuarios
mediante la realización de entrevistas de carácter
personal con los mismos. 
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De este modo, podría garantizarse una opinión más
fundada sobre la calidad de la atención prestada a los
residentes y la adecuación de los servicios a las nece-
sidades y demandas de los usuarios. Especialmente,
como en el caso reflejado, si son planteadas por los
propios órganos de representación para contribuir al
buen funcionamiento del centro.

Estas circunstancias aconsejaron que el Procurador
del Común formulara a la Consejería de Familia e
Igualdad de Oportunidades la siguiente resolución:

“1. Que en la correspondiente planificación
inspectora desarrollada por la Administración auto-
nómica sobre los centros destinados a la atención de las
personas mayores, se incorpore una intervención directa
con los usuarios, mediante el mantenimiento de entre-
vistas privadas personalizadas con quienes volunta-
riamente accedan a ello, para comprobar su grado de
satisfacción o de disconformidad con los servicios
recibidos.

2. Que en aplicación de este tipo de política social, se
lleve a cabo la correspondiente intervención con los
usuarios de la residencia (...), para conocer su nivel de
satisfacción con los alimentos ofrecidos en el centro. Lo
que compaginado con el correspondiente control
realizado por personal inspector sobre dicha alimen-
tación, podrá garantizar, en mayor medida, un criterio
más idóneo y fundado sobre su calidad y, de ser precisa,
la adecuación de la prestación del servicio a las
demandas formuladas por los residentes”.

Si bien dicha resolución no fue aceptada expre-
samente, la citada Consejería coincidió con esta Procu-
raduría en la necesidad de impulsar la implantación
sosegada de procesos de calidad en los centros residen-
ciales de personas mayores y del resto de los sectores. En
este sentido, se ha elaborado un instrumento que agrupa
los distintos indicadores de calidad para centros residen-
ciales de personas mayores (Indyc), en proceso de verifi-
cación y de debate técnico.

Ya se está trabajando en esta línea mediante la cola-
boración y asistencia técnica de un instituto de reco-
nocido prestigio en el ámbito de la atención a personas
mayores, y se está llevando a cabo la necesaria fase de
evaluación de todos y cada uno de los centros residen-
ciales de personas mayores de la Gerencia de Servicios
Sociales. Esta evaluación, que contempla la participación
directa de los residentes, permitirá detectar los puntos
fuertes y establecer las áreas de mejora necesarias para
estos centros en general y para cada uno de ellos en
particular, así como la definición de los procesos y
estándares de calidad.

No en vano el control administrativo de la práctica
residencial resulta inexcusable para la valoración
constante de los servicios prestados, permitiendo el logro
de un buen nivel o grado de bienestar, la corrección de
deficiencias en la actividad asistencial e, incluso, la

imposición de medidas cautelares y sancionadoras por la
comisión de irregularidades asistenciales o la producción
de perjuicios a los residentes.

La importancia de este tipo de intervención pública
quedó constatada en el expediente Q/1755/05. En dicho
expediente se aludía a la disconformidad del reclamante
con el cierre de un centro ubicado en una localidad de la
provincia de Burgos, centro de dependencia municipal y
gestionado por una entidad privada.

Esta Institución llevó a cabo las oportunas gestiones
de información con la Consejería de Familia e Igualdad
de Oportunidades para determinar la procedencia del
cese de las actividades desarrolladas en dicho recurso.

Como resultado de las mismas, pudo conocerse que
las distintas comprobaciones realizadas por los técnicos
de la Gerencia Territorial de Servicios Sociales de
Burgos sobre el funcionamiento de dicho recurso, habían
confirmado su falta de adecuación arquitectónica y la
dificultad de contar con el personal técnico y de atención
directa necesario.

Se había acordado, por este motivo, diseñar una nueva
orientación al servicio con la puesta en marcha de un
programa de envejecimiento saludable, previa la reubi-
cación de los usuarios.

Detectada, pues, por la administración autonómica la
ausencia de posibilidades de adaptación del centro en
cuestión a la normativa vigente para poder continuar su
funcionamiento como centro de carácter social destinado
a las personas mayores, conforme a las condiciones y
requisitos establecidas en el Decreto 14/2001, de 18 de
enero, regulador de las condiciones y requisitos para la
autorización y funcionamiento de los centros de carácter
social para personas mayores, se dio por finalizada la
intervención de esta Procuraduría.

Otro claro ejemplo de una eficaz fiscalización pública
de la atención residencial quedó reflejado en la queja
Q/77/06.

Dicha reclamación se centraba en la disconformidad
de su autor con el expediente tramitado para resolver el
contrato de gestión indirecta del servicio público de un
centro residencial, de titularidad municipal y gestión
privada, ubicado en la provincia de Salamanca. Esta
Institución no pudo constatar la concurrencia de irregu-
laridad alguna en la actuación administrativa desa-
rrollada por el Ayuntamiento, quien había dictado
finalmente el correspondiente acuerdo de resolución del
mencionado contrato.

Siendo de aplicación al procedimiento de resolución
contractual en cuestión el Real Decreto Legislativo
2/2000, de 16 de junio, por el que se aprobó el Texto
Refundido de la Ley de Contratos de las Administra-
ciones Públicas (TRLCAP), en virtud de la disposición
transitoria segunda de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
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Públicas y del Procedimiento Administrativo Común en
relación con la disposición adicional séptima del citado
TRLCAP, debía partirse del reconocimiento de la prerro-
gativa de la administración para acordar la resolución de
los contratos administrativos.

Ahora bien, dado que el ejercicio de dicha facultad
debe sujetarse, en todo caso, a los límites, requisitos y
efectos recogidos en la citada normativa, se examinó por
esta Institución el criterio adoptado por la administración
municipal tras la fiscalización de la gestión del servicio
público del centro residencial en cuestión, con el fin de
determinar su adecuación a las condiciones establecidas
para el procedimiento de resolución contractual.

A tenor de la valoración efectuada, y teniendo en
cuenta que es causa de resolución de los contratos (art.
111 g) del TRLCAP) el incumplimiento por parte del
contratista de las obligaciones contractuales esenciales,
esta Institución concluyó lo siguiente:

a) Que se consideraba acreditada por la adminis-
tración contratante (conforme a la intervención
desarrollada sobre la gestión del servicio) la vulne-
ración e incumplimiento de determinadas obliga-
ciones del concesionario descritas en el pliego de
condiciones incorporado al contrato.

Y ello con independencia de las también acreditadas
vulneraciones del apartado de relaciones con los usuarios
del servicio y de tarifas máximas señaladas en el contrato
y, asimismo, de las importantes deficiencias, con riesgo
para la seguridad y bienestar de los residentes, detectadas
por la inspección de la Gerencia de Servicios Sociales.

b) Que tales incumplimientos contractuales alegados
por la administración contratante (entre otros,
incumplimiento de la obligación contractual
esencial de prestar el servicio en las condiciones
mínimas de seguridad para los usuarios, incumpli-
miento de las obligaciones laborales, irregula-
ridades en la llevanza del listado de altas y bajas de
los residentes y modificación de las situaciones de
válidos a asistidos), habían sido, asimismo, cons-
tatados en el Dictamen del Consejo Consultivo de
Castilla y León (nº 212/2006) emitido en relación
con el señalado expediente de resolución
contractual, encontrando justificada la medida
pretendida por el Ayuntamiento.

c) Y que se habían cumplido los trámites procedi-
mentales para resolver el contrato, incluido el
citado Dictamen del órgano consultivo, en el que se
concluyó la procedencia de la resolución del
contrato en cuestión.

En algunos casos, sin embargo, ha sido necesario
impulsar la actividad de control administrativo sobre el
funcionamiento de este tipo de recursos de carácter resi-
dencial. Así ocurrió en el expediente Q/891/05.

En dicha reclamación se aludía a la existencia de
supuestas irregularidades en la práctica asistencial de una

residencia para personas mayores de carácter privado,
ubicada en la provincia de Palencia.

Teniendo en cuenta lo anterior, esta Institución
trasladó tales irregularidades a la Consejería de Familia e
Igualdad de Oportunidades para la realización de las
inspecciones oportunas, conforme a lo dispuesto en el
Decreto 97/91, de 25 de abril, sobre inspección y
régimen sancionador en materia de acción social.

En virtud de ello, según la información facilitada por
dicha Administración, se realizaron las oportunas averi-
guaciones por personal inspector de la Gerencia de
Servicios Sociales, comprobándose, entre otros, los
siguientes hechos:

a) Que la residencia contaba con la preceptiva autori-
zación de apertura y funcionamiento, con la correspon-
diente inscripción en el Registro de entidades, servicios y
centros de carácter social y que disponía del personal
exigido en la normativa vigente.

b) Que no se había constatado una mala atención a los
residentes ni tampoco su desprotección.

c) Y que las tarifas aplicadas a los residentes se
correspondían con la lista actualizada de precios comu-
nicada a la Gerencia de Servicios Sociales.

En principio, por tanto, el centro se adecuaba a la
legalidad. No obstante, como consecuencia de las inspec-
ciones realizadas se comprobó la existencia de un mayor
número de residentes asistidos de los autorizados. Esta
circunstancia, según la propia información facilitada por
la Consejería de Familia e Igualdad de Oportunidades,
podía constituir una infracción administrativa tipificada
en el art. 61 b) de la citada Ley 5/2003, de 3 de abril, de
atención y protección a las personas mayores de Castilla
y León.

Sin embargo, no constaba la realización de actuación
administrativa alguna para depurar posibles responsabi-
lidades, ni tan siguiera para conocer o esclarecer los
hechos o establecer un juicio previo sobre la necesidad o
conveniencia de incoar un procedimiento sancionador.

Por este motivo, el Procurador del Común estimó
adecuado formular la siguiente resolución a la citada
Consejería de Familia e Igualdad de Oportunidades:

“Que de no haberse efectuado en la actualidad, se
estudie la conveniencia o posibilidad de incoar expe-
diente sancionador o, en su caso, iniciar el correspon-
diente trámite de información previa para conocer las
circunstancias del caso concreto o establecer un juicio
previo sobre la necesidad o no de iniciar un procedi-
miento sancionador, de conformidad con la constatación
por parte de la inspección de la Gerencia de Servicios
Sociales de una posible infracción administrativa tipi-
ficada en el art. 61 b) de la Ley de atención y protección
a las personas mayores de Castilla y León”.
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Aceptada dicha resolución, fue remitida por la citada
Consejería para su cumplimiento a la Gerencia Terri-
torial de Servicios Sociales de Palencia.

1.1.3. Acceso a los recursos no residenciales para
personas mayores

El peso adquirido por los servicios de proximidad en
el sistema de acción social, es el resultado de las prefe-
rencias de sus potenciales usuarios dirigidas a
permanecer en su domicilio y en su entorno habitual,
compartidas por sus familias cuidadoras si cuentan con
el apoyo necesario para conciliar su vida familiar y
laboral con responsabilidad.

Esta opción asistencial de la política social dirigida a
mantener al mayor en su entorno afectivo, se plasma en
un conjunto de recursos sociales como los centros de día,
que desempeñan un papel importante como servicios de
carácter comunitario.

El sistema de acceso a las plazas en los centros de día
dependientes de la Administración de la Comunidad de
Castilla y León y a las plazas concertadas en otros esta-
blecimientos de esta tipología (tanto en las unidades de
atención social como en las unidades de estancias
diurnas), requiere, con el fin de adquirir la condición de
usuario, la ausencia de padecimiento de enfermedad
infecciosa activa y contagiosa.

Precisamente la exigencia de esta condición ha deter-
minado que desde esta Procuraduría se haya valorado el
derecho de acceso a los servicios no residenciales de
personas mayores dependientes de la administración
autonómica en relación con el principio de igualdad. Así
se reclamaba en el expediente Q/749/05, centrado en la
supuesta discriminación en el acceso a un centro de día
de personas mayores, dependiente de la Gerencia de
Servicios Sociales, en relación con aquellos solicitantes
que padecían hepatitis C.

La Consejería de Familia e Igualdad de Oportu-
nidades, según la información facilitada a esta Procu-
raduría para fundamentar la forma de acceso a estos
recursos sociales, se remitía al Decreto 24/2002, de 14 de
febrero, por el que se aprueba el Estatuto Básico de
Centros de Personas Mayores de Castilla y León, que
establece en su art. 5.2. b) que para adquirir la condición
de socio de las unidades de atención social es preciso no
padecer enfermedad infecciosa activa y contagiosa,
enfermedad que requiera atención preferente en un
centro hospitalario o graves alteraciones de comporta-
miento que puedan alterar la convivencia del centro.

Se trataba de valorar si la condición o cláusula cues-
tionada afectaba al principio de igualdad, teniendo en
cuenta que la propia Ley 5/2003, de 3 de abril, de
Atención y Protección a las Personas Mayores de
Castilla y León, exige (art. 4.2) que desde las administra-
ciones públicas se garantice el acceso a los recursos del
sistema de acción social en condiciones de igualdad, de

acuerdo a los criterios contenidos en la normativa espe-
cífica que los regule.

Parecía lógico, en principio, que en beneficio de los
usuarios de este tipo de servicio social, se establecieran
requisitos dirigidos expresamente a evitar riesgos para su
salud. No obstante, había que tener en cuenta que
algunas enfermedades infecciosas pueden resultar
compatibles con el tipo de convivencia desarrollada, por
ejemplo, en las unidades de atención social, limitada a la
realización de actividades socioculturales y recreativas,
sin que supongan un riesgo directo para los beneficiarios
si por el afectado se respetan las medidas necesarias de
prevención y tratamiento.

Algunas comunidades autónomas, de hecho, no
contemplan en sus reglamentaciones para el acceso a
estos servicios no residenciales el requisito cuestionado.
Este el caso de Cataluña (Decreto 182/2003, de 22 de
julio, de regulación de los servicios de acogida diurna de
centros de día para personas mayores) o Andalucía
(Decreto 122/1997, de 22 de abril, por el que se aprueba
el Estatuto de los Centros de Día para personas
mayores). En el Principado de Asturias se menciona
únicamente como limitación para el acceso “suponer un
riesgo claro, avalado por criterio facultativo, para la
salud o integridad física de las personas usuarias”
(Decreto 29/2000, de 6 de abril, por el que se regula el
régimen jurídico y el sistema de acceso a los centros de
día para personas mayores dependientes).

Parecía apropiada, a la vista de todo ello, la modifi-
cación del tenor literal de la normativa vigente para
eliminar cualquier posible discriminación. Para ello
bastaba con introducir en la norma la condición de que la
enfermedad no supusiera un riesgo para la salud de los
beneficiarios, siempre acreditado o confirmado médi-
camente, para garantizar y compatibilizar la seguridad de
los usuarios y el respeto al principio de igualdad.

En atención a lo expuesto, esta Procuraduría dirigió a
la Consejería de Familia e Igualdad de Oportunidades la
siguiente resolución:

“Que se valore la conveniencia de proceder a la
modificación de las normas de acceso a los centros de
día para personas mayores dependientes de la Adminis-
tración de la Comunidad de Castilla y León o
concertados (especialmente en el caso de las unidades
de atención social), de forma que el criterio de exclusión
relativo al padecimiento de enfermedad infectocon-
tagiosa se condicione al riesgo claro para la salud de
los beneficiarios avalado por el correspondiente juicio
médico. Valoración que deberá fundamentarse en la
necesidad de garantizar y compatibilizar la protección
de los usuarios y el respeto al derecho a la igualdad en
la incorporación a los recursos del Sistema de Acción
Social”.

En contestación a dicha resolución, la citada
Consejería manifestó que no era necesario proceder a la
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modificación de las normas de acceso a los centros para
personas mayores dependientes de la administración de
la Comunidad de Castilla y León, pues su criterio, en
sentido estrictamente sanitario, no limita la convivencia
en colectividad a personas con estas enfermedades
crónicas (como podía ser infección VIH/SIDA, Hepatitis
B, etc.), al no existir especial riesgo para la salud de los
demás.

Esperamos que dicho criterio resulte suficiente y
eficaz para poder prescindir de la modificación
normativa recomendada.

1.1.4. Órganos de participación y representación
de los usuarios en los centros de personas mayores

En cualquier centro de carácter social dirigido a las
personas mayores debe existir una clara conciencia
respecto a la necesidad de fomentar la participación de
los usuarios, su colaboración activa y su representación
en todos los ámbitos que puedan afectarles, necesidad
que se ha consagrado como un derecho de los reco-
nocidos a este sector de la población en la propia Ley
5/2003, de 3 de abril, de atención y protección a las
personas mayores de Castilla y León.

La garantía del ejercicio de este derecho de partici-
pación de las personas mayores puede efectuarse a través
de órganos específicos que posibiliten su representación,
como son los órganos de participación de los usuarios en
los centros de personas mayores.

Por ello, la inexistencia de representantes de los resi-
dentes y la ausencia de proceso alguno para su elección,
ha merecido un especial reproche en la reclamación
Q/891/05 relativo a un centro residencial de titularidad
privada y ubicado en la provincia de Palencia.

La carencia de este tipo de mecanismo de partici-
pación destinado a garantizar el ejercicio de los derechos
de los usuarios, confirmada por la Consejería de Familia
e Igualdad de Oportunidades, afianzaba una clara
tendencia hacia la consolidación de un sistema resi-
dencial basado en el libre voluntarismo de la dirección
del centro sobre su organización y funcionamiento.

Por ello, desde esta Institución se valoró la conve-
niencia de fomentar la participación de los mayores resi-
dentes a través de la constitución del correspondiente
órgano de representación, como mecanismo colaborador
en el buen funcionamiento del recurso para el mejor
cumplimiento de la función social encomendada. 

Ello mediante la intervención de la dirección del
centro, informando a los usuarios (muchos de ellos
desconocedores de este derecho de participación
legalmente reconocido) y convocando, a través de los
medios oportunos, la elección de sus representantes, que
colaborarían de forma activa en la protección de los
derechos del resto de los residentes y en la puesta en
marcha y desarrollo de las actividades del centro.

Dicha consideración determinó la conveniencia de
formular a la Consejería de Familia e Igualdad de Opor-
tunidades la siguiente resolución:

“Que en el ámbito del fomento del derecho de partici-
pación de las personas mayores que corresponde a la
Administración Autonómica, se valore la conveniencia
de trasladar a la dirección de la residencia (...) la
necesidad de proporcionar a los usuarios la información
oportuna sobre el derecho de participación que ostentan
en los distintos ámbitos de la vida residencial y
organizar el oportuno procedimiento para la elección de
sus representantes, constituyendo, así, el correspon-
diente órgano de participación en dicho recurso que, en
representación de los residentes, se encargue de actuar
directamente en su defensa y participe en la progra-
mación y desarrollo de las actividades del centro”.

Esta resolución fue aceptada por la citada adminis-
tración.

No obstante, en ocasiones lo que se cuestiona es
precisamente la propia labor desarrollada por estos
órganos de participación y representación. Así ocurría en
el expediente Q/1961/05, al desestimarse por la Gerencia
Territorial de Servicios Sociales de León la solicitud de
información presentada por representantes del consejo de
centro de una residencia para personas mayores situada
en la provincia de León, dependiente de dicha Adminis-
tración, sobre una relación de internos en dicho centro
residencial.

Para fundamentar la denegación de la petición cues-
tionada, la Consejería de Familia e Igualdad de Oportu-
nidades manifestó a esta Institución que dicho órgano de
representación no contaba con una función concreta para
solicitar datos pertenecientes a cada uno de los usuarios
del centro en cuestión.

Por ello, el análisis de dicha denegación obligó a
delimitar los efectos de la libre disposición de datos
relativos a la identidad de las personas usuarias de un
centro residencial sobre su propia intimidad personal.

Enmarcado este derecho en el ámbito del anonimato y
la reserva, la legislación ha puesto su empeño en esta-
blecer suficientes barreras frente a posibles perturba-
ciones indeseadas. No en vano, la LO 1/1982, de 5 de
mayo, sobre protección del derecho al honor, a la
intimidad personal y familiar y a la propia imagen,
califica como intromisión ilegítima (art. 7.4) la reve-
lación de datos privados de una persona conocidos a
través de la actividad profesional u oficial de quien los
revela.

Por tanto, se trataba de apreciar el alcance de las limi-
taciones impuestas a la disposición o transmisión de
datos que afectan a la intimidad de la persona, partiendo
de que la LO 15/1999, de 13 de diciembre, reguladora de
la protección de datos de carácter personal, recoge la
figura de la comunicación o cesión de información a
terceros, exigiendo la concurrencia de dos requisitos para
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resultar conforme al ordenamiento jurídico y garantizar,
así, que la transmisión no resulte arbitraria ni vulnere la
intimidad personal: a) que la misma responda a
funciones legítimas de cedente y cesionario; b) contar
con el consentimiento del afectado. Cualquier cesión de
datos que no cumpla las citadas exigencias constituirá
infracción administrativa por vulneración de la
normativa aplicable y llevará aparejada la imposición de
las correspondientes sanciones.

Siendo la concurrencia del primero de los requisitos
señalados la cuestión discutida por la Consejería de
Familia e Igualdad de Oportunidades, esta Institución
entendió que se olvidaba que el consejo de centro es un
órgano encargado de contribuir al buen funcionamiento
del recurso. Y que, por tanto, la petición de datos
formulada se podía justificar en el cumplimiento de la
función social encomendada al mismo.

Siendo ello así, la disposición de una simple relación
de usuarios del centro por parte del órgano de represen-
tación del mismo (sin ningún otro tipo de dato
económico, de salud o personal), no suponía una intro-
misión en el ámbito de la intimidad personal, cuando su
obtención sirviera de instrumento (como parecía ser el
caso) para la defensa de los intereses de los residentes
respecto a una problemática tan denunciada como era la
aplicación de la retención del 75% de las pagas extraor-
dinarias en la financiación del coste por estancia en los
centros residenciales para personas mayores. Tampoco
suponía una vulneración de su dignidad, ya que la
situación de internamiento de una persona en un centro
residencial para mayores, no puede considerarse como
un hecho negativo o perjudicial para dicha dignidad.

Consideramos, por ello, que este órgano represen-
tativo de intereses sociales contaba con un interés
legítimo para conocer los datos solicitados si respondía
al beneficio del colectivo de usuarios del centro resi-
dencial en cuestión, sin perturbar, con ello, su intimidad
y dignidad. Ahora bien, respetando siempre el deseo de
que dicha información quedara reducida exclusivamente
al ámbito privado de la persona, de forma que, en ese
caso, su transmisión y conocimiento se restringiría al
terreno del propio interesado. Por ello, entendimos
también que los datos pretendidos por el consejo de
centro, con independencia de que su obtención podía
responder a sus funciones legítimas, sólo resultaban de
libre disposición si se contaba con el consentimiento de
los afectados.

Al amparo de tales conclusiones, esta Procuraduría
consideró necesario formular la siguiente resolución a la
Consejería de Familia e Igualdad de Oportunidades:

“Que se valore la posibilidad de facilitar o ceder,
previos los trámites oportunos, los datos pretendidos por
representantes del consejo de centro de la Residencia
para personas mayores (...), en caso de que respon-

diendo la función social ejercitada al beneficio de los
intereses de los residentes, se contara con el consenti-
miento de los mismos para efectuar dicha disposición”.

El listado de usuarios solicitado, según se ha comu-
nicado por dicha Consejería, será publicado en el tablón
de anuncios del centro, junto a la correspondiente convo-
catoria de elecciones de representantes de los mismos.

En el caso del expediente Q/570/05 la labor desem-
peñada por este tipo de órgano de representación era
cuestionada por los propios usuarios de un hogar depen-
diente de la Gerencia de Servicios Sociales, ubicado en
Burgos. Concretamente, en relación con el uso de los
fondos sobrantes de los viajes y excursiones orga-
nizados.

Ciertamente, en atención a la resolución formulada
por esta Institución a la Consejería de Familia e Igualdad
de Oportunidades con ocasión de la queja Q/733/03 (de
la que se dejó constancia en el Informe correspondiente
al año 2004), se había procedido a la rendición de las
cuentas originadas por los viajes y excursiones orga-
nizados por la comisión de trabajo del citado centro
desde el ejercicio 1999, haciéndose pública en el tablón
de anuncios del mismo.

Pero con independencia de la realización del control
necesario sobre la organización y gestión presupuestaria
de esta clase de actividades desarrolladas en el centro en
cuestión, procedía pronunciarse sobre el criterio
adoptado en relación con las cantidades excedentes de
los viajes y excursiones organizadas en el mismo. Tales
cantidades, concretamente, habían sido destinadas a la
realización de comidas entre los años 1999 y 2002 por
los miembros del consejo de centro y al desarrollo de
otras actividades, tales como conferencias, misas, etc.

Efectivamente, el consejo de centro es un órgano de
participación y representación de los centros de personas
mayores dependientes de la administración autonómica,
encargado, entre otras funciones, de participar y
contribuir al buen funcionamiento del recurso. De ahí
que sus acuerdos deban adoptarse siempre por mayoría
(normalmente simple, salvo ciertos casos que requieren
una mayoría distinta).

La exigencia de este quórum para la aprobación de
tales acuerdos (art. 19.2 del Decreto 24/2002, de 14 de
febrero, por el que se aprueba el Estatuto Básico de
Centros de Personas Mayores de Castilla y León)
representa una garantía esencial para la transparencia en
el desempeño de la labor de este tipo de órgano
colegiado.

Pese a ello, según la información facilitada por la
Consejería de Familia e Igualdad de Oportunidades, tan
sólo constaba que en el año 1999 se aprobó por mayoría
la realización de una comida de navidad por todos los
miembros del citado consejo. No parecía, sin embargo,
que por el mismo órgano se hubiera adoptado algún otro
acuerdo respecto al uso de las cantidades sobrantes de las
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excursiones organizadas en años posteriores. El destino
dado a las mismas, por tanto, no se amparaba en
acuerdos adoptados formalmente por dicho órgano de
representación.

Sin cuestionar en ningún caso el acierto del uso o
utilización dado a dichos fondos, se concluyó por esta
Procuraduría la necesidad de que dicho destino hubiera
sido aprobado por el propio consejo de centro mediante
los acuerdos adoptados con tal finalidad.

Este control de dicha actividad decisoria, además de
ajustarse a las formalidades exigidas en la normativa
citada para la adopción de cualquier acuerdo emanado
del órgano colegiado, respondía a su vez a la necesidad
de eliminar cualquier opacidad en el desarrollo de las
funciones del consejo, asegurar la verdadera partici-
pación y representación de los usuarios en las decisiones
adoptadas, garantizar el conocimiento de las mismas y
comprobar la transparencia de la gestión presupuestaria
desarrollada por aquél.

Lo que aconsejó que el Procurador del Común
formular a la Consejería de Familia e Igualdad de Opor-
tunidades la siguiente resolución:

“1. Que por la Dirección del centro (...) -bajo la
dependencia orgánica y funcional de la Gerencia Terri-
torial de Servicios Sociales de Burgos y como miembro
integrante del Consejo de Centro- se proceda a verificar
si el uso de las cantidades sobrantes del presupuesto de
los viajes y excursiones organizados en dicho centro
desde el año 2000, fue aprobado mediante los corres-
pondientes acuerdos adoptados formalmente por el
Consejo de Centro.

2. Que en caso de que el destino o utilización de tales
cantidades no se hubiera amparado en dicha formalidad
legal, se adopten las medidas necesarias para su
reintegro a los fondos disponibles por las comisiones de
trabajo para la organización de los viajes y excursiones
del centro en cuestión”.

Aceptando dicha resolución, la citada Consejería
remitió la misma a la dirección del centro en cuestión, a
fin de que, siguiendo las indicaciones de esta Institución,
se procediera a verificar si el uso de las cantidades
sobrantes del presupuesto de los viajes y excursiones
organizados en dicho centro desde el año 2002, había
sido aprobado mediante acuerdos adoptados
formalmente por el consejo de centro.

1.1.5. Apoyo a los familiares cuidadores de
personas mayores dependientes en su hogar

La demanda de cuidados para personas mayores
dependientes se ha incrementado notablemente en los
últimos años, debido a la combinación de factores
sociales, de salud y demográficos, como son las mayores
tasas de supervivencia de las personas mayores afectadas
por alteraciones congénitas o enfermedades graves y el
envejecimiento poblacional.

Este impacto del fenómeno del envejecimiento de la
población está otorgando una relevancia especial a las
situaciones de dependencia. Así, la mayoría de las
personas dependientes en España tienen más de 65 años.
Concretamente, según el Libro Blanco sobre la Atención
a las Personas en Situación de Dependencia (Ministerio
de Trabajo y Asuntos Sociales, diciembre 2004), más del
80% de las personas que no pueden valerse por sí
mismas en España supera dicha edad. Castilla y León,
además, presenta una de las mayores tasas de discapa-
cidades por mil habitantes de 65 y más años, donde es un
16% superior a la tasa nacional.

El cuidado y atención de estas personas mayores
dependientes se lleva a cabo, en su mayor parte, en el
ámbito familiar, a través de lo que se ha denominado
“apoyo informal.” Sin embargo, los cuidadores fami-
liares se encuentran escasamente asistidos en una
compleja tarea para la que muchos no están preparados,
que exige una dedicación absoluta y que limita cualquier
perspectiva de vida personal. Así se denunciada en el
expediente Q/788/05.

Ya el Imserso, en la década de los noventa, comenzó a
estudiar las características y extensión del apoyo
informal a raíz de la elaboración del Plan Gerontológico.
Después de diez años de aquellos primeros estudios, en
el año 2004 se aplicó una nueva encuesta a la población
cuidadora de personas mayores. Los resultados básicos
obtenidos se publicaron en el Informe “Cuidados a las
Personas Mayores en los Hogares Españoles” ,
destacando que las mujeres representan el 83% del total
de personas cuidadoras. (Incluso en el año 2004, según el
Libro Blanco de la Dependencia, ha subido un punto el
porcentaje de mujeres que son cuidadoras principales).

Así pues, la responsabilidad del cuidado de las
personas dependientes continúa resolviéndose en el
ámbito familiar y a costa, casi siempre, del sacrificio de
las mujeres. Lo que, a menudo, conlleva la aparición de
problemas de orden físico, psíquico y socio-familiar.

En dicho documento se reconoce la necesidad de
desarrollar políticas dirigidas a mantener activo el
sistema de apoyo informal, reconociendo en mayor
medida el alto grado de generosidad existente respecto a
los cuidados prestados por familiares e implantando una
serie de medidas dirigidas a mantener y a apoyar a las
familias cuidadoras.

Esta necesidad de disponer de estos mecanismos de
protección social ya se expuso por el Consejo de la
Unión Europea (Bruselas, 25 de febrero de 2003) en el
Informe “Apoyar las estrategias nacionales para el
futuro de la asistencia sanitaria y los cuidados de las
personas mayores.” Y, con anterioridad, en el Informe
de la Segunda Asamblea Mundial de las Naciones
Unidas sobre el Envejecimiento (Madrid, 8 a 12 de abril
de 2002), donde se recoge como uno de los grandes ejes
de acción prioritaria el refuerzo de las medidas de apoyo
a las personas encargadas de prestar asistencia, impar-
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tiéndoles capacitación, suministrándoles información y
utilizando mecanismos psicológicos, económicos,
sociales y legislativos.

Siguiendo estas recomendaciones en el ámbito estatal,
las administraciones competentes han adoptado diversas
medidas a favor de las familias cuidadoras de algún
miembro mayor en situación de dependencia, mediante
el desarrollo de una red de apoyo social (información y
apoyo psicológico y social al cuidador, atención domici-
liaria, centros de día, estancias temporales…). También
van surgiendo ayudas económicas para contribuir a posi-
bilitar que el cuidador pueda ejercer sus funciones o para
sufragar servicios.

Sin embargo, esta Institución considera que en
Castilla y León el apoyo económico se presta desde el
ámbito de los servicios sociales con una cobertura
claramente insuficiente.

Es cierto que la demanda social sobre el estableci-
miento de ayudas económicas directas a las familias
cuidadoras de personas mayores, ha sido asumida en el
ámbito legislativo en esta Comunidad Autónoma para
ampliar la protección a la dependencia, con el doble
objetivo de mantener a las personas mayores en su
entorno sociofamiliar y evitar los efectos que para los
cuidadores genera esa atención constante, como el aisla-
miento social y laboral.

De hecho, el art. 14 de la Ley 5/2003, de 3 de abril, de
Atención y Protección a las Personas Mayores de
Castilla y León, determina que la Comunidad de Castilla
y León debe establecer ayudas económicas dirigidas a
las familias o personas que ejerzan como cuidadoras, que
tengan a su cargo a personas dependientes.

Pero pese a aprobarse por el Ministerio de Trabajo y
Asuntos Sociales el programa de ayuda económica de
apoyo al cuidado de personas mayores dependientes en
su hogar (Resolución de 8 de agosto de 2003, de la
Secretaría General Técnica, por la que se da publicidad
al Acuerdo del Consejo de Ministros de 25 de julio de
2003, por el que se formalizan los criterios de distri-
bución, así como la distribución resultante, para el año
2003, de los compromisos financieros aprobados por la
Conferencia Sectorial de Asuntos Sociales, en su reunión
de 2 de julio de 2003), la falta de adhesión de la
Comunidad de Castilla y León al mismo, motivó que se
presentara una Proposición No de Ley, publicada en el
Boletín de las Cortes de Castilla y León de 18 de febrero
de 2004, instando a la Junta de Castilla y León a
adherirse al citado programa para su cofinanciación por
esta Comunidad Autónoma.

Dicha Proposición fue aprobada por la Comisión de
Familia e Igualdad de Oportunidades en sesión celebrada
el día 2 de abril de 2004, para establecer una línea de
ayudas económicas de apoyo al cuidado en el ámbito
familiar.

Además, en el año 2004 desde esta Institución (en el
curso de la actuación de oficio OF/13/04) se recomendó
también a la Consejería de Familia e Igualdad de Oportu-
nidades el desarrollo de la Ley 5/2003 respecto al esta-
blecimiento de tales ayudas.

En relación con esta cuestión la Gerencia de Servicios
Sociales, mediante Resolución de 17 de septiembre de
2004, convocó ayudas económicas de apoyo al cuidado
en el ámbito familiar de personas mayores dependientes
con cargo al presupuesto para el ejercicio 2004,
cumpliéndose, así, el objetivo también marcado en el
Plan Regional Sectorial de Atención a las Personas
Mayores, aprobado por Decreto 57/2005, de 14 de julio.

En ejercicios posteriores, sin embargo, no consta la
fijación o el establecimiento del mismo apoyo
económico.

Se inicia, eso sí, en el año 2005 un “proyecto piloto”
para facilitar el respiro del cuidador principal de
personas mayores de 65 años gravemente dependientes,
mediante ayudas económicas para la contratación de una
persona de apoyo en el domicilio, arbitradas a través del
Acuerdo 72/2005, de 9 de junio, de la Junta de Castilla y
León, por el que se determinan las condiciones para el
ejercicio presupuestario 2005, del Anexo I del Decreto
126/2001, de 19 de abril, por el que se regulan los
criterios y bases que han de configurar el Acuerdo Marco
de Cofinanciación de los Servicios Sociales y Presta-
ciones Sociales Básicas que hayan de llevarse a cabo por
Entidades Locales. Contemplándose nuevamente dichas
ayudas para el ejercicio 2006 en el Acuerdo 58/2006, de
20 de abril.

No obstante, este tipo de sistema de protección resulta
especialmente limitado para apoyar de forma completa al
modelo de atención a personas mayores dependientes
centrado en el ámbito familiar, pues olvida a todas
aquellas familias que siendo cuidadoras principales
eligen o se ven obligadas a proporcionar (por distintas
circunstancias) a las personas mayores dependientes de
forma directa, sin apoyos personales externos, los
cuidados adecuados y las atenciones necesarias para
favorecer el mantenimiento de sus vínculos afectivos y
evitar la institucionalización.

Tal exclusión no se amparaba en la convocatoria de
ayudas citada anteriormente (Resolución de 17 de
septiembre de 2004 de la Gerencia de Servicios
Sociales), dado que no se exigía que el destino de las
mismas fuera la contratación de una persona de apoyo en
el domicilio, ofreciendo, así, a las familias cuidadoras la
posibilidad de destinar la ayuda económica a aquella
finalidad que, a su juicio, mejor compensara el sistema
de actividades asistenciales desarrolladas y, en defi-
nitiva, su sacrificio y renuncia en el ámbito personal,
social y laboral.

Por ello, se ha requerido por esta Institución que la
política social de esta Comunidad Autónoma tenga en
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cuenta de manera especial a los cuidadores informales,
de forma que puedan beneficiarse de una protección
social más completa que asegure la necesaria compen-
sación de la carga física, emocional y económica
aparejada al cuidado habitual de las personas depen-
dientes.

Este apoyo económico ya se encuentra amparado por
la nueva Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción
de la Autonomía Personal y Atención a las personas en
situación de dependencia, que establece expresamente el
reconocimiento de una prestación económica para los
cuidadores familiares.

Pero en tanto llegue a desarrollarse en esta
Comunidad Autónoma dicha previsión, será conveniente
poner en marcha medidas de apoyo económico más
completas, como reconocimiento social a la labor que
realizan las familias cuidadoras al proporcionar a las
personas mayores dependientes una atención adecuada y
favorecedora de su permanencia en el medio habitual.
Para ello puede ser factible, como se hizo en su
momento, la cofinanciación del nuevo programa de
apoyo económico al cuidado de personas mayores
dependientes en su hogar (dentro del Plan de Acción
para las Personas Mayores 2003-2007) contemplado en
la última Resolución de 26 de abril de 2006, de la
Secretaría General Técnica del Ministerio de Trabajo y
Asuntos Sociales, por la que se da publicidad al Acuerdo
del Consejo de Ministros de 21 de abril de 2006, por el
que se formalizan los criterios de distribución, así como
la distribución resultante para el año 2006 de los
compromisos financieros aprobados en la Conferencia
Sectorial de Asuntos Sociales, en su reunión de 30 de
marzo de 2006.

En otras comunidades autónomas, además, se regula
de forma expresa la ayuda económica para familiares
cuidadores con personas mayores asistidas a su cargo. Es
el caso de La Rioja (Decreto 32/2005, de 29 de abril, por
el que se crean y regulan las prestaciones para
cuidadores de personas mayores dependientes), Baleares
(Orden de la Consejera de Bienestar Social por la que se
crea y regula una ayuda económica, gestionada por el
Instituto Balear de Asuntos Sociales, para familias con
personas mayores asistidas), Galicia (Orden de 23 de
diciembre de 2003, por la que se aprueban las bases
reguladoras para la concesión de ayudas de apoyo a
familias cuidadoras que tienen a su cargo familiares
mayores dependientes) o País Vasco (Norma Foral
17/2005, de 13 de junio, por la que se regulan ayudas
económicas a personas que atienden en el domicilio a
familiares mayores dependientes).

Esta enorme consideración que institucionalmente
merece la tarea que desempeñan muchas familias en el
cuidado de sus mayores, llevó al Procurador del Común
a formular a la Consejería de Familia e Igualdad de
Oportunidades la siguiente resolución:

“Que para el desarrollo de una política social
efectiva de apoyo a la red familiar de atención a las

personas mayores dependientes en esta Comunidad
Autónoma, se proceda a la creación y regulación espe-
cífica de las ayudas económicas dirigidas a familias
cuidadoras en desarrollo de la Ley 5/2003, de 3 de abril,
de Atención y Protección a las Personas Mayores de
Castilla y León, y con la finalidad de proporcionar el
apoyo suficiente que permita prevenir desajustes fami-
liares, proporcionar una convivencia normalizada,
compensar la enorme carga asistencial aparejada al
cuidado habitual de la dependencia y la renuncia a nivel
personal, social y laboral, garantizando, de este modo,
una atención adecuada que posibilite la permanencia de
los mayores en su propio entorno de convivencia.

Considerando, para su posterior convocatoria, la
posible colaboración en los proyectos puestos en marcha
por la administración estatal o cualquier otro sistema de
financiación que se estime oportuno, en tanto se proceda
al desarrollo de la nueva Ley 39/2006, de 14 de
diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y
Atención a las personas en situación de dependencia,
para el reconocimiento de la prestación económica
prevista en el artículo 18.

Y todo ello con independencia del desarrollo de
ayudas económicas para la contratación de una persona
de ayuda en el domicilio y de la política fiscal de apoyo
establecida por la Junta de Castilla y León”.

Al cierre de este informe estamos a la espera de
conocer la postura de la administración autonómica al
respecto.

1.2. Menores

La situación de especial indefensión y vulnerabilidad
que caracteriza a los menores de edad sigue suscitando
demandas de apoyo dirigidas a esta Institución. El
número de reclamaciones registradas durante 2006 (29
quejas) sigue la tendencia del ejercicio 2005 (30) y su
objetivo se orienta hacia el logro de una protección
eficaz encaminada a garantizar la integración social y
familiar de los niños y adolescentes de esta Comunidad
Autónoma y el pleno desarrollo de su personalidad.

La política de atención y protección a la infancia ha
sido causa de buena parte de las reclamaciones
formuladas, en razón de la ruptura familiar ligada a la
adopción de determinadas medidas que implican la
guarda del menor lejos de la familia de origen y, de
forma especial, cuando no resulta posible una posterior
reunificación.

En otros casos, por el contrario, se ha reclamado la
rápida intervención protectora de la administración
frente a posibles supuestos de riesgo, instándose la
adopción de los mecanismos específicos frente a las
circunstancias que evitan un desarrollo armónico en el
orden físico, psicológico o moral del menor, o frente a la
realización de determinadas intervenciones médicas.
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La defensa desarrollada en este ámbito por esta Insti-
tución se ha dirigido a garantizar la eficacia en el
ejercicio de la acción protectora, pretendiendo una rápida
actuación administrativa en las fases tempranas de la
aparición de los factores de desprotección, una apli-
cación adecuada de aquellas medidas que implican la
separación familiar en los casos que alcancen niveles de
desestructuración susceptibles de requerir este tipo de
intervención protectora y el desarrollo de una protección
jurídica que asegure la concurrencia de los consenti-
mientos necesarios en la ejecución de determinadas
prácticas médicas.

Otra de las cuestiones suscitadas está relacionada con
la posible vulneración de los derechos de la infancia a
través de los mensajes o imágenes contenidos en publi-
caciones o emitidos en medios audiovisuales. Este ha
sido el único ámbito en el que ha sido preciso formular
resolución por parte de esta Institución, con el fin de
garantizar un control permanente de los mensajes que
llegan a este público de corta edad. El criterio protector
mantenido al respecto desde esta Procuraduría ha sido
apoyado administrativa y socialmente.

Finalmente, se repiten como en años anteriores las
reclamaciones contra el desarrollo de espectáculos que
suponen un riesgo para la integridad de los menores,
persiguiéndose la adopción de las garantías necesarias
para evitar riesgos a los mismos, así como de las
medidas sancionadoras oportunas frente a su inapli-
cación.

1.2.1. Protección Jurídica

1.2.1.1. Sistema de protección

La acción administrativa protectora de los menores en
situación de riesgo o desamparo, materializada desde la
recepción del caso hasta la resolución sobre la situación
de desprotección y la asunción de la tutela, requiere la
inmediata puesta en marcha de las actuaciones necesarias
dirigidas a su reparación en el menor tiempo posible.

De ahí que sigan dándose algunos supuestos en los
que se demanda esa rápida intervención individualizada
para paliar las causas que conducen a la marginación
infantil. Es el caso del expediente Q/1458/06, en el que
se relataba la posible situación de desprotección de
cuatro menores, con edades comprendidas entre uno y
doce años, que habían convivido con sus padres en una
vivienda de la que habían sido desahuciados. La
situación en que había quedado dicha vivienda, descu-
bierta tras el lanzamiento judicial realizado, hacía pensar
en la forma en que pudieron vivir dichos menores y en la
posible necesidad de llevar a cabo un seguimiento de los
mismos.

Ello impulsó a esta Institución a provocar la actuación
administrativa necesaria, para lo que se notificó la
supuesta situación de desprotección a la Consejería de
Familia e Igualdad de Oportunidades con el fin de que se

procediera a la averiguación de los hechos denunciados y
a la adopción de las medidas necesarias en beneficio de
aquellos menores, conforme a las funciones que dicho
organismo ostenta respecto a la defensa de los derechos
de la infancia, el ejercicio de la tutela o el inicio y reso-
lución de expedientes en situaciones de desamparo, a
tenor del Decreto 283/1996, de 19 de diciembre, de
distribución de competencias en esta materia, modificado
por el Decreto 131/2003, de 13 de noviembre.

En virtud de dicha notificación, la Gerencia Territorial
de Servicios Sociales de León acordó proceder a la
apertura de las correspondientes informaciones previas
para determinar la confirmación o no de una posible
situación de riesgo y, en su caso, iniciar expediente de
protección, en el que se realizaría la oportuna evaluación
y se elaboraría la propuesta pertinente por la comisión de
valoración sobre las medidas adecuadas a las circuns-
tancias específicas de los citados menores y su familia.

Por tanto, estando bajo la supervisión de la entidad
pública de protección a la infancia la evolución del caso
planteado, quien actuaría según los resultados obtenidos
del trabajo desarrollado por los servicios sociales compe-
tentes, se dio por finalizada la intervención de esta
Procuraduría.

En otros supuestos, sin embargo, esta acción adminis-
trativa reparadora de las situaciones de desprotección ha
sido objeto de crítica ante esta Institución, aun cuando su
finalidad estuviera orientada hacia la protección de la
integridad y seguridad del menor y a establecer las
condiciones que posibilitaban la posterior reunificación.

Puede citarse, como ejemplo, el expediente Q/218/06,
en el que se discutía la conveniencia de la acción
protectora desarrollada por la Gerencia Territorial de
Servicios Sociales de Palencia en relación con un menor.

La gravedad de la situación de desprotección, el grado
de colaboración de los padres para su reparación y el
pronóstico sobre la posibilidad de cambio de la situación
familiar, son las circunstancias que condicionan las deci-
siones a adoptar en el marco de la acción protectora. 

Teniendo en cuenta, pues, que este tipo de actividad
administrativa reparadora de las situaciones de despro-
tección se encuentra condicionada por dichas circuns-
tancias, determinantes de la decisión correspondiente
sobre las medidas de protección aplicables, se llevaron a
cabo por esta Institución las gestiones oportunas con la
Consejería de Familia e Igualdad de Oportunidades para
confirmar el acierto o no en el desarrollo de dicha inter-
vención. 

En el curso de las mismas pudo conocerse que se había
interpuesto demanda impugnando la tutela asumida por
dicha entidad pública, sustanciándose el correspondiente
procedimiento judicial. Tal intervención jurisdiccional
puso término a la actuación iniciada desde esta Procu-
raduría, conforme a lo dispuesto en el art. 12.2 de la Ley
2/1994, de 9 de marzo, del Procurador del Común.
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1.2.1.2. Adopción de menores

Uno de los aspectos que en el ámbito de la adopción
de menores suscita una mayor controversia social es el
reconocimiento a los matrimonios homosexuales de la
posibilidad de adoptar, de conformidad con lo dispuesto
en los arts. 175.4 y 44.2, ambos del Código Civil. Así se
reflejaba en el expediente Q/2334/06.

Esta posibilidad de adopción por matrimonios homo-
sexuales en todo el territorio nacional se recoge en la
Ley 13/2005, de 1 de julio, por la que se modifica el
Código Civil en materia de derecho a contraer
matrimonio. La Exposición de Motivos de dicha Ley
13/2005 hace una referencia muy sucinta a este tema.

El Consejo de Estado ya advirtió en su dictamen que
abrir la adopción a los matrimonios homosexuales era
una cuestión muy debatida tanto en el ámbito interno
como en el internacional y que la opción a su favor debía
venir avalada por informes o estudios con un análisis y
tratamiento específico.

Por su parte, el estudio del Consejo General del Poder
Judicial se opone terminantemente a la misma y concluye
que debe excluirse la adopción conjunta por homosexuales
por ser contraria a la propia estructura y naturaleza de los
vínculos que crea la adopción así como al interés del
adoptando que es el que preside la adopción.

Dicha Ley ha sido recurrida ante el Tribunal Constitu-
cional. En concreto, el recurso de inconstitucionalidad ha
sido interpuesto por el Grupo Parlamentario Popular el
30 de septiembre de 2005 contra la totalidad de la Ley y
por violación de los arts. 32, 10.2, 14, 39, 53.1, 9, 167
CE. Dicho recurso ha sido admitido por dicho Tribunal.
Sin embargo, su admisión no suspende, en este supuesto,
la vigencia ni la aplicación de la Ley.

Además, en determinadas comunidades autónomas
pueden incluso adoptar las parejas de hecho homose-
xuales. En concreto, en las Comunidades Autónomas de
Cataluña (Ley 10/1998, por la que se establecen las
normas reguladoras de las uniones estables de pareja),
Aragón (Ley 6/1999, relativa a parejas estables no
casadas), Navarra (Ley Foral 6/2000, de 3 de julio, para
la igualdad jurídica de las parejas estables), País Vasco
(Ley 2/2003, de 7 de mayo, reguladora de las parejas de
hecho) y Cantabria (Ley 1/2005, de 16 de mayo, de
parejas de hecho).

El Presidente del Gobierno presentó recurso de
inconstitucionalidad el día 4 de agosto de 2003 contra el
art. 8 de la Ley del parlamento vasco 2/2003 relativo a la
adopción por parejas formadas por dos personas del
mismo sexo (si bien, posteriormente el Tribunal Consti-
tucional tuvo por desistido de dicho recurso al abogado
del estado, declarando extinguido el proceso, al haberse
retirado dicho recurso). Por su parte, el art. 8 de la Ley
Foral 6/2000, de 3 de julio, de contenido similar al
anterior, también ha sido recurrido ante el TC por más de
50 diputados.

El principio de independencia en el ejercicio de la
función jurisdiccional impidió nuestra intervención sobre
la cuestión debatida, comunicándose, no obstante, a la
persona reclamante que pese a estar permitida la
adopción para las parejas homosexuales en las citadas
Comunidades Autónomas, y para los matrimonios de
homosexuales en todo el territorio nacional a raíz de la
entrada en vigor de la referida Ley 13/2005, en la
actualidad su número habría de ser forzosamente
reducido por cuanto que la mayoría de las adopciones
son internacionales y la legislación de muchos de los
países con los que España ha firmado el correspondiente
convenio de adopción no admiten la adopción por
parejas o matrimonios homosexuales.

1.2.1.3. Capacidad de los menores para prestar
consentimiento

A raíz de la Sentencia del Tribunal Constitucional
154/2002, de 18 de julio, que negaba la procedencia de
la imposición de una pena a los padres que, en razón de
sus creencias religiosas, no autorizaron una transfusión a
su hijo de trece años, se produjo una importante
polémica sobre la posibilidad de los menores de edad de
adoptar decisiones que puedan afectar a su vida y su
salud.

Con la Ley 41/2002, de 14 de noviembre, reguladora
de la autonomía del paciente y de derechos y obliga-
ciones en materia de información y documentación
clínica, quiso abordarse el problema de la edad para
prestar válido consentimiento informado. Por ejemplo,
en el art. 9.4 se estableció que la interrupción voluntaria
del embarazo, la práctica de ensayos clínicos y de
técnicas de reproducción asistida se rigen por lo esta-
blecido con carácter general sobre la mayoría de edad y
por las disposiciones especiales de aplicación.

La redacción del precepto, sin embargo, no ha solu-
cionado los problemas que pueden plantearse en la
práctica, por ejemplo, a la hora de determinar quién debe
prestar el consentimiento cuando la mujer embarazada es
menor o incapaz. Así ocurría en el expediente Q/971/06,
en el que se cuestionaba la legalidad de la interrupción
del embarazo de una menor, bajo la tutela de la Gerencia
Territorial de Servicios Sociales de León y en acogi-
miento residencial.

Podría llegar a interpretarse que la remisión a la
mayoría de edad efectuada en la normativa señalada,
supone que en ningún caso valdría como consentimiento
el prestado por la menor embarazada. Pero la doctrina
considera poco coherente con otras reglas del ordena-
miento jurídico concluir que la menor, con indepen-
dencia de su propia madurez, no pueda prestar váli-
damente el consentimiento requerido por la ley para
excluir el carácter punible del aborto.

Piénsese, por ejemplo, que los menores tienen expre-
samente reconocidos los derechos de libertad ideológica,
de conciencia y religión (con el deber de los padres y
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tutores de cooperar para que el menor ejerza dicha
libertad de forma que contribuya a su desarrollo integral,
art. 6 de la LO 1/1996, de 15 de enero, de protección
jurídica del menor), que pueden contraer matrimonio a
partir de los catorce años (con dispensa judicial, art. 48
del Código Civil) o que pueden ejercer la patria potestad
sobre sus hijos (con asistencia de sus propios padres,
art. 157 CC).

Es evidente que existen determinadas intervenciones
(esterilización, donación de órganos) que no pueden
realizarse en menores de edad, ni con su consentimiento ni
con el de sus padres o representantes legales (art. 156 del
Código Penal), para evitar decisiones peligrosas antes de
que la persona tenga la capacidad adecuada para ello.

Sin embargo, no parece que deba otorgarse el mismo
tratamiento al caso del aborto, respecto al cual el art. 417
bis del antiguo Código Penal, cuya vigencia ha quedado
confirmada por la disposición derogatoria del Código
Penal de 1995, exige como presupuesto el consenti-
miento de la mujer, de forma que el aborto consentido
por la misma no es punible en tres supuestos: grave
peligro para la vida o la salud (física o psíquica) de la
madre, embarazo como consecuencia de violación y
riesgo de que el feto nazca con graves taras físicas o
psíquicas.

Por ello se plantea a partir de qué momento se puede
prestar de manera válida y eficaz un consentimiento que
legitime la intervención médica o, lo que es lo mismo, en
qué casos no cabe la representación de los padres en la
toma de la decisión.

El reconocimiento de la edad a partir de la cual se
presupone la suficiente madurez y grado de desarrollo de
la personalidad para prestar de manera válida y eficaz un
consentimiento que legitime la intervención médica,
debe abordarse desde el art. 9.3 c) de la mencionada Ley
41/2002. A su tenor, en principio, el representante legal
consiente por el menor cuando no esté emancipado o
tenga menos de dieciséis años. Pero además, el precepto
permite entender que, antes de los dieciséis años, la
intervención de los padres como representantes sólo es
posible si el menor no puede comprender el alcance del
acto.

Dicha interpretación, según se afirma doctrinalmente,
puede mantenerse teniendo en cuenta que el dato
decisivo es la capacidad real del menor para comprender
la trascendencia de la intervención.

Se podría dudar, entonces, si en tal caso puede pres-
cindirse del consentimiento de los padres y contar sólo
con el del propio menor. No obstante, resulta preferible
conciliar la regla con lo previsto en el ámbito del
ejercicio del deber de guarda de los padres (y tutores): se
excluye la representación (es decir, no cabe que otro
tome la decisión por el menor), pero no la intervención
de sus guardadores, que deben prestar también su

consentimiento, junto al del menor, como manifestación
del deber de velar por él.

De todo ello se deduce:

1. Que nuestro ordenamiento exige como presupuesto
el consentimiento de la mujer embarazada para excluir el
carácter punible del aborto en los tres supuestos contem-
plados en la norma (grave peligro para la vida o la salud
física o psíquica de la madre, embarazo como conse-
cuencia de violación y riesgo de que el feto nazca con
graves taras físicas o psíquicas).

2. Que la menor embarazada puede prestar váli-
damente su consentimiento para legitimar la intervención
médica, no siendo posible la representación de los padres
en la toma de la decisión:

a) Cuando ha cumplido dieciséis años o está eman-
cipada.

b) Cuando es capaz intelectual y emocionalmente para
comprender el alcance de la intervención, aunque no
tenga cumplidos los 16 años.

3. Que si bien se excluye la representación de los
padres o tutores, antes de los dieciséis años, cuando la
menor es capaz de comprender el alcance del acto, no
queda eliminada su intervención, siendo necesario su
consentimiento, junto al de la menor, en razón del deber
de guarda inherente al ejercicio de la patria potestad y
tutela.

Aplicado lo anterior al caso examinado en el expe-
diente citado, la interrupción del embarazo se había prac-
ticado con los consentimientos exigidos (de la menor con
suficiente madurez, de los padres y de la Gerencia Terri-
torial de Servicios Sociales en el ejercicio de la tutela),
teniendo en cuenta que, a tenor de los dictámenes
médicos y psicológicos emitidos, se había confirmado
que la continuación del embarazo podía conllevar un
riesgo grave para la salud psíquica de la menor. Además,
aun cuando ésta no hubiera reunido la madurez sufi-
ciente para conocer la trascendencia del acto, se había
también cumplido el consentimiento por representación
exigido en la norma, al haberse prestado el mismo por
sus representantes legales.

No obstante lo anterior, con la finalidad de amparar al
máximo los intereses de la menor tutelada (aun
mediando su propio consentimiento y el de sus represen-
tantes legales) y eliminar, además, cualquier duda sobre
la posible necesidad de autorización judicial para la inte-
rrupción del embarazo, desde la entidad pública señalada
se había efectuado consulta al respecto a la Fiscalía de
Menores de León, manifestándose que al tratarse de un
supuesto no contemplado en el art. 271 CC (supuestos en
los que el tutor precisa autorización judicial) estaba
exento de la misma.
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1.2.2. Protección socio-cultural

1.2.2.1. Publicaciones

Cada vez son más las publicaciones que se exponen al
público en general, incluidos niños y adolescentes. Esta
circunstancia determina la necesidad de realizar un
permanente control de los mensajes de todo tipo que
llegan a este tipo de público de corta edad, como medio
de protección ante su especial vulnerabilidad. Así se
demandaba en el expediente Q/454/05, a través del cual
esta Institución ha abordado el problema relativo a la
exposición de publicaciones de carácter pornográfico en
quioscos, en otros locales de venta de prensa y en los
establecimientos conocidos como “sex shops”,
concretado en este caso en la ciudad de Salamanca.

No es difícil observar que tales ediciones se colocan,
con frecuencia, en lugares fácilmente visibles y acce-
sibles para los menores de edad.

Para moderar las manifestaciones contrarias a la
sensibilidad general en la exhibición de ciertas publica-
ciones y controlar cualquier posible abuso derivado de
un deficiente uso de la libertad de expresión, fue
aprobado el RD 2748/1977, de 6 de octubre, por el que
se reguló la exhibición de determinadas publicaciones
periódicas y unitarias, prohibiéndose expresamente la
exposición en quioscos, escaparates, interior o exterior
de establecimientos abiertos al público y en general en
lugares de la vía pública, de todo tipo de publicaciones
que en su portada contuvieran desnudos humanos o
imágenes, escenas o expresiones inconvenientes o peli-
grosas para los menores.

Posteriormente, el RD 1189/1982, de 4 de junio, sobre
regulación de determinadas actividades inconvenientes o
peligrosas para la juventud y la infancia, prohibía,
asimismo, la exhibición de publicaciones de carácter
pornográfico en escaparates, interior o exterior de otros
establecimientos abiertos al público, así como en quioscos
y, en general, en cualquier lugar de la vía pública.

Pero ocurre que derogada la Ley de Orden Público (a
la que se remiten los anteriores Reales Decretos) por la
LO 1/1992, de 21 de febrero, sobre Protección de la
Seguridad Ciudadana, que goza del rango constitucional
exigible para la tipificación de infracciones y para la
concreción de las sanciones correspondientes, no existe
regulación alguna que pueda dar cobertura a las previ-
siones sancionadoras de las normas antes mencionadas.

Esta imposibilidad de aplicar el régimen sancionador
contemplado en las mismas, por insuficiencia de rango y
derogación de la norma habilitante, ha sido, incluso,
confirmada a raíz del Informe emitido por la Secretaría
General Técnica del Ministerio del Interior en relación
con la venta de publicaciones de contenido pornográfico,
incardinando, en consecuencia, esta actividad como
infracción en materia de defensa de consumidores y
usuarios.

Sin embargo, a propuesta de la Dirección General de
Salud Pública y Consumo de la Consejería de Sanidad de
la Junta de Castilla y León, se realizó un estudio del
referido Informe por parte del Grupo de Normativa de la
Comisión de Cooperación del Consumo (dependiente del
Ministerio de Sanidad y Consumo), con el objeto de
llegar a una posición común para todas las administra-
ciones competentes en materia de consumo en relación
con la señalada potestad sancionadora. El documento
aprobado en la 72ª reunión celebrada el 20 de diciembre
de 2005 en Madrid por el citado Grupo de Trabajo,
concluyó que la administración de consumo no es la
competente para el tratamiento de este problema.
Téngase en cuenta que la defensa genérica de los
ciudadanos en su condición de consumidores y usuarios
no tiene por objeto la protección específica de la
infancia, que precisa de mecanismos más directos y
eficaces que los previstos en las normas vigentes en
aquella materia.

A ello hay que añadir la situación irregular en que se
encuentra la mencionada regulación relativa a la exhi-
bición de material pornográfico, tras la inaplicabilidad de
la prohibición señalada por carecer la citada disposición
estatal del rango legal para legitimar la restricción de
derechos conforme a lo establecido en el art. 20.4 CE, en
virtud de lo declarado por el Tribunal Constitucional en
Sentencia de 23 de febrero de 1995.

Siendo ello así, pudiera parecer, en principio, que el
tratamiento de la cuestión examinada resulta no poco
complicado por la laguna normativa existente.

Sin embargo, esta Institución considera que los
derechos de los niños y adolescentes de esta Comunidad
Autónoma respecto a la exhibición directa de publica-
ciones pornográficas se encuentran protegidos a través
de los siguientes medios:

a) La venta, difusión o exhibición directa de material
pornográfico entre menores de edad o incapaces aparece
tipificada como delito en el art. 186 del Código Penal
(modificado por el artículo único apartado 68 de la LO
15/2003, de 25 de noviembre).

b) El art. 31 de la Ley 14/2002, de 25 de julio, de
promoción, atención y protección a la infancia en
Castilla y León, prohíbe la venta, exposición y ofreci-
miento a menores de publicaciones de contenido porno-
gráfico.

Esta prohibición permite arbitrar una protección de
carácter general frente a los posibles efectos negativos
derivados de un ejercicio inadecuado de la actividad. De
forma que la exposición de este tipo de publicaciones (la
venta, alquiler, suministro y ofrecimiento se recoge
como infracción grave) quedaría tipificada como
infracción administrativa en materia de atención y
protección a la infancia de carácter leve, recogida en el
art. 140 c) de la mencionada Ley (“Cualquier otra irregu-
laridad formal, incumplimiento de deberes, acción u
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omisión contraria a los principios y normas establecidos
en esta Ley y no tipificada como grave o muy grave). El
ejercicio de la potestad sancionadota corresponde, en
este caso, a las entidades locales, conforme a lo
dispuesto en el art. 148.1 b) de la señalada Ley.

c) Mediante la publicación de Bandos, como recor-
datorio del cumplimiento de la prohibición señalada.
Actividad para la cual, según el citado Informe del
Ministerio del Interior, pueden estar de forma natural
orientadas las administraciones locales teniendo en
cuenta su cercanía a este tipo de problemas, cuya
solución puede enmarcarse -en algunos aspectos- en el
ámbito de la satisfacción de las necesidades y aspira-
ciones de la comunidad vecinal, en los términos del art.
25.1 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las
Bases del Régimen Local.

Estas consideraciones aconsejaron al Procurador del
Común formular la siguiente resolución al Ayuntamiento
de Salamanca:

“1. Que considerando irregular la inactividad
adoptada por ese Ayuntamiento respecto a la erradi-
cación de posibles conductas prohibidas legalmente
para la protección de la infancia (indebidamente injusti-
ficada en la inaplicación del régimen sancionador esta-
blecido en la normativa estatal), se proceda al desa-
rrollo de las acciones oportunas para la comprobación
del cumplimiento de la prohibición establecida en el
artículo 31 de la Ley 14/2002, de 25 de julio, de
promoción, atención y protección a la infancia en
Castilla y León.

De forma que en caso de detectarse, en algún
supuesto, la exposición de publicaciones de contenido
pornográfico en escaparates o lugares de fácil visuali-
zación y acceso para los menores de edad de los
quioscos, de otros locales de venta de prensa y de sex
shops ubicados en el municipio de Salamanca, se
proceda (en relación con cada uno de los posibles esta-
blecimientos infractores) de la siguiente forma:

a) A la adopción de medidas de policía no sancio-
nadoras, ordenando la retirada de la exhibición
pública del material pornográfico expuesto.

b) Al ejercicio, previos los trámites oportunos, de la
potestad sancionadora por la posible comisión de
infracciones administrativas, en los términos esta-
blecidos en el artículo 140 c) de la norma
mencionada. Ello sin perjuicio de que procediera
la remisión de los hechos detectados a la Adminis-
tración autonómica, conforme a la cooperación y
coordinación en las relaciones interadminis-
trativas, para el desarrollo de dicha facultad.

c) A la comunicación de las vulneraciones detectadas
al Ministerio Fiscal, en los casos que así
procediera, por la posible comisión de alguna
infracción penal del artículo 186 del Código
Penal.

2. Que se dicte el correspondiente bando para
recordar a los vendedores profesionales de prensa y de
establecimientos de material erótico la prohibición esta-
blecida legalmente. Ello con el fin de lograr una colabo-
ración voluntaria desde estas actividades, que
contribuya a garantizar la protección de los menores y
adolescentes de Salamanca”.

La resolución fue aceptada expresamente.

Pero también es cierto que las normas, pese a su
absoluta necesidad, a menudo no pueden alcanzar por sí
solas la mejor defensa de la población más vulnerable.
Existen casos en los que parece necesario un verdadero
compromiso social que contribuya de forma más eficaz a
garantizar la protección y bienestar exigido legalmente.
Como en el supuesto de la problemática expuesta, por la
necesidad de compaginar el derecho de protección a la
infancia y el derecho a la libertad de expresión.

Este es el motivo por el que desde esta Procuraduría
se estimó conveniente remitir, asimismo, comunicación a
la Confederación de Asociaciones de Vendedores de
Prensa en España. En dicha comunicación se daba cuenta
de la preocupación de la Institución por el problema de
la exposición de publicaciones de carácter pornográfico
en quioscos y en otros establecimientos de venta de
prensa.

La citada Confederación, compartiendo las mismas
inquietudes manifestadas por esta Procuraduría,
manifestó su compromiso de emprender las actuaciones
posibles para que este tipo de ilegalidades no se repitan
en un futuro.

1.2.2.2. Medios audiovisuales: la televisión

La televisión constituye uno de los elementos funda-
mentales que ocupan el tiempo de ocio de los niños y
adolescentes, siendo, incluso, el medio de comunicación
con mayor implantación entre la audiencia infantil, que
aprende e imita los comportamientos emitidos a través
de la pequeña pantalla. Por ello, es necesario el control
de la información que éstos reciben para no distorsionar
el correcto aprendizaje de las adecuadas normas de
comportamiento.

Así se solicitaba en el expediente Q/2388/06, en el
que se denunciaba la emisión de unos dibujos animados,
a las 15 h en la cadena 6ª de RTVE, en los que se
utilizaba un lenguaje soez (tacos, insultos y otras
palabras nada adecuadas para los niños).

Para el control de estos contenidos audiovisuales a los
que los menores tienen acceso, existe el Acuerdo para el
fomento de la autorregulación sobre contenidos tele-
visivos e infancia, suscrito por la Vicepresidencia
Primera del Gobierno, Ministerio de la Presidencia,
Ministerio de Industria, Turismo y Comercio, Radiotele-
visión Española, Antena 3 de Televisión SA Gestevisión
Telecinco SA y Sogecable SA de fecha 9 de diciembre
de 2004. Sumándose al mismo en fecha 12 de junio de
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2006 las entidades de televisión Net N, Veo n/ y las
entidades asociadas a la FORTA así como la Sexta.

Como anexo a dicho acuerdo se incorpora el Código
de autorregulación sobre contenidos televisivos e
infancia elaborado por las televisiones con la colabo-
ración de la administración, en el que se distingue un
“horario protegido” (de 06:00 a 22:00) y “franjas de
protección reforzada” (De lunes a viernes: de 08:00 a
09:00 y de 17:00 a 20:00 horas y sábados y domingos: de
09:00 a 12:00 horas).

También establece una serie de principios generales
aplicables en el horario protegido (de 06:00 a 22:00),
como colaborar en una correcta y adecuada alfabeti-
zación de los niños evitando el lenguaje indecente o
insultante, evitar la utilización instrumental de los
conflictos personales y familiares como espectáculo
creando desconcierto en los menores y evitar los
mensajes o escenas de explícito contenido violento o
sexual que carezcan de contenido educativo o infor-
mativo.

Teniendo en cuenta que para el seguimiento y control
de este código se establecen dos órganos (el Comité de
Autorregulación y la Comisión Mixta de Seguimiento),
se informó a la persona reclamante de la posibilidad de
dirigir su reclamación a través de la Web de TV Infancia.

1.2.2.3. Espectáculos y festejos públicos

Uno de los ámbitos de especial importancia
vinculados a la celebración de las fiestas taurinas
populares y tradicionales, es la protección de los partici-
pantes. Por ello, su regulación prevé toda una serie de
medidas dirigidas a garantizar la integridad física de los
mismos. Entre ellas, la protección de la infancia y la
juventud, para evitar que los espectáculos y actividades
alteren, en alguna medida, la personalidad de niños y
adolescentes.

Sin embargo, la existencia de este tipo de garantías no
ha impedido que vuelvan a repetirse en este ejercicio las
reclamaciones contra el desarrollo de espectáculos
taurinos tradicionales por la posible participación activa
en los mismos de personas menores de edad. Ejemplo de
ello se refleja en el expediente Q/292/06, en el que preci-
samente se denunciaba la supuesta participación activa
de menores de edad en la celebración del espectáculo
taurino denominado los “Toritos del Alba”, durante los
días 23 y 25 de mayo de 2005 en la localidad de
Benavente (Zamora). Dichos hechos habían dado lugar a
la formulación de las correspondientes denuncias por
parte de la Comandancia de la Guardia Civil de Zamora
(Seprona) ante la Delegación Territorial de la Junta de
Castilla y León en Zamora.

La participación activa en estos festejos está
prohibida, entre otros, a los menores de edad (art. 10.1 e)
del Decreto 14/1999, de 8 de febrero, por el que se
aprueba el Reglamento de Espectáculos Taurinos

Populares de Castilla y León, modificado por Decreto
234/1999, de 26 de agosto, y más recientemente por
Decreto 41/2005, de 26 de mayo). Por ello, el incumpli-
miento de tal prohibición aparece tipificado como
infracción grave en el art. 38.2 de la misma norma.

Así mismo, la Ley 14/2002, de 25 de julio, de
Promoción, Atención y Protección a la Infancia en
Castilla y León, prohíbe la participación activa de los
menores en espectáculos y festejos públicos que
conlleven situaciones de peligro (art. 30.2), tipificando
como infracción grave (art. 141 q) el permitir dicha
participación.

Tras realizar las oportunas gestiones de información
con la Consejería de Presidencia y Administración Terri-
torial, esta Institución constató que la Delegación Terri-
torial de la Junta de Castilla y León en Zamora había
acordado iniciar expediente sancionador al Ayunta-
miento de Benavente, como presunto responsable de las
infracciones derivadas de los citados espectáculos
taurinos celebrados en las fechas señaladas, como conse-
cuencia de la participación activa en tales festejos de
menores de edad.

1.3. Conciliación de la vida familiar y laboral

Al igual que en el año 2005, las resoluciones
formuladas por esta Procuraduría en el ámbito de la
conciliación de la vida familiar y laboral han versado
sobre diversas cuestiones relacionadas con uno de los
apoyos que facilitan la armonización de las responsabi-
lidades laborales y personales, como son los centros de
atención infantil de naturaleza asistencial.

Por un lado, se ha intervenido en relación con la
ausencia de una regulación específica de esta modalidad
de establecimientos de carácter social, imprescindible
como mecanismo de control de calidad. Y, por otro, en
relación con la necesidad de flexibilizar los horarios de
salidas de los centros dependientes de la administración
autonómica para crear condiciones propicias que
faciliten a los progenitores la posibilidad de atender o
cuidar personalmente a sus hijos por permitírselo su
jornada laboral, atendiendo al derecho de estos últimos a
relacionarse con su familia.

Ambas intervenciones tienen su reflejo en los
epígrafes que se exponen a continuación.

1.3.1. Regulación de las guarderías infantiles

La LO 10/2002, de 23 de diciembre, de Calidad de la
Educación estableció una nueva regulación de la
educación para el tramo de 0 a 3 años, suprimiendo la
educación infantil de primer ciclo prevista en el régimen
general de enseñanzas establecido por la LO 1/1990, de
3 de octubre, de Ordenación General del Sistema
Educativo, e introduciendo la educación preescolar.

La configuración de esta nueva etapa excluida de las
enseñanzas escolares, impuso que los centros que a la
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entrada en vigor de aquella Ley atendieran a niños
menores de tres años, y que no estuvieran autorizados
como centros de educación infantil, debían adaptarse a
los requisitos mínimos que se establecieran para los
centros de educación preescolar. Todo ello, sin perjuicio
de que pudieran obtener la correspondiente autorización
con sujeción a las normas específicas anteriores hasta la
aprobación de los referidos requisitos mínimos.

Pero la implantación de la educación preescolar quedó
diferida al curso 2006/2007 a tenor del RD 1318/2004,
de 28 de mayo, por el que se modifica el RD 827/2003,
de 27 de junio, que recoge el calendario de aplicación de
la nueva ordenación del sistema educativo, establecida
por la citada LO 10/2002.

Dicha implantación, sin embargo, se ha visto
suprimida por las modificaciones operadas con la entrada
en vigor de la LO 2/2006, de 3 de mayo, de Educación
(que ha derogado, entre otras, las ya citadas LO 1/1990,
de 3 de octubre, de Ordenación General del Sistema
Educativo y LO 10/2002, de 23 de diciembre, de Calidad
de la Educación), y en la que las referencias a los niveles
educativos contenidas en la LO 8/1985, de 3 de julio,
Reguladora del Derecho a la Educación, han quedado
sustituidas por una nueva denominación de las ense-
ñanzas que ofrece el sistema educativo.

Se ha previsto, así, una nueva regulación de la
educación infantil que, recuperando su carácter de etapa
única, vuelve a adquirir tal denominación, sustituyendo a
la citada educación preescolar definida en la Ley de
Calidad de la Educación, y constituyendo una etapa
educativa con identidad propia que atiende a niñas y
niños desde el nacimiento hasta los seis años de edad. El
calendario de aplicación de esta nueva ordenación,
aprobado por RD 806/2006, de 30 junio, tendrá un
ámbito temporal de cinco años a partir de la entrada en
vigor de la referida Ley.

Junto a los plazos establecidos para la implantación de
las enseñanzas correspondientes a la nueva educación
infantil, destaca el implantado para la adaptación de los
centros de primer ciclo. Concretamente, la disposición
adicional cuarta del señalado Real Decreto exige que los
centros que atiendan a niños menores de tres años y que
no estén autorizados como centros de educación infantil,
o lo estén como centros de educación preescolar,
dispondrán de tres años para adaptarse a los requisitos
que se establezcan a partir de la entrada en vigor de su
regulación específica. Tales requisitos (art. 4 RD
806/2006) serán establecidos antes del 31 de diciembre
del año 2007.

En virtud de esta nueva ordenación del sistema
educativo, el régimen legal generado para los recursos
dirigidos a la atención de niñas y niños menores de tres
años en el ámbito territorial de esta Comunidad
Autónoma es el siguiente:

a) La creación jurídica como centros de educación
infantil requerirá autorización de la administración
educativa, previo cumplimiento de los requisitos
establecidos en el Decreto 1004/1991, de 14 de
julio, por el que se establecen los requisitos
mínimos de los centros que impartan enseñanzas de
régimen general no universitarias, que regirán de
forma transitoria hasta la aprobación de los que se
establezcan al amparo de la nueva LO 2/2006, a los
que deberán adaptarse los centros en el plazo de
tres años.

b) En tanto no se obtenga la citada autorización, los
centros que atiendan a menores de tres años no
podrán adquirir la denominación de centros de
educación infantil (primer ciclo), manteniendo su
configuración como guarderías infantiles, con un
carácter meramente asistencial, al margen del
sistema educativo.

Ésta era, precisamente, la situación jurídica del centro
infantil objeto del expediente Q/1619/05 (sobre el que se
denunciaban deficiencias en la atención ofrecida a los
usuarios), dado que el procedimiento iniciado en la
Dirección Provincial de Educación de Burgos para la
autorización de su apertura y funcionamiento, había
concluido mediante resolución por la que se declaraba su
caducidad. Esta exclusión del citado centro de atención a
la infancia del ámbito del actual sistema educativo,
determinaba las siguientes consecuencias:

a) Su imposible integración en la red de centros
docentes de esta Comunidad Autónoma.

b) Y la ausencia de capacidad de supervisión por parte
del servicio de inspección en materia de educación.

Su configuración como guardería infantil de natu-
raleza meramente asistencial o como servicio de atención
a la infancia, fuera del sistema educativo, no excluía, sin
embargo, su sometimiento a régimen jurídico alguno.
Precisamente su constitución como recurso de asistencia
social para la guarda y custodia de los menores, deter-
minaba su inclusión en el ámbito del sistema de servicios
sociales de atención a la infancia.

En concreto, estaba calificado como guardería infantil
laboral por la Gerencia de Servicios Sociales y, por ello,
se encontraba inscrito en el Registro de entidades,
servicios y centros de carácter social (sección de guar-
derías infantiles laborales).

Dicha inscripción registral imponía inexcusablemente
su sometimiento al régimen jurídico establecido en el
Decreto 109/1993, de 20 de mayo, de la entonces
Consejería de Sanidad y Bienestar Social, por la que se
regula la autorización, acreditación y registro de
entidades, servicios y centros de carácter social, y al
procedimiento de inspección regulado en materia de
acción social por el Decreto 97/1991, de 25 de abril, de
la misma Consejería.
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Quedaba, así, justificada la necesidad de una inter-
vención supervisora de la administración autonómica
sobre dicha guardería infantil laboral, dirigida a controlar
sus condiciones y comprobar la existencia o no de
posibles irregularidades en su funcionamiento.

Pero con independencia de que en este caso no existía
duda de esta capacidad de control administrativo, por
gozar el centro de la calificación positiva como guardería
infantil laboral, no pudo dejar de pensar esta Institución,
por otra parte, en el elevado número de guarderías
infantiles de carácter privado que han proliferado en los
últimos tiempos y que, pudiendo no contar con la califi-
cación positiva e inscripción como guarderías infantiles
laborales, podrían encontrarse, en consecuencia, al
margen del régimen jurídico señalado.

Es cierto que la creación de esta clase de recursos de
atención a la infancia contribuye a facilitar la conci-
liación entre la vida laboral y las responsabilidades fami-
liares. De hecho, muchos de ellos se encuentran inscritos
en el Registro de centros infantiles para la conciliación
de la vida familiar y laboral en Castilla y León. No
obstante, éste carece de un carácter constitutivo de los
centros y cuenta tan sólo con una mera naturaleza decla-
rativa.

De ahí que el progresivo aumento de establecimientos
destinados a guarderías infantiles que se viene produ-
ciendo en esta Comunidad Autónoma por un notable
incremento de la demanda social, no se ha visto corres-
pondido con una normativa específica que regule los
requisitos mínimos de autorización y funcionamiento
que deben cumplir esta modalidad de establecimientos
de carácter social.

Entendimos, así, que la importancia de estos recursos
para el desarrollo físico, psíquico, social y afectivo de los
niños, y el hecho de que éstos constituyen un grupo espe-
cialmente vulnerable, exigía una regulación de las condi-
ciones y requisitos de las guarderías infantiles ubicadas
en el ámbito territorial de esta Comunidad Autónoma, y
del régimen de autorización y funcionamiento como un
mecanismo de control de calidad, salvando el vacío legal
existente. Ello con independencia de que en el futuro
debieran adaptarse a los requisitos establecidos para su
integración en el sistema educativo.

Conscientes de dicha necesidad, en otras Comu-
nidades Autónomas ya se ha regulado esta tipología de
servicios sociales para garantizar la calidad de la
atención prestada y el respeto de los derechos de los
niños. Así ocurre en Galicia (Decreto 329/2005, de 28 de
julio, por el que se regulan los centros de atención a la
infancia) o Asturias (Decreto 47/1990, de 3 de mayo, por
el que se establece el régimen de autorización de las
guarderías infantiles).

Considerándose también desde esta Institución la
conveniencia de articular en esta Comunidad una política
integral de protección a la infancia basada en la primacía

del interés superior de los menores, se formuló la
siguiente resolución a la Consejería de Familia e
Igualdad de Oportunidades:

“1. Que se desarrollen las actuaciones de compro-
bación e inspección oportunas en el centro (...), cali-
ficado como guardería infantil laboral e inscrito en el
Registro de entidades, servicios y centros de carácter
social, con la finalidad de ejercer el control necesario
sobre su funcionamiento para garantizar la ausencia de
irregularidades, la calidad de la asistencia social
prestada para la guarda y cuidado de los menores
atendidos y su adecuado desarrollo físico, psíquico,
social y afectivo.

2. Que, previos los trámites oportunos, se proceda a
la elaboración y aprobación de una regulación espe-
cífica relativa a las condiciones y régimen de autori-
zación y funcionamiento de las guarderías infantiles,
como recursos sociales especializados de atención a la
infancia, que sirva de mecanismo de intervención admi-
nistrativa sobre todos aquellos centros que estén desa-
rrollando o vayan a desarrollar este tipo de servicio
social en esta Comunidad Autónoma sin contar con la
calificación de guardería infantil laboral ni estar inte-
grados en el sistema educativo. Ello con el objetivo de
asegurar unos requisitos mínimos de calidad y de
respeto absoluto de los derechos del niño, y sin perjuicio
de que se prevea que tal norma resulte también de apli-
cación con carácter general al resto de guarderías
infantiles de naturaleza asistencial existentes en Castilla
y León”.

Al cierre de este informe seguimos a la espera de
conocer la postura administrativa respecto a tales indica-
ciones.

1.3.2. Horario de los centros infantiles de titu-
laridad de la Comunidad de Castilla y León

Uno de los principales objetivos marcados por la
Consejería de Familia e Igualdad de Oportunidades trata
de conciliar el derecho de los ciudadanos a desempeñar
un puesto de trabajo con el derecho a atender sus respon-
sabilidades familiares.

Así, se ha tenido en cuenta que dentro de estas últimas
adquieren una especial relevancia las orientadas hacia la
atención de los hijos (especialmente de los niños
menores de 3 años). La administración autonómica, para
ello, ha mostrado un decidido impulso por ayudar
también (junto a quienes opten por cuidar personalmente
de sus hijos recién nacidos dejando en suspenso su
relación laboral) a quienes prefieren dejar su cuidado en
manos de centros especializados, potenciando, preci-
samente, este tipo de recursos que facilitan la armoni-
zación de responsabilidades laborales y personales, y de
forma concreta los dirigidos a la primera infancia.

El desarrollo de una red de centros infantiles para
niños menores de 0 a 3 años (como medida incorporada
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en la Estrategia Regional para facilitar la conciliación de
la vida familiar y laboral, aprobada por Acuerdo 9/2004,
de 22 de enero, de la Junta de Castilla y León), está
permitiendo el necesario apoyo a las familias para cubrir
determinadas situaciones derivadas de la atención a la
infancia, evitando incompatibilidades entre el desarrollo
de la vida familiar y laboral de los progenitores.

Concretamente, adscritos a la Consejería de Familia e
Igualdad de Oportunidades se gestionan 29 centros
infantiles para niños de 0 a 3 años, con un doble
objetivo: ofrecer una atención de calidad a estos niños en
su doble vertiente educativo-asistencial, y facilitar la
compatibilización de la vida familiar y laboral.

La Orden FAM/420/2005, de 29 de marzo, por la que
se regula el procedimiento de admisión en los centros
infantiles, de titularidad de la Comunidad de Castilla y
León, constituye la norma básica de funcionamiento de
estos centros, en la que se establece (art. 5.5) que su
horario será de 7,45 a 17 horas ininterrumpidamente.

Precisamente, en los expedientes Q/43/06 y Q/117/06
se planteaba una problemática relacionada con este
horario de atención en los centros infantiles dependientes
de la Junta de Castilla y León en Ávila, al eliminarse la
posibilidad de recogida de los niños a las 13,30 horas,
ofrecida a sus padres durante varios años como
excepción al horario general.

La Consejería de Familia e Igualdad de Oportu-
nidades, según confirmó a esta Institución, entendía que
la posibilidad de que los padres pudieran recoger a sus
hijos a las 13,30 horas desde el inicio del curso 2005-
2006 hasta el mes de enero de 2006, se había funda-
mentado en las obras de emergencia que tuvieron que
realizarse en uno de los centros de su titularidad.

La citada posibilidad, efectivamente, había quejado
limitada temporalmente hasta la finalización de dichas
obras y, en consecuencia, nunca fue contemplada dentro
del horario oficial de salida de los centros.

Entendimos, no obstante, que para hacer realidad la
compatibilización de la vida familiar y laboral, la política
de conciliación comprometida por la administración
autonómica debía ir adaptándose a las nuevas demandas
sociales, removiendo los obstáculos que entorpecen las
propias condiciones de vida de las familias con hijos
pequeños. Para la consecución de este objetivo, parecía
adecuado crear las condiciones propicias para facilitar a
los progenitores la posibilidad de elegir libremente la
dimensión de su responsabilidad familiar.

No pretendía, con ello, esta Institución una modifi-
cación del horario de atención establecido en la citada
norma. Pero sí una flexibilización de los criterios
mantenidos para adecuarse al derecho de los padres,
libremente adquirido, de atender o cuidar personalmente
a sus hijos (por permitírselo su jornada laboral), logrando
para ellos, de este modo, la plena conciliación de su vida
familiar y laboral.

Algunas comunidades autónomas ya han puesto en
marcha este tipo de práctica de conciliación. Así, en
Aragón la Orden de 15 de mayo de 1985, del Depar-
tamento de Sanidad, Bienestar Social y Trabajo, por la
que se aprueba el Reglamento de funcionamiento y
régimen interno de las guarderías infantiles dependientes
de la Diputación General (modificada por Orden de 5 de
noviembre de 2001), establece la posibilidad de las
salidas fuera del horario establecido, basadas en causas
debidamente justificadas.

En Galicia, según Orden de 20 de abril de 2006 por la
que se regula el procedimiento de adjudicación de plazas
en los centros infantiles de 0-3 años dependientes de la
Vicepresidencia, se permite directamente a los usuarios
optar por jornada de mañana o tarde, continuada o
partida.

Incluso la propia normativa de la Comunidad
Autónoma de Castilla y León no resultaba tan restrictiva
con anterioridad. La ORDEN FAM/437/2004, de 2004,
por la que se regulaba el procedimiento de Admisión en
los Centros de Educación Preescolar, de titularidad de la
Comunidad de Castilla y León (derogada por la vigente
ORDEN FAM/420/2005 antes citada) permitía que el
horario establecido se adaptara “a las necesidades
laborales de los padres” (art. 5). Posibilidad que fue
eliminada en la redacción dada al texto normativo
vigente.

Estas conclusiones aconsejaron al Procurador del
Común formular la siguiente resolución a la Consejería
de Familia e Igualdad de Oportunidades:

“Que en beneficio de la plena conciliación de la vida
familiar y laboral de los padres con hijos pequeños y del
derecho de estos últimos a relacionarse con su familia
bajo la consideración de su interés primordial, se
contemple la posibilidad de flexibilizar las salidas fuera
del horario establecido a los niños usuarios de los
centros infantiles de 0 a 3 años de titularidad de la
Comunidad de Castilla y León cuando concurran causas
convenientemente justificadas, adecuándose, así, a esta
nueva demanda social y al derecho de sus progenitores a
elegir de forma libre la dimensión del cuidado personal
de sus hijos, y adaptando para ello, si fuera preciso, la
normativa básica de funcionamiento de estos recursos
vigente en la actualidad”.

La resolución fue aceptada, comunicando esa Admi-
nistración que se estaban atendiendo los posibles
supuestos de flexibilización horaria cuando existen
causas justificadas, sin que para ello hubiera sido
necesario adaptar la normativa vigente.

2. IGUALDAD DE OPORTUNIDADES

2.1. Personas con discapacidad

En esta área el contenido de las quejas recibidas por la
Institución a lo largo del año 2006 (así como las
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recibidas en años anteriores pero resueltas durante el
citado 2006) refleja los problemas de los ciudadanos en
relación con los derechos de las personas con disca-
pacidad.

En concreto, las reclamaciones recibidas aluden a
cuestiones tales como el uso del espacio físico (problema
que afecta por igual a las personas afectadas por discapa-
cidades físicas y sensoriales) o la necesidad de ser consi-
derado como uno más entre sus semejantes en el
ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución:
trabajo, educación, atención sanitaria, vivienda, ocio,
cultura, etc. 

En relación con la primera de las cuestiones citadas,
han aumentado las quejas procedentes de localidades
pequeñas y núcleos rurales, en los que un urbanismo
incipiente unido a los escasos medios de los ayunta-
mientos, hacen que las barreras urbanísticas que difi-
cultan la vida diaria de las personas con discapacidad, se
vayan eliminando, más que con arreglo a una planifi-
cación generalizada, a petición de los vecinos.

Lo importante en este tipo de quejas, a falta de dos
años para extinguirse el plazo previsto en la Ley 3/98, de
Accesibilidad y Supresión de Barreras de Castilla y
León, es indicar la necesidad de que los ayuntamientos
cuenten con la normativa municipal específica sobre
accesibilidad. Todo ello, sin perjuicio de que, de resultar
necesarias, se adopten medidas aisladas para resolver los
problemas concretos, al menos en las calles o zonas más
conflictivas.

Ha disminuido ligeramente el número de quejas
relativas a las dificultades de acceso a edificios que
albergan servicios públicos, aumentando las reclama-
ciones relativas a la eliminación de las barreras exis-
tentes en los edificios que forman parte del Patrimonio
Histórico-artístico. En este aspecto se viene denunciando
por parte de los vecinos de ciudades patrimonio de la
humanidad como Segovia y de otras que cuentan con
bienes de interés cultural, el hecho de no poder disfrutar
de dichos bienes por la imposibilidad de acceder a su
interior.

Ocurre que las medidas con las que se trata de atraer
la atención de los ciudadanos hacia los edificios
vinculados a nuestra historia y de fomentar el interés por
su conocimiento y conservación, encuentran la respuesta
favorable, incluso entusiasta, por parte de la población a
que pertenecen, lo que aumenta la frustración de quienes
por su incapacidad física no tienen por si mismos la posi-
bilidad de visitarlos y conocerlos.

La imprescindible cautela a que obliga el régimen de
protección a que están sujetos dichos bienes, no es
obstáculo para que la Institución acuda al texto de la
Estrategia Regional de Accesibilidad de Castilla y León
2004-2008, cuya idea es implantar en todos los niveles
sociales una “cultura de la accesibilidad”, proponiendo
medidas horizontales que, por estar dirigidas a todos los

ámbitos de actuación, merecen un tratamiento dife-
renciado. Estas medidas pretenden dinamizar, promo-
cionar e impulsar la accesibilidad y su importancia reside
en evitar la ruptura de la cadena de la accesibilidad.
(Quiere decirse evitar que un espacio accesible vaya
precedido o seguido de otro que no lo es).

En este sentido, dichas medidas horizontales implican
a todas las administraciones. A lo anterior hay que añadir
que pese a las dificultades aludidas, por parte de la
Consejería de Cultura y Turismo se ha mostrado en todo
momento voluntad de colaboración. 

Otro de los problemas expuestos reiteradamente ante
esta Procuraduría durante el año 2006 ha sido el
referente a las barreras arquitectónicas en los elementos
comunes de los edificios de viviendas en régimen de
propiedad horizontal, problema que se abordará al
analizar alguno de los expedientes de queja tramitados.

De igual forma, se ha incrementado el interés de las
organizaciones de personas con discapacidad por que
éstas pasen a desempeñar un cometido en el mercado
ordinario de trabajo. No hay duda de que una misma
persona, con una determinada limitación funcional,
podrá desempeñar adecuadamente las tareas propias de
un puesto de trabajo en función del contexto en el que se
le sitúe.

En este sentido la postura de la Institución ha sido la
de inclinarse por señalar que el principio de no discrimi-
nación determina un sistema basado en la represión de
aquellas conductas que signifiquen un trato injustifica-
damente desigual por razón de la discapacidad. En defi-
nitiva, se trata de situar a las personas con alguna disca-
pacidad en las mismas condiciones que las demás para
que puedan acceder al mercado laboral.

Así, conviene recordar que en materia de empleo,
teniendo en cuenta la necesaria política de integración de
las personas discapacitadas en el mercado laboral como
alternativa al empleo protegido, resulta fundamental el
cumplimiento de la reserva legalmente establecida, de
forma que el 2% de los trabajadores de las empresas con
más de 50 empleados, públicas y privadas, sean personas
con discapacidad.

Por último, antes de exponer el contenido de algunos
expedientes en concreto, parece conveniente indicar las
variaciones que se observan si se compara el contenido
de las quejas tramitadas en el año 2005 en relación con
las recibidas en la Institución durante el año 2006:

- Ligero aumento de las quejas relativas a barreras
arquitectónicas.

- Aumento de las quejas sobre barreras urbanísticas
y en el transporte.

- Se ha detectado una disminución de las quejas
sobre barreras en la comunicación sensorial.
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- Ha aumentado el número de reclamaciones
relativas al reconocimiento y calificación de la
condición de minusválido.

- También han aumentado las quejas relacionadas
con las condiciones de acceso de las personas con
discapacidad a la función pública, en especial en
relación con la falta de adaptación de tiempo y
medios para la realización de las pruebas
selectivas.

2.1.1. Barreras urbanísticas

2.1.1.1. Vías urbanas

Ciertamente, facilitar y hacer posible el ejercicio por
todos los ciudadanos en Castilla y León de su derecho a
utilizar los bienes comunitarios, como objetivo de la
Ley 3/1998, de 24 de junio, implica a todas las adminis-
traciones públicas de esta Comunidad. Sin embargo,
cuando se trata de la utilización del espacio público
(calles y plazas, edificios, transporte, etc.), la mayor
responsabilidad incumbe a los ayuntamientos y otras
entidades locales. Es evidente, en relación con dicha
cuestión, que la existencia de barreras urbanísticas
dificulta e incluso impide el ejercicio de dicho derecho
por las personas con limitaciones de movilidad.

A este problema se aludía, entre otros, en los expe-
dientes Q/596/04 y Q/1420/04.

En el primero de dichos expedientes (Q/596/04) se
hacía referencia a las deficientes condiciones urba-
nísticas presentes en los espacios públicos de la localidad
palentina de Villalcázar de Sirga, en especial en vías
públicas y establecimientos comerciales.

En el segundo (Q/1420/04), el problema se centraba
en la existencia de barreras en la Carretera CL 601, entre
la Granja y Segovia, en el tramo de la misma que
atraviesa esta última localidad, dado que la altura de los
rebajes de los pasos de peatones era muy superior a la
prevista en la normativa sobre accesibilidad

En este último expediente, tras realizar las oportunas
gestiones de información, y dada la preocupación
constante de esta Institución por las dificultades con las
que se encuentran a diario las personas con discapacidad
para circular libremente por la vía pública, se dictó reso-
lución, dirigida a la Consejería de Fomento en los
siguientes términos:

“Que se proceda a reducir la altura de los bordillos
en los vados peatonales de la Carretera CL 601, entre
La Granja y Segovia en el tramo de la misma que
atraviesa esta última localidad, mediante el relleno del
desnivel entre la acera y la calzada con el material
adecuado, de modo que se haga posible un acceso
cómodo al espacio peatonal de los viandantes con
movilidad reducida y usuarios de silla de ruedas.

Que dicha solución se lleve a cabo como medida
provisional en todos los vados peatonales de la indicada
carretera sin esperar a futuras actuaciones, salvo en el
caso de que esté previsto que estas tengan lugar inme-
diatamente o en corto plazo”.

Dicha resolución fue aceptada, aclarando la adminis-
tración que las deficiencias en los pasos de peatones
estaban ya subsanadas, habiendo finalizado las obras en
noviembre de 2006.

En el expediente Q/596/04, la información remitida
por el Ayuntamiento de Villacázar de Sirga, en respuesta
a la solicitud de información de esta Institución, permitió
constatar, entre otros, los siguientes extremos:

1º.- Que, según los términos literales del informe
recibido, el citado municipio no tenía más norma urba-
nística que las Normas de Delimitación de Suelo Urbano,
aprobadas por la Comisión Provincial de Urbanismo de
Palencia en junio de 1980.

2º.- Hasta la aprobación de las correspondientes
normas urbanísticas municipales, según el citado
informe, se había optado por tener en cuenta la accesi-
bilidad en todos los proyectos de obras públicas llevados
a cabo por la corporación y solicitar, ante la apertura de
establecimientos públicos, que el proyecto cuente con el
visto bueno del Colegio Oficial de Arquitectos de la
Demarcación en cuanto a accesibilidad. Además, en
relación con los establecimientos comerciales o de
hostelería ya existentes, en cada reforma se exige la
sujeción a la Ley 39/98, de 24 de junio, de Accesibilidad
y Supresión de Barreras Arquitectónicas de Castilla y
León.

3º.- Entre tanto, el citado Ayuntamiento había
abordado ciertas actuaciones relacionadas con la accesi-
bilidad para mejorar el acceso al consultorio médico,
acondicionar un local del palacio municipal, con el uso
de aula social. Además, estaba prevista, en la remode-
lación de una parte de la plaza mayor que quedó fuera de
la urbanización llevada a cabo por la Consejería de
Fomento, una intervención, en dos o tres fases, en la que
se iba a tener en cuenta la accesibilidad y la eliminación
de barreras.

A pesar de valorar positivamente las actuaciones
desarrolladas por dicho Ayuntamiento, esta Procuraduría
consideró oportuno dirigirle la siguiente resolución:

“Que el Ayuntamiento, además de continuar con la
aplicación de las medidas de eliminación de barreras en
las zonas de mayor concurrencia de esa localidad, cuya
eficacia no se pone en duda, se plantee la necesidad de
que dicha actuación se realice con carácter general,
sistemático y planificado, en la línea de las propuestas
recogidas en la Estrategia de Accesibilidad de Castilla y
León 2004-2008.

Que a dicho fin proceda, si no lo hubiera hecho ya, a
la solicitud de las necesarias ayudas económicas, que
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periódicamente se convocan por la Junta de Castilla y
León con el objeto de favorecer este tipo de obras.

Que tenga en cuenta las reclamaciones formuladas
por los vecinos en cuanto a las necesidades concretas de
éstos en materia de barreras, pues se trata de una
competencia municipal atribuida por el art. 25, d) de la
Ley 7/1985 de 2 de abril Reguladora de las Bases de
Régimen Local. Y que se corresponde con el derecho que
la ley confiere a los ciudadanos de exigir la prestación
de los servicios correspondientes (art. 18, g) de la Ley
citada)”.

Dicha resolución fue aceptada por la administración.

2.1.1.2. Barreras urbanísticas en zonas rurales

Al igual que en el apartado anterior, en éste se
agrupan una serie de quejas relativas a la existencia de
barreras urbanísticas, si bien en este caso la particu-
laridad de las reclamaciones viene dada por su proce-
dencia de zonas rurales. En dichas zonas se dan caracte-
rísticas especiales (ya mencionadas en este informe),
entre ellas un urbanismo incipiente, escasos medios de
las corporaciones locales, etc.

En concreto, se considera oportuno mencionar el
expediente Q/108/06, en el que se trataba de mejorar el
acceso a su vivienda a una persona con limitaciones de
movilidad. La existencia de un desnivel entre la vivienda
de una persona afectada de discapacidad motórica y la
vía pública, le dificultaba la entrada y salida de la
misma. Al parecer, el citado desnivel se había creado o
incrementado a partir del relleno y asfaltado de la calle.
Por todo ello, se pretendía la eliminación de dicha
barrera con ocasión de las obras de asfaltado que se
estaban ejecutando en el viario público.

Tras la tramitación de la queja citada, se constató (al
indicarlo el Ayuntamiento en su informe) que dentro de
la renovación de redes se iba a realizar un rebaje en la
rasante de la calle. Sin embargo, las posibilidades
técnicas de rebajar la rasante de la calle hasta el acceso a
la vivienda en cuestión (según ese mismo informe)
parecían inviables por cuanto se trataría de afectar a una
calle consolidada, con sus vallados de cerramientos
consolidados.

Teniendo en cuenta la situación planteada en el expe-
diente mencionado, esta Institución formuló una reso-
lución al Ayuntamiento afectado con apoyo en los argu-
mentos que en síntesis se exponen a continuación.

En primer lugar, se consideró oportuno destacar que
la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de
Régimen Local, atribuye a las corporaciones locales la
prestación de cuantos servicios públicos contribuyan a
satisfacer las necesidades y aspiraciones de la comunidad
vecinal.

Además, debía tenerse en cuenta que la Ley 3/98, creó
la Comisión Asesora de Accesibilidad en calidad de

órgano asesor de propuesta y participación de la
Comunidad de Castilla y León en estas materias. Entre
las funciones de dicha Comisión figura la de asesorar a
las entidades o personas de quienes dependen las cues-
tiones relacionadas con la supresión de barreras.

Por otra parte, a juicio de esta Institución resultaba,
cuando menos, orientativo, el art. 16, 4 y 5 del Decreto
217 /2001 de 30 de agosto por el que se aprobó el
Reglamento de la Ley 3/98, según el cual “los planes
urbanísticos y los proyectos de urbanización, de dotación
de servicios, de obras e instalaciones, deberán contener
los elementos mínimos para garantizar la accesibilidad a
todas las personas a las vías, espacios públicos y
privados de uso comunitario.

Cuando por graves dificultades físicas o técnicas no se
pueda cumplir con las exigencias de accesibilidad,
deberá justificarse. El documento que lo contemple,
deberá ser presentado ante la Comisión Asesora para la
Accesibilidad y Supresión de Barreras, que deberá emitir
informe en el plazo máximo de tres meses, proponiendo
las medidas correctoras si fuera preciso, que tendrán
carácter vinculante”.

En atención a lo indicado se formuló la siguiente reso-
lución:

“Que por el ayuntamiento, como complemento del
informe emitido por los técnicos municipales, se
planteen ante la comisión asesora de accesibilidad,
como órgano específico en la materia, las dificultades
urbanísticas que han sido señaladas por el arquitecto
municipal, recabando de dicha comisión un dictamen
sobre la posibilidad de que con ocasión de la remode-
lación de la calle (...) se reduzca en su totalidad el
desnivel entre dicha vía pública y la vivienda de la
persona afectada a quien se refiere la queja”.

Dicha resolución fue aceptada por la Corporación que
acordó plantear a la Comisión Asesora de Accesibilidad,
como órgano específico en la materia, las dificultades
urbanísticas señaladas por el arquitecto municipal,
recabando de dicha comisión un dictamen sobre la posi-
bilidad de que con ocasión de la remodelación de la calle
se pudiera reducir en su totalidad el desnivel entre dicha
vía pública y la vivienda de la persona afectada.

2.1.2. Acceso a los edificios públicos

2.1.2.1. Edificios con valor histórico-artístico

La existencia de varios escalones en la entrada
principal del Teatro Latorre, de la localidad de Toro, dio
lugar al expediente Q/357/04, dado que dicha barrera
impedía a los ciudadanos con problemas de movilidad
acceder a las representaciones así como a cualquier otro
acto que tuviera lugar en el mismo.

De la investigación llevada a cabo por esta Procu-
raduría y de la información facilitada por el Ayunta-
miento resultaba lo siguiente:
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- Que el edificio del Teatro Latorre forma parte de
un conjunto histórico artístico declarado Bien de
Interés Cultural y que como tal goza de la
protección prevista legalmente para esta categoría
de bienes.

- Que no se conocía que se hubiera llevado a cabo
ningún tipo de actuación sobre el mismo en orden a
estudiar las posibilidades de armonizar dicha
protección con las reivindicaciones, ya antiguas,
del colectivo de personas con discapacidad de
Toro, que se ven en la imposibilidad de acceder a
su recinto.

Teniendo en cuenta lo anterior, y tratando con ello de
buscar las soluciones más adecuadas, dentro de las
previstas en la ley, para hacer posible que ningún
ciudadano sufra discriminación a la hora de usar y
disfrutar de dicho espacio, esta Procuraduría procedió sin
más trámites y sin solicitar información a la adminis-
tración autonómica, a dictar una resolución cuyas consi-
deraciones se exponen a continuación. 

Ciertamente, la Ley 3/98, de 24 de junio, de Accesi-
bilidad y Supresión de Barreras de Castilla y León,
pretende garantizar la accesibilidad y el uso de los bienes
y servicios de la Comunidad a todas las personas, y en
particular a las que tengan algún tipo de discapacidad.

Sin embargo, dicha norma debe interpretarse teniendo
presente la legalidad en su conjunto y por tanto la legis-
lación sobre patrimonio cultural de Castilla y León, aten-
diendo a las excepciones previstas en la invocada Ley
3/98 en su Disposición Adicional 1ª.

En efecto, en la citada Disposición Adicional se
indica que “excepcionalmente, cuando la aplicación de la
Ley afecte a inmuebles que formen parte del patrimonio
histórico, artístico, arquitectónico o arqueológico de la
comunidad autónoma, los organismos competentes
podrán, mediante una resolución motivada, autorizar o
no las modificaciones, de acuerdo con sus propios
criterios, con informe previo de la comisión asesora”.

Una de las formas de desarrollo de la Ley 3/98 ha sido
la Estrategia Regional de Accesibilidad de Castilla y
León, entre cuyas propuestas específicas en materia de
cultura, ocio y turismo se encuentra la elaboración de un
estudio de investigación aplicada sobre el tema de la
accesibilidad y su aplicación en el patrimonio histórico-
artístico, analizando así los criterios y las pautas de acce-
sibilidad a incorporar en edificios y espacios de carácter
monumental, atendiendo a los distintos niveles de
protección.

La cautela de la Disposición Adicional 1ª ya citada
encuentra su justificación en la Ley 12/2002 de 11 de
julio del Patrimonio Cultural de Castilla y León,
arts. 32. 1 y 2 y 38. 1, en el sentido de que los bienes
declarados de interés cultural gozarán de la máxima
protección y tutela, estando siempre su utilización subor-
dinada a que no se pongan en peligro sus valores.

Cualquier intervención en un inmueble declarado Bien
de Interés Cultural estará encaminada a su conservación
y mejora.

El deber de conservar el patrimonio cultural tiene un
fin determinado que es el de hacer efectivo el derecho de
acceder a la cultura que la Constitución reconoce a todos
los españoles y cuya promoción y tutela corresponde a
los poderes públicos.

El hecho de que la legislación protectora tenga como
una de sus consecuencias, no querida pero inevitable, la
exclusión de algunos ciudadanos en el disfrute de estos
bienes, es una contradicción que hace tiempo que
denuncian los afectados.

En este sentido, esta Procuraduría del Común insiste
en recomendar que se acomoden en lo posible las legisla-
ciones sectoriales a las previsiones sobre accesibilidad
establecidas en la Ley 3/98 ya citada, que obliga a las
administraciones públicas de Castilla y León, y a los
organismos públicos y privados afectados por la misma,
a garantizar la accesibilidad y el uso de bienes y
servicios de la comunidad a todas las personas, y en
particular, a las que tengan algún tipo de discapacidad,
de conformidad con lo establecido en su artículo
primero.

Así, sirven a dichos fines las previsiones del art. 38.1.
b, de la Ley 12/2002 que impone a la Comunidad
Autónoma, entre otros, el deber de fomentar y tutelar el
acceso de los ciudadanos a estos bienes.

En virtud de todo lo expuesto se consideró oportuno
formular a la Consejería de Cultura y Turismo la
siguiente resolución:

“Que a la mayor celeridad, se dispongan las medidas
necesarias para un estudio de las verdaderas posibi-
lidades de eliminar las barreras arquitectónicas en el
Teatro Latorre de la ciudad de Toro.

Que ello se haga por medios prácticos y adecuados a
las especiales características del edificio, como pueden
ser rampas móviles, plataforma elevadora u otros
elementos modificables, pero con los que se garantice el
acceso al interior sin ningún problema a los usuarios
con déficit de movilidad y en silla de ruedas.

Como medidas complementarias imprescindibles,
deberán de eliminarse las barreras, si las hubiera, en el
interior de la sala, así como habilitar un número de
localidades adaptadas para personas en silla de ruedas,
en proporción al aforo de la misma y a ser posible con
las dimensiones de 1,20 ms. fondo y 0,90 ms. ancho. Tal
como se dispone en el art. 11 y Anexo II del Reglamento
de la Ley 3/98 citada, Decreto 217/2001 de 30 de
agosto”.

La anterior resolución fue aceptada expresamente por
la Consejería de Cultura y Turismo mediante comuni-
cación en la que afirmaba que con el fin de que los
ciudadanos que tengan algún tipo de discapacidad física
puedan acceder al Teatro Latorre, se procedería a realizar
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un estudio sobre la posibilidad de eliminar las barreras
arquitectónicas que puedan impedir el acceso de
aquellos.

En los expedientes registrados con los números
Q/1425/04 y Q/1427/04 los reclamantes aludían a la
existencia de barreras arquitectónicas en el Monasterio
del Parral, declarado monumento el 6-2-1914, así como
en la Iglesia de la Veracruz, declarada monumento el
4-7-1919, ambos de Segovia.

Tras la admisión a trámite de las quejas, y en
respuesta a la solicitud de información formulada por
esta Procuraduría, la Consejería de Cultura y Turismo
indicó, entre otros extremos, que no se había realizado en
los mismos ninguna de las obras señaladas en el art. 4,2
del Reglamento de Accesibilidad y Supresión de
Barreras, aprobado mediante el Decreto 217/2001, de 30
de agosto, por lo cual no había podido evaluar la posi-
bilidad de adaptarlos para dotarlos de la mayor accesi-
bilidad posible y tampoco se había planteado ninguna
actuación que los singularizase del resto de los bienes
declarados de interés cultural y que cuentan con un uso
habitual por parte de sus propietarios.

Pues bien, en relación con el problema planteado en
las reclamaciones citadas, y como se recogía en el
informe remitido por la Consejería, no siempre va a ser
posible que los elementos integrantes del Patrimonio
Histórico puedan cumplir con los requisitos de la
normativa sobre accesibilidad. Sin embargo, la propia
Ley 3/98, en su Disposición Adicional Primera (como ha
quedado recogido en el apartado anterior) contempla la
excepción, la cual viene arropada con ciertas garantías,
como es la autorización de las modificaciones mediante
resolución motivada de la administración competente y
previo informe de la comisión asesora. La misma
exigencia que respecto del informe favorable del órgano
competente en materia de patrimonio está prevista para
el caso de introducir modificaciones en aplicación de la
Ley 3/98. (Disposición Adicional Segunda), lo que
obliga a sopesar todas las posibilidades.

Contemplando el panorama legislativo no parece que
sea una cuestión menor el que se consiga llegar a solu-
ciones parciales en el tema que nos ocupa, tal y como
esta Institución viene recomendando desde hace tiempo,
sin merma alguna del carácter especial de los bienes de
que se trata. Todo ello sin perjuicio del resultado mucho
más ambicioso al que se deberá llegar merced a la
propuesta específica recogida en el apartado de cultura y
ocio de la Estrategia Regional de Accesibilidad que
contempla (como ya se ha indicado en este informe) la
elaboración de un estudio sobre el problema.

No obstante, en tanto dicha propuesta es objeto de
planificación por parte del órgano competente y da lugar
a soluciones prácticas, siguiendo el calendario de apli-
cación previsto en la citada Estrategia, cabe hacer un
planteamiento sobre la oportunidad de adoptar medidas
cuya escasa entidad hace que sin alterar los edificios,

estos puedan ser visitados al menos en su parte principal,
como se ha realizado ya en algunos templos, castillos,
monasterios y otros inmuebles del patrimonio cultural.

Por ello, esta Institución dictó la siguiente resolución
dirigida a la Consejería de Cultura y Turismo:

“Contando con que tanto la Iglesia de la Veracruz
como el Monasterio del Parral serán en el futuro objeto
de intervención por parte de la Consejería de Cultura y
Turismo, según las propuestas de la Estrategia Regional
de Accesibilidad aprobada por acuerdo de la Consejería
de Familia e Igualdad de Oportunidades 39/2004 de 25
de marzo, entiende esta Procuraduría que procede
plantear la necesidad de facilitar el acceso a dichos
recintos a un grupo de ciudadanos con problemas de
movilidad, que han manifestado su interés en visitarlos y
a otros muchos que podrían hacerlo, mediante la colo-
cación de rampas móviles, habilitación temporal de
entradas secundarias, colocación con carácter provi-
sional de aparatos elevadores u otros que en ningún
caso supongan alteración de la estructura de los
inmuebles afectados ni de ninguno de sus elementos”.

Dicha resolución fue aceptada por la Consejería que
trasladó su contenido a los titulares de la Iglesia de la
Veracruz y del Monasterio del Parral, así como a la
Comisión Territorial de Patrimonio Cultural de Segovia
para que prevean y tengan en cuenta determinadas condi-
ciones de acceso en las próximas obras que se realicen
en ambos edificios.

2.1.2.2. El uso de los edificios públicos por las
personas con discapacidad auditiva

En el expediente Q/735/05 se aludía al problema que
supone para las personas con discapacidad auditiva el
hecho de no contar con intérprete de lengua de signos en
los servicios sanitarios, en especial en los servicios
nocturnos. 

La Consejería de Sanidad, en respuesta a la solicitud
de información de esta Institución, confirmó que los
servicios sanitarios no cuentan con intérpretes de lengua
de signos, y aclaró que en todos los centros para la
atención a personas sordas o de pacientes extranjeros, se
contacta a través de los trabajadores sociales con asocia-
ciones o personas que puedan facilitar la ayuda precisa.

Teniendo en cuenta lo anterior, esta Institución
formuló una resolución a la Consejería de Sanidad, con
base en los argumentos que a continuación se resumen.

En primer lugar, y en relación con el problema
planteado en la reclamación que se analiza, debían
tenerse en cuenta, entre otras, las previsiones contenidas
en el art. 25 de la Ley 3/98, de 24 de junio, de Accesi-
bilidad y Supresión de Barreras de Castilla y León, de
acuerdo con el cual la administración debe impulsar la
formación de profesionales intérpretes de la lengua de
signos y de guías de sordociegos, para facilitar cualquier
tipo de comunicación directa a las personas en situación
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de limitación que lo precisen y debe instar a las distintas
administraciones públicas a prestar este servicio por
personal especializado.

En segundo lugar, enlazaba con lo indicado el
contenido del art. 13 del proyecto de Ley de Lengua de
Signos y Apoyo a la Comunicación Oral, aprobado por
el Consejo de Ministros el 13 de enero de 2006, de
conformidad con el que la interpretación en lengua de
signos española puede estar a disposición de los usuarios
que lo soliciten en los centros sanitarios que atiendan a
personas sordas o con discapacidad auditiva y sordo-
ciegas. Previsión que sin duda hace referencia al derecho
a una vida independiente reconocido en la Ley 51/2003,
de 2 de diciembre, de Igualdad de Oportunidades, No
Discriminación y Accesibilidad Universal de las
Personas con Discapacidad.

En atención a lo expuesto se procedió a formular a la
Consejería de Sanidad una resolución en los siguientes
términos:

“Que la Consejería de Sanidad se plantee la próxima
elaboración de un plan de medidas para incorporar a
los servicios públicos sanitarios, comenzando por las
áreas de urgencias, intérpretes de lengua de signos, de
modo que los pacientes con discapacidad auditiva
puedan ser atendidos por ellos de modo inmediato.

Que, sin perjuicio de lo anterior y conforme se
establece en la Ley 3/98 antes citada, en los servicios
públicos de urgencia se instalen sistemas de alarma a
través de teléfonos de texto, video teléfonos, fax u otros
compatibles, para atender las necesidades comuni-
cativas de las personas con discapacidad sensorial.

Que en los centros y servicios públicos sanitarios
todos los sistemas de megafonía, aviso o emergencia que
utilizan fuente sonora se complementen de forma
precisa, simultánea e identificable con una señal
visual”.

A la fecha de cierre de este informe no se conoce la
postura de la administración en relación con esta reso-
lución.

2.1.2.3. Centros de formación del plan FIP

Además de las quejas expuestas hasta el momento,
durante el año 2006 se ha concluido la investigación
desarrollada por esta Institución en relación con las
inadecuadas condiciones arquitectónicas de los locales
en los que se ubican las academias que habiendo sido
autorizadas como centros y entidades colaboradoras en el
Plan FIP, cuya gestión corresponde al Servicio Público
de Empleo de Castilla y León, imparten los cursos
correspondientes a dicho Plan, y en las que, en conse-
cuencia, se desarrollan actividades que sirven a un fin
público.

Esta cuestión se planteó en el expediente registrado
con el número Q/1124/05, en el que se aludía, en

concreto, a la situación que en este sentido se daba en
Miranda de Ebro, localidad en la que todas las academias
que cuentan con la homologación pertinente se
encuentran instaladas en pisos, en la mayoría de los
casos sin ascensor o a falta de ascensor adecuado. Por
ello, las personas con problemas de movilidad no pueden
participar en ninguno de los cursos, privándoseles así del
acceso a uno de los itinerarios de inserción laboral
creado pensando precisamente en los colectivos de traba-
jadores desempleados, para proporcionarles las cualifica-
ciones requeridas por el sistema productivo e insertarles
laboralmente, cuando los mismos carezcan de formación
profesional específica o su cualificación resulte insufi-
ciente o inadecuada. Entre los destinatarios de estos
cursos tal y como establece el RD 631/1993, se
encuentran los desempleados con especiales dificultades
para su inserción o reinserción laboral, en especial
mujeres que quieran reintegrarse a la vida activa, minus-
válidos e inmigrantes (art.1). De conformidad con la
Disposición Adicional Octava de la Ley 39/2006, de 14
de diciembre, de Promoción de la autonomía Personal y
atención a las Personas en situación de dependencia
(cuya entrada en vigor es posterior a la fecha de cierre de
este informe) “Las referencias que en los textos
normativos se efectúan a los ‘minusválidos’ se
entenderán realizadas a personas con discapacidad”.

Del informe facilitado por la administración en
respuesta a la solicitud de esta Institución resultaba:

1.- Que, según dicho informe, el Servicio Público de
Empleo carece de competencias para exigir a los
centros colaboradores el cumplimiento de la
normativa sobre accesibilidad.

2.- Que el requisito que puede exigir dicho servicio,
según esa misma información, es que los centros
dispongan de la correspondiente licencia de
apertura.

3.- Y que no se había emitido información alguna
sobre la accesibilidad arquitectónica de las instala-
ciones ni se había exigido ninguna medida
correctora.

Considerando lo anterior, se procedió a formular una
resolución a la Consejería de Economía y Empleo, con
base en los razonamientos que de forma resumida se
exponen a continuación.

El art. 10.1 del RD 631/1993, de 3 de mayo, por el
que se regula el Plan Nacional de Formación e Inserción
Profesional, en relación con los requisitos mínimos de
los centros colaboradores, establece que dichos centros
deben reunir las condiciones higiénicas, acústicas, de
habitabilidad y de seguridad exigidas por la legislación
vigente y disponer de licencia de apertura del Ayunta-
miento como centro de formación.

A juicio de esta Institución, las condiciones de habita-
bilidad y seguridad no pueden cumplirse sin las de acce-
sibilidad.
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Ciertamente, la exigencia de tales condiciones se
encuentra incardinada en el ámbito de las competencias
municipales a la hora de comprobar los presupuestos
legales para el otorgamiento de la correspondiente
licencia de apertura.

Sin embargo, no podía excluirse la intervención del
Servicio Público de Empleo de la cuestión que se
analizaba en este expediente, por una simple razón de
congruencia con las características de muchos de los
destinatarios de estas especialidades formativas. Lo
anterior enlaza, a su vez, con lo establecido en el art. 4 de
la Orden del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales de
14 de octubre de 1998, que desarrolla el RD 631/1993, de
acuerdo con el cual “en la homologación de especia-
lidades formativas dirigidas a personas con discapacidad
se tendrán en cuenta ciertas peculiaridades, como el que
la homologación se adaptará a las necesidades específicas
de este colectivo”.

La referencia probablemente no se extiende sino a los
materiales didácticos y medios de aprendizaje que
requieren las personas con discapacidades sensoriales y
psíquicas, pero es obvio que un alumno con discapacidad
motórica, antes de llegar a utilizar esos medios espe-
ciales, en el caso de que le sean necesarios, tiene que
poder llegar hasta el lugar en que estos están ubicados.

En este sentido, debe tenerse en cuenta que el
RD 631/93 ya citado, ha sido desarrollado en nuestra
Comunidad Autónoma por la Orden de 13 de noviembre
de 2000, de la Consejería de Industria, Comercio y
Turismo, por la que se establece el marco jurídico que ha
de regir la gestión del Plan FIP. En la Disposición
Adicional primera de dicha Orden se determina que los
centros colaboradores deberán reunir los requisitos
mínimos especificados en el art. 10 del RD 631/1993, de
3 de mayo, con la salvedad de lo establecido en su
apartado 3,a) y, por lo tanto, según la interpretación y
conclusiones de esta Institución, también los requisitos
de habitabilidad y seguridad para todos.

La Orden mencionada, posterior a la Ley 3/98, de 24
de junio, de Accesibilidad y Supresión de Barreras de
Castilla y León, no contiene referencia alguna a dicha
Ley cuando se refiere a los requisitos mínimos de los
locales. Por ello, esta Institución considera ineludible
una especificación normativa en cuanto a la accesibilidad
de los inmuebles e instalaciones a los que se aludía en
esta reclamación.

En este sentido, debe tenerse en cuenta que la
Estrategia de Accesibilidad de Castilla y León, en el
apartado correspondiente a la programación del plan
estratégico, trata de desvincular el problema de las
barreras físicas del ámbito de actuación propio de deter-
minados organismos, pasando a recomendar a todas las
Consejerías de la Junta de Castilla y León la elaboración,
en materia de accesibilidad, de los planes de actuación
que se consideren oportunos en su ámbito competencial.

En virtud de lo expuesto se consideró oportuno
formular a la Consejería de Economía y Empleo la
siguiente resolución:

“Que la Consejería de Economía y Empleo se plantee
la oportunidad de elaborar una normativa propia, regu-
ladora de la homologación de los centros colaboradores
con el Plan FIP en la que, estableciéndose los requisitos
mínimos de dichos centros, se exijan expresamente
ciertas condiciones de accesibilidad en los locales habi-
litados a tal fin.

Que, sin perjuicio del deber que compete a otras
administraciones como agentes directamente implicados
en los procesos de edificación, la Consejería de
Economía y Empleo tenga en cuenta, al proceder a la
homologación de los centros, las condiciones de accesi-
bilidad arquitectónica de las dependencias y locales
designados para la impartición de los cursos.
Denegando la homologación de aquellos que en este
sentido presenten obstáculos susceptibles de excluir a
los participantes con problemas de movilidad. Incluso
cuando los cursos no vayan destinados a personas disca-
pacitadas”.

En respuesta a la citada resolución, la administración
comunicó que la Junta de Castilla y León, a través del
Servicio Público de Empleo, ha introducido en la convo-
catoria de subvenciones del Plan FIP, una mayor
puntuación a las solicitudes de subvención de los centros
de formación que no tengan barreras arquitectónicas y
por ende unas instalaciones accesibles.

Igualmente obtienen una mayor puntuación los solici-
tantes de subvención que realicen cursos para colectivos
con mayores dificultades de inserción, como son los
colectivos de personas con discapacidad.

En dicha respuesta se indica, además, que se ha
optado por esta vía de incentivación para que sean los
propios centros los que vayan adaptando sus instala-
ciones, razón por la que no se va a establecer, de
momento, normativa específica en la materia.

Por último, en dicha respuesta se aclara que el acceso
a la homologación dependerá de que cumplan los
requisitos establecidos al efecto por la normativa del
Plan Fip y las normas de los propios ayuntamientos
donde radiquen los centros.

2.1.3. Barreras en el transporte

Esta Institución considera necesario adoptar solu-
ciones para que los medios ordinarios de transporte
urbano puedan ser utilizados por las personas con disca-
pacidades con normalidad, excluyendo los medios de
transporte especiales, segregadores y más costosos.

En este sentido, hay que tener en cuenta que la incor-
poración de vehículos aptos para su utilización por las
personas con discapacidad solamente cumplirá con sus
expectativas si permite su uso habitual por las mismas.
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2.1.3.1. Autobuses urbanos

En relación con el funcionamiento del transporte
urbano parece oportuno hacer referencia al expediente
Q/729/05 en el que el reclamante aludía a las dificultades
con que se encuentran las personas con discapacidades
físicas en la ciudad de Valladolid para utilizar el servicio
de autobuses urbanos (algunos no adaptados), entre otros
extremos, por la mala coordinación de los vehículos.

Evidentemente, este problema, que se denuncia como
una deficiente gestión, hace que las personas con limita-
ciones de movilidad no puedan utilizar con normalidad
el transporte público urbano.

Admitida a trámite la queja e iniciada la correspon-
diente investigación, el Ayuntamiento de Valladolid
indicó a esta Institución, entre otros extremos, que los
servicios base de todas las líneas tienen asignados
vehículos accesibles, si bien, por razones técnicas de
mantenimiento, reparaciones, revisiones ITV o inci-
dencias, estos vehículos pueden ser sustituidos por otros
no accesibles, coordinándose a través del Servicio de
Inspección y Tráfico, con el Taller de Reparaciones y
Mantenimiento.

Resultaba, por tanto, evidente que aún por razones
coyunturales, la sustitución de los vehículos accesibles
se hacía por otros que no lo son, razón por la que el
usuario de silla de ruedas, en tales supuestos, no podía
hacer uso de sus servicios.

En definitiva, la circunstancia de que todos los
servicios de base de todas las líneas tengan asignados
vehículos accesibles, no evita la carencia que se
denunciaba en la reclamación, carencia que lógicamente
no puede afectar a todos los usuarios por igual, así como
tampoco los trastornos derivados del funcionamiento
irregular de los medios mecánicos de acceso. Por el
contrario, esta situación tiene una especial significación
para los ciudadanos que a diario y en horario fijo deben
usar el autobús, lo que por otra parte explica que las
reclamaciones formuladas durante el año 2005 sobre las
averías de las rampas, procedieran de la misma persona.

Pues bien, ante la imposibilidad, por el momento, de
que la totalidad de los autobuses urbanos cuenten con los
medios de accesibilidad adecuados, esta Procuraduría
consideró oportuno hacer hincapié en la necesidad de
minimizar en lo posible los casos en que el servicio no
puede ser utilizado por las personas que se mueven en
silla de ruedas.

Debe tenerse en cuenta que la incorporación de
autobuses aptos para su utilización por las personas con
discapacidad, que se viene haciendo progresivamente,
solamente puede cumplir sus expectativas si permite un
uso habitual por parte de este colectivo, al igual que por
el resto de los ciudadanos.

Por todo ello, se dirigió al Ayuntamiento de
Valladolid la siguiente resolución:

“Que se tome en consideración por parte de ese
Ayuntamiento la situación de las personas con
problemas de movilidad que son usuarias habituales de
los autobuses urbanos, con el fin de proceder a un
análisis de la situación en cada una de las líneas, es
decir: número de usuarios, facilidad de estos para usar
ocasionalmente de otros medios de transporte, trascen-
dencia que cabe atribuir a este medio de movilidad en la
integración socio-laboral de sus usuarios. 

Que se implanten las medidas de coordinación nece-
sarias para minimizar los casos en que, sin previo cono-
cimiento, el usuario se encuentra privado del servicio.

Que se facilite a los usuarios información suficiente
de las medidas que se adopten en este sentido.

Que en adelante no se incorporen a la flota de
autobuses vehículos que no reúnan los elementos que se
mencionan en el informe y corresponden a lo establecido
en la Ley 3/98 de 24 de junio de Accesibilidad y
Supresión de Barreras de Castilla y León”.

En respuesta a dicha resolución, el Ayuntamiento de
Valladolid remitió el informe enviado por Auvasa en el
que se hacía constar que las medidas propuestas por esta
Institución estaban en consonancia con el protocolo de
actuación de la empresa, medidas que continuarían y
mejorarían en el futuro.

El mismo problema se planteó en el expediente
Q/784/05 en relación, en este caso, con la ciudad de
Burgos, razón por la que el contenido de la resolución
dirigida al Ayuntamiento fue idéntico al de la que se
acaba de exponer.

En respuesta a dicha resolución, el Ayuntamiento de
Burgos comunicó que a primeros del mes de febrero del
año 2007 entrarán en servicio 27 autobuses nuevos, en
régimen de arrendamiento sin opción de compra, todos
ellos de piso bajo, con rampa, por lo que, según dicha
respuesta, era posible afirmar que en el citado año 2007
toda la flota del Servicio, que consta de 62 autobuses,
estará compuesta por autobuses de piso bajo, con rampa
de acceso para personas con discapacidad, con lo que se
eliminarán todos los problemas que afectan a este
colectivo en cuanto al uso de los autobuses municipales,
estando, asimismo, instalado a bordo de todos los
autobuses un sistema de información oral a través de
mensajes de audio, así como un sistema de paneles de
información en 50 paradas de autobuses de la ciudad de
Burgos.

2.1.3.2. Taxis adaptados

Además de los autobuses urbanos otro medio de
transporte público esencial para el desenvolvimiento de
la vida de las personas con discapacidad son los
eurotaxis o taxis adaptados. Su funcionamiento no ha
estado exento de reclamaciones. Así, en el año 2005 se
registró en esta Institución con el número Q/730/05 una
reclamación relacionada con el funcionamiento de los
mismos en la ciudad de Valladolid.
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En concreto, según el reclamante, dichos vehículos
funcionaban de lunes a viernes pero no en horario
nocturno. Además, la concesión de bonotaxis, que
facilita su uso, se otorgaba con arreglo a criterios
uniformes, sin atender a situaciones especiales de
necesidad.

De la información facilitada por el Ayuntamiento de
Valladolid a esta Institución resultaba, entre otros
extremos que de los siete titulares de taxis adaptados
existentes, uno de ellos había manifestado verbalmente
al Servicio municipal su disposición a realizar cualquier
servicio en horario de noche y que cuatro de esos siete
taxistas estaban perfectamente coordinados para cederse
los servicios cuando alguno de ellos está ocupado.

Lo anterior contrastaba con lo establecido en la
Ordenanza Municipal del Servicio de Autotaxi aprobada
por el Ayuntamiento de Valladolid el 5 de abril de 2005,
de acuerdo con la cual el ayuntamiento es la adminis-
tración competente para ordenar el servicio en materia de
paradas, horarios, descansos, vacaciones, servicios obli-
gatorios y demás condiciones que garanticen la adecuada
prestación del mismo.

Además, en su art. 27, dicha Ordenanza establece que
en caso de necesidad, existirá un turno de guardia para el
servicio nocturno, que comprenderá desde las once de la
noche hasta las siete de la mañana del día siguiente,
incumbiendo al ayuntamiento, oídas las asociaciones
profesionales del sector, determinar el turno de guardias,
el número de vehículos afectos a las mismas y el lugar de
ubicación. 

Por último, según ese mismo precepto, el ayunta-
miento se reserva el derecho de determinar el turno
rotativo de taxistas para el servicio nocturno.

Pues bien, la ausencia de este medio de transporte en
horario nocturno y durante el fin de semana, no
solamente impide disfrutar del ocio a sus usuarios sino
también atender a determinadas necesidades, ya que no
existen turnos de guardia ni rotación obligatoria en los
descansos, como ocurre con el resto de los taxis.

La sumisión del euro-taxi al régimen general esta-
blecido en la Ordenanza Municipal del Servicio de
Autotaxi, supone que su funcionamiento se regula según
las reglas generales establecidas, como ya lo está en
otros aspectos (tarifas, autorizaciones y en general
requisitos a cumplir para la prestación del servicio). Al
no existir en la prestación de este servicio justificación
para otras singularidades o excepciones que las que
necesariamente se derivan de la preferencia en la
atención a las personas con movilidad reducida, la conse-
cuencia es que no hay razón legal ni convencional para
que el ayuntamiento no intervenga en la organización de
ese transporte municipal con el mismo rigor que respecto
de cualquier otro de su competencia. 

A juicio de esta Procuraduría, y aún valorando positi-
vamente la coordinación convenida entre los taxistas,

esta había de estar respaldada y vigilada por la adminis-
tración competente como garante y responsable de la
prestación, pues no puede olvidarse que, en cualquier
caso, el transporte urbano, individual o colectivo, es una
competencia municipal que no se agota con su puesta en
servicio, sino que se extiende a su funcionamiento y a
todas las vicisitudes de su prestación

Por todo ello, esta Procuraduría dirigió al Ayunta-
miento de Valladolid la siguiente resolución: 

“Que el Ayuntamiento de Valladolid, en ejercicio de
sus competencias sobre el transporte urbano de
personas, realice en primer lugar un estudio sobre los
horarios de mayor demanda de los taxis adaptados, así
como del nivel de disponibilidad de todos ellos, teniendo
en cuenta los servicios fijos habituales, viajes, y en
general circunstancias que den a conocer las verdaderas
necesidades de los usuarios que no pueden usar otros
transportes.

Que con arreglo a los anteriores datos, establezca las
medidas que considere necesarias para garantizar el
servicio todos los días de la semana.

Que, conforme está previsto en la Ordenanza
Municipal, determine un turno rotativo de euro-taxis
para el servicio nocturno”.

La Concejalía responsable manifestó la aceptación de
la anterior resolución y propuesta para solucionar los
problemas relacionados con el uso de vehículos eurotaxi
por las personas con discapacidad y, en particular, en lo
que se refiere a la adopción de medidas para garantizar el
servicio todos los días de la semana y la fijación de un
turno rotativo para el servicio nocturno.

2.1.4. Ayudas para adquisición de material orto-
protésico

En el expediente Q/82/05 (al que ya se hizo referencia
en el informe correspondiente al año 2005) el reclamante
aludía a la disconformidad de las agrupaciones que
representan a las personas con parálisis cerebral con la
decisión de la Gerencia de Servicios Sociales de no
incluir de manera expresa la subvención de las sillas de
ruedas ortopédicas en las ayudas individuales anuales a
favor de las personas con discapacidad, tal como se
venía haciendo en anteriores convocatorias hasta el
año 2003.

En atención a la petición de información de esta Insti-
tución, se remitió por la Administración autonómica
informe en el cual se hacía constar el número de sillas
subvencionadas por el Sacyl durante los años 2003 2004,
así como la cuantía de dichas subvenciones y los
requisitos exigidos a los beneficiarios de las ayudas. 

El análisis de dicha información permitió a esta
Procuraduría llegar a las siguientes conclusiones:

1º.- Que se había cumplido lo establecido en el
art. 108 del Decreto 2065/1974, de 30 de mayo, por
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el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley
General de la Seguridad Social, según el cual “la
Seguridad Social facilitará, en todo caso, las
prótesis quirúrgicas fijas y las ortopédicas perma-
nentes o temporales, así como su oportuna reno-
vación, y los vehículos para aquellos inválidos
cuya invalidez así lo aconseje.

2º.- Que las sillas de ruedas de que se trata son presta-
ciones sanitarias.

3º.- Que en el periodo de tiempo a que se refiere efec-
tivamente han sido concedidas determinado
número de ayudas con dicho fin.

La prescripción de la ayuda por facultativo espe-
cialista en la materia, así como la inclusión de las sillas y
sus adaptaciones en el catálogo de material ortoprotésico
incluido en el Anexo III de la Orden del Ministerio de
Sanidad y Consumo de 18-1-1996, modificada por
Orden de 30 de marzo de 2000, son circunstancias que
vienen a confirmar la competencia de la administración
sanitaria para la concesión de las ayudas técnicas a que
nos referimos.

Dado que la queja se refería precisamente a la no
inclusión, entre las ayudas individuales de la Gerencia de
Servicios Sociales, de las destinadas a la adquisición de
las sillas que son utilizadas por las personas afectadas de
determinadas discapacidades, no se detectó irregularidad
achacable a la actuación de dicha administración. 

No obstante, el número de quejas que llegan a esta
Institución referidas a la denegación de estas ayudas por
parte de la Gerencia de Servicios Sociales, reflejaba una
evidente falta de información de los solicitantes (o de las
asociaciones o agrupaciones representativas de ciertos
colectivos), tanto respecto de la naturaleza sanitaria de
las ayudas como de la compatibilidad de éstas con otras
que están a cargo de la Gerencia de Servicios Sociales.

Además, en Castilla y León no hay una normativa
propia en la materia, sino que se continúa aplicando la
correspondiente al Insalud (Catálogo General de material
Ortoprotésico del año 2000, así como la Circular 4/96, de
29 de marzo, sobre regulación de la prestación de
material ortoprotésico y su Anexo de enero de 2000), a
diferencia de otras Comunidades Autónomas (Andalucía,
Canarias, Cataluña, País Vasco, Valencia, Galicia,
Navarra) que sí tienen un Catálogo propio y normas de
procedimiento (o, al menos, normas de procedimiento
como la reciente Orden de 23 de febrero de 2006 de la
Consejería de Sanidad de Murcia).

Por ello, esta Institución consideró preciso trasladar a
la administración autonómica la necesidad de proceder a
una actualización de dicha normativa mediante la elabo-
ración de una regulación autonómica suficiente,
adecuada a las presentes exigencias sociales y sanitarias,
dirigiendo al efecto a la Consejería de Sanidad la
siguiente resolución:

“Que por las razones que quedan expuestas en el
cuerpo de esta resolución, la Consejería de Sanidad
estudie la conveniencia de iniciar los trabajos perti-
nentes a fin de proceder a una regulación ex novo de las
normas reguladoras de las prestaciones ortoprotésicas.

Que, en este sentido, una vez efectuado dicho estudio
y, en su caso cumplidos los trámites necesarios en el
Comité Asesor para la Prestación Ortoprotésica y en el
Consejo Interterritorial de Salud, se proceda a la elabo-
ración del Catálogo General de Material Ortoprotésico
de Castilla y León con la actualización necesaria,
teniendo en cuenta las características de la población
destinataria de las ayudas incluidas en el mismo.

Que en dichas normas se delimiten claramente los
requisitos relativos a los artículos que hayan de ser
objeto de subvención por el SACyL de los que hayan de
quedar excluidos, así como definidas las competencias
de otras Administraciones en esta materia.

Que, a fin de facilitar una información suficiente a los
posibles beneficiarios, las reglas de procedimiento que
en la actualidad forman el contenido de Circulares e
Instrucciones internas a nivel estatal, pasen a esta-
blecerse, una vez revisadas y actualizadas, por medio de
disposiciones autonómicas con eficacia jurídica y cuya
publicación formal es obligatoria”.

La Consejería de Sanidad no aceptó dicha resolución
al estar en trámite un Real Decreto de Cartera de
Servicios que actualizará el conjunto de dicha cartera,
incluida la protección ortoprotésica, para todo el Sistema
Nacional de Salud, siendo este el motivo por el que las
Comunidades Autónomas que asumieron la asistencia
sanitaria del INSALUD en el año 2002 no cuentan con
un catálogo propio.

No obstante, comunicó que con la finalidad de
mejorar la gestión de esta prestación, desde la Gerencia
Regional de Salud se estaba abordando el desarrollo de
un proyecto informático homogéneo para la tramitación
de esta prestación y el establecimiento de un sistema de
información agregada.

Otras muchas quejas referidas al mismo problema han
puesto de manifiesto la escasa información de los solici-
tantes de las ayudas. Entre dichas reclamaciones pueden
citarse las registradas con los números Q/180/05
(relativo a la denegación por la Gerencia de Servicios
Sociales, de una ayuda para prótesis ocular), Q/1950/05
(relativo a la denegación de una prestación ortoprotésica
consistente en un Cojín Antiescaras de Aire, para una
persona afectada de discapacidad física por la
enfermedad denominada Ataxia de Friedreich).

2.1.5. Rehabilitación

La Instrucción 02/05/45 por la que se regula el
Programa de Atención Temprana de los Centros Base,
prevé los tratamientos de rehabilitación a los niños que
no se encuentran en edad de escolarización obligatoria y
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a aquellos escolarizados que por alguna razón no pueden
recibir los tratamientos en el medio escolar. 

En relación con esta cuestión, además de las quejas
relativas a las posibles deficiencias de dichos servicios,
ha habido varias por la falta de atención a que da lugar la
escasez de personal en los centros base.

Así se ponía de manifiesto en los expedientes
Q/111/06 (en relación con el Centro Base de Soria) y
Q/675/06 (relativo al Centro Base de Burgos), de los
cuales a continuación se expone la actuación desa-
rrollada por esta Institución en el primero de los citados.

En concreto, en dicho expediente el reclamante consi-
deraba insuficiente el número de profesionales especia-
lizados a quienes corresponde realizar los tratamientos
rehabilitadores en el citado Centro Base de Soria. Con
ello, quienes se ven perjudicados ante todo son los niños
que no se encuentran todavía escolarizados, ya que a
partir de su escolarización es en el medio escolar en el
que deben de recibir los tratamientos.

Según el autor de la queja, cuando alguno de dichos
profesionales se ausenta por diversos motivos (vaca-
ciones, cursos, asuntos particulares, enfermedad, etc.) no
se recibe por parte de los usuarios la atención prescrita.

De la información facilitada por la Administración
autonómica, en respuesta a la petición formulada por esta
Institución, resultaba, entre otros extremos, que los trata-
mientos prestados en los Centros Base de la Gerencia de
Servicios Sociales se enmarcan en los programas de
atención temprana dirigidos a la población infantil de 0 a
3 años y de 3 a 6 cuando no están escolarizados, a la
familia y al entorno. En concreto, en el año 2004 se
atendió a 1.563 niños y en 2005 a 1.835.

Según ese mismo informe, los tratamientos se realizan
directamente por los Centros Base o a través de ayunta-
mientos y convenios de colaboración con entidades
privadas sin ánimo de lucro. Cuentan con equipos que
según el informe, se han incrementado significati-
vamente en los últimos años, compuestos por diversos
profesionales. Para ello en Castilla y León se cuenta con
los siguientes profesionales: 8 médicos, 8 psicólogos,
8 trabajadores sociales, 4 pedagogos, 17 logopedas,
16 fisioterapeutas, 17 estimuladores y 16 psicomotri-
cistas en jornada completa.

En el año 2005 se atendieron 408 niños en fisio-
terapia; 548 en estimulación precoz; 231 en psicomo-
tricidad y 361 en logopedia; 775 recibieron seguimiento
médico psicológico y social; 69 apoyo para la transición
a la escuela y se trabajó con 83 grupos de apoyo a
familias.

Respecto a la duración del tratamiento, en el informe
de la administración se indica que el mismo depende de
las necesidades individuales del niño, coexistiendo situa-
ciones muy diversas, si bien se estimaba que la media de
permanencia podría situarse en 18 meses.

Por último, y en relación con la cuestión planteada en
la queja relativa a la falta de sustitución de los profe-
sionales cuando realizan cursos, disfrutan de permisos
por asuntos particulares y situaciones similares, la admi-
nistración indica que la razón de esa falta de sustitución
obedece al hecho de que en niños de corta edad es
importante la relación que se establece con el terapeuta,
pudiendo resultar contraproducente para ellos el cambio
ocasional de profesional (desconocido para los menores).

A la vista de la información expuesta, esta Procu-
raduría consideró oportuno dirigir una resolución a la
Consejería de Familia e Igualdad de Oportunidades, con
apoyo en los razonamientos que de forma sintética se
exponen a continuación.

Teniendo en cuenta los datos facilitados por la admi-
nistración, y lo establecido en la Instrucción del Inserso
de 1 de octubre de 1992, parece indudable la insufi-
ciencia de los recursos humanos disponibles en Castilla y
León, a los que se refiere la queja.

En cualquier caso, hay que reconocer el esfuerzo
realizado por la Gerencia de Servicios Sociales en este
sentido, ya que únicamente se ha visto notablemente
reducido el número de sesiones en el espacio de tiempo
analizado (años 2004 y 2005), durante los meses de
octubre y noviembre de 2005.

Por otro lado, es evidente que necesariamente han de
ser los equipos de los Centros Base los que decidan tanto
la intensidad como la duración de los tratamientos de
acuerdo con el dictamen de los especialistas que forman
parte del equipo y con arreglo a la gravedad de cada
caso, como dispone la Circular 8/1/82, sobre Organi-
zación y Funcionamiento de los Centros Base. Así, en el
apartado 3.4 de la Circular citada, sobre “descripción de
las funciones y tareas correspondientes al Área de Trata-
mientos”, se establece que “esta área está dirigida a desa-
rrollar un número necesariamente limitado de los
servicios requeridos y en concreto de aquellos que se
consideran más comunes o de mayor necesidad para la
mayoría de las personas minusválidas”. Forzosamente,
pues hay que establecer prioridades.

En dicho sentido, corresponde a los Equipos de Valo-
ración y Orientación del Centro Base, según la Circular
citada, la fijación de los programas individuales de forma
consensuada y coordinada, partiendo de la puesta en
común de los diagnósticos y valoraciones que se hayan
realizado. El mismo procedimiento se emplea en el
seguimiento y evaluación de los resultados obtenidos, lo
que resulta igualmente útil para determinar aquellos
casos en que las ausencias, bajas por enfermedad, vaca-
ciones, etc. del personal a quien corresponde aplicar los
tratamientos, deben de ser cubiertas sin dilación y
aquellos otros casos en los que por diversas circuns-
tancias se podría establecer un paréntesis o resolver por
otros medios.
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La forma de proceder mediante acuerdo de los
miembros de los equipos multiprofesionales, permite
prever con una razonable antelación los casos más
urgentes que no aconsejan en ningún caso la interrupción
de los tratamientos ni la alteración de determinadas
circunstancias en la ejecución de los mismos y también
la provisión de las vacantes por algunos de los medios a
que también apunta el informe de la Consejería de
Familia e Igualdad de Oportunidades (convenios de cola-
boración con ayuntamientos, con entidades privadas sin
ánimo de lucro, asociaciones u otras), evitando llegar a la
coyuntura de tener que suspender los tratamientos indis-
criminadamente.

En atención a lo expuesto, se dictó la siguiente reso-
lución dirigida a la Consejería de Familia e Igualdad de
Oportunidades:

“Que se adopten las medidas necesarias para
aumentar la disponibilidad de recursos humanos
destinados al Área de Tratamientos de los Centros Base
de Atención a Minusválidos de Castilla y León, aten-
diendo a aquellas provincias que se encuentren menos
dotadas, en función del número de niños que deben ser
tratados y de las necesidades de estos, de tal modo que
en ningún caso, ni aún coyunturalmente, dejen de
prestarse los tratamientos de rehabilitación que hayan
sido prescritos.

Que, ante la inevitable dilación que ha de suponer la
adopción de dichas medidas o en el caso de que ello no
fuera posible por el momento, se garantice la conti-
nuidad de los tratamientos rehabilitadores estableciendo
formulas adecuadas de colaboración con otras entidades
públicas o privadas, o mediante la adscripción provi-
sional a los Centros Base de personal especializado, con
las particularidades que aconsejen las valoraciones de
aquellos miembros del EVO a quienes corresponde
hacerlas”.

A la fecha de cierre de este informe no se conocía la
postura de la administración frente a esta resolución.

2.1.6. Acceso a centros específicos para personas
con discapacidad psíquica

Entre las formas de asistencia especializada dirigidas
a las personas con discapacidad psíquica, destaca la
atención residencial mediante centros específicos
destinados a proporcionar un cuidado integral y a servir
de vivienda permanente, cuando resulta necesario por la
gravedad de la discapacidad, por la problemática socio
familiar o económica y por las graves dificultades para
conseguir una integración laboral o social.

Teniendo en cuenta que los ingresos en este tipo de
centros se llevan a cabo por orden de puntuación, son
muchos los casos en los que la insuficiencia de puntos
alcanzados después de la aplicación del correspondiente
baremo, pese a reunirse los requisitos previstos para el
disfrute del derecho a una plaza de las señaladas, impide
obtener la condición de residente.

Esta valoración de las peticiones mediante la apli-
cación de un baremo que contempla diferentes factores
relativos a la situación económica, sociofamiliar, física y
psíquica del solicitante, establece un criterio de raciona-
lización en la priorización de aquéllas, exigido por la
propia limitación de los medios. Pero el hecho de que la
puntuación requerida en cada caso no tenga un carácter
fijo (sino que varía en función de la disponibilidad de
plazas vacantes en los centros solicitados), deja desa-
sistidas algunas situaciones de especial gravedad para el
peticionario y su familia.

Así se reflejaba en el expediente Q/1281/05, centrado
en la problemática de una persona diagnosticada de acti-
nomicosis disemina con abceso cerebral drenado
(secuela de hemiplejía derecha) e hipotiroidismo
subclínico, por lo que tenía reconocido un 100% de
grado de minusvalía. Tras su ingreso en un Hospital en
Palma de Mallorca se encontraba clínicamente estable,
aunque resultaba totalmente dependiente, precisando
cuidados sociales especializados permanentes.

Ahora bien, al resultar aconsejable que la conti-
nuación de su internamiento se llevara a cabo en esta
Comunidad Autónoma, se había presentado solicitud de
plaza para dicha persona en centro de atención a
personas con discapacidad dependiente de la Gerencia de
Servicios Sociales. El expediente, sin embargo,
permanecía en situación de trámite, al no alcanzar la
puntuación necesaria para acceder a los centros soli-
citados.

Esta circunstancia contravenía la propia Ley 18/1988,
de 23 de diciembre, de Acción Social y Servicios
Sociales, que responde a la necesidad de garantizar el
ofrecimiento de los recursos asistenciales necesarios,
estableciendo la obligación de atender la prevención,
rehabilitación y reinserción social de los minusválidos
físicos, psíquicos y sensoriales, eliminando los
obstáculos de carácter personal y social que impidan su
normal desenvolvimiento en la sociedad (art. 12 de dicha
Ley).

Es conocida, en este mismo ámbito, la Sentencia del
Tribunal Superior de Justicia 11/2003, de Castilla y
León, de 10 de enero, en la que se afirma la obligación
que tiene la administración de realizar las prestaciones
necesarias a las personas con discapacidad residentes en
su territorio para conseguir su rehabilitación y rein-
serción.

Los medios con los que debe hacerse efectiva esa
obligación, según la citada Ley 18/1988, son:

a) Los centros y servicios ubicados o prestados en
Castilla y León que dependen de las Administra-
ciones Públicas de ámbito intraregional (art. 2).

b) Prestaciones económicas de la Junta de Castilla y
León para sustituir la atención que se preste en sus
centros, paliar situaciones de especial necesidad o
permitir el uso de centros del sistema de acción
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social a quienes no pudieran aportar la contrapres-
tación económica establecida (art. 18).

c) Los centros o servicios privados integrados en el
sistema de acción social (art. 2 y 26.4).

Se imponía, por ello, la misma conclusión sentada en
la citada Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de
Castilla y León, de forma que si la prestación de asis-
tencia social específica de las personas con discapacidad
puede ser realizada por servicios o centros privados a
través de diversas fórmulas de colaboración y si los
disponibles por la Junta de Castilla y León no son
adecuados -o son insuficientes-, habría que requerir el
concurso de un servicio y/o centro no incluido en su
programación para que el derecho del minusválido y la
correlativa obligación de la administración tengan
realidad y un contenido específico e idóneo que hagan
eficaz a ese derecho y a esa obligación.

Dicha conclusión determinó la necesidad de que el
Procurador del Común formulara la siguiente resolución
a la Consejería de Familia e Igualdad de Oportunidades:

“Que entre los medios establecidos en la normativa
vigente, se estudie la forma de facilitar a (...) el acceso a
un recurso adecuado a sus especiales características en
atención a su condición de persona con discapacidad. Y
en caso de no ser posible su ingreso en un centro de la
administración autonómica o concertado, se procure
prestar dicha asistencia en un centro privado específico,
mediante la fórmula de colaboración o vía de finan-
ciación que se estime más oportuna para sufragar la
estancia en el mismo, hasta que sea posible su ingreso
en un centro de aquella titularidad”.

Con posterioridad, sin embargo, esta Institución pudo
conocer que la persona para la que se solicitaba el acceso
a un recurso residencial adecuado a sus necesidades
especiales, había fallecido, motivo por el que se dejó sin
efecto la resolución formulada, acordando el archivo del
expediente.

2.1.7. Reconocimiento y determinación del grado
de minusvalía

Al igual que en años anteriores, se han tramitado en
esta Institución quejas relacionadas con el reconocimiento
y determinación del grado de minusvalía. En estos
supuestos, es evidente que esta Institución no puede
revisar criterios médicos. De hecho, en relación con este
extremo, debe tenerse en cuenta que de conformidad con
lo establecido en el RD 1971/1999, de 23 de diciembre, de
procedimiento para el reconocimiento, declaración y cali-
ficación del grado de minusvalía, la calificación de dicho
grado constituye una actuación especializada en la que
interviene un equipo de profesionales cuya función
consiste en valorar los trastornos, enfermedades o defi-
ciencias y otras circunstancias, con total independencia de
los estudios o calificaciones que puedan realizar otros
facultativos u organismos.

Precisamente por ello, cuando son aspectos médicos
los discutidos por los reclamantes en las quejas recibidas
en la Institución, se ha procurador trasladar a los inte-
resados una información lo más completa posible sobre
cuestiones como el procedimiento que resulta correcto
para la determinación de las deficiencias, así como el
derecho de impugnación que asiste a los afectados o a
solicitar en su caso una revisión de la calificación
efectuada.

La determinación del grado de minusvalía realizada
por los servicios sociales ha dado lugar a controversias o
contradicciones en relación con el reconocimiento de
ciertos grados de incapacidad para el trabajo procedentes
de otras administraciones y con la aplicación de las
previsiones de la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de
Igualdad de Oportunidades, No Discriminación y Acce-
sibilidad Universal de las Personas con Discapacidad.

Así ocurría en las reclamaciones registradas en esta
Institución con los números de referencia Q/367/06,
Q/1024/06 y Q/1469/06.

En resumen, en dichas reclamaciones se planteaba un
problema relacionado con la falta de aplicación de las
previsiones contenidas en el art. 1.2 de la Ley 51/2003
ya citada, de acuerdo con el cual, y a los efectos de dicha
norma, tienen la consideración de personas con disca-
pacidad aquellas a quienes se les haya reconocido un
grado de minusvalía igual o superior al 33 por ciento.
Además, de acuerdo con dicho precepto, en todo caso se
consideran afectados por una minusvalía en grado igual
o superior al 33 por ciento los pensionistas de la
Seguridad Social que tengan reconocida una pensión de
incapacidad permanente en el grado de total, absoluta o
gran invalidez, y los pensionistas de clases pasivas que
tengan reconocida una pensión de jubilación o de retiro
por incapacidad permanente para el servicio o inutilidad.

Según los reclamantes, dicha previsión debía tener
efectos inmediatos y alcanzar a todos los beneficios que
tengan como destinatarios a todas las personas con disca-
pacidad. Sin embargo, en las relaciones con las distintas
administraciones por cuestiones relacionadas con la
búsqueda de empleo, aplicación de exenciones en deter-
minados impuestos municipales, acceso a ayudas
sociales, etc., las personas cuyo grado de discapacidad
no había sido reconocido por certificación expedida por
la Gerencia de Servicios Sociales, debían presentar dicho
certificado, ya que no se les admitía otro tipo de prueba.

Como consecuencia de lo indicado, en muchos casos
las deficiencias padecidas, que han dado lugar a que sea
reconocida determinada incapacidad laboral o inutilidad
para el servicio, no bastan para alcanzar el porcentaje
citado según el baremo aplicado por la Gerencia, que es
el establecido por el RD 1971/1999 de 23 de diciembre,
de procedimiento para el reconocimiento, declaración y
calificación del grado de minusvalía. Por ello, las
personas que se encuentran en esta situación no son
considerados oficialmente como personas con disca-
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paciad en al menos el indicado porcentaje del 33%, a
pesar de haber sido declarados incapaces para el trabajo
que estaban realizando o el servicio que estaban
cumpliendo.

Se entiende pues, la necesidad de proceder a una
homologación de estas situaciones desde el punto de
vista normativo, con el fin de evitar el estado de inse-
guridad objeto de la reclamación.

En la información remitida por la Consejería de
Familia e Igualdad de Oportunidades, en respuesta a la
solicitud de esta Institución se indicaba que en relación
con dicha cuestión (la aplicación del art. 1.2 de la
Ley 51/2003), el Director Técnico para la Atención de
Personas Mayores y Personas con Discapacidad había
dirigido una comunicación a todas las Gerencias Territo-
riales de Servicios Sociales, el 2 de marzo de 2004, tras-
ladando el contenido de la contestación efectuada por el
Imserso, en relación con los interrogantes planteados por
el citado artículo. En dicha comunicación se señalaba
sucintamente, que las valoraciones del grado de
minusvalía se acreditarán, en cada caso, por las resolu-
ciones correspondientes. Por ello, ante solicitudes de
obtención de un grado de minusvalía igual o superior al
33% por el hecho de tener reconocida una discapacidad
por otro organismo, es evidente que no procede efectuar
ninguna homologación por disposición legal.

En ese mismo informe, se indicaba que ese criterio de
actuación era el seguido por el Tribunal Superior de
Justicia de Castilla y León, que en la Sentencia nº
353/2006, de fecha 3 de abril de 2006, entre otras, señala,
en relación con el art. 1.2 de la Ley 51/2003, de igualdad
de oportunidades de las personas con discapacidad, que
en primer lugar, el referido artículo no viene sino a esta-
blecer dos vías o procedimientos para el reconocimiento
de la condición de persona con discapacidad:1) la vía en
que consiste el reconocimiento de aquel grado de
minusvalía por el procedimiento reglamentario y que no
es otro que el establecido en el RD 1971/1999, de 23 de
diciembre, y 2) la vía que supone la legal equiparación a
tal grado de minusvalía de quienes detenten la condición
de prestatarios de incapacidad profesional permanente en
alguno de los grados antes señalados. Por consiguiente, es
esa ficción o equiparación establecida en la Ley 51/2003
la que convierte en detentadores de la condición de
personas con discapacidad a los beneficiarios de las pres-
taciones antedichas, y ello con absoluta independencia
del grado de minusvalía que esos beneficiarios pudieren
acreditar por aplicación de las normas de determinación
de la discapacidad contenidas en el ya citado RD sobre
procedimiento para el reconocimiento, declaración y cali-
ficación del grado de minusvalía.

En consecuencia, el título que avala la condición de
persona con discapacidad en estos casos no es otro que la
resolución administrativa o jurisdiccional que reconoce
la afectación del trabajador a incapacidad permanente

total, absoluta o gran invalidez, título ese que, ope legis,
atribuye aquella condición e impone la obligación de su
reconocimiento en el ámbito del que se trate.

Lo anterior venía avalado además, según la adminis-
tración autonómica, por el contenido del art. 7.2 de la
Ley 13/1982, de 7 de abril, de Integración Social de los
Minusválidos, al establecer que el reconocimiento del
derecho a la obtención de los beneficios de esa Ley y,
por ende, el reconocimiento de la condición de persona
con minusvalía, “deberá ser efectuado de manera perso-
nalizada por el órgano de la administración que se
determine reglamentariamente, previo informe de los
correspondientes equipos multiprofesionales califi-
cadores”, concreción reglamentaria de lo anterior que se
efectuó por el citado RD 1971/1999, de 23 de diciembre.

Por otro lado, la Ley no alteró el Real Decreto, intro-
duciendo como criterio de reconocimiento de un grado
de minusvalía igual o superior al 33% la circunstancia de
ser pensionista de invalidez profesional, puesto que el
articulo 4 de dicho Real Decreto preceptúa que la califi-
cación del grado de minusvalía responde a los criterios
técnicos que se describen en los baremos contenidos en
el Anexo I del mismo, y establece complementariamente
que la calificación del grado de minusvalía así actuada
“será Independiente de las valoraciones técnicas efec-
tuadas por otros organismos en el ejercicio de sus
competencias públicas.”

En dicho informe se llegaba a la conclusión de que la
acreditación de un grado de minusvalía igual al 33% se
puede hacer directamente mediante la correspondiente
resolución del Instituto Nacional de la Seguridad Social
(INSS), por la que se reconozca la condición de
pensionista por incapacidad permanente total, absoluta o
gran invalidez, sin exigir resolución en tales términos del
órgano competente en materia de servicios sociales.

Por último, la administración indicaba que si bien en
el ámbito de los servicios sociales este criterio es habi-
tualmente aplicado para el acceso a los servicios y pres-
taciones, la Gerencia de Servicios Sociales había
recibido esporádicamente consultas acerca de esta equi-
paración tanto por parte de particulares como de orga-
nismos. Sin embargo, a la vista de las decisiones admi-
nistrativas heterogéneas y en algunas ocasiones contra-
dictorias emanadas de los distintos órganos de las
administraciones públicas, la Administración del Estado
estaba elaborando un proyecto de Real Decreto de desa-
rrollo del citado art. 1.2 de la Ley 51/2003, con el fin de
fijar criterios de actuación homogéneos en todo el
Estado, y cuyo contenido venía a coincidir con lo
recogido en la información facilitada a esta Institución.

Teniendo en cuenta lo indicado, parecía evidente que
una vez aprobado el RD de desarrollo del citado art. 1.2,
se contaría con el instrumento adecuado para evitar las
dudas de los ciudadanos y las resoluciones contradic-
torias de las distintas administraciones públicas en
relación con la cuestión planteada en las reclamaciones
arriba aludidas.
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Dado que ante esta Procuraduría los ciudadanos
seguían planteando esta misma cuestión, se formuló una
resolución a la Consejería de Familia e Igualdad de
Oportunidades, con apoyo en los siguientes razona-
mientos:

Como se afirmaba en el informe de la administración,
si bien en el ámbito de competencias de la misma se
sigue un criterio homogéneo merced a las instrucciones
recibidas, no era así cuando se trataba de otros orga-
nismos, los cuales parecía evidente que no habían
recibido el mismo tipo de información.

Por ello, para aclarar la cuestión, parecía impres-
cindible que los funcionarios a quienes compete
controlar el cumplimiento de los requisitos formales en
los expedientes referidos a personas con discapacidad en
los que son parte interesada por su condición de tales, así
como aquellos empleados públicos que atienden las
oficinas o departamentos de información al público en
todas las administraciones, conocieran perfectamente los
distintos medios para acreditar el grado de minusvalía.

Dado que la Gerencia de Servicios Sociales tiene
competencia exclusiva en materia de servicios sociales,
esta Institución consideraba que era el órgano adminis-
trativo competente para informar a otros órganos de la
administración autonómica, así como al resto de las
administraciones, estatal, provincial y local, sobre el
criterio a seguir en la cuestión debatida y que afecta
directamente a las garantías constitucionales del derecho
a la igualdad de oportunidades, según la interpretación
que ha de darse a la Ley 51/2003 de 2 de diciembre,
art. 1.2.

En consecuencia, se formuló la siguiente resolución:

“Que la Gerencia de Servicios Sociales de Castilla y
León remita comunicación formal a los órganos de
representación de las Administraciones Local,
Provincial, Autonómica y Estatal en Castilla y León, en
la cual se les haga saber los documentos que son acredi-
tativos del grado de minusvalía igual al 33/% y superior
al 33%, a efectos de la aplicación del art. 1.2 de la Ley
51/2003 de Igualdad de Oportunidades, No Discrimi-
nación y Accesibilidad Universal de las Personas con
Discapacidad. Tal y como se establece en el proyecto de
Real Decreto de desarrollo del art. 1.2 de dicha Ley”.

Con posterioridad a la fecha de cierre de este informe
la citada Consejería ha comunicado a esta Procuraduría
el rechazo de la resolución formulada al haberse
elaborado el RD 1414/2006, de 1 de diciembre, por el
que se determina la consideración de persona con disca-
pacidad a los efectos de la Ley 51/2003, con la finalidad
de precisar el alcance de la equiparación del grado de
minusvalía prevista en el art. 1.2 de la citada Ley y de
fijar unos criterios homogéneos de actuación para todo el
Estado, lo que, según la comunicación de la adminis-
tración, ha de servir para evitar las dudas de los

ciudadanos y las resoluciones contradictorias de las
distintas administraciones públicas en relación con la
cuestión aquí analizada.

2.1.8. Empleo de las personas con discapacidad

En el informe correspondiente al año 2005 se aludió
al problema que supone el escaso nivel de incorporación
de las personas con discapacidad al mercado ordinario de
trabajo. A pesar de las medidas establecidas legalmente y
de las ayudas públicas creadas para su efectividad, aún
quedan en la realidad bastante lejanos los objetivos
perseguidos por la Ley 13/1982 de 7 de abril, de Inte-
gración Social de los Minusválidos y sus normas de
desarrollo. Como ya se ha indicado, tras la entrada en
vigor de la Ley 39/2006, la referencia de esta norma a
los minusválidos debe entenderse hecha a “personas con
discapacidad”.

Evidentemente, la integración laboral de las personas
con discapacidad es una condición indispensable para su
desarrollo personal y para su integración y normalización
social.

Por eso, tanto las Naciones Unidas como la Unión
Europea han adoptado importantes iniciativas que
persiguen la promoción del empleo y la igualdad de
oportunidades laborales de las personas con minusvalías.

En España, el art. 49 CE obliga a los poderes públicos
a realizar políticas de previsión, tratamiento, rehabili-
tación e integración de los disminuidos físicos, senso-
riales y psíquicos, a prestarles la atención especializada
que requieran y a amparales para el disfrute de los
derechos fundamentales que otorga dicho texto constitu-
cional a todos los ciudadanos, entre ellos, el derecho al
trabajo.

Dicho mandato constitucional tiene su reflejo
normativo, entre otros, en la Ley 13/1982, de 7 de abril,
de Integración Social de los Minusválidos que estableció
una reserva, a favor de las personas con discapacidad, de
un 2% de la plantilla en las empresas, públicas y
privadas, con más de 50 trabajadores.

Ahora bien, pese a las medidas adoptadas, y como se
ha apuntado al comienzo de esta exposición, subsisten
muchas necesidades de inserción laboral de las personas
con discapacidad.

En relación con esta cuestión, esta Procuraduría, en el
año 2005, en el curso de una investigación de oficio
(OF/60/05, desarrollada en el informe correspondiente a
dicho año), ya había abordado este problema con la
finalidad de conocer el grado de integración de los traba-
jadores con discapacidad en las empresas ordinarias.

Al efecto, y tras recabar la oportuna información, se
dirigió una resolución a la Consejería de Economía y
Empleo en la que se recomendaba, con carácter general y
en colaboración con la Inspección de Trabajo y
Seguridad Social, la adopción de las medidas oportunas
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para incrementar la vigencia del cumplimiento por las
empresas de la cuota de empleo del 2% que la ley
reserva a favor de las personas con discapacidad.

La misma cuestión se planteó a instancia de parte en
los expedientes Q/720/05 (mencionado en el informe del
año 2005) y Q/733/05.

La actuación de esta Procuraduría en relación con
dichos expedientes, tras recabar de la administración la
información pertinente, concluyó con una nueva reso-
lución en la que, en síntesis, se indicaba lo siguiente:

1.- La tasa de paro de las personas con discapacidad
es muy superior a la de la población en general.

2.- De cada 100 personas con discapacidad en edad
laboral, sólo 30,9 aproximadamente se consideran
activas, cuando para el conjunto de la población
esa tasa es del 53%. Es decir, el 70% (casi el 80%
en el caso de las mujeres con discapacidad),
dependen exclusivamente del apoyo familiar o de
las prestaciones sociales, sin llegar a plantearse
siquiera su inserción laboral.

3.- Es evidente que las limitaciones funcionales hacen
difícil la integración laboral. No obstante, a medida
que la mentalidad social y el ambiente son mas
integradores, mas claramente se comprueba que
con un apoyo social más decidido las tasas de
actividad de estas personas se acercarían mucho
más a las de la población en general, lo que favo-
recería sus posibilidades de integración.

4.- No puede perderse de vista el hecho de que los
centros especiales de empleo han permitido que
muchas personas con discapacidad hayan tenido la
posibilidad de, además de lograr unos ingresos
regulares, acceder a una posición que les ha
proporcionado una idea de sí mismos como
personas. La contribución de este tipo de recursos a
la integración sociolaboral de las personas con
discapacidad ha sido indiscutible.

5.- Sin embargo, en los últimos años y como es
lógico, ha aumentado el interés de las organiza-
ciones de personas con discapacidad para que estas
pasen a desempeñar un cometido en el mercado
ordinario de trabajo, debido a que cada vez se
concede un mayor valor al contexto o la
mentalidad social como factores determinantes de
la integración laboral.

6.- Dentro del marco normativo europeo, la Recomen-
dación R(92)6 del Consejo de Europa sobre una
política coherente en materia de integración de las
personas con discapacidad, determina que las
políticas de empleo deben ir dirigidas a permitir la
máxima integración posible de las personas con
discapacidad, con el fin de lograr su integración
social y su pleno desarrollo personal. En esta reco-
mendación se da prioridad al empleo en el mercado

ordinario de trabajo sobre el empleo protegido, que
queda en una posición de subsidiariedad, dirigido
únicamente a aquellas personas que “por su disca-
pacidad no sean capaces de conseguir o mantener
un puesto de trabajo convencional asistido o no
asistido.” No obstante, este empleo debe ir dirigido
a cumplir como objeto el “hacer posible que las
personas con discapacidad desarrollen una
actividad útil y prepararles, en la medida de lo
posible, para desarrollar un trabajo normal”.

7.- En este sentido, la Unión Europea, mediante la
resolución del Consejo de 17 de junio de 1999,
relativa a la igualdad de oportunidades laborales de
las personas con minusvalías (Diario Oficial de las
Comunidades Europeas, DOCE, C 186/3, de 2 de
junio de 1999), incide en la importancia de prestar
una atención específica para incrementar la
igualdad de oportunidades laborales de las
personas con discapacidad sobre la contratación, en
el mantenimiento de los trabajadores en el empleo,
a la promoción y la formación permanente, así
como la protección contra el despido improcedente.

8.- No obstante, será la Directiva 2000/78/CE del
Consejo de 27 de noviembre de 2000, relativa al
establecimiento de un marco general para la
igualdad de trato en el empleo y la ocupación
(Diario Oficial de las Comunidades Europeas,
DOCE, L 303/16, de 2 de diciembre de 2000), la
primera disposición europea que incorpore normas
antidiscriminatorias:

Los Estados miembros deben garantizar la exis-
tencia de procedimientos judiciales o adminis-
trativos, e incluso procedimientos de conciliación,
para que las personas que se consideren perju-
dicadas por la falta de aplicación de las obliga-
ciones impuestas en dicha directiva puedan exigir
su cumplimiento.

9.- En definitiva, se puede señalar que el principio de
no discriminación determina un sistema basado en
la represión de aquellas conductas que signifiquen
un trato injustificadamente desigual por razón de la
discapacidad. No se trata tanto de que puedan
alcanzar los mismos resultados que las personas no
discapacitadas, sino que se pretende situar a las
personas con discapacidad en las mismas condi-
ciones que las demás personas para que puedan
acceder al mercado laboral.

10.- En el ámbito de nuestra Comunidad Autónoma,
analizados los programas referidos al empleo,
incluidos en el Plan Regional Sectorial de Atención
a Personas con discapacidad, aprobado por  Decreto
57/ 2005, de 14 de julio, se observa que las previ-
siones en cuanto a los resultados que se pretenden
alcanzar, podrían cumplir las expectativas de este
colectivo. Corresponde únicamente hacer saber a la
administración la necesidad de que se apliquen los
medios necesarios para que las medidas previstas se
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lleven a efecto, varias de las cuales ya tendrían que
estar operativas según el calendario previsto en el
citado Plan Regional Sectorial. 

En atención a lo expuesto, esta Procuraduría formuló
una resolución, aceptada por la Consejería de Economía
y Empleo, en los siguientes términos:

“Que las autoridades laborales velen por el efectivo
cumplimiento de la reserva del 2% legalmente esta-
blecida para aquellas empresas que cuenten con más de
50 trabajadores, mediante los mecanismos de control y
seguimiento ya previstos en las normas. 

En este sentido, la recomendación de esta Procu-
raduría es que se ponga el máximo interés en que en los
procedimientos de inspección laboral se incluya
normalmente como aspecto a comprobar, el cumpli-
miento por parte de las empresas de la cuota de reserva
o bien y de modo estricto, el cumplimiento de las
medidas alternativas establecidas en el RD 364/2005 de
8 de abril.

Es imprescindible que al mismo tiempo se creen
medios eficaces de sensibilización e información a los
empresarios y a los sindicatos, tanto sobre la posibilidad
de que una persona discapacitada, con determinados
conocimientos y habilidades, resulta idónea para
desempeñar ciertas tareas, como acerca de las ventajas
económicas y fiscales a las que pueden acceder como
empleadores de la misma. 

Que se impulse el papel de los servicios de interme-
diación entre el ECyL y los Equipos Multiprofesionales
de la Gerencia de Servicios Sociales para que mejoren
sus prácticas con el objetivo de conseguir una total
clarificación de las capacidades de los trabajadores
minusválidos a través de los informes y certificados de
aptitud. De tal modo que si una persona con disca-
pacidad puede realizar las funciones esenciales esta-
blecidas para un puesto de trabajo, se le procuren las
adaptaciones que se consideren razonables para
compensar las desventajas que produce la discapacidad,
permitiendo de esta forma que pueda acceder al empleo,
tomar parte en el mismo o progresar profesionalmente, o
para que se les ofrezca formación, salvo que el cumpli-
miento de dichas obligaciones suponga una carga
excesiva”.

En relación con esta cuestión, en el año 2006 el
Procurador del Común participó en una Jornada, orga-
nizada por la Consejería de Economía y Empleo, con la
finalidad de dar a conocer a las personas con disca-
pacidad y a la sociedad en general la Campaña de Sensi-
bilización desarrollada por la citada Consejería con el
lema “Contratación de trabajadores con discapacidad:
una obligación, un compromiso social.” Además, debe
dejarse constancia, en este informe, de la actitud positiva
de la citada Consejería y su decidida intervención en este
ámbito en consonancia, por otra parte, con las recomen-
daciones de esta Institución, así como de la participación
del Procurador en otro acto organizado por la citada

Consejería en relación con esta misma cuestión en
febrero de 2007, es decir, con posterioridad a la fecha de
cierre del presente informe.

2.1.9. Derecho a una vivienda accesible

Parece fuera de toda duda que en el caso de las
personas con discapacidades el derecho a disfrutar de
una vivienda digna nunca podrá ser efectivo si dicha
vivienda no es accesible. En otro caso, no sólo se vería
vulnerado el derecho citado, sino que la realización de
otros derechos, como el de igualdad real entre todos los
ciudadanos, o la dignidad de las personas, se vería
seriamente dificultada.

En relación con esta cuestión debe citarse el expe-
diente Q/1854/05, en el que el reclamante planteaba la
inexistencia de una financiación autonómica pública y
específica para las actuaciones dirigidas a la eliminación
de barreras arquitectónicas en zonas comunes de edifica-
ciones de uso privado.

Admitida la queja indicada a trámite e iniciada la
investigación oportuna, se solicitó información a las
Consejerías de Fomento y de Familia e Igualdad de
Oportunidades. A la vista de los datos proporcionados
por ambas Consejerías, se podían enunciar dos conclu-
siones relevantes a los efectos de adoptar una postura: 

1. La cuantía media, por beneficiario individual, de
las ayudas económicas dirigidas a financiar obras que
eliminasen obstáculos a la movilidad de las personas era
385 euros inferior si las obras en cuestión se realizaban
en espacios comunes de edificios de viviendas en
régimen de propiedad horizontal, y no en los elementos
privativos de tales viviendas.

2. Excepción hecha de la provincia de Valladolid, en
el resto de provincias de la Comunidad habían sido muy
escasas, cuando no inexistentes, las solicitudes de ayudas
económicas para la realización de obras de supresión de
barreras de todo tipo en elementos comunes de
inmuebles en régimen de propiedad horizontal.

Considerando las conclusiones indicadas, se procedió
a formular una Resolución a la Consejería de Familia e
Igualdad de Oportunidades, con base en los argumentos
que a continuación se resumen.

Un porcentaje relevante de la población reside en
edificios de viviendas en régimen de propiedad hori-
zontal Por este motivo, en un gran número de supuestos
garantizar la accesibilidad de una vivienda implica
también suprimir las barreras arquitectónicas presentes
en los elementos comunes de los inmuebles donde se
integran aquellas. 

Sin embargo, dependiendo de si las obras de rehabili-
tación dirigidas a mejorar la accesibilidad se llevaban a
cabo en el interior de una vivienda o en un espacio
común del inmueble en el que se integraba la misma, el
porcentaje del presupuesto subvencionado y la cuantía
máxima de la subvención era superior o inferior.
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De esta forma, si una persona con discapacidad
deseaba instalar en su vivienda individual un ascensor o
un elevador podía acceder a una ayuda económica
convocada por la Gerencia de Servicios Sociales, con
una cuantía máxima, para el año 2006, de 14.500 euros,
sin que, en ningún caso, la citada ayuda fuera inferior al
50% de esa cuantía máxima o, en su caso, del coste de
las obras si éste fuera inferior. Todo ello sin perjuicio de
la posibilidad de acceder, si cumplía los requisitos
previstos para ello, a las ayudas económicas incluidas en
el Plan Estatal 2005-2008, para favorecer el acceso de
los ciudadanos a la vivienda.

Sin embargo, si esa misma persona formaba parte de
una comunidad de propietarios que deseaba instalar un
ascensor o elevador en un espacio común del inmueble
donde se integraba su vivienda, únicamente podía
disfrutar de las ayudas previstas en el plan estatal
indicado, con una cuantía máxima del 10% del presu-
puesto protegido, con un límite de 1040 € por vivienda,
para la comunidad de propietarios, y del 15% del presu-
puesto protegido, con un límite de 2.500 €, a título indi-
vidual.

La situación descrita era reveladora de un trato dife-
renciado por parte de la Administración autonómica, en
el momento de fomentar la ejecución de obras que
mejorasen la accesibilidad de las viviendas, en función
del lugar donde se llevaban a cabo las mismas, cuando
tan deseables y adecuadas son las obras en cuestión si se
realizan en una vivienda individual, como si se ejecutan
en un espacio común de un inmueble en régimen de
propiedad horizontal.

Incluso se podía afirmar que la Administración auto-
nómica compartía la afirmación anterior, puesto que
dentro de las propuestas específicas por ámbitos,
incluidas en las líneas estratégicas de la Estrategia
Regional de Accesibilidad 2004-2008, se incluyen la
financiación pública en la eliminación de barreras arqui-
tectónicas en zonas comunes en edificaciones de uso
privado y las acciones que estimulen la instalación de
ascensores en bloques de viviendas.

Aunque la Estrategia Regional de Accesibilidad no
tiene carácter normativo, sí es un indicador de las nece-
sidades detectadas por la Administración autonómica y
de las actuaciones que se considera necesario adoptar
para tratar de satisfacer las mismas. En este sentido, otras
comunidades autónomas ya habían reflejado normati-
vamente la obligación de convocar ayudas propias
dirigidas a financiar la realización por las comunidades
de propietarios de obras de mejora de la accesibilidad,
ejecutadas en elementos comunes de inmuebles en
régimen de propiedad horizontal. Este era el caso de
Extremadura o de las Islas Baleares.

Esta Procuraduría, por su parte, ya había tenido
ocasión de manifestarse en relación con esta cuestión en
una resolución que había sido formulada en el año 2004,
en el marco de la tramitación de los expedientes

OF/144/03 y Q/17/04 (del contenido de la misma se
puede obtener una amplia referencia en el informe de
esta Institución correspondiente a aquel año). En
concreto, en el punto segundo de la citada Resolución se
había sugerido a la Consejería de Familia e Igualdad de
Oportunidades la creación de una línea de ayudas
económicas dirigidas a financiar las obras de accesi-
bilidad que fueran ejecutadas por las comunidades de
propietarios con la finalidad de suprimir barreras arqui-
tectónicas. Como contestación a esta sugerencia, la
Consejería de Familia e Igualdad de Oportunidades se
había remitido en aquella ocasión, precisamente, a lo
dispuesto en la Estrategia Regional de Accesibilidad.

Pues bien, como consecuencia de la tramitación del
expediente de queja antes citado, en el año 2006 se ha
estimado oportuno reiterar nuevamente a la Adminis-
tración autonómica la conveniencia de que se cree una
línea de ayudas que, de forma complementaria a las
previstas en el Plan de Vivienda estatal, subvencione la
realización de obras en espacios comunes de inmuebles
en régimen de propiedad horizontal que eliminen
obstáculos a la movilidad y faciliten el normal desenvol-
vimiento de la vida diaria de las personas con discapa-
cidades físicas.

En atención a lo expuesto y considerando el papel
otorgado por la Estrategia Regional de Accesibilidad de
Castilla y León 2004-2008 a la Gerencia de Servicios
Sociales, adscrita a la Consejería de la Familia e
Igualdad de Oportunidades, como principal Institución
implicada en su desarrollo, se procedió a formular a esta
Consejería una Resolución en los siguientes términos:

“Con la finalidad de fomentar la eliminación de
barreras arquitectónicas en zonas comunes de edificios
de viviendas en régimen de propiedad horizontal y en
aplicación de la línea estratégica 3.3.3. A) de la
Estrategia Regional de Accesibilidad 2004-2008,
aprobada por Acuerdo 39/2004, de 25 de marzo, de la
Junta de Castilla y León, proceder a crear una línea de
subvenciones dirigida a financiar, con carácter comple-
mentario a las ayudas previstas en el plan estatal de
vivienda 2005-2008, la realización en aquellos espacios
comunes de obras, en su caso con adquisición y/o adap-
tación de útiles (como ascensores o elevadores), que
eliminen obstáculos a la movilidad y faciliten el normal
desenvolvimiento de la vida diaria de personas con
discapacidad física y personas mayores”.

Esta resolución se puso también en conocimiento de
la Consejería de Fomento, considerando la atribución a
este centro directivo, dentro de la Administración auto-
nómica, de las competencias en materia de vivienda.

Como respuesta a nuestra resolución, la Consejería de
Familia e Igualdad de Oportunidades puso de manifiesto
que la misma no podía ni rechazarse ni aceptarse por
encontrarse la actuación sugerida fuera de las compe-
tencias de la Consejería.
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A la vista de esta contestación, se procedió a reiterar a
la Consejería citada los argumentos por los cuales esta
Procuraduría consideraba que era este centro directivo,
como principal responsable del desarrollo de la
Estrategia Regional de Accesibilidad, el competente para
llevar a cabo las actuaciones sugeridas en la resolución
indicada.

Sin perjuicio de lo anterior, la contestación señalada,
además de al autor de la queja, se puso de manifiesto
también a la Consejería de Fomento, por si este centro
directivo considerara que la actuación propuesta por esta
Institución pudiera ser asumida por el mismo, como
organismo competente en materia de vivienda dentro de
la Administración autonómica.

2.1.10. Varios

2.1.10.1. Tarjetas de estacionamiento para
personas con discapacidad

A diferencia de la situación existente en otras Comu-
nidades Autónomas, en Castilla y León, de conformidad
con la legislación sobre accesibilidad, la tarjeta de apar-
camiento otorga a su titular (conductor y no conductor)
el derecho a utilizar las plazas de aparcamiento
reservadas a personas con movilidad reducida, pero no el
derecho a aparcar en los estacionamientos con horario
limitado sin ninguna limitación de tiempo, o más tiempo
del establecido con carácter general. Dicho derecho
puede, no obstante, ser reconocido en la correspondiente
normativa municipal. 

Esta situación ha tenido su reflejo en los expedientes
registrados con los números Q/724/05, Q/735/05 y
Q/1131/06, en los que los reclamantes manifestaban su
disconformidad con la actual redacción de la ordenanza
municipal reguladora de los aparcamientos limitados de
Valladolid. Dicha ordenanza, después de la modificación
de 29 de octubre de 2004, establece que, en las zonas
incluidas en el sistema Ora, no estarán sometidos a limi-
tación de duración del estacionamiento los siguientes
vehículos: f) vehículos propiedad de personas con disca-
pacidad adaptados para la conducción y que estén en
posesión de la correspondiente autorización especial
expedida por la administración municipal.

Los interesados aludían al agravio comparativo que,
con la actual redacción, se produce entre los titulares de
tarjeta de aparcamiento conductores y los titulares no
conductores que, superando, como los primeros, el
baremo de movilidad, utilicen vehículos conducidos por
otras personas.

Analizado el problema planteado y recabada la
pertinente información, esta Procuraduría dirigió sendas
resoluciones a la Consejería de Familia e Igualdad e
Oportunidades y al Ayuntamiento de Valladolid, con
apoyo en los razonamientos que a continuación se
exponen.

Como cuestión previa, debía tenerse en cuenta que, de
conformidad con lo dispuesto en el art. 36 del
Decreto 217/2001, de 30 de agosto, por el que se aprueba
el Reglamento de la Ley de Accesibilidad y Supresión de
Barreras, serán beneficiarios de la tarjeta de estaciona-
miento las personas con discapacidad con reconoci-
miento de grado de minusvalía superior o igual al 33%, y
con movilidad reducida, con independencia de su
condición de conductor del vehículo en el que se
desplacen. 

La actual redacción de la ordenanza, en tanto en
cuanto dejaba fuera del beneficio citado, estacionamiento
sin límite de tiempo en zona Ora, a los titulares de
tarjetas de estacionamiento no conductores -como otra
posible redacción que excluyera del citado derecho,
también a los primeros- no vulneraba lo establecido ni en
la Ley 3/1998, de 24 de junio, de accesibilidad y
supresión de barreras ni en su reglamento.

En efecto, la primera se refiere, en su art. 15, a los
aparcamientos reservados y el art. 16 establece que, a los
efectos de lo dispuesto en el artículo anterior (aparca-
mientos reservados), la Administración de la Comunidad
Autónoma establecerá las condiciones, circunstancias y
requisitos para la obtención de una tarjeta que permita a
las personas con discapacidad con movilidad reducida
estacionar en los aparcamientos reservados. 

En el mismo sentido y, con relación también a los apar-
camientos reservados, se pronuncia el Decreto 217/2001,
de 30 de agosto, por le que se aprueba el Reglamento de la
Ley de Accesibilidad y Supresión de Barreras, el cual
establece, en el art. 5, que se reservarán plazas para
vehículos ligeros que transporten o conduzcan personas en
situación de discapacidad con movilidad reducida y estén
en posesión de la tarjeta de estacionamiento. Por su parte,
el art. 36 del citado texto legal regula la tarjeta de estacio-
namiento y, en concreto, los beneficiarios de la tarjeta, en
los términos expuestos, la condición de movilidad
reducida, el uso inapropiado de la tarjeta, su vigencia y el
registro único de tarjetas.

Por lo tanto, como se ha indicado al comienzo de este
epígrafe, de conformidad con la legislación autonómica
de Castilla y León sobre accesibilidad, la tarjeta de apar-
camiento otorga a su titular (conductor y no conductor)
el derecho a utilizar las plazas de aparcamiento
reservadas a personas con movilidad reducida, pero no el
derecho a aparcar en los estacionamientos con horario
limitado sin ninguna limitación de tiempo, o más tiempo
del establecido con carácter general, si bien, este derecho
puede ser reconocido en la correspondiente normativa
municipal.

En otras Comunidades Autónomas la tarjeta de apar-
camiento otorga a su titular (conductor y no conductor)
el derecho a utilizar las plazas de aparcamiento
reservadas a personas con movilidad reducida y a esta-
cionar los vehículos en los estacionamientos con horario
limitado.
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Así, por ejemplo, la normativa sobre accesibilidad de
otras comunidades autónomas impone a los municipios
la obligación de recoger en las normas municipales,
como mínimo, el derecho de los titulares de tarjetas a
aparcar sus vehículos más tiempo del establecido con
carácter general en los estacionamientos con horario
limitado (se dice, como mínimo, porque debe entenderse
que ese derecho puede hacerse extensivo por los muni-
cipios a aparcar en dichos lugares sin ninguna limitación
de tiempo). Así ocurre en Navarra, Madrid, Aragón,
Galicia, Comunidad Valenciana, Cantabria y Extre-
madura.

En Navarra, el Decreto Foral 57/1990, de 15 de marzo
establece que “los ayuntamientos deberán permitir a las
personas con dificultades de movilidad aparcar sus
vehículos más tiempo que el autorizado en los lugares de
tiempo limitado. En Madrid, el Decreto 138/1998, de 23
de julio por el que se modifica la Ley 8/1993, de 22 de
junio de promoción de la accesibilidad y supresión de
barreras arquitectónicas se refiere a las especificaciones
concretas que contemplarán, como mínimo, las
normativas municipales. Entre otras: “Permitir aparcar
sus vehículos más tiempo que el autorizado en los
lugares de tiempo limitado”. En Aragón, el
Decreto 19/1999, de 9 de febrero por el que se regula la
promoción de la accesibilidad y supresión de barreras
establece que los entes locales competentes establecerán
en sus ordenanzas las medidas siguientes y, entre otras,
también: “Permitir que las personas de movilidad
reducida aparquen sus vehículos más tiempo que el auto-
rizado en las zonas de aparcamiento de tiempo limitado”.
En Galicia, el Decreto 35/2000, de 28 de enero por el
que se aprueba el Reglamento de la Ley de accesibilidad
establece que los ayuntamientos deberán aprobar
normativas que garanticen y favorezcan la accesibilidad
de las personas titulares de tarjeta debiendo establecer,
como mínimo: “Ampliación del límite de tiempo cuando
éste estuviera establecido”. En la Comunidad
Valenciana, la Orden de 11 de enero de 2001 indica que
las especificaciones concretas que contemplarán, como
mínimo, las normativas municipales serán las siguientes:
“permitir a dichas personas aparcar más tiempo que el
autorizado en los lugares de tiempo limitado”. En
Cantabria, el Decreto 106/2001, de 20 de noviembre por
el que se regula la tarjeta de estacionamiento para
personas con discapacidad establece que “las especifica-
ciones concretas que contemplarán, como mínimo, las
normas municipales serán las siguientes: permitir a
dichas personas aparcar más tiempo que el autorizado en
los lugares de tiempo limitado.” Finalmente, en Extre-
madura, el Decreto 8/2003, de 28 de enero por el que se
aprueba el Reglamento de la Ley de promoción de la
accesibilidad establece que las normativas municipales
incluirán, al menos, varias especificaciones. También, y
entre otras: “la tarjeta de aparcamiento permitirá a sus
titulares estacionar sus vehículos más tiempo del esta-
blecido con carácter general en aquellos lugares con
tiempo limitado”.

Como se ha indicado, en Madrid, el Decreto 138/1998,
de 23 de julio por el que se modifica la Ley 8/1993, de 22
de junio de promoción de la accesibilidad y supresión de
barreras arquitectónicas también se refiere a las especifica-
ciones concretas que contemplarán, como mínimo, las
normativas municipales. Entre otras: Permitir aparcar sus
vehículos más tiempo que el autorizado en los lugares de
tiempo limitado. Ello, sin embargo, no impide que ese
derecho pueda hacerse extensivo por los municipios a
aparcar en dichos lugares sin ninguna limitación de
tiempo. Así, la Ordenanza de Movilidad para la Ciudad de
Madrid, aprobada por acuerdo plenario de 26 de
septiembre de 2005, establece, en el art. 65, “que quedan
excluidos de la limitación de la duración del estaciona-
miento y no sujetos al pago de la tasa los vehículos
siguientes: Los destinados al transporte de personas de
movilidad reducida en los que se exhiba la autorización
especial correspondiente, con sujeción a las prescripciones
y límites establecidos en la autorización especial y
siempre que se esté transportando al titular de dicha auto-
rización”.

En Cataluña, la normativa autonómica llega más lejos
imponiendo a los municipios la obligación de recoger en
las normas municipales el derecho de los titulares de
tarjetas a aparcar sus vehículos en los estacionamientos
con horario limitado sin ninguna limitación de tiempo (y
no solamente más tiempo del establecido con carácter
general). Así, el Decreto 97/2002, de 5 de marzo de
Cataluña sobre la tarjeta de aparcamiento para personas
con disminución y otras medidas dirigidas a facilitar el
desplazamiento de las personas con movilidad reducida
establece en su art. 5 que, con el fin de facilitar el despla-
zamiento de las personas con movilidad reducida, “los
entes locales competentes en materia de ordenación del
tráfico tienen que garantizar en sus ordenanzas, como
mínimo, las siguientes medidas: permitir que las
personas titulares de tarjetas de aparcamiento para
personas con disminución estacionen sus vehículos sin
ninguna limitación de tiempo y sin obtener comprobante
en los estacionamientos con horario limitado”.

Por lo demás, las referencias al derecho del titular de
la tarjeta a estacionar en dichos espacios durante tiempo
superior al establecido con carácter general se
encuentran, también, en Asturias y Baleares. En los
siguientes términos:

En Asturias, el Decreto 180/1999, de 30 de diciembre
por el que se crea la tarjeta de estacionamiento de
vehículos que transporten personas con movilidad
reducida establece que “la posesión de la tarjeta concede
derechos a su titular y, entre otros, el estacionamiento de
los vehículos que los transporten durante tiempo superior
al autorizado en los aparcamientos de tiempo limitado de
acuerdo con el establecido por el ayuntamiento.” Por su
parte, en Baleares, el Decreto 20/2003, de 28 de febrero
por el que se aprueba el Reglamento de supresión de
barreras arquitectónicas establece que “la tarjeta de apar-
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camiento da derecho tanto a utilizar las plazas de aparca-
miento reservadas a personas con movilidad reducida
como a aparcar más tiempo del autorizado en los sitios
de tiempo limitado”.

Por las razones expuestas, esta Procuraduría, en la
línea de lo acordado por consenso –en la reunión
mantenida el día 14 de diciembre de 1999- por la
Gerencia de Servicios Sociales, las Corporaciones
Locales de más de 20.000 habitante y la Federación
Regional de Municipios y Provincias, consideró
oportuno dirigir una resolución a la Consejería de
Familia e Igualdad de Oportunidades en los siguientes
términos:

“Que por parte de ese Centro Directivo se proceda,
en cumplimiento del art 16 de la Ley 3/1998, de 24 de
junio, de accesibilidad:

1.- A modificar el art. 36 del Decreto 217/2001, de 30
de agosto, por el que se aprueba el Reglamento de
la Ley de Accesibilidad y Supresión de Barreras o
a elaborar una normativa específica reguladora de
la tarjeta de estacionamiento para personas con
discapacidad.

2.- Dicha normativa, debería establecer el derecho de
los titulares de tarjetas (conductores y no
conductores) a estacionar en los aparcamientos
reservados, así como en los estacionamientos con
horario limitado, sin limitación de tiempo, o, al
menos, más tiempo del establecido con carácter
general”.

Además, a juicio de esta Institución, se hacía precisa
la modificación de la Ordenanza Municipal Reguladora
de los Aparcamientos Limitados de Valladolid con el fin
de establecer el derecho de los titulares de tarjetas
(conductores y no conductores) a estacionar sin limi-
tación de tiempo o, subsidiariamente, a establecer el
derecho de los titulares de tarjetas no conductores a esta-
cionar, al menos, más tiempo del establecido con
carácter general. 

Por ello, con apoyo en los mismos argumentos, se
dirigió al Ayuntamiento de Valladolid la siguiente reso-
lución:

“Que se valore la modificación de la Ordenanza
Municipal Reguladora de los Aparcamientos Limitados
de Valladolid con el fin de:

1.- Establecer el derecho de los titulares de tarjetas
no conductores a estacionar sin limitación de
tiempo en las zonas incluidas en el sistema ORA.

2.- Subsidiariamente, establecer el derecho de los
titulares de tarjetas no conductores con movilidad
reducida categoría A (usuario de silla de ruedas) y
B (depende absolutamente de dos bastones para
deambular) a estacionar sin limitación de tiempo
en las zonas incluidas en el sistema ORA.

3.- Subsidiariamente, establecer el derecho de los
titulares de tarjetas no conductores a estacionar,
al menos, más tiempo del establecido con carácter
general en estas mismas zonas“.

El Ayuntamiento de Valladolid expresó el rechazo
razonado de la modificación propuesta por esta Insti-
tución.

Por su parte la Consejería de Familia e Igualdad de
Oportunidades consideró adecuada la primera propuesta
contenida en la resolución de esta Procuraduría, propuesta
que se estudiaría, según el informe de la citada Consejería,
en la futura modificación del Decreto 217/2001, que la
Gerencia de Servicios Sociales pretende realizar, una vez
desarrollada la Ley 51/2003 de Igualdad de Oportu-
nidades, no Discriminación y Accesibilidad Universal de
las personas con discapacidad y evaluada la incidencia de
la misma en la legislación a modificar. Dicha modifi-
cación, según la citada Consejería, se pactaría con los
ayuntamientos, que son la administración competente en
la regulación de las zonas de aparcamiento por tiempo
limitado, por lo que la redacción definitiva del citado
artículo estaría condicionada por el resultado de dicho
proceso de negociación.

No se consideró pertinente, en cambio, la medida
consistente en la elaboración de una normativa específica
reguladora de la tarjeta de estacionamiento para personas
con discapacidad.

2.1.10.2. Aparcamientos reservados

La falta de respeto por parte de ciertos conductores
respecto de las plazas de aparcamiento que aparecen con
el distintivo reglamentario para facilitar el estaciona-
miento a las personas con discapacidad, ha dado lugar a
varias quejas en número similar al de otros años. En
concreto, dicho problema tiene su reflejo en los expe-
dientes Q/235/06 (relativo a la localidad de Aranda de
Duero) y Q/741/05 (en relación con la ciudad de
Palencia), de los que se expone a continuación lo
resuelto en el primero de los citados.

En dicho expediente, el reclamante aludía a las difi-
cultades con que se encuentran los conductores con
discapacidad para aparcar en las plazas que se
encuentran reservadas con este fin, al estacionar en las
mismas el resto de los conductores.

Una vez analizada la información facilitada por el
Ayuntamiento de Aranda de Duero en respuesta a la
petición de información formulada por esta Procuraduría,
se consideró oportuno dirigir a esa corporación una reso-
lución con apoyo en los argumentos que a continuación
se exponen de forma resumida.

La normativa reguladora de los aparcamientos
reservados encuentra su justificación en la necesidad de
compensar las dificultades que tienen las personas que
padecen discapacidad motórica para embarcar y desem-
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barcar del vehículo, así como para cubrir largas
distancias. Con ello se crea uno de los instrumentos para
el amparo especial de este colectivo que ha establecido la
Constitución a cargo de los poderes públicos.

Además, la medida de reservar aparcamientos ha sido
objeto de reivindicación constante por parte del colectivo
de personas con discapacidad, al considerarla como un
mecanismo imprescindible que les permite gestionar sus
asuntos, procurarse una formación académica y profe-
sional adecuada asistiendo a los centros docentes sin
demasiadas dificultades o acudir a su puesto de trabajo,
todo ello sin tener que ser constantemente beneficiarios
de medidas excepcionales.

Evidentemente, dicha reserva no puede servir a los
fines indicados si la situación más común es la de que las
plazas reservadas se encuentren ocupadas por otros
vehículos.

Con ello se quiere decir que la ocupación indebida de
estos aparcamientos no solamente constituye una
dilación o trastorno momentáneo, como le puede ocurrir
a cualquier conductor que no encuentra aparcamiento,
sino que directa o indirectamente afecta al núcleo de
derechos fundamentales de las personas con limitaciones
importantes de movilidad, ya que un conductor con tales
limitaciones difícilmente puede utilizar otro tipo de apar-
camiento.

La certeza de lo indicado en la reclamación recibida
en la Institución resultaba de la información facilitada
por el Ayuntamiento de acuerdo con la cual aproxima-
damente el 40% de las infracciones por aparcar en plazas
reservadas a otros usuarios lo son por hacerlo en las
plazas aludidas en la reclamación que se analiza.

Por otro lado, el Ayuntamiento de Aranda de Duero
cuenta con normas municipales suficientes para una
ordenación correcta del derecho que a determinados
ciudadanos les confiere la autorización especial. Dichas
normas son la ordenanza reguladora del precio público
por estacionamiento de vehículos de tracción mecánica
de 27 de abril de 2000, en su art. 11, así como la
Ordenanza Reguladora de puertas carreteras y vados de
entrada y salida de vehículos (BOP de 18 de diciembre
de 2001), en sus arts. 3º y 11.4, ambas normas poste-
riores a la Ley 3/98 citada.

Por todo ello esta Institución consideró que debía
recordar a dicha administración la necesidad de que las
medidas de vigilancia que son de su competencia, sean
las que garanticen que las disposiciones contenidas en
las citadas normas cumplan con el objetivo previsto; ya
que, además de los fines propios de toda medida de
orden público, en la cuestión que nos ocupa, la vigilancia
ha de evitar consecuencias evidentes de marginación.

De acuerdo con lo expuesto el tenor literal de la reso-
lución dictada fue el siguiente:

“Que ese Ayuntamiento de Aranda de Duero sea
verdaderamente riguroso en la aplicación de las

medidas de control y vigilancia que le competen en la
ejecución de las disposiciones normativas municipales, a
fin de que la reserva de plazas de aparcamiento para
conductores discapacitados cumpla su finalidad que no
es otra que contribuir a la integración social y laboral
de las personas con minusvalía”.

Esta Institución, con posterioridad a la fecha de cierre
de este informe ha tenido conocimiento de la aceptación
de esta resolución.

2. 2. Salud Mental

El actual modelo organizativo de atención a la salud
mental de esta Comunidad Autónoma sigue siendo
valorado por los propios afectados, sus familias y organi-
zaciones que actúan en su protección, como deficitario
en cuanto a la implantación de recursos asistenciales,
incompleto respecto a la consecución de algunos
objetivos planificados y deficiente en la cobertura de
todas las necesidades existentes.

Sin embargo, durante el año 2006 se ha reducido
considerablemente el número de reclamaciones
presentadas (un total de 29) en relación con 2005 (77).
Pese a ello, ha sido uno de los años en los que esta Insti-
tución ha considerado conveniente, en un mayor número
de ocasiones, instar a la administración a corregir deter-
minadas deficiencias presentes en el sistema público de
asistencia psiquiátrica.

Han sido, concretamente, nueve las resoluciones
formuladas por las dificultades asistenciales a las que
todavía se enfrentan las personas con enfermedad mental
y que producen el agotamiento psicológico de las
familias.

Las principales cuestiones objeto de denuncia que han
generado dicha intervención, han sido la necesidad de
implantación de más recursos públicos para el trata-
miento de la enfermedad mental y la lentitud en el ofre-
cimiento de soluciones asistenciales para evitar el
desamparo y abandono de algunas personas con
enfermedad mental crónica o prolongada o con otro tipo
de discapacidad psíquica.

Se ha denunciado, asimismo, la penosa situación
padecida por muchas familias durante la ejecución de los
internamientos forzosos de carácter psiquiátrico en las
fases agudas de la enfermedad, dejando constancia de la
necesidad de unos criterios comunes de actuación para
todos los casos de crisis que requieren un ingreso invo-
luntario.

Otras demandas atendidas han versado sobre la
necesidad de mejorar la atención de la salud física de los
pacientes psiquiátricos y de eliminar la estigmatización y
discriminación derivadas de la enfermedad mental.

Finalmente, destacan otras muchas quejas en las que
se ha reclamado un mayor apoyo a las familias
cuidadoras de personas con enfermedad mental y a las
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asociaciones constituidas para la defensa y protección de
este colectivo.

Queda aún por conocer la postura administrativa en
relación con algunas de las indicaciones formuladas,
siendo positivo el nivel de aceptación transmitido hasta
el momento.

2.2.1. Acceso a las unidades de hospitalización
psiquiátrica o de agudos

La ejecución de un internamiento forzoso de carácter
psiquiátrico requiere la existencia de una recomendación
médica ante una situación de enfermedad psíquica grave
que justifique la necesidad del ingreso, la imposibilidad
del afectado de prestar consentimiento (su situación le
impide el ejercicio del derecho a estar informado y a
aceptar o rechazar las medidas médicas propuestas) y la
obligación de autorización judicial previa, salvo en los
supuestos de urgencia clínica que hacen necesaria la
inmediata adopción de la medida, pero debiendo dar
cuenta al Juez correspondiente dentro del plazo de 24
horas, quien procederá posteriormente a la preceptiva
ratificación del ingreso (art. 763 Ley de Enjuiciamiento
Civil).

Pero se trate o no de un internamiento urgente (esto es,
que se produzca con autorización judicial previa o se deje
ese control judicial para un momento posterior), la
práctica cotidiana refleja la dramática situación que
padecen muchas familias durante su intervención en las
situaciones de crisis del enfermo, desde el momento del
conocimiento del proceso agudo de la enfermedad mental
hasta la ejecución del ingreso en la correspondiente
unidad psiquiátrica, pasando por la decisión del interna-
miento, el auxilio policial, el trasporte sanitario, etc. 

Por ello, no es inusual que se produzcan casos
conflictivos por la pluralidad de agentes o profesionales
que pueden intervenir e interpretar de forma diferente
una misma situación de urgencia derivada de una
enfermedad mental.

Se ha reclamado, así, ante esta Institución la
necesidad de un protocolo de actuación para los ingresos
involuntarios en las unidades de hospitalización
psiquiátrica, para paliar esas dificultades que en la
práctica diaria se producen ante la adopción de este tipo
de medida terapéutica. Así consta en los expedientes
Q/645/05 y Q/1465/05.

Se trata, por tanto, de intentar que el tratamiento de
las crisis psiquiátricas se realice de la forma más norma-
lizada, rápida y eficaz posible, como ocurre en el resto
de las urgencias médicas. (La respuesta no debe ser
diferente a la que se oferta a un posible infarto de
miocardio o a una posible crisis hipertensiva, como
ejemplos más habituales de asistencia domiciliaria
urgente).

Para ello, esta Institución ha entendido que debía
lucharse contra los habituales problemas de descoordi-

nación existentes entre los diferentes agentes que inter-
vienen en el internamiento forzoso de las personas con
enfermedad mental. Objetivo que podía alcanzarse a
través de una actuación protocolizada que abordase las
urgencias e ingresos involuntarios psiquiátricos, con la
participación de todos los sectores implicados.

Esta necesidad de instaurar unos criterios comunes de
actuación en los casos de internamientos involuntarios,
que den una respuesta efectiva frente a las situaciones
clínicas agudas, ha sido planteada, igualmente, en otras
comunidades autónomas.

Así ha ocurrido en Navarra, a través de una Moción
por la que se instaba al Departamento de Salud del
Gobierno de esa Comunidad Autónoma a poner en
marcha en el plazo de un año un protocolo de actuación
para la atención en crisis y urgencias psiquiátricas, así
como para los ingresos involuntarios de pacientes
psiquiátricos. Ello, además, como necesidad asumida por
la propia Defensoría del Pueblo de Navarra y represen-
tantes del ámbito judicial, policial, sanitario y asociativo.
Dicha moción fue aprobada por el Pleno del Parlamento
de Navarra en sesión celebrada el día 15 de septiembre
de 2005.

También en la Comunidad Valenciana se ha
respondido a este tipo de necesidad. En el año 2000, en
la sede del Síndic de Greuges, se firmó un Protocolo para
el ingreso en unidades hospitalarias psiquiátricas o
centros residenciales de las personas que, afectadas por
trastornos psíquicos, precisan un internamiento forzoso,
en el ámbito territorial de Alicante.

Los resultados de su puesta en marcha, según el citado
Comisionado Parlamentario, han sido extraordina-
riamente positivos, al ofrecer un cierto alivio a las
familias de los enfermos que de forma sacrificada tienen
que hacer frente a las consecuencias de la enfermedad
mental de un familiar, razón por la que dicha Defensoría
también ha asumido el compromiso de conseguir que ese
Protocolo extienda su ámbito de actuación a toda la
Comunidad Valenciana.

En Castilla y León, sin embargo, no se ha ofrecido
todavía una solución eficaz a la falta de coordinación
entre los profesionales que intervienen en situaciones de
crisis psiquiátricas e ingresos involuntarios, planteada
por Feafes Castilla y León en la Comparecencia
celebrada el día 16 de junio de 2005 en Fuensaldaña,
para informar a la Comisión no Permanente para las
Políticas Integrales de la Discapacidad sobre la situación
de la discapacidad en esta Comunidad Autónoma, soli-
citando, para su subsanación, la elaboración de un
protocolo de actuación, consensuado por todos los esta-
mentos implicados (sanidad, servicios sociales, justicia,
policía, etc.), para los casos de crisis que requieren un
ingreso involuntario.

Esta Institución ha respaldado esta importante
iniciativa, para lo que se consideró oportuno formular a
la Consejería de Sanidad la siguiente resolución:
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“Que se proceda al inicio y desarrollo de las
gestiones que resulten oportunas para poder constituir
un grupo de trabajo, en el que intervengan y participen
los diferentes agentes o profesionales implicados del
ámbito administrativo, sanitario, judicial, policial y
asociativo, destinado a elaborar, en el plazo que fuera
necesario, un protocolo de actuaciones, cuyo ámbito de
aplicación se extienda a toda la Comunidad Autónoma,
para la atención de situaciones de crisis psiquiátricas e
internamientos involuntarios de personas con
enfermedad mental”.

Aceptando la misma, la Gerencia Regional de Salud,
desde el Servicio de Asistencia Psiquiátrica, ha recogido
el sentir y el deseo de los profesionales y familiares y ha
valorado las opciones existentes para poder refundirlas y
conformar un protocolo de actuación general en los
ingresos de carácter involuntario. Este documento ya se
encuentra en vías de elaboración, para lo que se cons-
tituirá un grupo de trabajo entre los distintos profe-
sionales para poder consensuarlo y, posteriormente,
proceder a su difusión, implantación y consecuente valo-
ración.

Si ya la propia involuntariedad de muchos de los
ingresos psiquiátricos de pacientes agudos crea enormes
inconvenientes en sus traslados, existen casos, sin
embargo, en los que se dificulta todavía más el definitivo
ingreso del enfermo, causándole molestias innecesarias,
por la propia ineficacia de los servicios sanitarios.

Así ocurría en el supuesto planteado en el expediente
Q/639/05, en el que se denunciaban las dificultades
padecidas por los pacientes procedentes de la localidad
de Aranda de Duero (Burgos) para ingresar en la Unidad
de Agudos del Hospital Divino Valles (al tener que
acudir, en primer lugar, a urgencias del Hospital Santos
Reyes de aquella localidad, posteriormente trasladarse al
Hospital General Yagüe de Burgos para finalmente
ingresar en el citado recurso de hospitalización
psiquiátrica).

Efectivamente, según la información facilitada por la
Consejería de Sanidad, el sistema establecido para llevar
a cabo los ingresos hospitalarios urgentes (con indepen-
dencia de la especialidad médica), requiere la previa
valoración del enfermo por parte de los servicios de
urgencia, donde el correspondiente facultativo espe-
cialista determina la procedencia del internamiento.
Ahora bien, en el caso del Complejo Asistencial de
Burgos las urgencias se encuentran centralizadas en el
Hospital General Yagüe. De ahí que el ingreso hospi-
talario urgente en la Unidad de Agudos del Hospital
Divino Valles requiriera el paso previo por el servicio de
urgencias del General Yagüe.

Examinado este doble trámite establecido para los
ingresos psiquiátricos urgentes del Complejo Asistencial
de Burgos, esta Institución pudo concluir que era, preci-
samente, la inexistencia de un servicio de urgencias en el
Hospital Divino Valles la causa determinante de la

necesidad de ese paso previo por el Hospital General
Yagüe para valorar la procedencia del ingreso en la
Unidad de hospitalización psiquiátrica de aquel centro
hospitalario.

De esta forma, los pacientes se veían obligados a
acudir con carácter previo al servicio de urgencias
centralizado en el General Yagüe para, posteriormente,
efectuar su traslado e ingreso, en caso procedente, al
Hospital Divino Valles, lo que determinaba la posible
implicación de un trastorno añadido para este tipo de
enfermos, aparejado incluso a un probable aumento de su
alteración, desorden o confusión.

Las características de este tipo de ingresos en las fases
agudas o de crisis de la enfermedad mental y las difi-
cultades que (como decíamos con anterioridad) ofrecen
en muchos casos los traslados de los pacientes psiquiá-
tricos -en los que puede llegar a ser precisa la ayuda de
la fuerza pública-, hacen inapropiado el paso del enfermo
por un centro hospitalario con carácter previo a aquél en
el que debe hacerse efectivo el internamiento. Sin
olvidar, además, que las fases agudas de una enfermedad
mental conllevan en algunos casos manifestaciones
agresivas o violentas imposibles de controlar en el medio
familiar.

La situación es aun más complicada en el caso de los
pacientes procedentes de Aranda de Duero, que además
de estar sometidos al cumplimiento de este complejo
trámite, deben pasar, también, de forma previa por el
Hospital Santos Reyes de dicha localidad, donde un
facultativo evalúa la necesidad de que el paciente sea
valorado por un especialista. A lo que se une el
importante inconveniente de la distancia existente hasta
Burgos (unos 80 kilómetros aproximadamente).

No afirma esta Institución que sea innecesario el paso
previo por el correspondiente servicio de urgencias para
determinar la procedencia o no del ingreso, sino que la
carencia de tal servicio en el Hospital Divino Valles
podía ser la causa de posibles molestias para los
pacientes en fase aguda procedentes de la provincia de
Burgos hasta hacerse efectivo su internamiento. Ello
aconsejaba que los trámites para realizar este tipo de
ingreso se centralizaran en el propio Hospital Divino
Valles, constituyéndose en este centro hospitalario el
correspondiente servicio de urgencias, de forma que el
enfermo no tuviera que soportar el desplazamiento a otro
centro distinto de aquél en el que se valorara la
necesidad de su ingreso y no se viera sometido a tras-
tornos no convenientes a su estado de crisis.

Esta conclusión llevó a esta Institución a formular a la
Consejería de Sanidad la siguiente resolución:

“Que se valore la necesidad de proceder a la
creación de un servicio de urgencias en el Hospital
Divino Valles, de forma que centralizando en este centro
hospitalario los trámites para los ingresos psiquiátricos
urgentes del Complejo Asistencial de Burgos, no sea
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preciso el paso previo de los pacientes por el Hospital
General Yagüe, evitando, de este modo, posibles
molestias y trastornos inapropiados para las fases de
crisis de la enfermedad mental”.

Tales indicaciones, lamentablemente, no fueron
aceptadas por la citada Administración.

2.2.2. Acceso a dispositivos psiquiátricos de
carácter residencial

La realidad del sistema de salud mental de esta
Comunidad Autónoma sigue siendo lenta en el ofreci-
miento de soluciones asistenciales para evitar el
desamparo de algunas personas con enfermedad mental
crónica o prolongada, con un curso y pronóstico de
deterioro importante (dada su falta de conciencia de
enfermedad y su ausencia de tratamiento) y en serias
condiciones de abandono.

En general, se trata de un grupo de enfermos que
viven solos, tienen poco arraigo en su propia familia (en
caso de tenerla) o conviven con algún familiar no capa-
citado para afrontar la responsabilidad de sus cuidados,
tienen dificultades para cubrir de forma adecuada sus
necesidades básicas (alimentación, control medicación,
etc.) y muestran aislamiento social, incidiendo, todo ello,
en su calidad de vida y repercutiendo en el entorno en el
que se desenvuelven, y a veces, incluso, creando una
importante alarma social.

Precisan, por ello, de una rápida cobertura de sus
necesidades asistenciales para evitar el constante empeo-
ramiento y cronicidad de su enfermedad. Pero no
siempre obtienen una respuesta ágil y eficaz por parte del
sistema público, especialmente cuando el recurso asis-
tencial necesitado es de carácter residencial.

A ello responden los supuestos planteados en diversas
quejas formuladas ante esta Institución, presentando
como denominador común la situación de una persona
con enfermedad mental que, teniendo diagnóstico previo
o no, no recibe la atención suficiente desde el sistema
público para paliar sus necesidades asistenciales sociales
y sanitarias, generando situaciones de marginación e
indefensión. Han sido casos, sin embargo, en los que ha
sido posible finalmente la prestación de la asistencia
residencial precisada por el paciente

En el supuesto del expediente Q/584/06 se aludía a la
situación de abandono asistencial de un paciente con un
diagnóstico de esquizofrenia residual asociada a una alte-
ración de la personalidad, con un grado de minusvalía
del 73% e incapacitado judicialmente.

La ausencia de sometimiento a tratamiento alguno,
unida al consumo de alcohol y cannabis, y a su dificultad
adaptativa manifestada en el entorno familiar y
acentuada por su comportamiento agresivo, había deter-
minado un constante deambular por las calles, sin que
nadie pudiera controlar su ritmo de vida ni medicación.

Durante el curso de las gestiones desarrolladas por
esta Institución con la Consejería de Sanidad para prestar
la atención precisa para el tratamiento de dicha
enfermedad, el paciente fue finamente ingresado en el
Hospital Santa Isabel de León.

En el expediente Q/1500/06 se denunciaba, asimismo,
la problemática de un paciente diagnosticado de
trastorno esquizoafectivo tipo bipolar. Dicha enfermedad
le había ocasionado un deterioro importante en su
funcionamiento socio-laboral y familiar, agravado por el
consumo de distintos tóxicos y el incumplimiento
irregular del tratamiento, con abandono del mismo,
provocando episodios de heteroagresividad, hostilidad
verbal y física, y alteraciones conductuales de difícil
manejo en el entorno familiar.

Fue posible, también en este caso, que durante las
gestiones realizadas con la Consejería de Sanidad, el
paciente ingresara en la Unidad de Rehabilitación
Psiquiátrica del Hospital Fuente Bermeja de Burgos, con
la previsión futura de derivación a un dispositivo público
de alojamiento comunitario, evitando el retorno al
domicilio familiar.

Semejante fue el supuesto planteado en la queja
Q/648/05. El paciente diagnosticado de esquizofrenia,
presentaba dificultades de convivencia en el medio
familiar y conductas agresivas frecuentes y molestas
entre la vecindad.

Tras las actuaciones realizadas por esta Procuraduría
con la misma Administración, pudo conocerse
igualmente que se habían iniciado los trámites necesarios
para proporcionar al paciente el recurso adecuado a su
situación.

Debemos destacar, finalmente, el expediente
Q/854/05, en el que tampoco la prestación de una
atención suficiente podía seguir dilatándose en el tiempo
de forma injustificada.

Con un diagnóstico de trastorno límite de perso-
nalidad, el fracaso terapéutico había conducido al
enfermo a una actitud en la que se conjugaban la inesta-
bilidad e impulsividad, con consumo de tóxicos, imposi-
bilidad para el autocuidado y para desarrollar cualquier
tarea productiva.

Fue posible, también en este caso, el ingreso en un
recurso residencial específico para trastornos de perso-
nalidad en Zaragoza, tras la derivación solicitada por la
Gerencia de Salud de Área de León.

2.2.3. Desarrollo de la red de recursos del sistema
de salud mental

Desde los principios plasmados en el informe de la
Comisión Ministerial para la Reforma Psiquiátrica existe
un consenso generalizado en torno a la idea de que
muchas de las personas con enfermedad mental pueden
reinsertarse en su entorno social y familiar o, en su
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defecto, en dispositivos alternativos comunitarios, no
hospitalarios, destinados a garantizar la continuidad de
los cuidados y evitar continuos procesos de reagudi-
zación de la enfermedad y sus consecuentes reingresos
en las unidades de hospitalización breve, situaciones de
marginación, graves alteraciones sociofamiliares, aisla-
miento en dispositivos no aptos para el tratamiento de la
patología psiquiátrica y sobrecarga familiar.

Sin embargo, debemos ser conscientes de que la
realidad asistencial es bien distinta en esta Comunidad
Autónoma.

Cierto es que el desarrollo del proceso de desinstitu-
cionalización ha transformado en Castilla y León la
atención de los enfermos crónicos, pasando de un
modelo de asistencia psiquiátrica desde el hospital a un
modelo comunitario, produciendo una progresiva dismi-
nución de camas psiquiátricas para el logro de una
atención integral en la comunidad.

Pero sin perjuicio de la creación de los referidos
recursos alternativos a la hospitalización (estructuras
intermedias) para la consecución de dicho modelo comu-
nitario, no puede pensarse en una total reducción de las
modalidades de tratamiento en régimen de ingreso. Exis-
tiendo, en este ámbito, algunas carencias puestas de
manifiesto en las reclamaciones presentadas ante el
Procurador del Común.

2.2.3.1. Unidades de larga estancia psiquiátricas

Uno de los recursos de carácter hospitalario cuya
creación se ha demandado ante esta Institución son las
unidades residenciales psiquiátricas integradas en la red
de salud mental de esta Comunidad Autónoma. Su
necesidad en el proceso de rehabilitación de las personas
con enfermedad mental quedó reflejada en el expediente
Q/660/05, dado que el desarrollo de otros dispositivos
alternativos no supone la desaparición de personas con
trastornos severos y persistentes, difíciles e, incluso, a
veces imposibles de manejar en el ámbito comunitario.

Efectivamente, continúan existiendo dos grupos dife-
rentes de pacientes que precisan establecimientos
altamente estructurados:

a) El llamado “remanente manicomial”, formado por
aquellas personas que permanecen en los hospitales
psiquiátricos hasta el final en los procesos de desins-
titucionalización, dadas las serias dificultades que
suscita su reinserción en recursos comunitarios o
residenciales. Padecen trastornos psiquiátricos
severos, niveles insuficientes de autonomía personal,
escasos o inexistentes vínculos familiares y largos
años de institucionalización.

b) Los “nuevos pacientes de larga estancia” o “nuevos
crónicos”, generalmente con un diagnóstico de
esquizofrenia, déficits considerables para su inte-
gración social y con tendencia a la agresividad
física y rechazo al tratamiento prescrito.

Su existencia no ha evitado, sin embargo, una clara
tendencia del sistema de atención psiquiátrica a restringir
las derivaciones a dispositivos de carácter hospitalario de
larga estancia, situación que convierte en elevado el
grado de abandono y la evidencia de una evolución
inevitable en este grupo de personas que precisan una
atención sanitaria especial y continua, impracticable en
el ámbito ambulatorio y en el contexto sociofamiliar.

Nuestro sistema sanitario público sí cuenta con dos
unidades residenciales de larga estancia, ubicadas en el
Hospital Fuente Bermeja de Burgos (40 camas) y en el
Hospital Santa Isabel de León (50 camas), en las que se
presta atención con carácter rehabilitador por un periodo
máximo de dos años a pacientes psiquiátricos crónicos
con años de evolución, discapacidades graves y elevada
dependencia que reingresan frecuentemente en las
unidades de rehabilitación. A lo anterior se suman 20
plazas concertadas con el Hospital San Juan de Dios de
Palencia.

Sin embargo, no parece que esta oferta pública
disponible en esta Comunidad Autónoma esté dando
cobertura a todos los casos necesitados de esta
modalidad de hospitalización psiquiátrica. Ello por estas
circunstancias:

a) La existencia injustificada de pacientes sin derivar
a plazas de larga estancia. Esta Institución tiene
constancia de un buen número de personas con
enfermedades mentales graves, persistentes y de
larga evolución que, pese a existir recomenda-
ciones médicas de ingreso en unidades de larga
estancia psiquiátrica emitidas por el sistema
sanitario público, no son derivados a una plaza
pública o concertada de dicha naturaleza. En algún
caso se trata, incluso, de pacientes que tras su
excarcelación, no son considerados aptos para su
regreso a la comunidad.

b) La existencia injustificada de pacientes en unidades
de rehabilitación psiquiátrica. La persistencia de
este grupo de pacientes de elevada cronicidad y
patología irreversible (“remanente manicomial”),
que permanece ingresado (encubierto) de forma
estacionaria en unidades de rehabilitación
psiquiátrica por la carencia de plazas de larga
estancia, es un problema destacado en la propia
Guía Básica de Funcionamiento de tales unidades.
Ello provoca, a su vez, el colapso en estas últimas
por ese número de enfermos de patología irre-
versible y sin posibilidad de integración en la
comunidad, al limitarse la movilidad de las camas
disponibles y reducirse el índice de rotación anual.

Entendemos, por ello, que las plazas de hospitali-
zación psiquiátrica de larga estancia se configuran como
una estructura necesaria en la cadena de dispositivos de
salud mental para evitar este tipo de fracasos asisten-
ciales en la organización actual del sistema público de
asistencia psiquiátrica.
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Esta constatada realidad en la desatención de algunos
pacientes con enfermedad mental grave y prolongada de
mala evolución, se ha dejado sentir, incluso, en las
demandas asistenciales formuladas por los colectivos
encargados de la defensa de los derechos de las personas
con enfermedad mental y sus familias. Así ocurrió en la
Comparecencia de FEAFES Castilla y León para
informar a la Comisión no Permanente para las Políticas
Integrales de la Discapacidad sobre la situación de la
discapacidad en esta Comunidad Autónoma, en sesión
celebrada el día 16 de junio de 2005 en Fuensaldaña (ya
mencionada en este informe), apuntando la necesidad de
completar la red pública de salud mental y crear nuevos
recursos que complementen a los ya existentes para
atender determinadas situaciones que fracasan debido a
la inexistencia de un recurso adecuado, como las
unidades de larga estancia para personas con mal
pronóstico.

Dicha petición ha sido respaldada finalmente en el
Informe aprobado por la citada Comisión no Permanente
para las Políticas Integrales de la Discapacidad en su
sesión del día 8 de mayo de 2006, que recoge la creación
de unidades de larga estancia como recursos necesarios
para completar la red asistencial pública.

En dicha necesidad se ha vuelto a insistir por parte de
los colectivos afectados el día 10 de octubre de 2006,
con ocasión del Día Mundial de la Salud Mental.

También esta Institución ha apoyado la necesidad, ya
citada, de incrementar la oferta pública de hospitali-
zación de larga estancia psiquiátrica para la atención
sanitaria de carácter rehabilitador de personas con
enfermedad mental grave y prolongada de mala
evolución, formulándose con dicha finalidad la siguiente
resolución dirigida a la Consejería de Sanidad:

“Que con la finalidad de avanzar en la culminación
de la red pública de salud mental y asistencia
psiquiátrica y, de esta forma, mejorar en esta
Comunidad Autónoma el proceso asistencial de las
personas con enfermedad mental crónica, se valore la
necesidad de ampliar las plazas de larga estancia
psiquiátricas destinadas a la atención de personas con
trastornos mentales severos y persistentes y sin posi-
bilidad de integración en el ámbito comunitario”.

Al cierre de este informe se está a la espera de recibir
contestación al respecto por parte de dicha Adminis-
tración.

2.2.3.2. Otros recursos psiquiátricos de carácter
hospitalario

Junto a la creación de los citados dispositivos para
cubrir las carencias persistentes, el desarrollo del mapa
de asistencia psiquiátrica de esta Comunidad Autónoma
requiere también la necesaria adaptación y adecuación de
los recursos públicos disponibles a las nuevas nece-
sidades de la población.

Entre los nuevos dispositivos sanitarios cuya
necesidad también ha sido detectada y demandada ante
esta Institución, se encuentran las unidades de convale-
cencia psiquiátrica, orientadas a facilitar la atención de
aquellos supuestos en que, una vez superada la fase
aguda, no se haya alcanzado una situación adecuada para
la convivencia del paciente en el ámbito comunitario, o
cuando exista transitoriamente una complicación de la
sintomatología que precise un periodo de convalecencia
sin necesidad de la intervención de una unidad de hospi-
talización psiquiátrica.

Su creación, efectivamente, ha sido reclamada en el
expediente Q/643/05 para la provincia de Salamanca.

Tras las gestiones desarrolladas al respecto por esta
Institución con la Consejería de Sanidad, pudo cons-
tatarse que finalmente, una vez concluidas las obras de
acondicionamiento, habilitación y distribución de
espacios en el Hospital de los Montalvos, estaba previsto
que la Unidad de Convalecencia Psiquiátrica de
Salamanca iniciara su funcionamiento dentro del último
semestre del ejercicio 2006.

Se ha reclamado, asimismo, ante esta Procuraduría la
creación de recursos específicos que ofrezcan una
atención especializada a las personas que padecen tras-
tornos duales (discapacidad intelectual o psíquica +
enfermedad mental). Así ha ocurrido en el expediente
Q/719/05.

También en este caso pudo conocerse que finalmente
iba a hacerse realidad el objetivo planteado en el expe-
diente, ya que, según la información facilitada por la
Consejería de Sanidad, se procedería a la apertura de una
Unidad de Hospitalización de Patología Dual en el
Hospital Santa Isabel de León para personas con disca-
pacidad intelectual y enfermedad mental, cuyo fin será la
atención específica de esta problemática.

2.2.4. Salud física y salud mental

2.2.4.1. Impacto de los problemas de salud física en
las personas con enfermedad mental

Se ha venido demostrando que las personas con
enfermedad mental grave sufren muchos más problemas
de salud física que la población en general, afectando a
su esperanza de vida. A menudo presentan una variedad
de problemas físicos que provienen de afecciones
conductuales que se expresan en forma de obesidad,
tabaquismo o abuso de sustancias, y dan lugar a hiper-
tensión arterial, cardiopatías, diabetes y cáncer. Otros
van asociados a la medicación específica que se admi-
nistra para el tratamiento de la enfermedad mental.

Precisamente los altos niveles de enfermedad física
que afectan a los pacientes psiquiátricos y su falta de
detección y tratamiento adecuado, han sido denunciados
en el expediente Q/655/05.
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Y es que los programas de promoción de la salud que
se están desarrollando en esta Comunidad Autónoma por
la Consejería de Sanidad, según la información facilitada
a esta Institución, van dirigidos fundamentalmente a
potenciar hábitos de vida saludables en la población
infantil, escolar, jóvenes y personas mayores, no exis-
tiendo ninguna acción específica dirigida hacia las
personas con enfermedad mental.

Con independencia de que estas personas suelen ser
reacias a comunicar la existencia de otros trastornos,
parece que la detección de problemas físicos en los
pacientes psiquiátricos es muy deficiente y para muchos
de ellos la atención médica de calidad de sus necesidades
de salud física no existe o no está a su alcance por falta
de acceso a los servicios sanitarios o de recursos
económicos personales. Así lo afirma la Federación
Mundial de la Salud Mental en el estudio desarrollado
con ocasión del Día Mundial de la Salud Mental de 2004
(“La relación entre la salud física y mental: afecciones
mentales y físicas concurrentes”). Por ello, declara que
la separación de la atención de la salud física y la salud
mental fragmenta, a menudo, la atención que se le ofrece
a este grupo de personas, y que estos factores causan con
frecuencia que las personas con una enfermedad mental
no reciban la atención adecuada en relación con la
totalidad de sus necesidades.

Ello adaptado, además, al estudio realizado por el
Departamento de Salud Pública y el Departamento de
Psiquiatría y Ciencias de la Conducta de la Universidad
del Oeste de Australia entre 1980 y finales de 1998.
Dicho estudio representó un importante esfuerzo por
determinar hasta qué punto los usuarios de los servicios
de salud mental tienen mayores tasas de enfermedad
física en comparación con la población general. En dicho
estudio se compararon los fallecimientos, el número total
de cánceres diagnosticados y las tasas de hospitalización
de las personas con enfermedad mental en relación con
la población general, concluyendo que la muerte
prematura es más común entre las personas con
enfermedad mental, debido a que entre ellos hay una tasa
más alta de enfermedad física y al hecho de que tienden
a que éstas sean mucho más graves.

Considerando, así, que el tratamiento adecuado y
conjunto de una afección física y mental aumenta la
probabilidad de bienestar físico total del paciente, los
autores del estudio sugieren el cumplimiento de una serie
de recomendaciones:

• Existencia de métodos más integrados y coope-
rativos de atención de la salud para satisfacer con
efectividad todas las necesidades de las personas
con enfermedad mental. En la actualidad, con
demasiada frecuencia, hay enfermedades que no se
diagnostican ni se tratan.

• Incorporación de servicios para luchar contra el
abuso de sustancias y la adicción en la atención
diaria de las personas con enfermedad mental, con

el fin de conseguir una reducción considerable de
la enfermedad física en este grupo de población.

• Existencia de campañas de salud pública dirigidas
a personas con enfermedad mental y orientadas a
reducir los principales factores de riesgo.

• Adaptación de los servicios de atención de la salud
a las necesidades de este colectivo (servicios inte-
grados de salud que incluyan diagnóstico y trata-
miento de problemas de salud física como
prioridad de la atención general de la salud de estas
personas, que permitan evitar una tasa alta de
defunciones y una esperanza de vida reducida).

El cuidado del bienestar físico de los pacientes
psiquiátricos ha sido, asimismo, objeto de atención en el
Programa de acción comunitaria para luchar contra la
discriminación (2001-2006), establecido por Decisión
del Consejo de la Unión Europea, de 27 de noviembre de
2000. Forma parte de dicha programa el Proyecto de
acción “acoso y discriminación sufridos por personas
con enfermedad mental en los servicios de salud y en la
salud mental”, financiado por la Comisión Europea –
Trabajo y Asuntos Sociales, y cuyo objetivo consiste en
aumentar la conciencia en torno a la discriminación
experimentada por personas con enfermedad mental en
la asistencia sanitaria y promover estrategias para
combatirla.

Para ello, consideran indispensable (entre otras
medidas) que los profesionales de los servicios de salud
y de la salud mental realicen un esfuerzo común para
cambiar sus actitudes frente a este colectivo de personas,
garantizando un progreso en la calidad del tratamiento
integral del paciente.

Destaca, además, el Programa de acción comunitario
en el ámbito de la salud pública (2003-2008), aprobado
el 23 de septiembre de 2002 por el Parlamento Europeo
y el Consejo de la Unión Europea (consta en las Conclu-
siones del Consejo de la Unión Europea de 2 de junio de
2003, sobre la lucha contra la discriminación en relación
con la enfermedad mental), con el objetivo de contribuir,
entre otras cosas, a garantizar un nivel elevado de
protección de la salud humana en la definición y
ejecución de todas las políticas y acciones de la
Comunidad, mejorar la información y los conocimientos
a fin de fomentar la salud pública, reforzar la capacidad
de reaccionar rápida y coordinadamente ante los riesgos
sanitarios y prevenir las enfermedades actuando sobre
los factores determinantes de la salud en todas las
políticas y actividades y reducir las desigualdades en
materia de salud.

En virtud de todo ello esta Institución, para el logro de
un nivel de bienestar completo en la persona, estimó
conveniente formular a la Consejería de Sanidad la
siguiente resolución:

“Que con la finalidad de evitar la discriminación de
las personas con enfermedad mental en la asistencia
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sanitaria y garantizar una atención de calidad de la
totalidad de sus necesidades de salud física, se realice
un esfuerzo desde la administración sanitaria para
asegurar un progreso en la calidad del tratamiento
integral de los pacientes psiquiátricos:

a) Adaptando los servicios sanitarios a las nece-
sidades de las personas con enfermedad mental,
con el fin de mejorar su diagnóstico, tratamiento y
manejo de sus problemas de salud física.

b) Desarrollando acciones de promoción de la salud
física específicas para reducir el tabaquismo,
luchar contra el abuso de sustancias y promover
estilos o hábitos de vida saludables entre las
personas con enfermedad mental.

c) Desarrollando programas de salud pública espe-
cíficos para este grupo de población, orientados a
reducir otros factores de riesgo que den lugar a la
pérdida de la salud física.

d) Poniendo en marcha cualquier otro tipo de política
activa que contribuya a reducir los altos niveles de
enfermedad física que sufre este colectivo”.

Los apartados a y b de la resolución fueron aceptados
por dicha Administración.

2.2.4.2. Salud bucodental

No hay duda, como se señalaba en el apartado
anterior, de que las personas con discapacidad psíquica
(entre ellas, las que padecen una enfermedad mental)
requieren una atención de salud más frecuente que el
resto de la población y que, en algunos casos, cuentan
con un mayor riesgo de padecer determinadas enfer-
medades.

Presentan, por ejemplo, un alto grado de patologías
orales. El inadecuado control dietético y la higiene oral
deficiente (asociados, en ocasiones, a la propia defi-
ciencia psíquica), así como el consumo diario de medica-
mentos necesarios para mantener su calidad de vida y
una estabilidad en el proceso de la enfermedad, elevan la
prevalencia de enfermedades periodontales. A lo que
contribuye, igualmente, su escasa motivación para
solicitar asistencia odontoestomatológica e incluso el
especial rechazo por parte de algunos profesionales para
ofrecer atención a este tipo de personas.

De ahí que otra importante preocupación existente
entre sus familiares esté relacionada con el estado de la
salud bucodental de este colectivo. Reflejo de ello son
los expedientes Q/642/05 y Q/654/05, que destacan la
necesidad de atención desde el sistema de salud, arbi-
trando los mecanismos necesarios para garantizar la
calidad de su asistencia (prevención, tratamiento e inter-
venciones especiales).

La Junta de Castilla y León, consciente de que las
personas con discapacidad, en ocasiones, se enfrentan a
importantes dificultades para recibir las mismas presta-

ciones sanitarias que el resto de los ciudadanos, aprobó
el Decreto 142/2003, de 18 de diciembre, por el que se
regulan las prestaciones de salud bucodental del Sistema
de Salud de Castilla y León.

Concretamente, el art. 5 establece para aquellas
personas con discapacidad que, a causa de su deficiencia,
no sean capaces de mantener, sin ayuda de tratamientos
sedativos, el necesario control que permita una adecuada
atención a su salud bucodental, su remisión a los ámbitos
asistenciales donde pueda garantizarse su correcta reali-
zación.

Para ello, y en cumplimiento de lo dispuesto en el
mismo precepto, se elaboró un Protocolo marco de
atención bucodental a personas con discapacidad
psíquica en el año 2004, en el que se establecen las bases
generales para garantizar la correcta aplicación de la
prestación de salud bucodental a estos pacientes, adap-
tándose en cada Área de Salud para su implantación.

Es justo reconocer, por tanto, el avance que ha
supuesto dicha norma en la mejora de la atención buco-
dental de los pacientes con discapacidad psíquica.

No obstante, esta Institución ha entendido que la
atención de las particularidades asociadas a este grupo
específico de población, requiere una acción constante
por parte del sistema de salud para alcanzar mayores
cotas de equidad y satisfacción social. De ahí que los
afectados continúen reclamando un tratamiento más
intenso de las necesidades y demandas específicas de
salud bucodental (en el ámbito preventivo y asistencial)
de cualquier tipo de discapacidad psíquica.

Esta necesidad de avanzar y progresar en la capacidad
de atención sanitaria frente a la diversidad que presenta
este colectivo en el ámbito de la salud bucodental, ha
sido expresada con rotundidad por las organizaciones
integradas en el Cermi (Comité Español de Represen-
tantes de Personas con Discapacidad).

Ya en el Plan integral de salud para las personas con
discapacidad, aprobado por el Comité Ejecutivo del
Cermi el 12 de mayo de 2004, se incorporaba, entre sus
objetivos, la mejora de la calidad de la asistencia
sanitaria y de las prestaciones sanitarias públicas
destinadas a las personas con discapacidad en el ámbito
de la salud bucodental.

Y, posteriormente, en el Plan de acción en materia de
atención temprana a personas con discapacidad,
aprobado por el mismo Comité el 18 de mayo de 2005,
se insiste, en el ámbito de los objetivos de la atención
sanitaria, en la mejora de la salud bucodental de las
personas con discapacidad.

Un interesante ejemplo del desarrollo de una política
específica para aumentar la promoción de este ámbito de
la salud de dicho colectivo, se encuentra en el Programa
de salud bucodental para personas con discapacidad inte-
lectual puesto en marcha en la Comunidad Autónoma de
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Extremadura (a través del Decreto 74/2003, de 20 de
mayo, sobre asistencia dental a la población con disca-
pacidad intelectual), que surge con el objetivo de mejorar
su salud oral, garantizando (en el ámbito preventivo y
asistencial) la atención dental a todas las personas con
discapacidad psíquica cuya minusvalía sea superior
al 33%.

Por tanto, no parece ilógico pensar en la posibilidad
de mejorar y perfeccionar de forma continua, a través de
una evaluación y seguimiento de los resultados, el actual
protocolo aplicado en esta Comunidad Autónoma, siendo
objeto de revisión permanente en función de la demanda
real existente y de la necesaria adecuación de los
recursos disponibles.

De hecho, la propia Comisión de Sanidad de las
Cortes de Castilla y León, en sesión celebrada el 23 de
febrero de 2006 (con motivo del debate de la Proposición
No de Ley, PNL 575-III), aprobó la correspondiente
resolución, instando a la Junta de Castilla y León a
continuar avanzando en el desarrollo, ejecución y segui-
miento del Protocolo específico elaborado por la
Gerencia Regional de Salud para garantizar adecua-
damente las prestaciones de salud bucodental a las
personas con discapacidad psíquica.

Sin olvidar, además, que en el Informe de la Comisión
No Permanente para las Políticas Integrales de la Disca-
pacidad, aprobado en sesión de fecha 8 de mayo de
2006, se recoge la salud bucodental entre las demandas
reflejadas en el ámbito de las medidas en materia de
sanidad, haciendo mención al establecimiento de prio-
ridades en tiempos de espera y ampliación del programa.

Entendiendo, por tanto, que la planificación de una
atención sanitaria que garantice la correcta atención de la
salud bucodental de las personas con discapacidad,
requiere programas enérgicos en continuo avance y
adaptación, dotados personal y financieramente y con
capacidad suficiente para eliminar las importantes
desventajas que, por su propia discapacidad, padece este
sector de la población, el Procurador del Común
consideró conveniente formular a la Consejería de
Sanidad la siguiente resolución:

“Que con la finalidad de mejorar la salud oral de las
personas con discapacidad psíquica de esta Comunidad
Autónoma, se siga perfeccionando y adaptando el
protocolo implantado en la actualidad en cada Área de
Salud a través de una acción continua por parte del
sistema sanitario para alcanzar un mayor nivel de
calidad asistencial, bienestar y satisfacción social y
evitar, asimismo, que la garantía de la promoción de la
salud bucodental de este colectivo se convierta en una
realidad incompleta”.

La resolución fue aceptada por dicha Administración,
que comunicó, además, algunas de las actuaciones
realizadas en relación con dicha cuestión, en concreto las
siguientes:

1. Se está realizando una evaluación y seguimiento de
las actividades incluidas en el protocolo-marco de
atención bucodental a personas con discapacidad
psíquica, tanto de las actividades de promoción y
prevención de la salud como de las correspondientes a
los tratamientos en las Unidades y en el ámbito hospi-
talario en los casos en los que es preciso.

2. Se han realizado actividades formativas dirigidas a
los odontoestomatólogos de atención primaria, tanto en
los servicios centrales como en cada una de las
provincias. Además, en el programa de formación de
2007 se han incluido actividades formativas en esta
materia en todas las Gerencias de Área.

3. Se está procediendo a analizar la situación en cada
una de las Áreas de Salud, contando para ello con los
profesionales y con las correspondientes asociaciones.

4. Las medidas de mejora que se plantean en relación
con el protocolo-marco de atención bucodental a
personas con discapacidad psíquica hacen referencia a
los siguientes aspectos:

a) Incidir en la difusión de la información sobre las
prestaciones de salud bucodental, incluidas en el
Decreto 142/2003, de 18 de diciembre, y en el
RD 1030/2006, de 15 de septiembre, por el que se
establece la cartera de servicios comunes del
Sistema Nacional de Salud y el procedimiento para
su actualización.

b) Establecer los criterios mínimos comunes para
todos los centros sanitarios de Sacyl que aseguren
los tratamientos, tanto extra como intrahospita-
larios en todas las Áreas, para lo que es necesaria la
adaptación del protocolo-marco a cada una de las
Áreas de Salud.

c) Comprobar la completa implantación del protocolo-
marco adaptado a cada centro hospitalario e
inclusión de las actuaciones clínicas imprescin-
dibles para la realización correcta de estos trata-
mientos.

2.2.5. Funcionamiento irregular de los recursos
para personas con discapacidad

El buen funcionamiento de los dispositivos residen-
ciales dirigidos a las personas con discapacidad
determina, en buena medida, el bienestar de los internos
y la efectividad de los tratamientos o métodos asisten-
ciales desarrollados según el perfil del usuario.

Pero la calidad de la asistencia de este tipo de dispo-
sitivos es puesta en duda, en ocasiones, por sus propios
usuarios o sus familias. Así sucedía en la queja
Q/805/05, en la que incluso se denunciaba la supuesta
situación irregular de un centro residencial de titularidad
privada, ubicado en Ávila.

La participación de la iniciativa privada en la creación
y gestión de este tipo de recursos, otorga un importante
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papel garante a la administración ejercido a través del
control de los requisitos establecidos para su autori-
zación y registro.

Trasladada, pues, la circunstancia denunciada a la
Consejería de Familia e Igualdad de Oportunidades,
pudo constatarse por esta Institución que una vez
realizadas las correspondientes visitas al centro en
cuestión por técnicos de la Gerencia Territorial de
Servicios Sociales de Ávila e inspectores de la Gerencia
de Servicios Sociales y requerida a la entidad titular la
aportación de determinada documentación, se había
emitido informe técnico en el que se señalaban una serie
de deficiencias e incumplimientos de la normativa regu-
ladora de los requisitos mínimos y específicos de autori-
zación necesarios para su apertura y funcionamiento.

En virtud de ello, la Gerencia de Servicios Sociales
había dictado resolución acordando no autorizar y no
inscribir el citado centro residencial en el Registro de
entidades, servicios y centros de carácter social.

Durante el trámite de las actuaciones iniciadas para la
eficacia de la citada resolución administrativa, se
produjo el cierre de dicho centro como consecuencia del
lanzamiento del inmueble dentro de la ejecución de
títulos judiciales llevada a cabo por el órgano judicial
correspondiente.

Sin embargo, a través de la reclamación Q/1236/06 se
denunciaba que dicho centro se había trasladado a otra
localidad en la provincia de Ávila. Además de a su
supuesta ilegalidad, se aludía a la falta de higiene de los
residentes reubicados y a su reducido espacio físico.

Las actuaciones desarrolladas por la Gerencia de
Servicios Sociales, una vez conocida la supuesta
ilegalidad de la apertura y funcionamiento del mismo
recurso en una nueva ubicación, se iniciaron con la
correspondiente visita de inspección al establecimiento
situado en la citada localidad, verificándose que en el
mismo se prestaba atención a personas con discapacidad
psíquica y enfermedad mental sin la preceptiva autori-
zación administrativa, entre otras posibles infracciones.

Pese a que no se permitió al personal inspector el
acceso a las instalaciones, se había comprobado la
presencia de un elevado número de personas con disca-
pacidad en un patio de acceso a las mismas en situación
de inactividad y hacinamiento, considerando que tal
circunstancia suponía un riesgo para la integridad de esas
personas.

Se había interpuesto, por ello, denuncia ante el corres-
pondiente Juzgado de Guardia, solicitando la clausura
del establecimiento y el requerimiento a la entidad titular
para el realojo de los residentes en centros autorizados.
No obstante, dicho órgano judicial acordó el sobresei-
miento libre y archivo de las actuaciones, sin perjuicio
de las acciones administrativas que pudieran corres-
ponder al respecto.

La Gerencia Territorial de Servicios Sociales de Ávila
procedió finalmente a la incoación de dos expedientes
sancionadores por presuntas infracciones grave y muy
grave. Acordándose, asimismo, la adopción de la medida
cautelar consistente en el cierre del establecimiento, en
trámite de ejecución.

2.2.6. Estigmatización derivada de la enfermedad
mental

Uno de los principales obstáculos todavía existentes
para el éxito del tratamiento de las personas con
enfermedad mental, es el estigma frecuentemente
asociado a la misma, que además de aumentar el sufri-
miento personal y la exclusión social repercuten negati-
vamente en la evolución y recuperación del propio
paciente, pudiendo dar lugar a una importante discrimi-
nación que agrava los problemas que padece este
colectivo (el acceso a los recursos, la disponibilidad de
vivienda, las oportunidades de empleo y las relaciones
sociales).

Este rechazo social hacia las personas con enfermedad
mental ha sido objeto de denuncia ante esta Institución
en el expediente Q/653/05.

La persistencia de la estigmatización, la discrimi-
nación y la falta de respeto por los derechos y la
dignidad de las personas con alteraciones o discapa-
cidades psíquicas, ha sido destacada en el Libro verde de
la Comisión de las Comunidades Europeas, de 14 de
octubre de 2005, “Mejorar la salud mental de la
población. Hacia una estrategia de la Unión Europea en
materia de salud mental”.

Pese a que se ha avanzado en los cuidados psiquiá-
tricos, las personas con enfermedad mental siguen
sufriendo la exclusión, la estigmatización y la discrimi-
nación, y aunque sea prioritario proporcionar a las
mismas una asistencia y tratamientos eficaces, de calidad
y accesibles, ello no puede por sí solo abordar y
modificar los factores determinantes de orden social.

Por ello, la citada Comisión habla de la necesidad de
un planteamiento exhaustivo que abarque no sólo el
tratamiento y la asistencia de los individuos, sino
también acciones dirigidas al conjunto de la población a
fin de promover la salud mental y encarar los problemas
relacionados con la estigmatización, contando con la
participación de muchos agentes, en especial los involu-
crados en las políticas sanitarias y sociales, cuyas deci-
siones repercuten en la salud mental de la población.

También para la Organización Mundial de la Salud
(OMS) el obstáculo más importante que hay que salvar
en la comunidad es la estigmatización y la discrimi-
nación de las personas que padecen trastornos mentales y
del comportamiento. De ahí que desde la 54ª Asamblea
Mundial de la Salud (19 de mayo de 2001) se hayan
efectuado llamamientos urgentes para la adopción de
medidas que reduzcan el estigma, la discriminación y las
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violaciones de los derechos humanos de las personas que
padecen enfermedades mentales, por sus efectos
negativos en la continuidad de la prestación de cuidados.

El Consejo de la Unión Europea, concretamente, en
sus Conclusiones de 3 de junio de 2005 sobre una
Acción comunitaria en materia de salud mental
(insertadas en la continuación de la Conferencia de la
Organización Mundial de la Salud sobre Salud Mental,
titulada “Hacer frente a los desafíos, encontrar solu-
ciones”, celebrada en Helsinki del 12 al 15 de enero de
2005), consideró la conveniencia de sensibilizar aún más
a la población sobre la importancia de la salud mental
para todos, y sobre el interés de crear políticas espe-
cíficas en este ámbito.

El mismo organismo europeo, en sesión nº 2512
celebrada en Luxemburgo los días 2 y 3 de junio de 2003,
adoptó las Conclusiones sobre la Lucha contra la estigma-
tización y la discriminación en relación con la enfermedad
mental. El texto es el resultado de la Conferencia orga-
nizada por la Presidencia sobre “La enfermedad Mental y
la Estigmatización en Europa: hacer frente a los desafíos
de la inclusión social y la equidad”, celebrada en Atenas
del 27 al 29 de marzo de 2003.

A través del mismo, el Consejo subraya la impor-
tancia de fomentar una actuación eficaz en todas las
políticas pertinentes para aumentar la inclusión social y
luchar contra tales factores y considera necesario
aumentar la sensibilización del público, por una parte,
sobre la importancia de la salud mental para todos y, por
otra, sobre los problemas asociados con la estigmati-
zación y discriminación en relación con la salud mental.

Las administraciones públicas, por tanto, deben
remover los obstáculos que impidan o dificulten la
igualdad de este colectivo, y puesto que gran parte de la
estigmatización de que son objeto las personas que
padecen enfermedades mentales es resultado de una falta
de información sobre las causas, la frecuencia y las posi-
bilidades de tratamiento, resulta necesario proporcionar
información precisa al público en general y a los medios
de comunicación, como instrumento fundamental para
reducir los prejuicios.

Así, para la OMS la discriminación se combate
realizando campañas de información pública para educar
e informar a la comunidad acerca de la naturaleza, el
alcance y las repercusiones de los trastornos mentales,
con el fin de disipar falsas creencias muy extendidas y
promover comportamientos más positivos.

Sin embargo, han sido los agentes sociales quienes
han dado una respuesta positiva al respecto.

Concretamente, Eufami (Federación Europea de
Asociaciones de Familiares de Enfermos Mentales) ha
organizado en toda Europa la campaña Zeroestigma con
los objetivos generales de sensibilizar a la población en
relación con la problemática relacionada con la salud
mental y reducir el estigma que sufren las personas con

enfermedad mental grave y sus familiares cuidadores, de
forma que en el trato hacia ellos no predominen el
prejuicio, el desconocimiento, el rechazo y el miedo,
sino que se les acepte, se les conozca y se les comprenda.

Junto a esta iniciativa, la Confederación Española de
Agrupaciones de Familiares y Enfermos Mentales
(Feafes) ha editado una Guía de Estilo sobre Salud
Mental y Medios de Comunicación, con la que se
pretende concienciar, informar, orientar y proporcionar
recursos a los profesionales de los medios de comuni-
cación para que puedan elaborar informaciones sobre la
salud mental y su colectivo que sean un reflejo real de lo
que es la enfermedad, erradicando estereotipos y tópicos
que afectan a este colectivo y a su entorno.

Patrocinada también por dicha Confederación y por la
Sociedad Española de Psiquiatría, nació la campaña
“Toda Una Vida Para Mejorar”, cuyo objetivo principal
es concienciar y sensibilizar a la sociedad de la impor-
tancia de la funcionalidad y de la integración para la vida
de las personas con esquizofrenia, trastorno bipolar y
demás enfermedades mentales graves y para sus
familias.

No se ha dudado, pese a ello, por esta Procuraduría de
que sea intención de la política social y sanitaria de esta
Comunidad Autónoma contribuir en la lucha contra la
estigmatización relacionada con la salud mental. Buena
cuenta de ello es el programa específico de Información
y Sensibilización, incluido en el ámbito del Plan
Regional Sectorial para las personas con discapacidad,
aprobado por Decreto 57/2005, de 14 de julio, con el que
se pretende proporcionar la información necesaria para
posibilitar la plena integración, participación social y
mejora de la calidad de vida de este colectivo y,
asimismo, mejorar su imagen social y promover
actitudes positivas y realistas sobre la discapacidad.

Así como la línea estratégica de rehabilitación e inte-
gración de las personas con enfermedad mental, recogida
en la Estrategia Regional de Salud Mental y Asistencia
Psiquiátrica en Castilla y León, que cuenta con el
objetivo de promover el respeto a los derechos de este
colectivo, mediante el desarrollo de intervenciones de
sensibilización social sobre las potencialidades de estas
personas y desarrollar y favorecer el conocimiento de sus
derechos y deberes.

A esta Institución le constaba que la Consejería de
Familia e Igualdad de Oportunidades (según la infor-
mación facilitada) estaba preparando una campaña de
sensibilización sobre este tema. Sin embargo, el
programa recogido en el citado Plan Regional Sectorial
incluye la realización de otras actuaciones para mejorar
la imagen social del citado colectivo, cuyo desarrollo ya
estaba previsto para ejercicios anteriores y además las
intervenciones a realizar en este ámbito deben contar con
una continuidad en años sucesivos para la necesaria
consecución de los objetivos marcados en el ámbito
internacional.
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Por otro lado, conforme a la información facilitada
por la Consejería de Sanidad, no consta que desde la
misma se hayan desarrollado las intervenciones de sensi-
bilización social programadas en la Estrategia Regional
para promover el respeto de los derechos de las personas
con enfermedad mental.

Todo ello aconsejó a esta Procuraduría formular a la
Consejería de Sanidad y a la Consejería de Familia e
Igualdad de Oportunidades la siguiente resolución:

“Que se conceda una atención especial a las repercu-
siones de los problemas relacionados con la estigmati-
zación y la discriminación debidos a la salud mental y se
vele por la reducción de los riesgos de marginación y
exclusión social derivados de tales problemas, mediante
las siguientes intervenciones:

1. Desde el ámbito social:

a) Desarrollo de acciones para combatir el estigma,
poniendo en práctica medidas de apoyo a la inte-
gración social y manteniendo una colaboración
activa con todas las partes afectadas para
conseguir un enfoque coordinado.

b) Incrementar y profundizar en la mejora de la infor-
mación a la población general a través de más
campañas de sensibilización, dando continuidad en
un futuro a la divulgación de la realidad de esta
discapacidad psíquica, con el fin de contribuir de
forma permanente a reducir los prejuicios sobre la
enfermedad y promover comportamientos
positivos.

c) Realizar campañas de sensibilización y elaborar y
difundir manuales de estilo dirigidos a los medios
de comunicación, con el fin de informar, orientar y
establecer recomendaciones específicas para el
tratamiento de las informaciones sobre la disca-
pacidad psíquica, erradicando estereotipos y
tópicos que afectan a este colectivo y a su entorno.

2. Desde el ámbito sanitario:

a) Mejorar la información de la población general a
través de campañas de sensibilización social sobre
las potencialidades de las personas con
enfermedad mental, centradas en la divulgación de
la realidad actual y en las posibilidades reales de
rehabilitación, tratamiento e integración social y
diferenciando de forma adecuada dicha patología
de otras formas de dependencia.

b) Incrementar las actuaciones de difusión del cono-
cimiento de los derechos y deberes de las personas
con enfermedad mental”.

Al cierre de este informe estamos a la espera de
conocer la postura de ambas Administraciones respecto
al contenido de esta resolución.

2.2.7. Soporte familiar y social en la prestación de
cuidados

2.2.7.1. Familias cuidadoras de personas con
enfermedad mental

La transformación del tradicional sistema de inter-
vención de salud mental, ha provocado que el trata-
miento de muchos trastornos psíquicos se haya tras-
ladado de las institucionalizaciones de larga duración a
la atención en la comunidad. De esta forma, se otorga a
la familia un papel fundamental en la integración y reha-
bilitación del enfermo, que ve sus necesidades satis-
fechas gracias a la actitud protectora familiar.

La contribución de la familia, convertida en el
principal recurso para la prestación de atención y
cuidados a las personas con enfermedad mental, resulta
decisiva en los procesos de recuperación e integración
comunitaria.

Sin embargo, la asistencia continuada del paciente
psiquiátrico enfrenta a las familias cuidadoras a impor-
tantes cargas de estrés emocional e, incluso, en algunos
casos a situaciones de gran conflictividad y agresividad.
Por ello, una de las importantes demandas planteadas
socialmente en el ámbito de la discapacidad a través del
expediente Q/656/05, se ha centrado en la necesidad de
compensar el debilitamiento psicológico y económico
que provoca la carga familiar derivada de los cuidados
prestados para satisfacer las necesidades básicas de los
pacientes psiquiátricos.

Es cierto que en esta Comunidad Autónoma, a través
de la Gerencia de Servicios Sociales, se están desarro-
llando programas de apoyo a familias de personas con
enfermedad mental, abarcando desde la orientación e
información sobre los recursos sociales destinados a la
atención de este colectivo, hasta la sensibilización a los
familiares para una mayor colaboración en tareas de
autoayuda, apoyo y presencia social. Además, la
Gerencia Regional de Salud dispone (en atención
primaria) de un servicio de atención al cuidador familiar
y otro de educación para la salud a grupos de cuidadores,
así como (en atención especializada) de un programa de
apoyo y asesoramiento a familias y de psicoeducación
familiar.

No obstante, las situaciones de sobrecarga y agota-
miento de los cuidadores (algunos de ellos padecen
también alguna patología física o psíquica, son de edad
avanzada o se encuentran en condiciones de precariedad
económica) deben repararse en mayor medida para
activar su potencial terapéutico, prestándoles una
atención temporal que les permita disponer de momentos
de descanso, ocio y tiempo libre, así como atender situa-
ciones inesperadas o de necesidad.

Lo anterior puede lograrse a través de asistencias de
respiro que faciliten a las familias periodos de descanso,
favoreciendo su actividad independiente, dando
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respuesta a sus necesidades y liberándolas del constante
cuidado y atención de su enfermo. De este modo se
ofrece un apoyo temporal a la familia en la atención a la
persona con enfermedad mental y la oportunidad de
desarrollar una vida familiar y social satisfactoria.

Este tipo de servicios de respiro, dirigidos a facilitar a
los familiares la posibilidad de descansar durante un
tiempo de sus funciones de cuidador, no es nuevo en esta
Comunidad Autónoma. Existen, concretamente, seis
viviendas destinadas a dar respuesta a las necesidades
que presentan las familias, no sólo en situaciones de
urgencia sino también como medio para cumplir su
proyecto de vida y conjugar las responsabilidades profe-
sionales con actividades de ocio y descanso. Tales
viviendas están dotadas, cada una de ellas, con una plaza
de respiro familiar.

Sin embargo, la existencia de tan sólo seis plazas de
respiro familiar no parece suficiente para cubrir las nece-
sidades existentes en esta Comunidad Autónoma. Debe
pensarse que cada año, según se indica en la Estrategia
Regional de salud mental y asistencia psiquiátrica en
Castilla y León, las enfermedades mentales afectarán a
casi 450.000 personas, de las que los trastornos mentales
graves, cuya prevalencia se estima en torno al 1% de la
población general, supondrán 25.000 personas afectadas.

Por ello, en la Estrategia Regional para facilitar la
conciliación de la vida familiar y laboral, aprobada por
Acuerdo 9/2004, de 22 de enero, de la Junta de Castilla y
León, se ha establecido como objetivo específico, en
relación con los servicios para la atención de las
personas con discapacidad, la ayuda a las personas
responsables de las mismas en la esfera familiar, promo-
viendo, entre otras acciones, la implantación de servicios
de respiro familiar.

Así mismo, el Plan Estratégico del Sistema de Acción
Social de Castilla y León, aprobado por Decreto 56/2005,
de 14 de julio, recoge específicamente un área de apoyo a
la familia, en el que se incluye el objetivo de proporcionar
apoyo adecuado que sirva de alivio a los cuidadores,
promoviendo servicios de respiro familiar para el apoyo
de familias con personas con discapacidad.

También el Plan Regional Sectorial de Atención a las
Personas con Discapacidad (de las que 18.000 padecen
enfermedad mental), aprobado por Decreto 57/2005, de
14 de julio, incluye como objetivo, dentro del programa
de apoyo al proyecto de vida familiar, facilitar que las
familias puedan compaginar la atención de la persona
con discapacidad con el desarrollo de sus proyectos
personales de vida, así como procurar ocasiones de ocio
y descanso, mediante la creación de plazas de respiro
familiar.

Es cierto que la vigencia de dicha planificación se
extiende hasta el 31 de diciembre de 2007. Pero en el
Plan Regional señalado ya se preveía para los años 2005
y 2006 el incremento del número de servicios de respiro

familiar de atención diurna y en el medio rural respecti-
vamente.

Es más, el anterior Plan Regional Sectorial de
Atención a las Personas con Discapacidad, aprobado por
Decreto 266/2000, de 7 de diciembre (en vigor durante el
periodo comprendido entre los años 2000 y 2003)
también tenía como objetivo proporcionar a las familias
los apoyos necesarios para la adecuada atención a las
personas con discapacidad, mediante (entre otras actua-
ciones) la implantación de servicios de apoyo o respiro
familiar dirigidos a proporcionar tiempo de descanso o
de desarrollo de planes individuales o familiares.

Esta necesidad de ofrecer el apoyo y alivio tan nece-
sitado para soportar la enorme carga aparejada a una
discapacidad psíquica, como la derivada de una
patología psiquiátrica, llevó a esta Procuraduría a
formular a la Consejería de Familia e Igualdad de Opor-
tunidades la siguiente resolución:

“Que con la finalidad de potenciar el apoyo hacia las
familias cuidadoras de personas con enfermedad mental
(dentro de las personas con discapacidad), se desa-
rrollen las acciones oportunas a fin de que durante el
ejercicio 2007 se haga realidad la implantación de sufi-
cientes servicios de respiro familiar que faciliten
periodos de descanso y favorezcan la posibilidad de
conjugar sus responsabilidades con el desarrollo de sus
proyectos personales de vida, compensando, así, la
importante carga familiar derivada de los cuidados
prestados para satisfacer las necesidades básicas de las
personas con tal discapacidad psíquica”.

A este respecto, la citada Consejería ha considerado
que la ubicación más idónea de las estancias temporales
es un entorno residencial, por lo que estando previsto
que en el año 2008 entre en funcionamiento la primera
residencia destinada a este colectivo, en el ejercicio 2007
no podrán ponerse en marcha nuevas plazas de respiro
familiar.

2.2.7.2. Asociaciones de apoyo a personas con
enfermedad mental

Junto a la necesaria respuesta institucional, el papel de
la familia en el nuevo proceso asistencial de las personas
con enfermedad mental precisa también de un importante
soporte social, como factor de apoyo y protección.
Objetivo a cuya consecución contribuyen, en especial
medida, las asociaciones de familiares de personas con
enfermedad mental constituidas sin ánimo de lucro,
desarrollando una importante labor tanto en el circuito
terapéutico del paciente como en la ayuda o asesora-
miento a los familiares, a través de actividades de ayuda
mutua, gestión de recursos y soporte social.

Estas asociaciones suplen en algunos casos la inac-
tividad administrativa en el proceso asistencial del
paciente y sirven fundamentalmente de apoyo y asesora-
miento a los familiares, así como de último eslabón en el
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proceso de rehabilitación del enfermo cuando abandona
las unidades de hospitalización psiquiátrica y no puede
integrarse en la comunidad de manera normalizada.
Hacen, así, las veces de taller terapéutico, centro ocupa-
cional, centro especial de empleo, etc.

Pero el desarrollo de esta importante labor social
necesita contar con los suficientes apoyos institucionales.
Por ello, muchas de sus reivindicaciones se centran en la
necesidad de contar con mayores apoyos económicos o
con la cesión de instalaciones para llevar a cabo las acti-
vidades necesarias para prestar una adecuada atención a
sus usuarios y sus familias o para poner en marcha
dispositivos asistenciales.

Es frecuente encontrar una respuesta positiva por
parte de la administración ante este tipo de peticiones.
Muestra de ello se refleja, entre otros, en los expedientes
Q/1880/05 y Q/1886/05, en los que la Consejería de
Fomento cedió, en el primero de ellos, el uso de tres
locales a la Asociación de Enfermos Mentales, Fami-
liares y Amigos Feafes-Zamora y, en el segundo, el uso
de cuatro locales a la Asociación de Enfermos Mentales,
Familiares y Amigos Feafes-Salamanca (Afemc), acom-
pañado de los respectivos compromisos de financiación
de las obras de adaptación por parte de la Gerencia de
Servicios Sociales.

También en el caso del expediente Q/1883/05, en el
que el Ayuntamiento de Palencia confirmó la existencia
de un compromiso para la nueva ubicación de la sede
social de la Asociación de Enfermos Mentales, Fami-
liares y Amigos Afes-Palencia.

O en el de la reclamación Q/1884/05, ya que el Ayun-
tamiento de Ávila cedió a la Asociación de Familiares y
Amigos de Enfermos Mentales Faema el uso gratuito de
un inmueble de propiedad municipal para destinarlo a
sede social y al desarrollo de las actividades propias de
la misma.

2.3. Minorías étnicas

Continúa siendo reducido, como en años anteriores, el
número de reclamaciones presentadas en relación con la
situación de marginación derivada, en parte, de la propia
condición étnica, pero todas ellas coinciden en dirigirse a
esta Institución demandando la obtención de ayuda para
la solución de problemas relacionados con el acceso a
una vivienda adecuada.

Ello no obstante, durante este ejercicio no ha sido
preciso formular resolución alguna en el curso de los
expedientes tramitados, ya que han culminado con la
solución de las distintas problemáticas planteadas.

El apoyo institucional reclamado tiene su reflejo,
concretamente, en expedientes como el registrado con la
referencia Q/406/05, en el que se denunciaban las defi-
cientes condiciones de habitabilidad y seguridad de las
infraviviendas ubicadas en el asentamiento conocido
como “Altos de la Piedad” de Segovia, en las que
residían diez unidades familiares.

La realización de las gestiones oportunas con el
Ayuntamiento de Segovia en relación con el realoja-
miento de la población residente en dicho núcleo
chabolista y el logro de su desaparición, permitió
constatar a esta Institución el desarrollo, por parte de la
Concejalía de Servicios Sociales, Sanidad y Consumo,
de un plan de realojo que incluía dicho asentamiento, a
lo que se unía la aprobación de la firma de un convenio
con la Consejería de Fomento para el tratamiento de
problemas especiales de vivienda en ese municipio.

El realojo de la población gitana del municipio de
Cacabelos se veía interrumpido, sin embargo, por la
paralización de las obras de construcción de viviendas
destinadas a dicha finalidad. La preocupación originada
por tal circunstancia se hizo constar en el expediente
Q/172/05.

Su tramitación, no obstante, permitió que finalmente
fuera firmada el acta de reinicio de las citadas obras,
previéndose su rápida finalización.

En el expediente Q/1471/05, se solicitaba el realojo
provisional de dos familias de etnia gitana, que vivían y
presentaban una situación de importante precariedad.

El problema de vivienda de dichas familias, según la
información facilitada por el Ayuntamiento de Segovia,
fue finalmente solventado.

En algunos casos, sin embargo, el realojo desarrollado
por los organismos municipales genera malestar entre la
vecindad. Así ocurría en el Q/189/05, planteado como
consecuencia de los problemas de convivencia causados
por una unidad familiar realojada por el Ayuntamiento
de Valladolid en virtud del programa de realojo desa-
rrollado para proporcionar vivienda a los ocupantes del
Poblado de La Esperanza.

Tras las gestiones llevadas a cabo por esta Institución
con la citada Corporación para constatar las actuaciones
municipales de seguimiento de la citada unidad familiar,
pudo comprobarse que el proceso de integración socio-
familiar y comunitaria de la familia realojada había
evolucionado finalmente de manera favorable, habiendo
desaparecido, asimismo, los problemas de convivencia
existentes con la vecindad.

2.4. Mujer

La relevancia social de los problemas relacionados
con la asistencia a la mujer, no se corresponde con la
actividad demandada a esta Institución (11 han sido las
reclamaciones planteadas). Por ello, se ha intentado
compensar esta reducida intervención a instancia de
parte mediante el desarrollo de determinadas actuaciones
de oficio relacionadas con la violencia de género, de las
que se ha dejado constancia en el apartado correspon-
diente de este Informe anual.

Algunas de las reclamaciones formuladas (Q/1289/06
y Q/2091/06) demandan el abono de las pensiones de
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alimentos impagadas con cargo al Fondo de Garantía de
Pensiones previsto en la Disposición adicional decimo-
novena de la LO 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas
de Protección Integral contra la Violencia de Género.

Efectivamente, existe un compromiso del Gobierno
plasmado en dicha Ley, así como en la Disposición
Adicional Única de la Ley 15/2005, de modificación del
Código Civil en materia de separación y divorcio.
Ambas prevén la garantía del estado para el pago de los
alimentos reconocidos e impagados a favor de los hijos e
hijas menores de edad en convenio judicialmente
aprobado o en resolución judicial. Compromiso que ha
quedado reforzado con la aprobación en el Congreso de
los Diputados de la Resolución número 41, Políticas
sociales, igualdad y nuevos derechos civiles, del Debate
de Política General en torno al estado de la Nación
celebrado en el mes de junio de 2006, que incluye la
creación, en el ámbito de la igualdad, del Fondo Reinte-
grable de Garantía de alimentos y pensión compensatoria
en supuestos de ruptura matrimonial o familiar.

Estando directamente involucrados los Ministerios de
Economía y Hacienda, de Trabajo y Asuntos Sociales y
de Justicia en hacer realidad la creación de dicho fondo,
se dio traslado de la problemática al Defensor del
Pueblo, por carecer esta Institución de competencia
respecto a actuaciones correspondientes a la adminis-
tración estatal.

En virtud de ello, dicho Comisionado ha interesado la
colaboración del Ministro de Economía y Hacienda para
conocer los trabajos que se están llevando a cabo conjun-
tamente con el Ministerio de Justicia y el de Trabajo y
Asuntos Sociales para la creación de este fondo de
garantía de pensiones.

Por otro lado, la intervención desarrollada por esta
Institución en relación con la mujer, se ha centrado en el
ámbito de los posibles fraudes que pueden producirse a
la hora de acceder una mujer víctima de maltrato a un
puesto laboral.

Es cierto que las especiales dificultades para acceder a
un puesto de trabajo padecidas por las mujeres que
sufren malos tratos, demandan la intervención de las
políticas activas de empleo para facilitar su integración
sociolaboral como medio de realización personal y
económica.

Así, el área de erradicación de la violencia del III Plan
Integral de Igualdad de Oportunidades entre mujeres y
hombres de la Comunidad de Castilla y León, aprobado
por Decreto 203/2001, de 26 de julio, incide (junto a la
prevención y concienciación social) en la promoción de
la autonomía personal y social de las mujeres víctimas de
malos tratos, desarrollándose, a tal fin, el Plan Dike,
dirigido al fomento del empleo de las mujeres con esta
problemática social a través de aportaciones económicas
a empresas que proceden a su contratación.

Siguiendo esta misma línea, el Plan Regional contra la
Violencia hacia la Mujer en Castilla y León, aprobado
por Decreto 29/2002, de 21 de febrero, desarrolla el área
de inserción socio-laboral de mujeres con problemática
de malos tratos, incluyendo, asimismo, el citado Plan
Dike para favorecer su autonomía a través de su incorpo-
ración al mundo del trabajo, incentivando económi-
camente a las empresas que oferten puestos de trabajo
para este colectivo.

Como acción de desarrollo del citado Plan Dike, han
venido convocándose por la Consejería de Familia e
Igualdad de Oportunidades subvenciones a empresas que
faciliten la inserción sociolaboral de mujeres maltratadas.

Su creación, aun amparada en el voluntarismo de la
administración, debe responder a criterios objetivos que
favorezcan la transparencia en el reparto o desembolso
del dinero público y garanticen la legalidad en beneficio
del interés público para el que son convocadas.

Por ello, ha sido objeto de crítica ante esta Institución
la Orden Fam/17/2005, de 17 de enero, por la que se
convocaron subvenciones, cofinanciadas por el Fondo
Social Europeo, a empresas que facilitan la inserción
sociolaboral de mujeres maltratadas, dentro de las actua-
ciones incluidas en el Plan Dike. El motivo de la recla-
mación objeto del expediente Q/562/05, se funda-
mentaba en la exigencia de insuficiente documentación
para acreditar la situación de maltrato.

Así, se examinó el contenido de la Base Novena
punto 1 d) de la citada Orden, con la finalidad de valorar
el acierto o no del criterio utilizado por la administración
para la acreditación de la situación de maltrato de la
mujer que solicita un puesto laboral, contando, para ello,
con la información facilitada al respecto por la
Consejería de Familia e Igualdad de Oportunidades.

La situación de maltrato, según dicha norma, se consi-
deraba acreditada, entre otros documentos, mediante la
copia de la correspondiente denuncia.

Esta misma base fue incorporada en el apartado
segundo de la siguiente Orden Fam/19/2006, de 10 de
enero, por la que se convocaron estas mismas subven-
ciones con cargo a los presupuestos del año 2006.

Reflexionando sobre este medios de prueba admitidos
en las convocatorias, entendió esta Institución que,
tratándose de valoraciones probatorias, debía exigirse
que la situación apareciera suficientemente acreditada
para obtener la segura convicción de la realidad de la
intromisión ilegítima alegada. No toda actividad
probatoria resulta suficiente para generar la evidencia de
la existencia de una situación de maltrato. La objetividad
de las pruebas se muestra imprescindible, en este caso,
para la confirmación o acreditación del maltrato.

Nada podía reprobarse, en principio, a la objetividad
del resto de los documentos relacionados en las convoca-
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torias, por sustentarse en criterios técnicos que, salvo
desaprobación por parte del órgano administrativo
competente, gozaban de imparcialidad suficiente por la
pericia no discutida del informante.

Las dudas surgían en relación con la admisión de la
copia de la denuncia por maltrato como documento acre-
ditativo de dicha situación. La necesidad de contar con
actos de prueba obtenidos con estricto respeto a los
derechos fundamentales, infundía cierta desconfianza
sobre la eficacia de una denuncia como medio de prueba
suficiente demostrativo de una situación de maltrato.

El testimonio de la mujer afectada, plasmado en la
correspondiente denuncia, no cuenta, por sí solo, con el
rigor y entidad suficiente para desvirtuar la eficacia de la
presunción de inocencia y, en consecuencia, para
asegurar la evidencia de esta problemática.

Había de contarse, por ello, con el suficiente contraste
de los informes de asistencia (sanitaria, social o psico-
lógica) para poder afirmar su validez probatoria.

Y quizá un medio objetivo, efectivo y legítimo para
acreditar la existencia de malos tratos, podía ser una
orden de protección dictada por el órgano judicial
competente al amparo de lo dispuesto en la Ley 27/2003,
de 31 de julio, reguladora de la orden de protección de
las víctimas de la violencia doméstica, o en su defecto,
cualquier otra decisión judicial demostrativa de la
situación padecida por la mujer.

Destaca, en este sentido, el RD 1452/2005, de 2 de
diciembre, por el que se regula la ayuda económica
establecida en el art. 27 de la LO 1/2004, de 28 de
diciembre, de medidas de protección integral contra la
violencia de género. El art. 2 dispone, en concreto, que
las situaciones de violencia de género que dan lugar al
reconocimiento del derecho a la ayuda económica
regulada en dicho Real Decreto, se acreditarán con la
orden de protección a favor de la víctima y, excepcio-
nalmente, será título de acreditación de esta situación el
informe del Ministerio Fiscal que indique la existencia
de indicios de que la denunciante es víctima de violencia
de género en tanto se dicta la orden de protección.

Siguiendo esta misma línea y ya en el ámbito de la
integración laboral, en la Comunidad Autónoma de
Galicia, a través de la Orden de 4 de enero de 2005, por
la que se modifica la de 5 de junio de 2003, que
establece un programa de fomento de la inserción laboral
de las mujeres víctimas de violencia doméstica, se
permite únicamente como medio para acreditar la proble-
mática social de estas mujeres la correspondiente orden
de protección, admitiendo, asimismo, la posibilidad de
acreditar dicha situación mediante otra resolución
judicial que pueda determinar la inclusión en el
programa.

La conclusión de esta Procuraduría no podía ser otra
que la necesidad de modificar la norma examinada,
teniendo en cuenta:

a) Que las órdenes de protección o, en su defecto,
cualquier otra decisión judicial acreditativa de este
tipo de problemática social (órgano judicial o
ministerio fiscal), constituyen un medio de prueba
idóneo para demostrar la realidad de una situación
de maltrato.

b) Que, no obstante, ello no invalida el valor
probatorio de los informes o certificaciones
(médicos, psicológicos, sociales, psicosociales)
admitidos en la convocatoria, siempre que, a juicio
del órgano competente para instruir el procedi-
miento, resulten objetivos y suficientes para
acreditar la problemática padecida por la mujer.

c) Y que la denuncia por maltrato no cuenta, por sí
sola, con la objetividad y rigor necesario para
asegurar la evidencia del maltrato. Su validez
probatoria debe apoyarse en el suficiente contraste
con los correspondientes informes emitidos por
especialistas, que avalen el testimonio de la víctima.

Por ello, se formuló la siguiente resolución a la
Consejería de Familia e Igualdad de Oportunidades:

“Que se proceda a la modificación del apartado
segundo de la ORDEN FAM/19/2006, de 10 de enero,
por la que se convocan subvenciones, cofinanciadas por
el Fondo Social Europeo, destinadas a empresas para
fomentar la inserción sociolaboral de mujeres víctimas
de violencia de género, dentro de las actuaciones que se
incluyen en el Plan Dike, en relación con los medios de
acreditación de la situación de maltrato, en el siguiente
sentido:

1. Mediante la referencia expresa a las órdenes de
protección y otras actuaciones judiciales como docu-
mentos válidos para acreditar la situación de maltrato.

2. Mediante la eliminación de la denuncia por
maltrato como justificante admitido, por sí solo, para
acreditar esta problemática social, o bien condicionando
su valor probatorio a la presentación de informes
técnicos que avalen suficientemente su contenido y
confirmen, así, la evidencia del maltrato”.

La Consejería aceptó dicha resolución y comunicó a
esta Institución que en la próxima convocatoria de
subvenciones para inserción sociolaboral de mujeres
víctimas de violencia de género se tipificarían los títulos
acreditativos de tal condición, eliminándose la referencia
a la denuncia por maltrato.

ÁREA J

SANIDAD Y CONSUMO

Expedientes Área 118

Expedientes remitidos a otros organismos 9

Expedientes admitidos 80

Expedientes rechazados 11
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En materia de sanidad se han presentado 92 quejas
durante el año 2006 (145 quejas en el año 2005). En el
año 2005 las quejas relativas a la venta y consumo de
alcohol y tabaco así como a la asistencia a drogodepen-
dientes, por lo demás muy poco numerosas, se contabi-
lizaban dentro del área de sanidad y consumo mientras
que en el año 2006 se integran en el área de familia e
igualdad de oportunidades.

Se han seguido planteando reclamaciones rela-
cionadas con las listas de espera así como con los
consultorios locales. La deficiente asistencia pediátrica
en algunas zonas rurales de nuestra comunidad autónoma
(Ávila y Soria) también ha sido objeto de varios expe-
dientes. 

Respecto al tratamiento de determinadas patologías y
enfermedades destaca el expediente (iniciado a instancia
de una asociación) relacionado con el tratamiento de
diálisis en los centros concertados; respecto a esta misma
cuestión ya se había planteado una queja en el año 2005
que culminó el presente ejercicio 2006 con una reso-
lución de la que se da cuenta en el apartado correspon-
diente a la insuficiencia renal crónica.

Finalmente debe indicarse que, como está sucediendo
desde el año 2000, en este ejercicio se han presentado
también en el Procurador del Común 4 reclamaciones
relacionadas con el tratamiento de la fibromialgia. La
tramitación de las mismas ya había aconsejado a esta
Institución, en el año 2005, poner de manifiesto a la
administración la necesidad de prestar una atención espe-
cífica al colectivo afectado.

La tramitación de las quejas planteadas por los
ciudadanos en este ámbito material ha contado con la
colaboración de la Consejería de Sanidad. Sin embargo,
en varias ocasiones, se ha debido reiterar nuestra petición
de información inicial así como la postura adoptada ante
las resoluciones de la Institución.

Se han formulado 43 resoluciones (39 resoluciones en
el año 2005); en concreto, 39 a la Consejería de Sanidad.
En la fecha de cierre del informe la Consejería había
aceptado 21 en todos sus términos y rechazado 9.

1. SANIDAD

1.1. Derechos de los usuarios

1.1.1. Derecho a la libre elección de centro

En los expedientes Q/1280/05 y Q/420/05 los recla-
mantes denunciaban la demora de la administración
sanitaria en relación con dos intervenciones quirúrgicas.
En ambos casos, los pacientes no habían aceptado la
derivación al centro concertado que se les había ofertado.

La guía informativa editada por la Junta de Castilla y
León titulada “Mis derechos y deberes como
paciente” (disponible también en la página web
www.sanidad.jcyl.es) recoge en el apartado “mi derecho

a autonomía de decisión” una serie de derechos
concluyendo en su página 12 con el siguiente texto:
“Además de estos derechos, si soy usuario de un centro,
servicio o establecimiento público de la Comunidad
tendré también los siguientes: A la libre elección de
profesional sanitario y centro, conforme a lo previsto en
la legislación aplicable”.

El art. 38 de la Ley de Cortes de Castilla y León
8/2003, de 8 de abril, sobre derechos y deberes de las
personas en relación con la salud dispone que el sistema
de salud garantizará el ejercicio por sus usuarios de la
libre elección de profesional sanitario y centro conforme
a lo previsto en la legislación aplicable y en los términos
y condiciones que reglamentariamente se establezcan.
Dicha normativa reglamentaria aún no ha entrado en
vigor pese a que la Disposición Adicional Primera de la
mencionada ley establece para su aprobación el plazo de
doce meses contados a partir de su entrada en vigor,
plazo que expiró en mayo de 2005.

Hasta que ello tenga lugar se aplica la normativa
estatal que sí contempla el derecho a la elección de
médico en el ámbito de la atención primaria -médico de
familia y pediatra- y de la atención especializada, pero
no el derecho a la libre elección de centro hospitalario
(RD 1575/1993, de 10 de septiembre, por el que se
regula la libre elección de médico en los servicios de
atención primaria del Insalud y RD 8/1996, de 15 de
enero, sobre libre elección de médico en los servicios de
atención especializada del Insalud).

Por otro lado, en Castilla y León debe tenerse en
cuenta la aplicabilidad de la denominada Guía para la
gestión de la lista de espera quirúrgica de octubre de
1998 elaborada por la Dirección General de Atención
Primaria y Especializada del extinguido Instituto
Nacional de la Salud. Dicho documento regula expre-
samente la pérdida de la antigüedad en la lista de espera
incluyendo “al paciente que, en el momento del contacto,
rechaza la propuesta para ser intervenido en otro centro
siempre que sea en la misma provincia de residencia”.

A la vista de lo expuesto se consideró necesario instar
de la Consejería de Sanidad que se proceda al desarrollo
normativo de la Ley 8/2003 y que, hasta que ese desa-
rrollo culmine, se den las instrucciones oportunas para
aplicar con flexibilidad los protocolos de actuación
internos (como lo es la guía de gestión de LEQ).

Con posterioridad a la fecha de cierre del presente
informe la Consejería de Sanidad ha aceptado la reso-
lución formulada. En los siguientes términos: “La guía
para la gestión de la lista de espera quirúrgica de 1998
del Insalud establecía que si el paciente en el momento
del contacto rechazaba la propuesta para ser inter-
venido en otro centro, siempre que fuese en la misma
provincia de residencia, perdía su antigüedad en LEQ.

A fecha de 13 de febrero de 2006 la Dirección
General de Desarrollo Sanitario dictó una instrucción
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sobre registro unificado de lista de espera quirúrgica.
En ella no existe como motivo de salida del registro la
derivación a centros concertados, es más, se hace expre-
samente constar que si el paciente rechaza la oferta para
ser atendido en otro centro, ello no supondrá alteración
alguna en el lugar que ocupe en la lista sanitaria del
centro de origen.

En el momento actual ninguna persona puede ser
relegada en la lista de espera quirúrgica por haber
rechazado la derivación a un centro concertado.

En desarrollo de lo previsto en la disposición
adicional segunda de la Ley 8/2003, de 8 de abril, sobre
derechos y deberes de las personas en relación con la
salud, se ha elaborado en esta Consejería el proyecto de
Decreto por el que se crea el Registro de pacientes en
lista de espera de atención especializada y se regulan las
garantías de espera máxima en intervenciones
quirúrgicas en el Sistema de Salud de Castilla y León.
Dicho proyecto se elevará en próximas fechas al
Consejo de Gobierno de la Junta de Castilla y León para
su aprobación”.

1.1.2. Derecho a una segunda opinión médica

En el expediente Q/538/05 el reclamante ponía de
manifiesto su disconformidad con la atención sanitaria
prestada por el Servicio de Neurocirugía del Hospital
General Yagüe de Burgos. En concreto, se refería a dos
cuestiones: por un lado, al deficiente estado de las habi-
taciones y, por otro, a la denegación -tanto por parte de
su médico de familia como de la inspección médica de
Palencia- de su solicitud de segunda opinión médica.

Respecto a la primera cuestión y, como ya se informó
por la administración sanitaria en el contexto del expe-
diente Q/395/05, la Dirección-Gerencia del Hospital
General Yagüe está realizando actuaciones para la
mejora de la confortabilidad de las habitaciones; en
concreto, se está llevando a cabo un Plan de renovación
de camas y de remodelación de las habitaciones del
hospital el cual se ejecuta en función del estado de las
unidades de hospitalización y de los índices de
ocupación.

Respecto al derecho del paciente a obtener una
segunda opinión médica debe tenerse en cuenta el
contenido del art.4.1 de la Ley 16/2003, de 28 de mayo,
de Cohesión y Calidad del Sistema Nacional de Salud de
conformidad con el cual los ciudadanos tienen derecho a
disponer de una segunda opinión facultativa sobre su
proceso. Sin embargo, la propia ley supedita el ejercicio
de este derecho al desarrollo reglamentario por parte de
las instituciones sanitarias (art. 28.1 de la Ley 16/2003).

En Castilla y León el art. 37 de la Ley 8/2003 sobre
Derechos y Deberes de las Personas en relación con la
Salud recoge, también, el derecho a una segunda opinión
médica de acuerdo con la regulación específica que al
efecto se establezca.

Finalmente, la guía informativa editada por la Junta
de Castilla y León titulada “Mis derechos y deberes
como paciente” (disponible también en la página web
www.sanidad.jcyl.es) recoge en el apartado “mi derecho
a autonomía de decisión” una serie de derechos
concluyendo en su página 12 con el siguiente texto:
“Además de estos derechos, si soy usuario de un centro,
servicio o establecimiento público de la comunidad
tendré también los siguientes: A una segunda opinión
médica, de acuerdo con la regulación específica que a tal
efecto se establezca”.

Sin embargo, dicha normativa reglamentaria aún no
ha entrado en vigor pese a que la Disposición Adicional
Primera de la mencionada ley establece para su apro-
bación el plazo de doce meses contados a partir de su
entrada en vigor, plazo que expiró en mayo de 2005.

Ello al contrario de lo que sucede en otras Comu-
nidades Autónomas en las que, o bien se está preparando
ese desarrollo reglamentario (en Murcia, por ejemplo), o
bien el mismo ya se ha llevado a cabo; así, por ejemplo,
Andalucía (Decreto 127/2003, de 13 de mayo, por el que
se establece el ejercicio del derecho a la segunda opinión
médica en el sistema sanitario público de Andalucía),
Extremadura (Decreto 16/2004, de 26 de febrero, por el
que se regula el derecho a la segunda opinión médica en
el ámbito del sistema sanitario público de Extremadura)
y Castilla-La Mancha (Decreto 180/2005, de 2 de
noviembre, del derecho a la segunda opinión médica).

En virtud de todo lo expuesto se formuló una reso-
lución a la Consejería de Sanidad en los siguientes
términos:

“Que la Administración de la Comunidad de Castilla
y León elabore y apruebe cuanto antes la correspon-
diente norma o normas reglamentarias para el desa-
rrollo del derecho a la segunda opinión médica en el
ámbito del sistema sanitario público de Castilla y León,
en cumplimiento de lo establecido en el artículo 37 y en
la Disposición Adicional Primera de la Ley 8/2003, de 8
de abril, sobre Derechos y Deberes de las Personas en
relación con la Salud”.

Dicha resolución fue aceptada por la Consejería de
Sanidad la cual ha puesto en nuestro conocimiento, en
junio de 2006, que “se estaban estudiando los distintos
presupuestos para el ejercicio del derecho a la segunda
opinión médica que han de servir de fundamento para la
elaboración y posterior aprobación de la norma que
regulará la segunda opinión en el Sistema de Salud de
Castilla y León”.

1.2. Listas de espera

En el expediente Q/0116/06 el reclamante manifiesta
su disconformidad con la lista de espera para consulta de
neurocirugía en el Hospital General Yagüe de Burgos.

El paciente se encontraba hospitalizado en el Hospital
de Santa Bárbara de Soria y fue derivado, en ese
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momento, al Hospital General Yagüe de Burgos para una
consulta de neurocirugía (ya que no existe en la
provincia de Soria centro de referencia). Sin embargo, la
consulta en Burgos se concedió después de cuarenta días
de espera.

En atención a nuestra petición de información se
remitió por la Consejería de Sanidad un informe en el
cual se indica que el tiempo medio de espera para los
pacientes de Neurocirugía derivados desde el Complejo
de Soria al Hospital de Burgos durante el año 2005 fue
de 1 mes y que, durante el año 2006, oscila desde 1 mes
y medio hasta 5 meses.

Continúa la Consejería de Sanidad indicando el
tiempo medio de espera, a fecha 28 de febrero de 2006,
en los demás centros que cuentan con esta especialidad.
En concreto:

Complejo Asistencial de León: 15 

Complejo Asistencial de Salamanca: 34 

Hospital Clínico Universitario de Valladolid: 7 

Hospital Universitario Río Hortega de Valladolid: 0

A la vista de la información remitida puede, por lo
tanto, constatarse que la diferencia entre los tiempos de
espera para consulta de neurocirugía en el Hospital de
Burgos y en el resto de centros de referencia es más que
notable. Por este motivo se formuló una resolución a la
Consejería de Sanidad en la que se consideraba reco-
mendable aligerar la presión asistencial del Hospital
General Yagüe de Burgos derivando pacientes a los
demás centros de referencia.

Sin embargo, dicha resolución fue rechazada enten-
diendo el citado centro directivo que, con carácter
general, no se considera conveniente fracturar el sistema
de referencia establecido. Por otra parte, se indica que el
Complejo Asistencial de Burgos está llevando a cabo
actuaciones para disminuir el tiempo medio de espera en
las consultas de neurocirugía.

En el expediente Q/1479/05 el reclamante manifiesta
su disconformidad con la lista de espera de la consulta de
Neurología del Hospital Universitario de Salamanca.

En este caso concreto se consultó al reclamante en el
plazo aproximado de sesenta días; por lo tanto, se rebasó
ampliamente el objetivo establecido en el Plan de
reducción de listas de espera 2003-2007 en Castilla y
León (45 días en el año 2005 para consultas externas).

En relación con esta cuestión debe tenerse en cuenta
el Acuerdo 261/2003, de 26 de diciembre, por el que se
aprueba el Plan de reducción de listas de espera 2003-
2007. En el mismo se establecen cuatro anualidades y
tres tipos de listas de espera (quirúrgica, consultas
externas y pruebas diagnósticas). Los plazos que se esta-
blecen suponen la reducción progresiva de las listas (de
165 días en el año 2004 a 100 días en el año 2007 para la
quirúrgica, de 60 días en el año 2004 a 30 días en el año

2007 para consultas externas y de 30 días en el año 2004
a 20 días en el año 2007 para pruebas diagnósticas).

El preámbulo de dicho acuerdo advierte que dicho
Plan de Reducción de listas de espera se elabora con
carácter previo al desarrollo normativo previsto sobre
plazos máximos de demora para las intervenciones
quirúrgicas, las consultas de especialidades y los proce-
dimientos diagnósticos; desarrollo normativo que aún no
ha tenido lugar.

Es decir, el usuario afectado por el incumplimiento de
los plazos máximos en lista de espera a que se refiere el
mencionado Acuerdo 261/2003, de 26 de diciembre, no
puede reclamar que dicha asistencia se preste por la
sanidad privada sin coste alguno. Y ello al contrario de
lo que sucede en otras comunidades autónomas como,
por ejemplo, Castilla-La Mancha, País Vasco o
Cantabria en las que ya se ha producido o, al menos
iniciado, dicho desarrollo y, además, con la consecuencia
indicada.

A la vista de lo expuesto se formuló una resolución a
la Consejería de Sanidad en los siguientes términos:

“1.- Que por parte de la Administración de la
Comunidad Autónoma de Castilla y León, una vez que
termine el periodo de aplicación del Plan de reducción
de Listas de espera (2003-2007), se elabore cuanto antes
la norma reglamentaria que establezca las condiciones y
garantías de los usuarios en relación con las listas de
espera.

2.- Que por parte de la Administración de la
Comunidad Autónoma de Castilla y León y, hasta que
dicho desarrollo normativo se produzca, se busque la
manera de paliar la situación de falta de profesionales
que viven determinados servicios en época estival, de
modo que el nivel de servicio sea el mismo que en
cualquier otro periodo del año”.

Dicha resolución fue aceptada.

1.3. Práctica Profesional

En el expediente Q/1280/05 el reclamante manifiesta
su disconformidad con la atención sanitaria recibida
tanto en el Hospital Río Hortega como en el Centro de
Especialidades Arturo Eyries de Valladolid.

Resulta especialmente significativa la resonancia
magnética practicada al reclamante el 12 de febrero de
2005 -con posterioridad a la intervención quirúrgica de
fecha 22 de noviembre de 2004- la cual pone de mani-
fiesto que, con posterioridad a dicha intervención, sigue
apreciándose la rotura del menisco de la rodilla
izquierda.

En este caso el reclamante interpuso la oportuna recla-
mación al amparo del Decreto 40/2003, de 3 de abril,
relativo a las guías de información al usuario y a los
procedimientos de reclamación y sugerencia en el ámbito
sanitario; reclamación que, pese a la gravedad de los
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hechos expuestos, fue tramitada obviando el contenido
del art. 8.1 del Decreto citado. De conformidad con
dicho precepto legal, si de la reclamación o queja
pudiera derivar cualquier tipo de responsabilidad admi-
nistrativa, disciplinaria o penal se pondrá inmedia-
tamente en conocimiento de la autoridad u órgano
competente para promover la iniciación del correspon-
diente procedimiento administrativo o judicial y sin
perjuicio del cumplimiento de las obligaciones previstas
para las autoridades y funcionarios en la Ley de Enjui-
ciamiento Criminal.

A la vista de lo expuesto y con fecha 26 de septiembre
de 2006 se remitió a la Consejería de Sanidad resolución
en la que se instaba de la misma el inicio de actuaciones
tendentes a esclarecer las circunstancias concurrentes en
el presente supuesto (teniendo en cuenta, como se ha
dicho, que, con posterioridad a la intervención
quirúrgica, sigue apreciándose la rotura del menisco de
la rodilla izquierda) y a la vista de dichas actuaciones
iniciar, en su caso, el correspondiente procedimiento de
responsabilidad patrimonial.

Con posterioridad a la fecha de cierre del presente
informe la Consejería ha aceptado la resolución
formulada en los siguientes términos: “Se ha procedido
a la designación de un Inspector Médico a fin de llevar a
cabo la correspondiente información previa respecto al
problema traumatológico de D. ...”.

En términos similares se formuló también una reso-
lución en el contexto del expediente Q/1715/04 en el que
el reclamante manifestaba su disconformidad con la asis-
tencia sanitaria recibida en los servicios de ginecología y
obstetricia del Hospital Virgen de la Concha de Zamora.
E, igualmente también, en el expediente Q/587/05
relativo a la asistencia sanitaria prestada en el Hospital
Nuestra Sra. De Sonsoles de Ávila. Ambas resoluciones
han sido aceptadas.

Por otro lado, en varias quejas (Q/1826/04,
Q/1405/05, Q/1500/05 y Q/1781/05) se pone de mani-
fiesto la paralización de los correspondientes expedientes
de responsabilidad patrimonial iniciados a instancia de
parte. En todas las resoluciones formuladas (cuatro) se
instaba de la administración autonómica la agilización de
los trámites pendientes y, en consecuencia, la finali-
zación de los citados procedimientos. Tres de las resolu-
ciones ya han sido aceptadas.

1.4. Gastos de desplazamiento

En el expediente Q/24/05 el interesado manifiesta su
disconformidad con el abono de gastos de desplaza-
miento por parte de la Gerencia de las Áreas de Salud de
León y El Bierzo. El reclamante, residente en Trabadelo
(León), se vio obligado a desplazarse en 15 ocasiones al
Hospital de El Bierzo para recibir atención especializada
(sesiones de rehabilitación).

El paciente carece de medio de transporte propio. Por
otro lado, le resultó imposible utilizar el transporte

público de autobús en todos los casos razón por la cual
procedió a contratar los servicios de taxi (con un coste de
96 € según el recibo que aporta).

Respecto a esta cuestión debe tenerse en cuenta que
las ayudas por desplazamiento, manutención y aloja-
miento para los usuarios que se desplacen con fines asis-
tenciales se regulan en la Orden de 5 de noviembre de
2003. Según dicho texto legal, el cálculo del importe de
las ayudas por desplazamiento se realiza multiplicando el
número de kms. del trayecto realizado por el paciente,
incluyendo ida y vuelta, por 0,07 €/km. con indepen-
dencia del medio de transporte utilizado.

Por lo tanto, no se ha podido apreciar irregularidad
alguna en las resoluciones emitidas por la Gerencia de
Salud de las Áreas de León y El Bierzo las cuales se han
limitado a aplicar, al supuesto concreto, la normativa
vigente.

Sin embargo, si se consideró necesario poner de mani-
fiesto a la Consejería de Sanidad que las deficiencias que
presenta el transporte público regular en muchas de las
localidades de Castilla y León podría aconsejar la modi-
ficación de la Orden en el sentido de que contemplara
expresamente la posibilidad de que, en algunos casos y
de forma justificada, se abonase también el coste del
transporte en taxi hasta el lugar donde se pueda acceder
al transporte público regular. Por otro lado, tal y como se
recogía en la normativa vigente anterior a la Orden de 5
de noviembre de 2003 (Circulares nº 6/1981 y 5/1997 del
Insalud).

La resolución remitida textualmente indicaba:

“1.- Que se modifique el art. 5 de la Orden
SAN/1622/2003, de 5 de noviembre, por la que se
regulan las ayudas por desplazamiento, manutención y
alojamiento para los usuarios de la sanidad de Castilla y
León que se desplacen con fines asistenciales.

2.- Que dicha modificación contemple la posibilidad
de que, en casos debidamente justificados, la cuantía de
la ayuda por desplazamiento incluya el importe del
transporte en taxi hasta el punto más cercano en que se
pueda acceder al transporte público regular”.

Dicha resolución fue rechazada por la Consejería de
Sanidad. Entre otros argumentos se indica que la autori-
zación de transporte en taxi supondría introducir una
casuística que generaría, finalmente, un sistema discrimi-
natorio dentro del ámbito del propio Sistema Sanitario de
Castilla y León.

1.5. Centros de salud y consultorios locales

1.5.1. Centros de salud

En el expediente Q/942/05 el reclamante solicita una
nueva ubicación para el centro de salud “Filiberto
Villalobos”, actual sede de las zonas básicas de salud de
Universidad-Centro y Sancti-Spíritus-Canalejas
(Salamanca).
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Esta cuestión ya ha sido objeto de una resolución del
Procurador del Común (expedientes Q/2005/03 y
Q/2025/03) en la que se instaba de las Administraciones
públicas implicadas, la Consejería de Sanidad, en el
ejercicio de sus potestades de planificación y organi-
zación sanitarias y el Ayuntamiento de Salamanca, en el
ejercicio de sus competencias urbanísticas y de
prevención ambiental, la adopción de las medidas perti-
nentes para ubicar los centros de salud de las zonas
básicas de salud de Universidad-Centro y Sancti-
Spíritus-Canalejas en sendos edificios que cumplan la
normativa vigente.

La Consejería de Sanidad, que aceptó parcialmente la
citada resolución, indicaba en su escrito que se estaban
realizando actuaciones encaminadas a localizar un
inmueble que reúna las características adecuadas para
instalar los centros de salud de ambas zonas básicas. Sin
embargo, el Ayuntamiento de Salamanca no contestó a la
resolución del Procurador del Común a pesar de haber
sido requerido hasta en dos ocasiones para que se
pronunciara al respecto.

En el curso de las investigaciones desarrolladas en el
contexto del expediente del año 2005 hemos tenido
conocimiento, respecto a la Zona Básica de Salud de
Universidad-Centro, de las actuaciones realizadas por la
Administración autonómica al respecto. Así, se mantu-
vieron conversaciones con el Director de la Tesorería
General de la Seguridad Social de Salamanca en torno a
la posible disponibilidad del edificio de dicha Tesorería
situado en la Plaza de los Bandos de Salamanca y se
dirigió un escrito al Subdirector General de Gestión de
Patrimonio, Inversiones y Obras de la Tesorería General
de la Seguridad Social en el que se solicitaba documen-
tación sobre el referido edificio y sobre su disponi-
bilidad.

También hemos tenido conocimiento de que la Admi-
nistración autonómica adquirió para la ampliación del
Centro de Salud “Filiberto Villalobos” un local de 430

m2 aproximadamente situado en la planta baja y semi-
sótano del mismo inmueble y de que en la actualidad ya
habían comenzado las obras (que cuentan con licencia
ambiental y de obras).

También hemos podido conocer que la Adminis-
tración autonómica solicitó al Ayuntamiento la cesión de
un solar destinado a la construcción de un nuevo Centro
de Salud y de que, a raíz de esta solicitud, el Ayunta-
miento de Salamanca propuso un solar –inadecuado, no
obstante, para el fin pretendido-. Finalmente y, también
en relación con esta cuestión, la Administración auto-
nómica ha celebrado reuniones con la Diputación
Provincial de Salamanca sobre la posibilidad de ceder
parte de los pabellones del antiguo hospital provincial
situado en el Paseo de San Vicente n° 49, inmueble
ubicado dentro del área de la Zona Básica de Salud de
Universidad-Centro. 

En el presente expediente y a la vista de las actua-
ciones desarrolladas tanto por la Consejería de Sanidad
(que es preciso destacar) como por el Ayuntamiento de
Salamanca se formularon dos resoluciones. En los
siguientes términos:

1.- Consejería de Sanidad

«Que, por parte de la Consejería de Sanidad se
continúe la búsqueda de una ubicación, para la cons-
trucción de un nuevo centro de salud que descongestione
el de “Filiberto Villalobos”, bien sea colaborando con
el Ayuntamiento de Salamanca o con la Diputación
Provincial de Salamanca para así garantizar el derecho
a la protección de la salud establecido en el art. 43 de la
Constitución Española».

2.-Ayuntamiento de Salamanca

«Que por parte del Ayuntamiento de Salamanca se
colabore con la Consejería de Sanidad de la Junta de
Castilla y León en la búsqueda con la mayor urgencia
posible de una ubicación para la construcción de un
nuevo centro de salud que descongestione el de
“Filiberto Villalobos”».

La Consejería de Sanidad ha aceptado la resolución
del Procurador del Común con posterioridad a la fecha
de cierre del informe. Sin embargo, seguimos a la espera
de la respuesta del Ayuntamiento de Salamanca.

En el expediente Q/512/05 se demanda la cons-
trucción de un nuevo Centro de Salud en Cúellar.

La Consejería de Sanidad indica en su informe que en
su Plan de Inversiones en Infraestructuras Sanitarias
2002-2010 solamente está incluida, respecto del citado
centro de salud, la adaptación en materia de accesi-
bilidad. Esta adaptación tiene prevista su ejecución,
inicialmente, antes del año 2008.

Sin embargo, en la sesión del Pleno del Ayuntamiento
de Cuellar de 31 de mayo de 2005 se acuerda la ratifi-
cación del acuerdo de 15 de marzo de 2005 del Consejo
de Salud de Cuellar sobre construcción de un nuevo
centro de salud. Textualmente se establecía “Asumir el
acuerdo del Consejo de Salud de Cuéllar de fecha 15 de
marzo de 2005 que dice ...Solicitar de las Autoridades
sanitarias de la Junta de Castilla y León la construcción
de un nuevo centro de salud, para atender las nece-
sidades de la zona básica de salud, ya que el actual no
tiene capacidad para acoger todos los servicios que se
prestan en la actualidad”.

Se formularon sendas resoluciones. En los siguientes
términos: 

Consejería de Sanidad

“1.- Que por parte de la Consejería de Sanidad, de
acuerdo con las disponibilidades presupuestarias exis-
tentes y en el ejercicio de sus potestades discrecionales,
se estudie la posibilidad de realizar un plan funcional
para valorar en el Centro de Salud de Cuellar las nece-
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sidades, espacios y dimensiones suficientes y la inclusión
de dicho estudio en el Plan de Inversiones en Infraes-
tructuras Sanitarias.

2.- Que por parte de la Consejería de Sanidad, se
estudie la suscripción de un Convenio de Colaboración
con el Ayuntamiento de Cuéllar para la mejora de la
asistencia sanitaria en la Zona Básica de Salud de
Cuellar, en especial, respecto a la posibilidad de que el
ayuntamiento pudiera ceder un solar para la cons-
trucción de un nuevo centro de salud”.

Ayuntamiento de Cuéllar

“Que por parte del Ayuntamiento de Cuéllar, de
acuerdo con las disponibilidades presupuestarias exis-
tentes y en el ejercicio de sus potestades discrecionales,
se estudie la suscripción de un convenio de colaboración
con la Consejería de Sanidad de la Junta de Castilla y
León para la mejora de la asistencia sanitaria en la
Zona Básica de Salud de Cuellar, en especial, respecto a
la posibilidad de que el ayuntamiento pudiera ceder un
solar para la construcción de un nuevo centro de salud”.

Ambas resoluciones fueron aceptadas.

1.5.2. Consultorios locales

En el expediente Q/1346/05 el reclamante pone de
manifiesto la inexistencia de consultorio médico en el
anejo de Villarejo perteneciente al municipio de San
Juan del Molinillo (Ávila).

Respecto a esta cuestión debe tenerse en cuenta que el
art. 10 de la Orden de 6 de junio de 1986 (de la entonces
Consejería de Bienestar Social de la Junta de Castilla y
León) por la que se aprueban las normas mínimas de
funcionamiento de los Equipos de Atención Primaria en
Castilla y León dispone que en los núcleos de población
de más de 50 habitantes y menos de 100 habitantes
donde no radique el centro de salud se efectuará consulta
un día a la semana.

Precisamente en relación con esa cuestión el II Plan
de Salud de Castilla y León aprobado por Decreto de la
Junta de Castilla y León 212/1998 recogía, como uno de
sus objetivos, que el 95% de los núcleos de población
superior a 50 habitantes dispusiera de consultorio local
en el año 2000.

Por lo tanto y, con independencia de que en San Juan
del Molinillo exista consultorio, lo cierto es que el anejo
de Villarejo cuenta con más de 50 habitantes (figuran en
el mismo 54 tarjetas sanitarias) cumpliéndose, en conse-
cuencia, los requisitos exigidos en la orden citada para
que tenga lugar consulta una vez a la semana.

Otra cuestión sería determinar la Administración
pública que tiene atribuida la responsabilidad de su esta-
blecimiento. Y ello porque la normativa vigente
solamente establece la obligación de los ayuntamientos
de conservar y mantener los consultorios locales.

En efecto, el art. 21 de la Ley de Castilla y León
1/1993, de 6 de abril, de Ordenación del Sistema
Sanitario dispone en su apartado 5 que los núcleos de
población superior a cincuenta habitantes dispondrán de
un consultorio local y que los Ayuntamientos respectivos
garantizarán, en todo caso, su conservación y manteni-
miento. En concordancia con este precepto, el art. 57.1
g) de la misma ley reitera que las corporaciones locales
tendrán la responsabilidad de conservar y mantener los
consultorios locales. Las anteriores consideraciones se
recogieron en sendas resoluciones remitidas a la
Consejería de Sanidad y al Ayuntamiento de San Juan
del Molinillo en las que se establecía la necesidad de
realizar, en ambos casos, las gestiones oportunas
tendentes el establecimiento del citado consultorio local
y sin perjuicio de que, en un momento posterior, su
conservación y mantenimiento sí sean responsabilidad
exclusiva del ayuntamiento.

La Consejería de Sanidad ha aceptado la resolución
del Procurador del Común. En concreto, manifiesta el
citado centro directivo que se procederá a verificar el
número de habitantes de la localidad de Villarejo y que,
en función del dato resultante, se establecerá, en
principio, la periodicidad de las consultas que se
contempla en el art. 10.1 de la Orden de 6 de junio de
1986. Sin embargo, el Ayuntamiento de San Juan del
Molinillo, en la fecha de cierre del presente informe, aún
no ha contestado a la resolución formulada.

En el expediente Q/592/05 el reclamante manifiesta
su disconformidad con el régimen de consulta asistencial
en la localidad de Valdescorriel (Zamora). Manifiesta
que con posterioridad al Decreto 6/2002, de 10 de enero,
de la Junta de Castilla y León que estableció las Demar-
caciones Asistenciales en las Zonas Básicas de Salud los
días de consulta son dos (martes y viernes) y el horario
una hora y media cada día. Hasta el año 2002, sin
embargo, la localidad de Valdescorriel contaba con un
médico que pasaba consulta cuatro días a la semana
durante dos horas diarias.

En primer lugar y, en cuanto a los días de consulta a
la semana, hay que tener en cuenta el art. 10 de la Orden
de 6 de junio de 1986 -de la entonces Consejería de
Bienestar Social de la Junta de Castilla y León- por la
que se aprueban las Normas Mínimas de Funcionamiento
de los Equipos de Atención Primaria en Castilla y León.

De conformidad con el mismo, la consulta asistencial
sanitaria en los núcleos de población donde no radique el
centro de salud y cuenten con una población
comprendida entre 101 a 200 habitantes tendrá lugar dos
días a la semana. Sin embargo, indica asimismo el citado
precepto legal que podrá ampliarse en el respectivo
Reglamento del Equipo de Atención Primaria en base a
las circunstancias y necesidades de la Zona.

En segundo lugar y, respecto al horario, el art. 8 de la
mencionada Orden de 6 de junio de 1986 indica que en
el Centro de Salud y en los consultorios de la zona el
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equipo de atención primaria establecerá, de acuerdo con
las características de dicha Zona, el horario en el que se
atenderá la demanda asistencial generada por la
población, así como los profesionales que llevarán a
cabo dichas consultas.

En virtud de todo lo expuesto se formuló la siguiente
resolución:

“1.- Que siempre que se acredite que en el municipio
de Valdescorriel no se puede atender a todos los
pacientes que solicitan asistencia en los dos días de
consulta semanal fijados actualmente, se amplíe el
número de días de dicha consulta utilizando para ello el
mecanismo previsto en el art. 10.2 de la Orden de 6 de
junio de 1986, tal y como se ha hecho para el municipio
de Fuentes de Ropel.

2.- Que, en el supuesto de que no se considere
necesaria dicha ampliación en el número de días, al
menos se valore la posibilidad de ampliar el horario de
consulta, utilizando para ello la potestad discrecional
que el art. 8 de la Orden de 6 de junio de 1986 atribuye
a los Equipos de Atención Primaria para la fijación del
horario, evitando con ello mayor presión asistencial en
el municipio de Fuentes de Ropel y facilitando así a las
personas mayores el acceso a la sanidad al no tener que
desplazarse a dicha localidad desde Valdescorriel.

3.- Que, en todo caso, durante los meses estivales se
valore la circunstancia del aumento de población de
hecho de Valdescorriel, para planificar adecuadamente
la asistencia (bien mediante aumento del número de día
de consulta, bien a través de la ampliación del
horario)”.

Dicha resolución fue aceptada.

Por otro lado, en el expediente Q/15/06 el reclamante
manifestaba su disconformidad con la falta de apertura
del consultorio médico de la localidad de San Juan de la
Mata (Ayuntamiento de Arganda, León). Este mismo
asunto había sido objeto de los expedientes Q/1971/04 y
Q/1518/05.

En el expediente del año 2005 se denunciaban, en
concreto, las deficiencias de la instalación eléctrica del
mencionado consultorio. Dicho aspecto ha sido corro-
borado por la propia Consejería de Sanidad en los
siguientes términos: “No obstante, el ayuntamiento no ha
solicitado el alta del suministro eléctrico, soporte
imprescindible y previo para que el consultorio pueda
funcionar con normalidad”.

En la resolución remitida (teniendo en cuenta que la
problemática relativa a la instalación eléctrica se
encontraba en vías de solución) se instaba del Ayunta-
miento de Arganza que procediera a solicitar la autori-
zación sanitaria al Servicio Territorial de Sanidad de
León y a dotar de mobiliario no clínico dicho consultorio
(ya que la dotación de material sanitario corresponde a la
Administración autonómica).

En los siguientes términos:

“1.- Que por parte del Ayuntamiento de Arganza se
proceda a subsanar totalmente cualquier deficiencia que
impida la legalización de la obra de acondicionamiento
del local destinado a consultorio local en San Juan de la
Mata.

2.- Que por parte del Ayuntamiento de Arganza se
dote dicho consultorio local del mobiliario no sanitario
preciso.

3.- Que, una vez cumplidos los anteriores requisitos,
se solicite del Servicio Territorial de Sanidad de la Dele-
gación de la Junta de Castilla y León en León la corres-
pondiente autorización sanitaria de funcionamiento para
el consultorio local de San Juan de la Mata”.

También se consideró oportuno formular la siguiente
resolución a la Consejería de Sanidad:

“Que por parte de la Administración de la comunidad
autónoma de Castilla y León se proceda a poner en
funcionamiento el consultorio local de San Juan de la
Mata (León) una vez que el Ayuntamiento de Arganza
haya subsanado las deficiencias existentes y haya
cumplido los trámites administrativos precisos”.

Dichas resoluciones fueron aceptadas por ambas
administraciones y se procedió al archivo del citado
expediente.

No obstante ha debido procederse a su reapertura
teniendo en cuenta la falta de funcionamiento del
consultorio con posterioridad a la aceptación de las reso-
luciones. Sin embargo, en el curso de las investigaciones
desarrolladas con posterioridad a la reapertura se ha
tenido conocimiento de que la corporación local ya había
solicitado a la Junta de Castilla y León la preceptiva
autorización sanitaria de funcionamiento.

1.6. Asistencia pediátrica

En los expedientes Q/848/05 y Q/90/06 los recla-
mantes se refieren a la asistencia pediátrica en deter-
minadas zonas rurales de la provincia de Ávila. En
concreto, el expediente Q/848/05 se refiere a las zonas
básicas de salud de El Barco de Ávila, Piedrahita y
Gredos y el expediente Q/90/06 a la zona de Arenas de
San Pedro.

1.- Expediente Q/848/05 (El Barco, Piedrahita y
Gredos)

Para la atención pediátrica existe una pediatra de área.
En su día su titular disfrutó la licencia por maternidad sin
que fuera posible su sustitución ya que, según nos
informó la Consejería de Sanidad, “no se encontró
ningún especialista en pediatría que aceptara la plaza”.

También nos indica la Consejería de Sanidad que la
pediatra de área se encuentra en la actualidad en
situación de excelencia por cuidado de hijo y que, como
consecuencia de ello, se ha procedido a contratar un
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pediatra para atender las zonas de El Barco de Ávila y
Piedrahita y a una médico general con experiencia en
pediatría para la Zona de Gredos “ante la dificultad de
encontrar profesionales de esta especialidad”.

2.- Expediente Q/90/06 (Arenas de San Pedro)

Para la atención pediátrica existe una pediatra de
equipo. En su día su titular disfrutó, también, una
licencia por maternidad siendo sustituido por un espe-
cialista en medicina familiar y comunitaria ya que parece
que tampoco fue posible, en este caso, contratar un espe-
cialista en pediatría.

Quizás la dificultad a la que se refiere la Consejería de
Sanidad para contratar especialistas en pediatría tenga
que ver con las condiciones laborales de los mismos.
Precisamente, en relación con este asunto, esta Procu-
raduría tuvo conocimiento de que la Asociación de
Pediatras de Atención Primaria de Castilla y León
(APAPCyL) publicó en 2002 los resultados de una
encuesta realizada en 2001 entre Pediatras de Área de
Castilla y León. Entre otros, con los siguientes
resultados:

1.- Atienden hasta 8 zonas básicas de salud. 

2.- Generalmente visitan diariamente dos centros de
salud

3.- Todos tienen contrato de interinidad. 

4.- El complemento de productividad depende exclu-
sivamente de las zonas básicas asignadas (dos, tres
o más de tres) sin tenerse en cuenta el número de
tarjetas sanitarias infantiles.

5.- Los pediatras de área realizan un elevado número
de kilómetros diarios en su propio vehículo reci-
biendo solamente entre 4 y 5 céntimos de euro por
kilómetro.

Sin embargo, aún siendo cierto que los resultados de
dicha encuesta corresponden al año 2001 y que, proba-
blemente, algunas de las deficiencias detectadas habrán
sido subsanadas, es un hecho constatable que los
usuarios de la sanidad siguen poniendo de manifiesto su
disconformidad con la falta de especialistas en pediatría
en determinadas zonas de nuestra comunidad autónoma.

A la vista de lo expuesto, se remitió la siguiente reso-
lución a la Consejería de Sanidad:

“Que la Administración de la Comunidad Autónoma
de Castilla y León estudie el modo de incentivar los
puestos de especialista en pediatría de las zonas rurales
y periféricas de Castilla y León (en concreto en la
provincia de Ávila), así como cualquier otra medida que
contribuya a que la cobertura de dichos puestos sea
estable, incrementándose su número para mejorar sus
condiciones laborales y, de ese modo, mejorar también
la asistencia a los usuarios”.

La Consejería de Sanidad contestó a nuestra reso-
lución indicando que no resulta posible en estos
momentos la adopción de medidas o incentivos como los
propuestos teniendo en cuenta tanto la realidad sobre la
que se actúa (zonas rurales con población escasa y
dispersa y con una geografía y orografía específicas)
como la escasez de profesionales.

En los expedientes Q/113/06 y Q/186/06 los recla-
mantes aluden a la reducción del horario de consulta de
pediatría. En concreto, el expediente Q/113/06 se refiere
a la zona básica de salud Soria Rural y el expediente
Q/186/06 a la zona básica de salud de San Esteban de
Gormaz.

En relación con la zona básica de salud Soria Rural la
Consejería de Sanidad informa que el área de salud
dispone de 5 plazas de pediatría de área pero que una de
estas plazas, creada en noviembre de 2004, se encuentra
vacante. Continúa la Consejería indicando que ha sido
imposible cubrir la plaza por ausencia de profesionales
pese a haberse ofertado en convocatoria pública y a
través de colegios de médicos, facultades de medicina y
prensa especializada. 

En segundo lugar y, en relación con la zona básica de
salud de San Esteban de Gormaz, nos informa la
Consejería que, dada la baja actividad registrada, se ha
reducido en treinta minutos el tiempo de consulta
asignado.

A la vista de estos antecedentes se remitió a la
Consejería la siguiente resolución:

“1.- Que la Administración de la Comunidad
Autónoma de Castilla y León reitere cuantas veces sea
necesario la oferta para que se cubra lo antes posible la
plaza vacante de pediatra de área correspondiente a la
provincia de Soria y, una vez se haya producido dicha
cobertura, se vuelva a prestar consulta pediátrica en el
centro de salud de la ZBS Soria Rural los mismos días a
la semana que antes de diciembre de 2005.

2.- Que la Administración de la Comunidad
Autónoma de Castilla y León reconsidere su decisión de
disminuir el tiempo de consulta pediátrica en la ZBS de
San Esteban de Gormaz, atendiendo a la circunstancia
de que parece haber aumentado la natalidad recien-
temente”.

Dicha resolución fue aceptada. Respecto al punto 1 se
manifiesta que la Gerencia de Atención Primaria de
Soria sigue tratando de cubrir la plaza vacante de
pediatra de área y que, una vez cubierta, se prestará
consulta pediátrica en la ZBS de Soria Rural en los
mismos términos que antes de la reorganización.

Respecto al punto 2 la Consejería de Sanidad informa
que adoptará las medidas oportunas en el momento en
que se detecte un incremento en la población infantil o
en la actividad asistencial de pediatría en la ZBS de San
Esteban de Gormaz.
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1.7. Centros concertados

En el expediente Q/1391/05 el reclamante manifiesta
su disconformidad con la atención sanitaria dispensada
en el centro concertado San Juan de Dios (Burgos) en los
meses de julio y agosto del año 2005. En concreto, se
denuncia la falta de personal en horario nocturno así
como el trato recibido por parte de algún facultativo.

Al respecto debe comenzarse indicando que la técnica
del concierto para la prestación de servicios sanitarios ha
sido y es utilizada asiduamente por parte de la Adminis-
tración pública sanitaria. Sin embargo, hasta fechas
recientes, no se ha despejado la duda de si resultaba de
aplicación al concierto sanitario la legislación sobre
contratación administrativa.

Según el informe 37/95, de 24 de octubre de 1995, de
la Junta Consultiva de Contratación Administrativa “los
contratos que tienen por objeto prestaciones sanitarias a
los beneficiarios de la Seguridad Social, que celebra el
Insalud, merecen el calificativo de contratos de gestión
de servicios públicos y que, por ello, pueden ser enco-
mendados a particulares en su modalidad de concierto,
prevista expresamente en la Ley de Contratos de las
Administraciones Públicas”.

En la actualidad, es indiscutible que se trata de una
modalidad de contrato de gestión indirecta del servicio
público sanitario cuyo régimen jurídico básico se recoge
en el art. 90 de la Ley 14/1986, de 25 de abril, General
de Sanidad y en los art. 154 y ss. del Texto Refundido de
la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas
aprobado por RDLeg 2/2000, de 16 de junio (TRLCAP).
Además, en Castilla y León, hay que tener en cuenta los
arts. 29 a 32 de la Ley 1/1993, de 6 de abril, de Orde-
nación del Sistema Sanitario así como el Decreto
119/1991, de 21 de mayo, por el que se dictan normas en
materia de convenios y conciertos de asistencia sanitaria
que se preste en los centros dependientes de la
comunidad autónoma de Castilla y León.

No obstante lo dicho, todavía no existe el correspon-
diente desarrollo reglamentario de los conciertos sani-
tarios resultando de aplicación la Resolución de la
Secretaría de Estado de Sanidad de 11 de abril de 1980
(BOE nº 107, de 3 de mayo de 1980) por la que se regula
la asistencia sanitaria con medios ajenos a los benefi-
ciarios de la Seguridad Social.

Según nos indica la Administración autonómica, en el
concierto de asistencia sanitaria suscrito por el entonces
Instituto Nacional de la Salud y el Centro Hospital San
Juan de Dios de Burgos de fecha 18 de abril de 1989 –y
que remite a lo establecido en la Resolución de la
Secretaría de Estado para la Sanidad de fecha 11 de abril
1980- se establece que el índice total de personal/cama
no será inferior a 0,85.

Continúa la Administración sanitaria indicando que el
índice de personal/cama del Hospital San Juan de Dios
de Burgos es 1 (personal: 130 personas, camas: 130). La

administración obtiene este índice porque el personal del
centro (el personal laboral por categorías, el religioso y
el personal de los servicios subcontratados) suma 130
personas y el promedio del número de camas asignadas
al concierto en el 2005 fue 130.

Sin embargo, a juicio del Procurador del Común, el
índice de personal/cama del Hospital San Juan de Dios
de Burgos no es 1. Y ello por las siguientes razones:

1.- El personal a tener en cuenta solamente puede ser
el sanitario y no, por ejemplo, el de servicios (limpieza,
cocina...) o el de administración. Ignoramos el número
de personal sanitario.

2.- El índice se ha de obtener a partir del número total
de camas de que dispone el centro y no solamente del
promedio del número de camas asignadas al concierto.
El Hospital San Juan de Dios de Burgos dispone de 165
camas (aunque el informe de la Administración no se
refiere a este dato, la cifra la proporciona la propia
página web del hospital).

Ello quiere decir que, aún en el supuesto de que consi-
deráramos que el personal sanitario son 130 personas, el
resultado de dividir dicha cifra entre 165 camas es 0,79.
Por lo tanto, inferior a 0, 85 (índice que, como mínimo,
establece el concierto).

Por lo tanto, se están incumpliendo las condiciones
del concierto sanitario suscrito el 18 de abril de 1989
entre el antiguo Insalud y el Hospital San Juan de Dios
de Burgos (que todavía está en vigor) y que remite a lo
establecido en la Resolución de la Secretaría de Estado
para la Sanidad de fecha 11 de abril 1980.

Finalmente, debe recordarse que el art. 31 de la Ley
1/1993, de 6 de abril, de Ordenación del Sistema
Sanitario establece que será causa de extinción de los
conciertos sanitarios, entre otras, el incumplimiento de
cualquiera de las claúsulas contenidas en los mismos. 

A la vista de lo expuesto se formuló la siguiente reso-
lución a la Consejería de Sanidad:

“Que utilizando los poderes de policía que le otorga
la legislación sobre contratos de las administraciones
públicas, así como las normas sectoriales sobre
conciertos sanitarios, por parte de la administración
sanitaria de la comunidad autónoma de Castilla y León
se investigue la ratio real personal/cama que tenía el
Hospital San Juan de Dios de Burgos en las fechas en
que se produjeron los hechos denunciados y también en
la actualidad y, en caso de que dicho índice no alcance
el requerido por la Resolución de la Secretaría de
Estado de Sanidad de 11 de abril de 1980, se proceda a
la resolución del concierto sanitario con el Hospital San
Juan de Dios de Burgos”.

Dicha resolución ha sido aceptada con posterioridad a
la fecha de cierre del presente informe.
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1.8. Diagnóstico y tratamiento de diversas pato-
logías

1.8.1. Enfermedades bucodentales congénitas

En los expedientes Q/515/05 y Q/1420/05 los recla-
mantes manifestaban su disconformidad con la inexis-
tencia de financiación pública para el tratamiento
integral de la agenesia dental (alteración del número de
piezas dentales).

Los pacientes afectados por dicha enfermedad tienen
derecho, con cargo al sistema nacional de salud, a las
intervenciones de cirugía maxilofacial precisas así como
a las extracciones de las piezas dentales necesarias; Sin
embargo, la ortodoncia y las prótesis dentarias no están
incluidas como prestación en la Cartera de Servicios del
Sistema Nacional de Salud.

En efecto y, en relación con las prótesis dentarias, el
todavía vigente art. 108 del Decreto 2065/1974, de 30 de
mayo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la
Ley General de la Seguridad Social dispone que las
prótesis dentarias podrán dar lugar a la concesión de
ayudas económicas en los casos y según los baremos que
reglamentariamente se establezcan. En el mismo sentido
se pronuncia el RD 63/1995, de 20 de enero, sobre orde-
nación de prestaciones sanitarias el cual determina que
las prótesis dentarias se prestarán o darán lugar a una
ayuda económica en los casos y según los baremos que
se establezcan en el catálogo correspondiente.

Castilla y León, a diferencia de otras comunidades
autónomas como Andalucía, Canarias, Cataluña, País
Vasco, Valencia, Galicia, Navarra carece de Catálogo
General de material ortoprotésico autonómico (por lo
que resulta de aplicación el Catálogo General de material
ortoprótesico del año 2000).

Por otro lado, el Decreto 142/2003, de 18 de
diciembre, por el que se regulan las prestaciones de salud
bucodental del Sistema de Salud de Castilla y León
excluye expresamente la ortodoncia en el art. 9.2 b) del
Decreto 140/2003.

Sin embargo, a juicio del Procurador del Común,
debería reflexionarse acerca de la conveniencia de
considerar a las enfermedades bucodentales congénitas
(como la agenesia) de forma unitaria a efectos de su
financiación pública.

Por este motivo se remitió una resolución a la
Consejería de Sanidad en la que se instaba de la misma
la realización de un estudio del número de personas
afectadas por enfermedades bucales congénitas (al
menos de las más frecuentes, como la agenesia) y, una
vez realizado dicho estudio, la elaboración del Catálogo
General de material ortoprotésico de Castilla y León y la
modificación del Decreto 142/2003, de 18 de diciembre
por el que se regulan las prestaciones de salud buco-
dental del Sistema de Salud de Castilla y León. Todo ello
con el fin de garantizar la financiación pública tanto de

las prótesis dentarias como de la ortodoncia cuando
resulten precisas para el tratamiento de enfermedades
bucales congénitas.

Dicha resolución no fue aceptada por la Consejería de
Sanidad. La misma nos comunica que la aplicación del
Decreto 42/2003 está suponiendo una importante
inversión económica que ha permitido a Castilla y León
situarse entre las Comunidades con mayor número de
prestaciones de salud bucodental (pese al aumento de
población infantil inmigrante, por lo general con
patología bucal más severa y más prevalente). En esta
misma línea, concluye la Consejería indicando que, con
base en el principio de racionalización de los recursos,
no resulta posible plantear el desarrollo de nuevas presta-
ciones bucodentales en nuestra Comunidad.

1.8.2. Diagnóstico y tratamiento de la infertilidad

En el expediente Q/1289/05 el reclamante mani-
festaba su disconformidad con la denegación por parte
del sistema de salud de Castilla y León de determinado
tratamiento de fertilidad (en concreto, la aplicación de la
técnica FIV-ICSI complementada con la técnica
adicional de lavado de semen indicada para pacientes
serodiscordantes).

En atención a nuestra petición de información se
remitió por la Consejería de Sanidad un informe en el
cual se hacía constar que la negativa se fundamenta, por
un lado, en que la técnica adicional de lavado de semen
no está incluida dentro de la cartera de servicios de la
sanidad pública de Castilla y León y, por otro, en que la
edad máxima de la mujer recomendada para la apli-
cación de técnicas de reproducción humana asistida es la
de 40 años (según el documento elaborado en 2002 por
el Grupo de Interés de Centros de Reproducción Humana
Asistida del Sistema Nacional de Salud que recoge los
criterios para la utilización de recursos del sistema
público en técnicas de reproducción humana asistida).

La cuestión de la financiación pública de las técnicas
de reproducción asistida en Castilla y León ya ha sido
objeto de varios pronunciamientos por parte de la Insti-
tución del Procurador del Común (Q/1536/03,
Q/2103/03, Q/807/04, Q/1637/04, Q/1721/04).

La Ley 16/2003, de 28 de mayo, de Cohesión y
Calidad del Sistema Sanitario dispone, en su art. 8, que
las prestaciones sanitarias del catálogo se harán efectivas
mediante la cartera de servicios y el art. 20 establece que
las comunidades autónomas podrán aprobar sus
respectivas carteras de servicios que incluirán, cuando
menos, la cartera de servicios del Sistema Nacional de
Salud.

En este mismo orden de cosas, la Disposición Tran-
sitoria Única de dicha Ley 16/2003 indica que, en tanto
no se apruebe el Real Decreto por el que se desarrolle la
cartera de servicios, mantendrá su vigencia el RD
63/1995, de 20 de enero, de ordenación de prestaciones
sanitarias del Sistema Nacional de Salud.
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Dicho RD 63/1995, de 20 de enero, de ordenación de
prestaciones sanitarias del Sistema Nacional de Salud
dispone que constituyen prestaciones sanitarias, faci-
litadas directamente a las personas por el Sistema
Nacional de Salud y financiadas con cargo a la
Seguridad Social o fondos estatales adscritos a la
sanidad, el diagnóstico y tratamiento de la infertilidad. Y
en esta misma línea se pronuncia al actualmente vigente
RD 1030/2006 el cual no excluye, tampoco, de la finan-
ciación pública ninguna de las técnicas de reproducción
asistida.

En concreto, se ha reiterado lo siguiente:

1.- La Comunidad Autónoma de Castilla y León no
tiene cartera de servicios sanitarios propia. 

2.- La cartera de servicios del Sistema Nacional de
Salud regulada por el RD 63/1995 (y, en la actualidad,
por el RD 1030/2006, de 15 de septiembre, por el que se
aprueba la cartera de servicios comunes del sistema
nacional de salud y que está en vigor desde el 17 de
septiembre) recoge la reproducción humana asistida, sin
exclusión de ninguna de las técnicas aprobadas por la
Ley 14/2006, de 26 de mayo, sobre técnicas de repro-
ducción humana asistida.

3.- Otros sistemas sanitarios públicos (de diferentes
comunidades autónomas) ofrecen la totalidad de las
técnicas de reproducción asistida -como no podía ser de
otro modo, ya que se trata de una prestación de la cartera
nacional de servicios-.

Como decíamos anteriormente y, con base en las
consideraciones expuestas, el Procurador del Común ha
indicado en numerosas ocasiones a la Consejería de
Sanidad de la Junta de Castilla y León que las técnicas
de reproducción humana asistida autorizadas legalmente
constituyen una prestación obligada en Castilla y León
ya que se encuentran recogida en la cartera de servicios
del Sistema Nacional de Salud. En estas mismas resolu-
ciones se ha instado, también, de la Consejería de
Sanidad que se elabore una cartera de servicios propia
que incluya, como mínimo, la cartera de servicios del
sistema nacional de salud.

Sin embargo, la administración de la Comunidad
Autónoma de Castilla y León no ha estimado oportuno
aceptar estas recomendaciones por lo que, dada la reite-
ración de las mismas por nuestra parte, no se formuló en
este expediente ninguna resolución en este sentido.

Ello no obstante, sí se consideró oportuno dirigirnos a
la Consejería de Sanidad en los siguientes términos:

“1º.- Que la Administración sanitaria de la
Comunidad Autónoma de Castilla y León, y en lo que
respecta al tratamiento de la infertilidad cuando se
necesiten determinadas técnicas de reproducción
humana asistida que la administración sabe desde el
principio que no va a poder facilitar, se abstenga de
efectuar actuaciones que demoran la resolución de los

casos para después alegar que la mujer está muy
cercana o supera la edad recomendada de 40 años.

2º.- Que por parte de la Consejería de Sanidad se den
las instrucciones oportunas a los servicios de repro-
ducción asistida que existen en la sanidad pública de
Castilla y León para que la información que den a los
pacientes sea lo más completa posible, aclarándoles que
no tiene sentido que acudan al sistema sanitario público
de Castilla y León si las técnicas que necesitan son, por
ejemplo, la donación de ovocitos o el lavado de semen,
pues sólo van a perder un tiempo precioso para el trata-
miento, ya que la edad máxima de la mujer reco-
mendada para la aplicación de técnicas de reproducción
humana asistida es la de 40 años”.

La Consejería de Sanidad rechazó el apartado 1 y
aceptó el apartado 2 de la resolución. Como conse-
cuencia de dicha aceptación parcial nos indica que se
elaborará un documento informativo sobre reproducción
humana asistida dirigido a los centros y servicios espe-
cializados que atienden a pacientes con trastornos de
fertilidad a fin de favorecer una mayor coordinación
asistencial y evitar demoras innecesarias.

Precisamente en relación con lo expuesto (rechazo de
las resoluciones en las que se consideraba que las
técnicas de reproducción humana asistida autorizadas
legalmente constituyen una prestación obligada en
Castilla y León ya que se encuentran recogidas en la
cartera de servicios del Sistema Nacional de Salud) debe
hacerse referencia al expediente Q/1637/04. Como ya se
indicaba en el informe del año 2005 su objeto lo cons-
tituye la denegación, por parte del Hospital General de
Segovia, de un tratamiento de fertilidad mediante la
técnica de la fecundación in vitro con ovocitos donados
(única técnica factible para lograr la reproducción
cuando la causa de la infertilidad de la mujer sea una
menopausia precoz o quirúrgica).

Dicho expediente concluyó con una resolución de la
que se da cuenta en el apartado correspondiente del
Informe del año 2005. Entre otras cuestiones se señalaba:

“Que por parte del órgano competente de la Gerencia
Regional de Salud de Castilla y León se proceda a
derivar a (...) a cualquier otro centro sanitario donde se
pueda llevar a cabo la técnica de la fecundación in vitro
con donación de ovocitos, dado que en la sanidad
pública de Castilla y León parece que no existe la posi-
bilidad de utilizar dicha técnica debido a la falta de
donantes”.

Dicha resolución ha sido rechazada por la Consejería
de Sanidad durante el presente año 2006. En los
siguientes términos: “La donación de ovocitos es un
proceso voluntario y altruista en el sistema público, que
requiere la realización de una técnica cruenta como es
la punción ovárica a la donante para extracción de los
ovocitos, en consecuencia hay escasez de donantes y
falta del material primario básico.
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La Gerencia Regional de Salud de Castilla y León no
realiza la técnica de fecundación in vitro con donación
de ovocitos ni la tiene incluida en su cartera de
servicios, por carecer de donantes. Los centros públicos
de otras comunidades autónomas que realizan esta
técnica tienen listas de espera y no aceptan pacientes
derivados de otras comunidades. La paciente (...) ha
sido atendida y derivada a los centros necesarios para la
atención a su patología, hasta las posibilidades que
contempla la cartera de servicios de la Gerencia
Regional de Salud. No procede por tanto su derivación a
un centro privado por ser una prestación actualmente no
incluida en la cartera”.

Finalmente en el expediente Q/1721/04 el reclamante
denuncia determinadas irregularidades relacionadas con
el tratamiento de fertilidad a que se encontraba sometida
una pareja. Entre otras, se refiere a una intervención
quirúrgica que se practica en el Hospital de Segovia y
como consecuencia de la cual la mujer sufre perforación
de útero y sección de la iliaca derecha. Máxime cuando
dicha operación resultaba, parece ser, innecesaria
teniendo en cuenta que la paciente contaba con dos
úteros. La Consejería de Sanidad aceptó parcialmente
nuestra resolución ya que, según nos indica
textualmente, “se ha solicitado a la Gerencia de Salud
de Área de Segovia la apertura de oficio de un expe-
diente de responsabilidad patrimonial”.

1.8.3. Insuficiencia renal crónica y diálisis

1.8.3.1. Prestación de servicios de diálisis a los
enfermos desplazados temporalmente

En los expedientes Q/1427/05 y Q/745/05 se hace
referencia a la problemática derivada de la prestación de
servicios de diálisis a los enfermos desplazados tempo-
ralmente.

En concreto, en el contexto del expediente Q/745/05
nos indica la Consejería de Sanidad que en el año 2005
se presentaron 211 solicitudes de pacientes de otras
provincias, comunidades autónomas o países para
dializarse en nuestra Comunidad (La mayoría de las soli-
citudes se cursaron en los períodos vacacionales de
navidad y verano). Por otro lado y, según informa
también ese centro directivo, solamente 12 solicitudes no
han podido ser atendidas en centros sanitarios de la
provincia elegida por el solicitante (por falta de plazas de
hemodiálisis).

A la vista de los datos expuestos se procedió al
archivó del citado expediente teniendo en cuenta que
solamente el 6% de los pacientes desplazados tempo-
ralmente durante el año 2005 no pudieron ser atendidos
en la provincia elegida y que, a todos ellos, se les ofreció
la posibilidad de realizar el tratamiento en otras
provincias de la comunidad.

Ello no obstante, se recomendó a la Consejería de
Sanidad que, en la medida de los posible, se realicen

cuantas actuaciones resulten necesarias para reducir
paulatinamente el porcentaje de personas desplazadas
que no pueden ser atendidas en la provincia solicitada.

1.8.3.2. Transporte sanitario para diálisis

En los expedientes Q/743/05 y Q/748/05 los recla-
mantes manifiestan su disconformidad con el transporte
sanitario para diálisis de los enfermos con insuficiencia
renal crónica. 

En relación con la citada problemática debe indicarse,
en primer lugar, que la regulación normativa de dicha
cuestión se contiene en el RD 619/1998, de 17 de abril,
por el que se establecen las características técnicas, el
equipamiento sanitario y la dotación de personal de los
vehículos de transporte sanitario por carretera la cual
establece el equipamiento mínimo de los vehículos de
transporte colectivo.

Por otro lado, y así se pone de manifiesto en el
informe de la Consejería de Sanidad de 22 de julio de
2005, debe tenerse en cuenta, también, que los contratos
de transporte sanitario fueron suscritos entre los años
1999 y 2001 (antes del traspaso de la asistencia sanitaria)
excepto el nuevo concierto de transporte sanitario de
Soria que fue suscrito el 1 de octubre de 2004.

Ahora bien, en un informe posterior de fecha 14 de
noviembre de 2005 se indica que la dotación mínima -a
la que se refiere el Real Decreto citado al principio- se
cumple en los contratos de transporte sanitario suscritos
entre los años 1999 y 2001 y que mantienen su vigencia.
Pero también se indica que los nuevos contratos de
gestión de servicios públicos que se formalizan en la
actualidad incorporan importantes mejoras sobre esos
mínimos descritos. Así, por ejemplo, mientras que el
Real Decreto citado establece como equipamiento
mínimo un vehículo tipo furgón con capacidad máxima
de nueve plazas, en los nuevos contratos se estipula una
capacidad máxima de 6 asientos.

A la vista de lo anterior se formuló la siguiente reso-
lución a la Consejería de Sanidad:

“Que, dentro de las disponibilidades presupuestarias
de la administración de la comunidad autónoma de
Castilla y León, se agilicen, en la medida de lo posible,
los procedimientos de contratación de la gestión del
servicio público de trasporte sanitario en las provincias
en las que todavía no se haya procedido a convocar
dichas licitaciones, estudiando las sugerencias y aporta-
ciones que sobre este tema pudieran hacer las asocia-
ciones de enfermos de insuficiencia renal crónica, en el
caso de que dichas asociaciones se dirigieran a la admi-
nistración”.

Dicha resolución fue aceptada por la Consejería la
cual nos informa que en la actualidad ya se encuentran
en tramitación los nuevos contratos de transporte
sanitario en las provincias en las que aún no se ha adju-
dicado dicho servicio. Manifiesta, también, que se estu-
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diarán las sugerencias y aportaciones que se formulen
por los particulares y asociaciones como, por otro lado,
se ha venido realizando hasta el momento.

1.8.3.3. Creación de Unidad de diálisis peritoneal

En los expedientes Q/750/05 y Q/1268/05 se pone de
manifiesto, entre otras cuestiones, la inexistencia, en el
Hospital Santa Bárbara de Soria, de una unidad de
diálisis peritoneal. Si, bien es cierto, la Consejería de
Sanidad nos indicaba en su informe que se estaba
valorando la puesta en marcha de una Unidad de estas
características en el servicio de nefrología del hospital.

La resolución del Procurador del Común se remitió en
los siguientes términos:

“Que, dentro de las disponibilidades presupuestarias
de la administración de la comunidad autónoma de
Castilla y León, se agilicen en la medida de lo posible
los procedimientos necesarios para solucionar la falta
de una unidad de diálisis peritoneal en el Hospital Santa
Bárbara de Soria, evitando así que los pacientes que
puedan ser tratados con esta modalidad domiciliaria de
diálisis o bien no puedan acceder a la misma o bien
tengan que desplazarse a otras provincias para los
oportunos controles”.

Dicha resolución fue aceptada.

1.8.3.4. Tratamiento de diálisis en los centros
concertados

En el expediente Q/744/05 se hace referencia, entre
otras cuestiones, al tratamiento de diálisis en los centros
concertados y, en concreto, a la inexistencia de nefró-
lofogos responsables del mismo durante el periodo
estival.

La Consejería de Sanidad indica que en los pliegos de
prescripciones técnicas de los concursos de hemodiálisis
se exige el control de cada turno por un nefrólogo
titulado así como la presencia permanente durante la
diálisis de, al menos, un médico con formación espe-
cífica y experiencia mínima de tres meses en diálisis.

Sin embargo, el informe de la administración sanitaria
no se refiere a la forma de cobertura de los puestos (en
caso de enfermedad o vacaciones) máxime cuando en
todos los centros concertados sólo hay un nefrólogo,
excepto en Valladolid, Zamora y Astorga, y un médico
con formación específica, excepto en Valladolid y en
León. Incluso, respecto al centro concertado de Segovia
se establece expresamente que el nefrólogo sólo está en
el turno de mañana (con lo cual se estaría incumpliendo
el pliego de prescripciones técnicas que exige un espe-
cialista por turno).

A la vista de lo expuesto se remitió la siguiente reso-
lución a la Consejería de Sanidad:

“Que la Administración de la Comunidad de Castilla
y León en ejercicio de las potestades que la legislación

de contratos de las administraciones públicas le otorga,
inspeccione y controle el cumplimiento por parte de los
centros concertados de diálisis de todos los requisitos
recogidos en los pliegos de cláusulas administrativas
particulares y de prescripciones técnicas, en especial la
cobertura del personal sanitario necesario y, en el
supuesto de que se detecte algún incumplimiento, se
inicie el oportuno expediente para imponer la penalidad
correspondiente o, en su caso, para rescindir el
contrato”.

Dicha resolución fue aceptada.

1.8.4. Tratamiento de la fibromialgia

Desde el año 2000 se han presentado en el Procurador
del Común numerosas reclamaciones relacionadas con el
tratamiento de la fibromialgia. La tramitación de las
mismas aconsejó a esta Institución, en el año 2005, poner
de manifiesto a la administración la necesidad de prestar
una atención específica al colectivo afectado.

Dicha resolución fue reiterada en el año 2006 a la
vista de la respuesta de la Consejería de Sanidad así
como de la naturaleza y número de las quejas registradas
con posterioridad a la formulación de la citada reso-
lución.

La reiteración se realizó en los siguientes términos:

“Que por parte de la administración sanitaria de
Castilla y León se proceda a:

1º.- Elaborar un protocolo de actuación para el diag-
nóstico y tratamiento de la FM y FC, con criterios
uniformes en todos los centros y servicios sanitarios de
la comunidad de Castilla y León, sobre la base del
documento de consenso elaborado en 2004 por la
Subcomisión de Prestaciones del Consejo Interterritorial
del Sistema Nacional de Salud.

2º.- Abordar de manera planificada y con
profundidad el desarrollo de programas de formación
continuada dirigidos a todos aquellos profesionales
implicados en la atención de la FM y FC.

3º.- Establecer, al menos, una unidad de referencia en
un centro hospitalario de Castilla y León, con la inter-
vención de un equipo multidisiciplinar, para aquellos
pacientes que, por la evolución del cuadro que les
afecta, la ausencia de respuesta a la terapia o la
complejidad del proceso, precisen una singular y espe-
cializada respuesta a sus necesidades.

4º.- Promover una adecuada comunicación y colabo-
ración con las asociaciones de personas afectadas, escu-
chando, como mínimo, sus demandas e inquietudes (tal y
como se hace con otras muchas enfermedades) y que
fueron planteadas recientemente en el Consejo Regional
de Salud de Castilla y León celebrado el pasado 30 de
junio de 2006 a través de las organizaciones sindicales”.
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En la fecha de cierre del informe no disponemos de la
respuesta de la Consejería de Sanidad.

1.8.5. Tratamiento del déficit de atención e hipe-
ractividad (TDAH)

En el expediente Q/2051/05 el reclamante manifiesta
su disconformidad con el tratamiento que se dispensa a
los menores que padecen déficit de atención e hiperac-
tividad (TDAH). 

En atención a nuestra petición de información se
remitió por la administración sanitaria un informe en el
cual se hacía constar que el Déficit de Atención e Hipe-
ractividad (TDAH) es un trastorno psiquiátrico infantil
frecuente (prevalencia del 35% de los niños en edad
escolar) y que no existe un protocolo específico
elaborado en la comunidad autónoma para este trastorno.

En base a las consideraciones anteriores se estimó
oportuno remitir a la Consejería de Sanidad la siguiente
resolución.

“1.- Que por parte de la Consejería de Sanidad de la
Junta de Castilla y León se valore la posibilidad de
tomar la iniciativa para crear algún tipo de órgano
interdepartamental en el que participen también las
Consejerías de Educación y de Familia y Bienestar
Social que coordine la actuaciones necesarias en
materia de salud mental infanto-juvenil, con una
especial atención al trastorno de déficit de atención
continuada e hiperactividad (TDHA), teniendo en cuenta
que el mismo afecta al 35% de los niños en edad escolar.

2.- Que por parte de la Consejería de Sanidad de la
Junta de Castilla y León se estudie la posibilidad de
elaborar una guía de práctica clínica (GPC) del
trastorno de déficit de atención continuada e hiperac-
tividad (TDAH) que permita agilizar y mejorar la
atención multimodal que precisan los pacientes
afectados”.

Dicha resolución ha sido aceptada con posterioridad a
la fecha de cierre de este Informe. Por un lado se indica
que se tiene previsto estudiar las formas de colaboración
interconsejerías que se proponen y, por otro, que la
Consejería de Sanidad ha incluido la guía de práctica
clínica (GPC) del trastorno del déficit de atención
continuada e hiperactividad (TDAH) en la relación de
proyectos futuros de guías y protocolos a desarrollar en
la próxima estrategia de salud mental 2007-2011.

1.8.6. Enfermedad de Hunter

Debe destacarse el expediente Q/1727/06 relativo al
suministro y financiación por parte de la administración
sanitaria de Castilla y León del tratamiento de la
enfermedad de Hunter.

Dicha queja fue archivada una vez que se tuvo cono-
cimiento (a través de los medios de comunicación) de
que el Consejero de Sanidad había dado instrucciones

para iniciar los trámites que permitieran hacer llegar
dicho tratamiento -procedente de EEUU- a los tres
menores afectados en nuestra comunidad. Además y,
según esos mismos medios de comunicación, la adminis-
tración financiaría íntegramente el elevado coste de
dicho tratamiento.

1.8.7. Enfermedad de Corea de Huntington

En los expedientes Q/779/05, Q/782/05 y Q/783/05
los reclamantes plantean varias demandas relacionadas
con la asistencia sanitaria dispensada a los enfermos de
Corea de Huntington en Castilla y León.

Dicha enfermedad es neurodegenerativa y se carac-
teriza por trastornos del movimiento que incluyen
parkinsonismo así como trastornos psiquiátricos, de la
personalidad y demencia. Además es hereditaria (con
una probabilidad de desarrollarse del 50%).

Si debe resaltarse, en cuanto a la investigación sobre
la enfermedad de Huntington se refiere, la existencia de
varios estudios sobre la misma y, en concreto, el estudio
Registry por lo que respecta a nuestra comunidad
autónoma. Y ello porque participa como investigador
principal el neurólogo del Hospital General de Segovia,
Dr. César Tabernero y en un futuro, quizás también, una
investigadora del Hospital General Yagüe de Burgos.

En la resolución remitida por el Procurador del
Común se instaba de la Administración autonómica la
elaboración de una Guía de Práctica Clínica (GPC) de la
enfermedad de Huntington con el objetivo de que dicha
guía pudiera incorporarse al Proyecto Guía-Salud del
Sistema Nacional de Salud. Igualmente se recomendó la
utilización de técnicas de diagnóstico preimplantacional
para la selección embrionaria de los preembriones no
afectos para la transferencia de la enfermedad de
Huntington en las técnicas de reproducción asistida.

Sin embargo, dicha resolución fue rechazada por la
Administración sanitaria.

Respecto a la primera cuestión considera la
Consejería de Sanidad que no procede plantearse la
elaboración de la Guía de Práctica Clínica teniendo en
cuenta que estos procesos (se encuentran clasificados
como enfermedad rara) afectan a un escaso número de
pacientes en esta comunidad autónoma (240 personas,
0,01% de la población).

Y, en relación con el segundo punto de la resolución,
se indica que el diagnóstico preimplantacional no está
incluido en la Cartera de Servicios de la Gerencia
Regional de Salud de acuerdo con el RD 63/1995, de 20
de enero, sobre ordenación de prestaciones sanitarias del
Sistema Nacional de Salud.

1.8.8. Atención sanitaria de la hemofilia

En los expedientes Q/776/05, Q/1291/05 y Q/1292/05
los reclamantes se refieren a la atención sanitaria
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dispensada a las personas que padecen hemofilia u otras
coagulopatías congénitas en Castilla y León.

En concreto, demandan que el tratamiento se realice
con medicamentos de origen recombinante y no plas-
mático y, además, en todas las provincias de la
comunidad autónoma. En concreto, manifiestan que en
algunas provincias (Valladolid, Zamora y Palencia)
parece que se están prescribiendo con carácter general
medicamentos de origen recombinante.

También ponen de manifiesto la inexistencia en
Castilla y León de la correspondiente normativa,
complementaria de la estatal, sobre ayudas económicas a
las personas con hemofilia y otras coagulopatías
congénitas que hayan desarrollado hepatitis C como
consecuencia de haber recibido tratamiento con
concentrado de factores de coagulación en el ámbito del
sistema sanitario público.

1.- Tratamiento con productos de origen recom-
binante.

La utilización de factores de coagulación de tipo
recombinante o de tipo plasmático para el tratamiento de
la hemofilia y otras coagulopatías congénitas en el
ámbito de sistema sanitario público ha de ser, como es
obvio, una decisión del médico especialista que trate al
paciente en función, tal y como señala el informe de la
Consejería de Sanidad “de la situación y características
del paciente y de la gravedad de la hemofilia, de
acuerdo con los criterios de uso racional de los medica-
mentos.”

Ello no obstante, es perfectamente conocido que estos
productos tienen un coste elevado. El Servicio de Hema-
tología del Hospital “Virgen de las Nieves” de Granada
en un informe de 1999 que daba respuesta a una petición
de información del Defensor del Pueblo Andaluz rela-
cionada con la utilización de factores de tipo recom-
binante para enfermos de hemofilia indicaba lo siguiente:
“El tratamiento para pacientes portadores de hemofilia
A es objeto de controversia dado que existen dos aproxi-
maciones terapéuticas. La que utiliza el factor VIII de
origen plasmático y la que utiliza el factor VIII recom-
binante. Además de la eficacia terapéutica, subyace una
importante cuestión ligada a los recursos, toda vez que
el tratamiento de esta segunda modalidad es caro, al
extremo de que un uso indiscriminado de los mismos
entraría en colisión con aspectos básicos de equidad del
propio sistema sanitario”.

Posteriormente, el Servicio Andaluz de Salud informó
al Defensor del Pueblo Andaluz que “La administración
de este tipo de Factor VIII a todos los pacientes
provocaría un posible desabastecimiento del mercado ya
que es un medicamento escaso”.

Por otro lado, esta Institución tiene conocimiento de
la existencia de un documento de la Comisión Científica
de la Real Fundación Victoria Eugenia elaborado en
2004 que contiene varias recomendaciones para la apli-
cación de factores de origen recombinante. 

2.- Ayudas económicas a las personas con hemofilia y
otras coagulopatías congénitas de Castilla y León que
hayan desarrollado hepatitis C.

La Ley 55/1999, de 29 de diciembre, de Medidas
Fiscales, Administrativas y del Orden Social estableció
que el Gobierno, en el plazo de cinco meses, elaboraría y
haría público un censo de personas con hemofilia u otras
coagulopatías congénitas que hayan desarrollado la
hepatitis C como consecuencia de haber recibido trata-
miento con concentrados de factores de coagulación en
el ámbito del sistema sanitario público. Esta misma ley
establecía, también, que las personas incluidas en el
censo definitivo tendrían derecho a una ayuda social, con
las condiciones y en la cuantía que determine una Ley al
efecto, cuyo proyecto debería ser presentado por el
Gobierno antes del 30 de septiembre del año 2000 a las
Cortes Generales.

Por lo tanto, dicha Ley fijó un plazo al Gobierno para
que realizara el censo de afectados (cinco meses) y otro
(nueve meses) para la presentación de un proyecto de ley
que regulase las condiciones y cuantía de las ayudas
sociales a las que tendrían derecho.

El Estado legisló (con evidente retraso) esta materia a
través de la Ley 14/2002, de 5 de junio que contempló
ayudas sociales por importe de 18.030,36 € (3.000.000
de pesetas).

Con anterioridad, la Ley 3/2000, de 19 de mayo, del
Parlamento de Cataluña de Presupuestos Generales de la
Generalidad de Cataluña para 2000 había reconocido una
ayuda social por importe de 30.000 € (5.000.000 de
pesetas) no acumulable a la ayuda estatal. Ello suponía
que los afectados residentes en Cataluña percibieron
aproximadamente 12.000 € (2.000.000 pesetas) más que
el resto de los afectados.

Con la finalidad de evitar agravios comparativos
algunas comunidades autónomas procedieron al estable-
cimiento de ayudas complementarias. Así, la Comunidad
Valenciana a través de la Ley 12/2002, de 27 de
diciembre, por la que se aprueban los presupuestos
generales para 2003 estableció una ayuda de 12.000 €
complementaria de la estatal. También en la comunidad
canaria se ha establecido una ayuda complementaria de
12.000 € aproximadamente.

En cualquier caso, se apuntaba además en nuestra
resolución que desde el punto de vista económico el esta-
blecimiento de estas ayudas no supondría un obstáculo
insalvable teniendo en cuenta que el número de
afectados es ciertamente reducido.

En la resolución remitida a la Consejería de Sanidad
se instaba de la Administración autonómica lo siguiente:

“1.- Que la Administración sanitaria de Castilla y
León elabore (en caso de no existir), o reelabore (en
caso de existir) un Protocolo de diagnóstico y trata-
miento de la hemofilia y otras coagulopatías congénitas
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en Castilla y León en el que se incorporen, en la medida
de lo posible, las recomendaciones de la Comisión Cien-
tífica de la Real Fundación Victoria Eugenia elaboradas
en 2004 para la aplicación de factores de origen recom-
binante y que dicho protocolo se aplique de manera
uniforme en todas las provincias de Castilla y León.

2.- Que la administración sanitaria de Castilla y León
proponga en el seno del Consejo Interterritorial del
Sistema Nacional de Salud el análisis de la situación de
las ayudas sociales complementarias para las personas
afectadas de hemofilia u otras coagulopatías congénitas,
contaminadas por virus de hepatitis C a consecuencia de
haber recibido transfusiones sanguíneas o tratamientos
con concentrados de factores de coagulación.

3.- Que, teniendo en cuenta las conclusiones a las que
se llegue en el Consejo Interterritorial del Sistema
Nacional de Salud, la Junta de Castilla y León apruebe,
en su caso, las normas necesarias para hacer efectivas
dichas ayudas complementarias”.

La Consejería de Sanidad rechazó el contenido del
punto 1 de nuestra resolución y no contestó a los puntos
2 y 3 de la misma.

En relación con el punto 1 indica que se están
utilizando tanto factores de coagulación de origen plas-
mático como recombinante, dependiendo su elección de
criterios clínicos y de las características del paciente. Y
añade que siguen sin existir criterios con evidencia cien-
tífica suficientemente concluyente que avalen el uso
exclusivo o mayoritario de un único tipo de factor de
coagulación.

1.9. Varios

En el expediente Q/0286/06 el reclamante alude a la
inactividad del Comité de Ética Asistencial del Hospital
General Yagüe de Burgos.

Respecto a esta cuestión debe tenerse en cuenta que la
creación de la Comisión de Bioética de Castilla y León y
el régimen jurídico de los Comités de Ética Asistencial
aparecen contemplados en el Decreto 108/2002, de 12 de
septiembre el cual pretende no solamente impulsar la
creación de Comités de Ética Asistencial sino también su
funcionamiento.

El Comité de Ética Asistencial del Hospital Yagüe de
Burgos se constituyó con fecha 2 de julio de 1998 y fue
“reacreditado”, de conformidad con el Decreto
108/2002, el día 6 de noviembre de 2003. Por su parte, el
Reglamento de Régimen Interior tuvo entrada en la
Consejería de Sanidad mediante escrito de fecha 12 de
agosto de 2003.

Sin embargo, no resulta acreditado que el mismo se
haya reunido con la periodicidad mínima a que se refiere
tanto el Decreto mencionado como el Reglamento de
Régimen Interior (reunión ordinaria, como mínimo,
cuatro veces al año).

En virtud de todo lo expuesto se formuló la siguiente
resolución:

“Primera.- Urgir la actuación de la Comisión de
Bioética en orden a la retirada de la acreditación del
Comité de Ética Asistencial del Hospital Yagüe de
Burgos en los términos previstos en el art. 4.5 del
Decreto 108/2002 por incumplimiento del deber de
reunión periódica. 

Segunda.- Adoptar las medidas pertinentes para dotar
de coercibilidad al Decreto 108/2002 dictando las
normas de desarrollo oportunas que regulen las conse-
cuencias en caso de incumplimiento”.

Dicha resolución fue aceptada parcialmente (se acepta
el punto 1 de la misma y se rechaza el punto 2).

En los expedientes Q/1059/05, Q/1238/05 y Q/12/06
se hace referencia a la avería -desde febrero de 2005- de
la máquina de ondas de choque de la Unidad del Dolor
del Hospital de los Montalvos (Salamanca).

Según nos indica la administración sanitaria, que
confirma la citada avería, dicho equipo es el único con el
que cuenta Sacyl; por otro lado, y según la información
facilitada, no resulta posible la derivación a centros
concertados ya que no existen en los mismos equipos de
estas características.

En relación con esta cuestión el BOCYL de 2 de
diciembre de 2005 publicó la respuesta de la adminis-
tración sanitaria de fecha 26 de junio de 2005 a la
Pregunta escrita Núm. PE: 0603684-I sobre la avería del
equipo de ondas de choque. La respuesta fue la
siguiente:

“El equipo de ondas de choque, como todos los
aparatos tienen, tanto en su conjunto como para cada
uno de sus componentes, una vida media que para
alguno de sus componentes parece haberse agotado. Se
han solicitado presupuestos para adoptar la decisión
técnica más conveniente.

Por lo que a los pacientes se refiere, ninguno ha visto
interrumpida su atención sanitaria, pues se han aplicado
tratamientos alternativos en el propio Hospital de los
Montalvos, en otros centros del Complejo Hospitalario
de Salamanca o en el Centro de referencia del
paciente”.

Por su parte, la administración sanitaria ha comu-
nicado a esta Institución que la avería detectada en el
equipo de ondas de choque del complejo asistencial, a
juicio del fabricante, afecta a partes esenciales del
mismo, razón por la cual se va a proceder a la sustitución
del equipo. 

En virtud de todo lo expuesto se formuló la siguiente
resolución:

“1.- Que se agilice, en la medida de lo posible y
utilizando los procedimientos legalmente establecidos, la
adquisición de la máquina de ondas de choque para
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sustituir a la actualmente ubicada en el Hospital de los
Montalvos de Salamanca.

2.- Que hasta que se adquiera el nuevo equipo, en
aquellos supuestos en los que los facultativos hayan
prescrito el tratamiento con ondas de choque como la
mejor alternativa de rehabilitación, se derive a los
pacientes a otros centros sanitarios (públicos o
privados)”.

El punto 1 de la resolución fue aceptado. Sin embargo
y, respecto al punto 2, la Consejería de Sanidad rechazó
la resolución indicando “No se acepta el contenido del
apartado 2 de esta Resolución Formal, ya que no existe
unanimidad en la bibliografía internacional sobre su
efectividad en todos los procesos por lo que, en tanto se
incorpore el nuevo equipo de ondas de choque, en
proceso de adquisición, no resulta pertinente el uso de
recursos ajenos de este tipo fuera de la comunidad
autónoma ya que se están ofreciendo recursos alter-
nativos de igual o superior efectividad clínica como el
tratamiento quirúrgico”.

2. CONSUMO

Como sabemos, el art. 51 CE, apartado primero,
incardinado dentro de los principios rectores de la
política social y económica del capítulo tercero del título
primero, establece que los poderes públicos garantizarán
la defensa de los consumidores y usuarios protegiendo,
mediante procedimientos eficaces, la seguridad, la salud
y los legítimos intereses de los mismos. 

En materia de consumo se han presentado 26 quejas
durante el año 2006 (39 en el año 2004 y 19 en el año
2005) cuya tramitación no ha dado lugar a ninguna reso-
lución. 

En concreto, 12 han sido planteadas por asociaciones
de consumidores y usuarios y en las mismas se denuncia
la falta de respuesta por parte de las administraciones
públicas (administración autonómica y local ) a sus
escritos y reclamaciones. Expedientes Q/502/06,
Q/503/06, Q/1098/06, Q/1099/06, Q/1372/06,
Q/1620/06, Q/1621/06, Q/1622/06, Q/1992/06,
Q/1993/06, Q/1994/06 y Q/1995/06.

Sí es importante destacar que las quejas presentadas
por este tipo de asociaciones dieron lugar el pasado año
2005 a 5 resoluciones (4 a la Administración local y 1 a
la Administración autonómica). En todas ellas se instaba
a la administración correspondiente a remitir una
respuesta expresa a los escritos presentados y, en lo
sucesivo, a contestar, en los términos previstos en la
legislación sobre procedimiento administrativo, las soli-
citudes que dirijan los vecinos a cualquier órgano del
Ayuntamiento en petición de aclaraciones o actuaciones
municipales.

Sin embargo, como decíamos, en el presente ejercicio
no se formuló resolución alguna en materia de consumo
(por lo tanto, tampoco en el contexto de expedientes
iniciados a instancia de estos colectivos).

Destaca en materia de consumo el expediente
Q/910/06 en el que el reclamante denuncia la ilegalidad
del empleo de la cláusula “hora o fracción” en las zonas
ora del municipio de León.

En relación con esta cuestión debe tenerse en cuenta
que ya con anterioridad a la publicación de la Ley regu-
ladora del contrato de aparcamiento de vehículos - Ley
40/2002, de 14 de noviembre publicada en el BOE de 15
de noviembre- existían estudios que concluían sobre la
ilicitud de dicha práctica. Así, se puede citar el elaborado
por el Centro de Estudios de Consumo de la Universidad
de Castilla-La Mancha.

El art. 1 de la Ley 40/2002 reguladora del contrato de
aparcamiento de vehículos establece el régimen jurídico
aplicable a los aparcamientos en los que una persona
cede, como actividad mercantil, un espacio en un local o
recinto del que es titular, para el estacionamiento de
vehículos de motor, con los deberes de vigilancia y
custodia durante el tiempo de ocupación, a cambio de un
precio determinado en función del tiempo de estaciona-
miento.

Dicha previsión legal (tiempo de estacionamiento)
aplicando las reglas interpretativas existentes en el orde-
namiento jurídico -cabe recordar que el Código Civil
establece que las normas han de interpretarse, en primer
lugar, según el sentido propio de sus palabras y, además,
atendiendo al espíritu y finalidad de las mismas- debe
entenderse como tiempo de estacionamiento real. 

Analizando esta cuestión -legalidad del empleo de la
cláusula “hora o fracción”-  no resulta posible obviar
que, en el año 2003, el Instituto Nacional de Consumo,
con el dictamen favorable de la Dirección General de los
Registros y del Notariado, promovió una acción judicial
de cesación para que los usuarios de aparcamientos
abonasen únicamente el tiempo de estacionamiento de
los vehículos denunciando la conducta de varios aparca-
mientos que utilizaban la cláusula hora o media hora o
fracción.

Fruto de dicha acción ha sido la sentencia del Juzgado
núm. 46 de Madrid de fecha 20 de marzo de 2004 en la
que, tras un detenido examen de la demanda, se establece
que el tiempo de estacionamiento -a que se refiere la Ley
40/2002- para el cálculo del precio no es otro que el real
y que la operación de sumar al tiempo real la fracción, el
resto hasta completar la hora o media hora, en su caso,
no es elemento esencial del contrato sino una conducta
añadida que produce un incremento en la ecuación legal
precio-tiempo y que carece de justificación como
elemento esencial del negocio.

Sin embargo, debe tenerse en cuenta:

1.- El art. 2 de la Ley 40/2002 excluye del ámbito de
aplicación de esta Ley los estacionamientos en las deno-
minadas zonas de estacionamiento regulado o en la vía
pública, tanto si se exige el pago de tasas como si éstas
no se devengan.
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Se ha considerado por la doctrina que la excepción es
lógica ya que, en tales casos, lo que se ofrece al
conductor y la expectativa de éste es, simplemente, un
espacio para estacionar el vehículo. Así lo indicó la
Sentencia de la Audiencia Provincial de Valencia de 30
de septiembre de 1993 de conformidad con la cual en el
servicio ora se aseguran en la vía pública espacios deli-
mitados para estacionar los vehículos, previo abono de
una tasa en función de los minutos que se permanece
aparcado, pero sin vigilancia alguna. En los mismos
términos señala la Sentencia de la Audiencia Provincial
de Barcelona de 26 de septiembre de 1995 que, en estos
supuestos, no hay responsabilidad si el vehículo sufre
daños, aún cuando haya un vigilante en la zona, ya que la
función del mismo no es custodiar el automóvil sino
controlar el tiempo de ocupación y el pago de la tarifa
horaria.

2.- El Proyecto de Ley de mejora de la protección de
los consumidores y usuarios (BOCG Congreso de los
Diputados, 31 de marzo de 2006) modifica el art. 1 de la
Ley anterior sustituyendo “en función del tiempo de
estacionamiento” por “en función del tiempo real de
prestación del servicio” y añadiendo que, en el estaciona-
miento rotatorio, el precio se pactará por minuto de esta-
cionamiento sin posibilidad de redondeos a unidades de
tiempo no efectivamente consumidas o utilizadas. Sin
embargo, continúan excluidos del ámbito de aplicación
de esta Ley los estacionamientos en las denominadas
zonas de estacionamiento regulado o en la vía pública,
tanto si se exige el pago de tasas como si éstas no se
devengan.

3.- El Centro de Estudios de Consumo de la
Universidad de Castilla-La Mancha (“El carácter
abusivo de la fórmula hora o fracción en los contratos
de aparcamiento, 16 de julio de 2002”) establece que en
las zonas Ora la situación no es idéntica ya que la
mayoría de las ordenanzas municipales exigen el pago de
una fracción mínima de 15 minutos permitiendo, poste-
riormente, el pago de fracciones de cinco minutos o
similares.

Ello ocurre en el caso del Ayuntamiento de León ya
que el art. 6.1 de la Ordenanza Fiscal reguladora de las
tasas por estacionamiento de vehículos en la zona ora
establece, en el apartado A, la tarifa de uso general (que
es la que guarda relación con el tema que nos ocupa). En
los siguientes términos:

1.- Por los primeros 28 minutos o fracción inferior a
28 minutos (0,25 €), por una hora (0,60 euros), por una
hora y treinta minutos (0,85 €), por dos horas (1,15 €).

2.- En las fracciones de tiempo intermedias se
aplicarán las siguientes tarifas: 30 minutos (0,30 €), 35
minutos (0,35 €), 40 minutos (0,40 €), 45 minutos
(0,45 €), 50 minutos (0,50 €), 55 minutos (0,55 €), 66
minutos (0,65 €), 71 minutos (0,70 ?), 77 minutos (0,75
€), 82 minutos (0,80 €), 93 minutos (0,90 €), 98
minutos (0,95 €), 103 minutos (1,00 €), 109 minutos
(1,05 €) y 114 minutos (1,10 €).

Por las razones expuestas se procedió al archivo del
expediente. De dicho archivo se dio traslado a la Oficina
Municipal de Información al Consumidor de
conformidad con la solicitud de ésta última.

ÁREA K

JUSTICIA

Expedientes Área 90

Expedientes remitidos a otros organismos 44

Expedientes admitidos 0

Expedientes rechazados 36

En primer lugar, debe destacarse que en esta área se
hace preciso diferenciar entre las denominadas quejas
contra la Administración de Justicia y las quejas contra
la Administración de la administración de justicia.

Con relación a las primeras (relativas a disconfor-
midades con resoluciones judiciales o cuando sobre el
objeto de la queja exista un procedimiento judicial en
tramitación), al igual que en años anteriores, conviene
aclarar que la actuación de esta Procuraduría no se
traduce en ningún caso en una labor de supervisión o
control del funcionamiento y actuación de los Tribunales
de Justicia.

La configuración de España como un Estado de
Derecho (art. 1 CE) basado en el principio de separación
de poderes y el principio de independencia del Poder
Judicial y de atribución en exclusiva a los Juzgados y
Tribunales del ejercicio de la función jurisdiccional (art.
117 CE), impiden dicho control.

En segundo lugar, y en relación con el segundo tipo
de reclamaciones citado, como se ha destacado en los
informes anuales presentados por esta Institución, dado
que la Comunidad Autónoma de Castilla y León carece
de competencias en materia de justicia, no es posible el
control por el Procurador del Común de lo que se
denomina por otros Comisionados Parlamentarios el
servicio judicial en su dimensión puramente adminis-
trativa, es decir, como organización de medios
personales y materiales (dicha denominación aparece
recogida en el informe anual correspondiente al año
2005 elaborado por la Institución del Ararteko).

Por otro lado, debe tenerse en cuenta que en el año
2006 se ha procedido a una reestructuración de áreas,
reestructuración que por lo que se refiere a la materia
que ahora se analiza ha supuesto la creación de un área
autónoma o específica en materia de justicia. En dicha
área a lo largo del citado año 2006 se han recibido 90
quejas (entre las que también se incluyen las reclama-
ciones recibidas en relación con el ámbito penitenciario)
frente a las 211 que se registraron durante el año 2005 en
el área entonces existente, de Justicia e Interior.
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En este momento, las cuestiones relacionadas con
interior se engloban en una nueva Área L relativa a
Interior, Extranjería y Emigración. Además, tampoco se
incluyen en el área de Justicia las quejas relativas al
personal al servicio de los órganos judiciales. Este tipo
de reclamaciones se engloban ahora en el área A relativo
a Función Pública.

Las materias y los conflictos o problemas que reflejan
las reclamaciones recibidas se repiten año tras año, y se
concretan en aspectos tales como el reconocimiento o
denegación del derecho a litigar gratuitamente, la
actuación profesional de abogados y procuradores y sus
respectivos colegios profesionales (especialmente los
colegios de abogados), funcionamiento de los registros
civil y de la propiedad, actuaciones de algunos funcio-
narios judiciales (forenses) o miembros del Ministerio
Fiscal, funcionamiento irregular de algunos órganos judi-
ciales, retrasos en la tramitación de asuntos o en la
ejecución de lo resuelto y disconformidad de los
ciudadanos con el contenido de resoluciones judiciales
consideradas por los reclamantes erróneas o equivocadas
y, en fin problemas relativos a la población privada de
libertad.

Además, también se incluyen en esta área solicitudes
de asesoramiento jurídico y peticiones de traslado de las
reclamaciones de los ciudadanos a otros órganos así
como otras en las que se alude a cuestiones de naturaleza
totalmente privada en las que no existe intervención
administrativa alguna y cuya solución pasa precisamente
por el recurso a los tribunales de justicia (conflictos
vecinales, etc.).

Antes de pasar al examen o exposición de algunos de
los expedientes tramitados en el área de justicia, de
nuevo debe indicarse que, como no podía ser de otro
modo, son muchas las quejas no admitidas por esta Insti-
tución al impedirlo el art. 12 de la Ley 2/94, del
Procurador del Común, en todos aquellos supuestos en
que el problema reflejado en la reclamación presentada
se encuentra pendiente de una resolución judicial o con
un proceso en curso.

Tampoco es posible admitir y tramitar las reclama-
ciones relativas al contenido de resoluciones judiciales ya
dictadas. En este último caso, como se ha destacado con
reiteración en anteriores informes y en las distintas recla-
maciones recibidas, no es posible que esta Procuraduría ni
ninguna otra institución ajena al Poder Judicial (en
concreto, Juzgados y Tribunales) revise el contenido de
dichas resoluciones. Esa revisión o control sólo es posible
a través de los recursos al efecto establecidos en las leyes
procesales y ante los propios órganos judiciales (el
juzgado o tribunal que resulte competente en cada caso).

Precisamente por ello, ante reclamaciones de este
tipo, esta Institución rechaza su admisión a trámite, si
bien, en algunas ocasiones, en función de las circuns-
tancias del caso concreto, algunas son remitidas al
Defensor del Pueblo.

Idéntica situación se produce ante las reclamaciones
de los ciudadanos frente a la actuación profesional de
abogados y procuradores, dada la naturaleza privada de
la relación que les une con sus clientes y la ausencia, en
consecuencia, de actuación administrativa alguna
susceptible de control o supervisión por parte de esta
Institución. En estos supuestos la inadmisión a trámite es
la regla general, con la única excepción de aquellos
supuestos en los que el interesado se ha dirigido
previamente a un colegio profesional (abogados o procu-
radores).

Con relativa frecuencia los ciudadanos solicitan de
esta Institución el desarrollo de una labor de asesora-
miento en derecho propia de los abogados lo que
determina el rechazo de la correspondiente reclamación.
Es más, en no pocos casos, este tipo de solicitudes tienen
que ver precisamente con la actuación de abogados a los
que previamente habían acudido los reclamantes. La
inadmisión de este tipo de consultas y la indicación al
ciudadano de la conveniencia de acudir al despacho de
un profesional del derecho de su elección o designado de
oficio, en su caso, provoca en ocasiones reacciones
contrarias por parte de algunos reclamantes.

A lo largo del año 2006 han sido varias las reclama-
ciones formuladas en relación con el reconocimiento del
derecho a litigar gratuitamente, en concreto cinco. En
tales supuestos, dada la dependencia de la Adminis-
tración estatal de las Comisiones de Asistencia Jurídica
Gratuita, las reclamaciones son remitidas al Defensor del
Pueblo, sin perjuicio de aclarar, en algunos supuestos,
aspectos concretos de los extremos que el o los recla-
mantes han planteado en su queja. Por otro lado, cuando
la resolución de las Comisiones de Asistencia Jurídica
Gratuita ha sido impugnada, la queja es directamente
rechazada por esta Institución dado que son los órganos
judiciales los encargados de resolver estas impugna-
ciones. En efecto, si la impugnación planteada está
pendiente de resolverse el rechazo de la queja deriva de
la directa aplicación del art. 12 de la Ley 2/94. Por el
contrario, si la impugnación ya ha sido resuelta, la queja
recibida se concreta, en último término, en una discon-
formidad con el contenido de la resolución judicial
(auto) dictada al resolver aquella impugnación y, como
se ha destacado con reiteración en este informe, el
control de las resoluciones judiciales escapa de las
competencias de los defensores en general y del
Procurador del Común en particular.

No han sido muchas las quejas de los ciudadanos en
relación con la actividad de los Registros civil (tres) y de
la propiedad (una), y todas las recibidas se han remitido,
por razones obvias, al Defensor del Pueblo, algo que
también ha sucedido con las reclamaciones relativas a la
ejecución de sentencias, los retrasos en la resolución o
tramitación de procesos judiciales y, en general con
todas aquellas reclamaciones encuadrables en esta área
de justicia en las que están implicadas autoridades,
funcionarios u órganos administrativos dependientes de
la Administración central.
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Además, se recoge en esta área una reclamación
recibida en relación con la Ley Orgánica 1/2004, de 28
de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra
la Violencia de Género y las consecuencias que derivan
de su aplicación.

1. DISCONFORMIDAD CON RESOLUCIONES
JUDICIALES

Bajo este epígrafe se engloban aquellas reclamaciones
en las que los ciudadanos muestran su disconformidad
con el contenido de una resolución judicial (gene-
ralmente sentencias), que consideran injusta o errónea.
No siempre consta en la reclamación la interposición por
el reclamante del recurso que en algunos casos cabe
contra la resolución con cuyo contenido está
disconforme. Ahora bien, al margen de dicho extremo, lo
que resulta evidente, por razones obvias ya expuestas en
la introducción precedente, es que esta Procuraduría no
puede revisar ni modificar lo resuelto por los Tribunales
de Justicia. De ahí que en todos estos supuestos las
quejas deban ser rechazadas, si bien en algunos casos se
aclaran a los reclamantes extremos de carácter general en
relación con las cuestiones concretas por ellos planteadas
y que les llevan a rechazar el contenido de la resolución
de que se trate.

A lo largo del año 2006 han sido veinticinco las recla-
maciones recibidas en la institución en relación con esta
materia. Entre ellas pueden citarse los expedientes
Q/59/06, Q/170/06, 274/06, 277/06, 297/06.

En todos estos supuestos al rechazar la admisión a
trámite de dichas reclamaciones se aclaró a los inte-
resados el contenido del art. 1 de la Ley 2/1994, de 9 de
marzo, del Procurador del Común de Castilla y León, de
acuerdo con el cual esta Institución en el ejercicio de su
función supervisa la actuación de la Administración
Regional, Entes, Organismos y de las Autoridades y del
personal que de las mismas dependen o están afectos a
un servicio público, así como la actuación de los Entes
Locales de esta Comunidad Autónoma en las materias en
las que el Estatuto atribuye competencias a la
Comunidad de Castilla y León.

De igual forma se trasladó a los reclamantes el
contenido del art. 117 de la Constitución que atribuye en
exclusiva a los Juzgados y Tribunales determinados por
las leyes el ejercicio de la función jurisdiccional. Preci-
samente por ello las resoluciones judiciales únicamente
son revisables por los propios Juzgados y Tribunales a
través de los recursos previstos al efecto en el ordena-
miento (con la salvedad del recurso de amparo en los
casos legalmente procedentes).

Además, en los expedientes registrados con los
números de referencia Q/274/06 y Q/277/06 se aclaró a
los reclamantes que en principio y salvo que indicaran
otra cosa, tampoco se remitía su reclamación al Defensor
del Pueblo, pues aunque esta Defensoría extiende su
ámbito de competencias a la supervisión y control de lo

actuado por la Administración central, autonómica o
local en el territorio del Estado Español, sin embargo no
puede modificar con su intervención el contenido de
ninguna resolución judicial, al impedirlo así el principio
de separación de poderes y la configuración constitu-
cional de nuestro Estado como un Estado de derecho.

En algunas ocasiones, como se ha indicado más
arriba, al rechazar la admisión a trámite de la recla-
mación presentada se efectúan algunas indicaciones
generales sobre aspectos concretos de las quejas
recibidas de los que derivan las dudas de los ciudadanos
en relación con el contenido de las resoluciones judi-
ciales con las que muestran su disconformidad.

Así, interesa destacar el expediente Q/2328/04,
cerrado en su día, tras el traslado al Ministerio Fiscal de
los hechos reflejados en el expediente relacionados con
un procedimiento penal en el que se investigaba una
supuesta agresión sexual a un menor de tres años de edad
por uno de sus progenitores. En su día, ya se aludió a
este expediente en el informe correspondiente al
año 2004.

En el año 2006, el reclamante se dirigió nuevamente a
esta Institución al considerar que en el informe del
equipo psicosocial citado en la resolución de un recurso
de apelación interpuesto contra un auto de sobresei-
miento provisional, se amenazaba a uno de los proge-
nitores para que cesara en su actitud de evitar la relación
de su hijo con el otro progenitor.

Evidentemente, el principio de independencia judicial
mencionado más arriba impedía la tramitación de la
queja y, desde luego, la revisión de la valoración que el
órgano jurisdiccional había realizado del informe
pericial-psicosocial del Equipo del Juzgado de Familia
correspondiente.

Ahora bien, se consideró oportuno aclarar al inte-
resado que dichos Equipos técnicos, dependientes
funcionalmente del Juzgado al que están adscritos y
carentes de facultades o funciones decisorias, elaboran
informes no vinculantes en los procedimientos rela-
cionados con el llamado derecho de familia, informes
cuya naturaleza es la de una prueba más, entre otras, en
el contexto del procedimiento.

En definitiva, como se indicó al interesado, las
funciones decisorias corresponden a los órganos jurisdic-
cionales los cuales, según el art. 348 de la vigente Ley de
Enjuiciamiento Civil, han de valorar los dictámenes peri-
ciales según las reglas de la sana crítica o como se
recoge en la sentencia de la Audiencia Provincial de
Ávila de 1 de octubre de 1997, los jueces no están
obligados a sujetarse al dictamen de especialistas, pues
su apreciación queda subordinada a las reglas de la sana
crítica.

También en relación con el derecho de familia se
considera oportuna la cita del expediente Q/1126/06. En
este caso concreto, tras rechazar la admisión a trámite de
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la queja, se aclaró al reclamante, en relación con el
problema reflejado en la misma relativo a las relaciones
abuelos nietos, lo siguiente:

La Ley 42/2003, de 21 de noviembre, de modificación
parcial del Código Civil y la Ley de Enjuiciamiento Civil
en materia de relaciones familiares de los nietos con los
abuelos, introdujo un nuevo párrafo B) en el art. 90 del
citado Código civil de acuerdo con el cual en el convenio
regulador puede contemplarse el régimen de visitas y
comunicaciones de los nietos con sus abuelos. Además,
se permite que el Juzgado pueda pronunciarse sobre el
derecho de comunicación de los nietos con los abuelos
(art. 94 CC) y en el art. 103 del mismo cuerpo legal se
prevé, tras dicha modificación legislativa, la posibilidad
de que, de forma excepcional, el Juez encomiende a los
hijos a los abuelos como medida provisional en caso de
inexistencia de acuerdo entre los cónyuges.

Por otro lado, de conformidad con lo establecido en el
art. 160 del Código Civil no pueden impedirse sin justa
causa las relaciones personales del hijo con sus abuelos,
encomendándose la resolución al Juez en caso de
oposición, sin que en ningún caso las medidas que se
fijen para favorecer las relaciones entre abuelos y nietos,
faculten la infracción de las resoluciones judiciales que
restrinjan o suspendan las relaciones de los menores con
alguno de sus progenitores.

Finalmente, interesa destacar también el expediente
Q/860/06, no admitido a trámite dado que su contenido
se centraba en la disconformidad del reclamante con el
contenido de una sentencia dictada por el Tribunal
Superior de Justicia de Castilla y León en el orden juris-
diccional social, sentencia que revocó la dictada por un
Juzgado de lo Social que había declarado al interesado
afecto de incapacidad permanente absoluta. En concreto
el TSJ consideró que no se objetivaban restricciones que
originasen invalidez permanente, no ya en el grado de
absoluta, sino tampoco en el de total, todo ello en
relación con la fibromialgia reumática de la que había
sido diagnosticado el reclamante.

Ahora bien, se consideró oportuno indicar al inte-
resado, por si fuera de su interés, que el Justicia de
Aragón había examinado pronunciamientos judiciales
recaídos ante solicitudes de reconocimiento de inca-
pacidad permanente total formuladas, en el ámbito
laboral, por personas que padecían fibromialgia,
comprobando que no existía un criterio jurisprudencial
uniforme ya que, como es lógico en supuestos de
invalidez permanente, las valoraciones que, en cada
caso, se efectúan dependen de las limitaciones concretas
que presente el trabajador afectado, teniendo en cuenta
tanto otros padecimientos adicionales a la fibromialgia,
cuanto la intensidad, duración, efectos, respuesta a trata-
mientos, etc. en relación con dicha enfermedad.

Además se le trasladó un extracto del examen
realizado por el Justicia de Aragón en el que se incluían
sentencias al efecto dictadas en uno u otro sentido.

2. IRREGULARIDADES EN EL FUNCIONA-
MIENTO DE LA ADMINISTRACIÓN DE
JUSTICIA

Como en años anteriores han sido varias las reclama-
ciones o quejas relativas a supuestos retrasos en el
funcionamiento de la Administración de justicia. Dichos
retrasos se refieren tanto a la tardanza en la resolución de
procesos judiciales pendientes como a la ejecución de lo
resuelto una vez finalizados aquellos. Ello no obstante, el
tema relativo a la ejecución de resoluciones judiciales se
abordará en un epígrafe específico.

Se incluyen además en este epígrafe reclamaciones de
los ciudadanos relativas a la actuación o comportamiento
de titulares de órganos judiciales concretos o del
personal al servicio de la Administración de justicia o
miembros integrantes del Ministerio Fiscal.

En concreto, se han tramitado 16 expedientes rela-
cionados con irregularidades y retrasos en la tramitación
de procedimientos judiciales y 2 relativos a la actuación
de miembros del Ministerio Fiscal.

A continuación se analiza el contenido de algunos de
dichos expedientes.

Así, en el expediente Q/1033/06 el reclamante aludía
al retraso en la tramitación de un juicio declarativo
ordinario de menor cuantía sobre deslinde por un órgano
judicial con sede en esta Comunidad Autónoma. Según
el interesado hacía cinco años que se había planteado
dicho procedimiento y no se había recibido contestación
alguna.

Dado el contenido de la reclamación aludida, la queja
se remitió al Defensor del Pueblo, al escapar el problema
planteado del ámbito de competencias de esta Procu-
raduría. El Defensor del Pueblo admitió a trámite la
queja y solicitó información a la Fiscalía General del
Estado.

La misma tramitación se dio al expediente Q/684/06
en el que el reclamante consideraba, entre otros
extremos, que el titular de un órgano judicial había para-
lizado los procedimientos iniciados a su instancia.

Además, en este expediente, el interesado indicaba
que había presentado una queja en el Consejo General
del Poder Judicial en relación con la tramitación de los
procedimientos judiciales que había instado sobre los
mismos temas que habían sido objeto de queja ante esta
Procuraduría.

En relación con esta última cuestión se consideró
oportuno informar al reclamante de algunos aspectos
relativos a la responsabilidad disciplinaria de jueces y
magistrados.

En concreto, se aclaró al interesado que el correspon-
diente procedimiento disciplinario, tal y como determina
el art. 423 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se
inicia de oficio, por acuerdo de la Sala de Gobierno o
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Presidente que corresponda o, en su caso, de la Comisión
Disciplinaria o del Pleno del Consejo General del Poder
Judicial, bien por su propia iniciativa, como conse-
cuencia de orden o petición razonada de distinto órgano,
o de denuncia, así como a instancia del Ministerio Fiscal.

Además, se le indicó que, como establece el precepto
citado, toda denuncia sobre el funcionamiento de la
Administración de justicia, en general, y de la actuación
de jueces y magistrados en particular, debe ser objeto de
un informe del Jefe del Servicio de Inspección, en el
plazo de un mes, pudiendo proponer en dicho informe el
archivo de plano de la denuncia, la formación de dili-
gencias informativas o la incoación directa del corres-
pondiente procedimiento disciplinario.

De igual forma se le aclaró, siguiendo lo recogido en
dicho artículo, que la resolución motivada de la Sala de
Gobierno o de la Comisión Disciplinaria sobre la
iniciación del expediente se ha de notificar al denun-
ciante, que no podrá impugnarla en vía administrativa,
sin perjuicio de la legitimación que ostente como inte-
resado en la vía jurisdiccional. De llegar a incoarse expe-
diente disciplinario, se han de notificar al denunciante las
resoluciones que recaigan y éste podrá formular alega-
ciones pero no recurrir la decisión del expediente en la
citada vía administrativa, sin perjuicio, nuevamente, de
la legitimación que ostente como interesado en la vía
jurisdiccional.

En el expediente Q/2480/06 el reclamante aludía,
entre otras cuestiones, a un retraso en la tramitación de
un procedimiento judicial relacionado con el derecho de
familia, reclamando su derecho a obtener una resolución
en un tiempo razonable, sin dilaciones innecesarias.
Teniendo en cuenta la materia sobre la que versaba la
reclamación indicada, la queja, con posterioridad a la
fecha de cierre de este informe, fue remitida al Defensor
del Pueblo (concretamente, el día 8 de enero de 2007).

Ello no obstante, se consideró oportuno explicar al
interesado que si las irregularidades del procedimiento
afectaban directamente al contenido de la resolución
judicial dictada (providencia, sentencia o auto), no sería
posible su revisión al margen de los recursos al efecto
establecidos en las leyes procesales.

Además se le indicó la posibilidad que tenía de
consultar con un profesional del derecho de su elección
(acaso el que dirigía su defensa en el proceso en curso),
sobre la conveniencia y sobre todo la procedencia de
presentar algún tipo de reclamación al amparo de lo esta-
blecido en el Reglamento 1/98, aprobado por Acuerdo
del Consejo General del Poder Judicial de 2 de diciembre
de 1998, desarrollado por la Instrucción 1/1999, del
Consejo General del Poder Judicial, por la que se
aprobaron los protocolos de servicio y formularios de
tramitación de quejas y reclamaciones y previa infor-
mación al ciudadano. También se le facilitó la dirección
de la página Web del Consejo General del Poder Judicial
y un resumen de algunas de las indicaciones contenidas

en dicha página en relación con las reclamaciones o
quejas que podían presentarse al amparo del Reglamento
arriba citado.

También se remitió al Defensor del Pueblo el expe-
diente Q/813/06, en el que el reclamante aludía, entre
otros extremos, a las dilaciones que se estaban produ-
ciendo en la tramitación de unas Diligencias Previas
seguidas en un Juzgado de Instrucción, Diligencias en las
que se estaban investigando las causas del fallecimiento
de un hijo del reclamante. Y esa misma tramitación
recibió el expediente Q/577/06, relativo a supuestos
retrasos o dilaciones en la resolución de un procedi-
miento civil.

En ambos casos el Defensor del Pueblo admitió a
trámite las quejas remitidas, iniciando las oportunas
actuaciones ante la Fiscalía General del Estado.

De igual forma, el expediente Q/36/06 fue remitido al
Defensor del Pueblo, dado que en el mismo el interesado
aludía al retraso en que se había incurrido en la reso-
lución de un recurso de casación interpuesto a su
instancia. En este caso el Defensor del Pueblo, tras la
tramitación de la queja, procedió al archivo del expe-
diente una vez recibido el informe solicitado a la Fiscalía
General del Estado, informe del que se deducía que el
citado recurso estaba pendiente de señalamiento de vista
pública o votación y fallo pero que, habida cuenta de la
existencia de un plan de refuerzo que se estaba
elaborando para la actualización de la Sala afectada, se
resolvería con la mayor brevedad posible.

Como ya se ha indicado, a lo largo del año 2006 han
sido 2 los expedientes tramitados por esta Procuraduría
en relación con la actuación de miembros del Ministerio
Fiscal; en concreto los registrados con los números
Q/76/06 y Q/2024/06. Ambos expedientes fueron
remitidos al Defensor del Pueblo, dada la carencia de
competencias de esta Procuraduría para su resolución.

En el primero de los citados (Q/76/06), el hijo del
reclamante había sido condenado por un delito de
lesiones, encontrándose en libertad condicional. Sin
embargo ahora se veía implicado en un nuevo proceso
penal por obstrucción a la justicia, tras recibir el
lesionado una carta amenazante.

En concreto, el reclamante mostraba su desacuerdo
con la actuación del Ministerio Fiscal al no considerar
precisa la citación de determinadas personas con la
finalidad de determinar la identidad de los autores de
dicha carta. Al parecer, el interesado contaba con un
informe pericial que descartaba la autoría de su hijo en la
redacción de la citada carta.

Esta Procuraduría aclaró al reclamante que las
fiscalías no pueden calificarse como órganos de la Admi-
nistración autonómica o local de Castilla y León, ni se
transforma su naturaleza por el hecho de que algunas
tengan su sede en el territorio de esta Comunidad
Autónoma, lo que impide a esta Institución el control o
supervisión de su actuación.
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El segundo de los expedientes mencionados
(Q/2024/06) guardaba relación con la tramitación de un
procedimiento de adopción y la dilación injustificada por
parte de la fiscalía en la elaboración de un informe
necesario para la resolución de dicho procedimiento.

En concreto, la queja planteada se resumía, entre
otros, en los siguientes puntos:

1.- La posible discriminación que la fiscalía en
cuestión podía estar cometiendo por el hecho, a
juicio del interesado, de que la menor afectada
fuera hija adoptiva de la pareja del reclamante, ya
que, según el reclamante, si fuera hija biológica no
se pondría en duda la maternidad de su pareja.

2.- El dilatado periodo de tiempo (más de un año) que
había precisado la fiscalía para “darse cuenta” de
que “necesitaba” una documentación que ya obraba
en su poder desde el mismo momento en que se
registró la demanda de adopción, ya que se incluía
en la misma.

Por todo ello, el reclamante llegaba a la conclusión de
que pese a que la justificación de la intervención de la
fiscalía en procesos de este tipo, es la necesaria
protección de los derechos del menor, lo que se estaba
consiguiendo en el caso concreto era justamente
mantener al menor “en una merma de sus derechos, al
negarle la posibilidad de disponer de la figura legal del
padre, debido básicamente a una dilación injustificada en
la realización de su tarea de una funcionaria de la admi-
nistración”. Todo ello teniendo en cuenta, además, que
en ningún momento se había puesto en duda, según la
reclamación recibida, la capacidad del reclamante para
hacerse cargo de los deberes como padre.

De nuevo, como ya se ha indicado, esta Procuraduría
tuvo que aclarar al interesado la imposibilidad legal de
controlar o supervisar lo actuado por el Ministerio Fiscal,
dado que como establece el art. 2 de la Ley 50/1981, de
30 de diciembre, por la que se regula su Estatuto
Orgánico, el Ministerio Fiscal, integrado con autonomía
funcional en el Poder Judicial, ejerce su misión por
medio de órganos propios conforme a los principios de
unidad de actuación, dependencia jerárquica y con
sujeción, en todo caso, a los de legalidad e impar-
cialidad.

En consecuencia, resultaba evidente que no se trata de
órganos de la Administración autonómica o local de
Castilla y León ni siquiera en aquellos supuestos en los
que el fiscal concreto contra el que se dirige la recla-
mación o queja está destinado, como ocurría en el caso al
que se aludía en el expediente analizado, en alguna de las
fiscalías radicadas en el territorio de esta Comunidad
Autónoma. Tras la remisión de la queja al Defensor del
Pueblo se ha tenido conocimiento de su admisión a
trámite y la solicitud de información dirigida por dicha
Defensoría a la Fiscalía General del Estado.

Finalmente, en el expediente Q/834/06 el reclamante
manifestaba su deseo de cambiar el órgano jurisdiccional

que conocía de los temas relativos a su separación matri-
monial dado que su cónyuge era funcionario de uno de
los juzgados radicados en la localidad donde se tramitaba
la separación y, según el interesado, tenía influencia y
relación personal con los jueces de dicha localidad. 

También en este caso se remitió la queja al Defensor
del Pueblo, si bien en el escrito de remisión se informó al
reclamante de algunas cuestiones relacionadas con las
causas de abstención y recusación de jueces y magis-
trados reguladas en la Ley Orgánica del Poder Judicial
de 1985. Así, se indicó al interesado que en la reforma
operada en dicha Ley por la LO 19/2003, de 23 de
diciembre, además de modificar algunas de las causas
existentes, se añadieron otras nuevas al elenco del
art. 219 de la Ley Orgánica citada.

En concreto, en relación con la amistad íntima como
causa de abstención o recusación, se sustituyó la refe-
rencia que contenía la LOPJ de 1985 a “con cualquiera
de los expresados en el artículo anterior” por “cualquiera
de las partes”. Por ello se indicó al reclamante que
parecía que el legislador había pretendido precisar que
esas relaciones de amistad o enemistad sólo han de darse
entre el que se abstiene o es recusado y quienes ostenten
la calidad o condición de partes para que pueda generar
los efectos contemplados.

Además, la enumeración de las causas es cerrada y
existe una interpretación restrictiva de las mismas por
parte del Tribunal Supremo y del Tribunal Constitu-
cional, rechazando interpretaciones extensivas o
analógicas de las mismas, lo que también fue trasladado
al interesado.

El Defensor del Pueblo en relación con esta cuestión
indicó al reclamante, entre otros extremos, que en los
procesos civiles sólo pueden recusar las partes y, en
consecuencia, su representación procesal debería haber
instado la recusación en el momento procesal oportuno,
sin que una falta de actuación de la defensa del inte-
resado pudiera suplirse por esa Defensoría.

También le informó de la posibilidad que tenía, en
relación con la potestad disciplinaria respecto de jueces y
magistrados, de poner en conocimiento del Consejo
General del Poder Judicial los hechos a fin de que
pudieran valorarse sus manifestaciones dentro del marco
disciplinario aludido.

3. QUEJAS RELATIVAS A LA EJECUCIÓN DE
RESOLUCIONES JUDICIALES

Además del contenido de las resoluciones judiciales,
la ejecución de lo resuelto suele dar lugar al plantea-
miento de reclamaciones por parte de los ciudadanos en
esta Comunidad Autónoma, bien porque consideran que
no se ha ejecutado la resolución dictada o se ha
producido un retraso en dicha ejecución, bien por estimar
que la ejecución iniciada es incorrecta y no se ajusta al
contenido de lo acordado en la resolución de que se trate.
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En concreto, salvo error, han sido 4 las reclamaciones
recibidas a lo largo del año 2006 en relación con esta
cuestión.

En todo caso, conviene precisar, antes de analizar
alguno de los expedientes tramitados, que en deter-
minados órdenes jurisdiccionales deben ser las partes (en
su caso, a través de su representación procesal y con
arreglo al procedimiento legalmente establecido) las que
insten la ejecución ante el órgano judicial que dictó la
resolución de que se trate, siguiendo para ello el cauce
procesal al efecto establecido, extremo que, en
ocasiones, se hace preciso aclarar a los ciudadanos.

Los expedientes registrados con los números
Q/311/06 (relativo al abono de diferencias salariales) y
Q/1869/06 (en materia de viviendas), constituyen un
ejemplo de los supuestos en los que los ciudadanos
acuden a esta Institución para denunciar los retrasos
producidos en la ejecución de las resoluciones dictadas
en procesos en los que han sido parte o están interesados.

En ambos expedientes los interesados aludían a
retrasos en la ejecución de sentencias dictadas por la Sala
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior
de Justicia de Castilla y León.

En el primero de los expedientes citados (Q/311/06)
el reclamante había promovido ante el Tribunal Superior
de justicia un incidente dirigido a dicha ejecución al
amparo de lo establecido en el art. 109 de la Ley
29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción
Contencioso-administrativa, de acuerdo con el cual la
Administración pública, las demás partes procesales y
las personas afectadas por el fallo, mientras no conste en
autos la total ejecución de la sentencia, pueden promover
incidente para decidir, sin contrariar el contenido del
fallo, cuantas cuestiones se planteen en la ejecución.

Precisamente por ello, aunque la queja fue remitida al
Defensor del Pueblo, fue archivada por éste al entender
que la cuestión planteada en la misma estaba pendiente
de una resolución judicial. 

En el segundo de los expedientes citados (Q/1869/06),
tras su admisión a trámite, el Defensor del Pueblo inició
las oportunas actuaciones ante la Fiscalía General del
Estado.

Finalmente, el expediente registrado con el número
Q/1958/06, relativo a la falta de ejecución de una
sentencia dictada en el orden penal, en lo relativo al
impago de la indemnización fijada en concepto de
responsabilidad civil derivada del delito enjuiciado, fue
remitido igualmente al Defensor del Pueblo, tras aclarar
al interesado, como en los supuestos anteriores, que
dentro de las competencias del Procurador del Común no
entra la supervisión de los órganos judiciales, sin olvidar,
además, que la ejecución de las resoluciones judiciales es
competencia exclusiva de los juzgados y tribunales en
los términos que las leyes determinan (art. 117.3 C.E.).

En este último caso, el Defensor del Pueblo, tras la
admisión a trámite de la queja y la realización de las
oportunas actuaciones y gestiones con el Secretario
Judicial de la sección de la Audiencia Provincial que
había dictado la sentencia, constató que la demora en el
abono de la cantidad de indemnización correspondiente a
varios meses, se había debido a un problema coyuntural
que ya estaba resuelto, por lo que en breve el reclamante
sería citado para abonarle un cheque por el importe
correspondiente a dichos meses. De igual forma, tras la
información recibida del órgano judicial aludido, el
Defensor del Pueblo aclaró al interesado las dudas que le
suscitaba el hecho de que hubiese percibido distintas
cuantías en determinados meses, procediendo, tras el
traslado de dicha información, al archivo del expediente.

4. QUEJAS RELATIVAS A LA ACTUACIÓN
DE ABOGADOS Y PROCURADORES Y SUS
RESPECTIVOS COLEGIOS

No hay duda de que la función encomendada a los
procuradores y a los abogados de representación y
dirección de las partes en el curso de un procedimiento
judicial es fundamental para su adecuada defensa.

En concreto, en relación con la labor de los abogados
el propio art. 24.2 de la Constitución reconoce a todas las
personas el derecho a la defensa y asistencia letrada,
todo ello en íntima conexión con el derecho a la tutela
judicial efectiva a la que alude el citado artículo en su
número primero.

Es más, el destacado papel de estos profesionales del
derecho ha llevado a sostener a esta Institución en
informes anteriores la conveniencia de su intervención
incluso en los supuestos en los que legalmente no es
preceptiva.

Así, en el informe anual correspondiente al año 2002
se indicaba (y ahora se reitera) que en la mayor parte de
los procedimientos regulados en nuestras leyes
procesales la intervención de la parte representada por
procurador y debidamente defendida por abogado es, no
sólo necesaria o conveniente, sino preceptiva. De hecho,
la aparente simplicidad de un asunto, puede no ser tal,
sobre todo cuando la parte interesada (particular) no
tiene conocimientos jurídicos ni, en consecuencia,
conoce el modo de actuar ante los Tribunales de Justicia.
Cabe afirmar, incluso, que la ínfima cuantía de un asunto
no siempre se corresponde con su escasa complejidad.
En muchos casos la dificultad del asunto (en relación con
el fondo del mismo o con la materia objetiva sobre la que
versa) es tal que únicamente su dirección y defensa por
un abogado en ejercicio puede suponer una cierta
garantía de acierto en su enfoque. 

Pues bien, la labor desarrollada por estos profe-
sionales genera una cierta desconfianza en los
ciudadanos que acuden año tras año a esta Institución
con la finalidad de conseguir una corrección de lo
actuado por sus abogados o una minoración de los hono-
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rarios cobrados por estos. De igual forma, en ocasiones,
a la queja contra la actuación de un abogado se añade
una disconformidad con la actuación o con la pasividad
de su respectivo colegio, tras haberse dirigido el
ciudadano a dicho órgano corporativo en relación con
problemas derivados de su relación con un concreto
letrado y de la actuación desarrollada por este. En este
epígrafe se engloba un total de 13 expedientes de los que
6 están directamente relacionados con la actuación de un
letrado y la disconformidad que la misma genera en su
cliente.

Entre las reclamaciones recibidas se considera
oportuno mencionar las registradas con los números
Q/562/06, Q/2090/06 y Q/2457/06.

En todos los expedientes citados, atendido su
contenido, se aclaró a los reclamantes el carácter o natu-
raleza privada de la relación que une a un abogado con
sus clientes, razón por la que no es posible la inter-
vención de esta Procuraduría para supervisar lo actuado
por aquéllos, al no existir actuación administrativa
alguna que permita ese control en los términos que
concreta el art. 1 de la Ley 2/94, reguladora de esta
Procuraduría.

Además, en prácticamente todos ellos se informó a los
interesados sobre aspectos concretos relativos a la
responsabilidad en que pueden incurrir esos profe-
sionales del derecho en el desarrollo de su profesión. En
ningún caso, sin embargo, se pronunció esta Procu-
raduría sobre la posible concurrencia, en el supuesto
analizado, de algún tipo de responsabilidad.

En concreto, en el expediente Q/2090/06 , el
reclamante mostraba su disconformidad con la actuación
de su letrado, que no le había facilitado copia de la
sentencia por la que se fijó un régimen de visitas a favor
de aquel en relación con su hijo incapacitado. Además, el
interesado afirmaba que su letrado parecía estar a favor
de la otra parte.

En el expediente Q/2457/06 se aludía igualmente a la
disconformidad del reclamante con la actuación de su
letrado que, tras presentar la correspondiente demanda,
se negaba a acudir al juicio y se había quedado con toda
la documentación.

En ambos supuestos se trasladó a los interesados
información en relación con los siguientes extremos:

1.- El art. 42 del RD 658/2001, de 22 de junio, por el
que se aprueba el Estatuto General de la Abogacía,
impone como obligación del abogado para con la parte
por él defendida, además de las que deriven de sus rela-
ciones contractuales, el cumplimiento de la misión de
defensa que le haya sido encomendada con el máximo
celo y diligencia y guardando secreto profesional.

2.- Por otro lado, los abogados están sujetos a respon-
sabilidad penal por los delitos o faltas que cometan en el

ejercicio de su profesión, a responsabilidad civil cuando
por dolo o negligencia dañen los intereses cuya defensa
les haya sido confiada (art. 78 del Estatuto citado) y a
responsabilidad disciplinaria en el caso de infracción de
sus deberes profesionales o deontológicos (art. 80).

3.- La responsabilidad disciplinaria puede hacerse
efectiva, en unos casos por la autoridad judicial, de
conformidad con lo establecido en las leyes procesales, y
en otros por los órganos de gobierno del correspondiente
Colegio de Abogados (Decano y Junta de Gobierno), tal
y como establece el art. 81 del RD 658/2001 ya citado.

4.- Por el contrario, la responsabilidad penal debe
hacerse efectiva ante los tribunales de justicia y lo
mismo sucede con la responsabilidad civil que será
exigible conforme a la legislación ordinaria ante dichos
tribunales, pudiendo establecerse legalmente su asegura-
miento obligatorio.

Además, en el expediente Q/2090/06, dado que el
reclamante no parecía tener la sentencia a la que aludía
en su reclamación, se le indicó la posibilidad que tenía
de acudir al Juzgado que había conocido del asunto con
la finalidad de obtener una copia de dicha resolución, al
amparo de lo establecido en los arts. 234 y 235 de la Ley
Orgánica del Poder Judicial. 

Algunos de los expedientes relacionados con la
actuación de abogados y/o procuradores se han remitido
al Defensor del Pueblo cuando el reclamante ha
presentado algún escrito en el colegio profesional
respectivo o extiende su reclamación a dichos órganos
corporativos.

Así ocurrió en el expediente Q/1428/06 en el que el
interesado mostraba su disconformidad con el importe de
las minutas presentadas por su abogado y procurador,
extendiendo su reclamación al contenido de la respuesta
facilitada por los respectivos colegios de abogados y
procuradores, en relación con la cuestión objeto de la
queja formulada.

Además, en este supuesto concreto se efectuaron
algunas aclaraciones al reclamante en relación con la
condena en costas una vez firme y con su tasación por el
secretario judicial, tasación que, como se le indicó,
puede ser impugnada por incluirse en la misma partidas,
derechos o gastos indebidos, de igual forma que pueden
impugnarse por excesivos los honorarios de los letrados.

En los expedientes registrados Q/1018/06 y
Q/1476/06 la reclamación se dirigía exclusivamente
contra un Colegio de Abogados con sede en el territorio
de esta Comunidad ante la falta de respuesta a los
escritos dirigidos al mismo por los reclamantes. En este
caso, las quejas fueron remitidas sin más al Defensor del
Pueblo, encontrándose en trámite en dicha Institución.
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5. JUSTICIA GRATUITA

Como se recogía en el informe anual correspondiente
al año 2005, la falta de recursos económicos para
afrontar los gastos derivados de un proceso no puede
convertirse en un obstáculo insalvable que impida el
acceso de los ciudadanos a los tribunales en defensa de
sus derechos e intereses legítimos (art. 24 CE).

Precisamente por ello, en el art. 119 de la Consti-
tución se establece que “la justicia será gratuita cuando
así lo disponga la Ley y, en todo caso, respecto de
quienes acrediten insuficiencia de recursos para litigar”.

De conformidad con lo establecido en la Ley 1/1996,
de 10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita, desa-
rrollada por el RD 2103/1996, de 20 de diciembre, por el
que se aprueba su reglamento, el derecho de asistencia
jurídica gratuita debe reconocerse a aquellas personas
físicas cuyos recursos e ingresos económicos,
computados anualmente por todos los conceptos y por
unidad familiar, no superan el doble del salario mínimo
interprofesional vigente en el momento de efectuar la
solicitud (art. 3 de la Ley). Los órganos competentes
para resolver sobre este tipo de peticiones son las Comi-
siones de Asistencia Jurídica Gratuita, si bien sus resolu-
ciones pueden impugnarse, ante el Secretario de la
Comisión de Asistencia Gratuita, correspondiendo la
resolución de dicha impugnación a los órganos judi-
ciales.

Pues bien, las Comisiones de Asistencia Jurídica
Gratuita, en nuestra Comunidad, dependen de la Admi-
nistración General del Estado. Precisamente por ello, ni
su actuación ni sus resoluciones pueden controlarse o
supervisarse por esta Procuraduría. Lo anterior determina
que la mayoría de las reclamaciones recibidas durante el
año 2006 en materia de justicia gratuita (en total, salvo
error, 5) se hayan remitido al Defensor del Pueblo. Ello
no obstante, cuando, tras impugnarse la resolución
dictada por la correspondiente comisión, se ha
pronunciado sobre el reconocimiento del derecho a asis-
tencia jurídica gratuita un órgano judicial, la reclamación
se rechaza directamente por esta Institución.

En concreto, se han remitido al Defensor del Pueblo
tres de las cinco reclamaciones tramitadas en relación,
directa o indirecta, con el derecho a asistencia jurídica
gratuita; una ha sido rechazada directamente por esta
Procuraduría y en otra de las cinco mencionadas la
actuación de esta Institución se limitó a indicar al inte-
resado la posibilidad que tenía de solicitar el reconoci-
miento de este derecho, de carecer de recursos
económicos suficientes para sufragar los gastos del
proceso que en su caso decidiera entablar (Q/107/06),
rechazando la queja en cuanto al resto, al tratarse de una
solicitud de asesoramiento ajena a su ámbito de compe-
tencias. 

Ejemplo de los expedientes recibidos en esta Insti-
tución a lo largo del año 2006 en relación con el derecho

a la asistencia jurídica gratuita y que han sido remitidos
al Defensor del Pueblo, lo constituyen los registrados
con los números de referencia Q/75/06 y Q/2087/06.

En el último expediente mencionado el reclamante
mostraba su disconformidad con el derecho a asistencia
jurídica gratuita reconocido a un familiar suyo, al
entender que dicha persona tenía un importante
patrimonio.

Teniendo en cuenta el contenido de la reclamación
recibida, esta Procuraduría aclaró al reclamante las
previsiones o exigencias legales para poder obtener el
reconocimiento del derecho a asistencia jurídica gratuita.

En concreto, las previstas en los arts. 3 y 5 de la Ley
1/1996, de 10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita
ya citada.

De igual forma, se le indicó que los órganos compe-
tentes para reconocer o denegar el derecho de asistencia
jurídica gratuita son las denominadas Comisiones de
Asistencia Jurídica Gratuita que, tal y como indica el art.
10.3 de la Ley de Asistencia Jurídica gratuita, -aplicable
a esta Comunidad Autónoma al no haberse producido de
momento transferencia alguna de competencias en
materia de justicia-, dependen de la Administración
General del Estado. Por ello, su actuación escapa del
ámbito material de competencias de esta Institución.

Así, el art. 4 del RD 2103/1996, de 20 de septiembre,
por el que se aprueba el Reglamento de Asistencia
Jurídica Gratuita, establece que esas comisiones están
adscritas a las Gerencias Territoriales del Ministerio de
Justicia o, donde no existan, a las Delegaciones del
Gobierno.

Además, existe una Comisión Central de Asistencia
Jurídica Gratuita que estará presidida por un miembro
del Ministerio Fiscal, designado por el Fiscal General del
Estado, y compuesta por los Decanos del Colegio de
Abogados y del Colegio de Procuradores de Madrid o
por el abogado y procurador que ellos designen; por un
Abogado del Estado y por un funcionario del Ministerio
de Justicia, perteneciente a un cuerpo o escala del grupo
A que, además, actuará como secretario (art. 10 de la
Ley 1/96). Esta Comisión carece, igualmente, de
cualquier tipo de vinculación con la Administración
sujeta a las facultades de supervisión de esta Procu-
raduría.

En el caso concreto analizado, no se sabía si la reso-
lución por la que se reconoció el derecho había sido
impugnada por el reclamante, si bien se le aclaró que de
ser éste el caso, de nuevo escapaba del ámbito de compe-
tencias de esta Institución el control o supervisión de lo
resuelto por los tribunales al analizar la impugnación. Es
más, si impugnada la resolución de la comisión de asis-
tencia jurídica gratuita correspondiente, todavía no se
hubiese resuelto por los Tribunales, sería de aplicación el
art. 12 de la Ley 2/94.
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Los razonamientos anteriores permitieron aclarar al
interesado la falta de competencias de esta Procuraduría
para intervenir en el asunto planteado y para funda-
mentar su remisión, (como se ha dicho) al Defensor del
Pueblo.

Ello no obstante, en el escrito de remisión se le indicó,
entre otros extremos, que de conformidad con lo esta-
blecido en el art. 20 de la Ley 1/1996, los titulares de un
derecho o de un interés legítimo pueden impugnar las
resoluciones que, de modo definitivo, reconocen o
deniegan el derecho a la asistencia jurídica gratuita.

En todo caso, se aclaró al interesado que debía tener
en cuenta el hecho de que el órgano judicial competente
para conocer de la impugnación, en el auto resolviendo
sobre la misma (contra el que no cabe recurso alguno),
puede imponer a quien la haya promovido de manera
temeraria o con abuso de derecho, una sanción pecu-
niaria.

Por el contrario en el expediente Q/2293/06, la reso-
lución dictada por la comisión de asistencia jurídica
gratuita competente había sido confirmada por un
Juzgado de Primera Instancia al desestimar la impug-
nación. Por lo tanto, la queja se centraba en la discon-
formidad del reclamante con la denegación del derecho a
litigar gratuitamente y, por tanto, con el contenido del
auto (resolución judicial) por el que se desestimó la
mencionada impugnación.

Por ello, esta Procuraduría rechazó la admisión a
trámite de la reclamación recibida, de conformidad con
lo establecido en el art. 12 de la Ley 2/94. Ahora bien,
dado que el reclamante no entendía por qué se denegaba
el derecho solicitado si previamente se había designado
abogado de oficio, al comunicar al interesado la decisión
de archivo se le trasladaron algunas consideraciones
relativas a las dudas reflejadas en su escrito de queja.

En concreto, se le aclaró el contenido del art. 15.1 de
la Ley /96 ya citada, de conformidad con el cual
presentada la correspondiente solicitud de asistencia
jurídica gratuita, si de la misma y de los documentos que
la acompañen resulta acreditado que el peticionario está
incluido en el ámbito de dicha Ley, el Colegio de
Abogados procederá, en el plazo máximo de quince días,
a la designación provisional de abogado, comunicándolo
inmediatamente al Colegio de Procuradores a fin de que,
en caso de ser preceptivo, en el plazo legalmente esta-
blecido, proceda a designar un procurador que asuma la
correspondiente representación.

En consecuencia, es evidente que la designación de
abogado de oficio efectuada en el caso analizado en la
queja mencionada era de carácter provisional, hasta la
resolución definitiva de la solicitud por la Comisión de
Asistencia Jurídica Gratuita correspondiente. De hecho,
tal y como establece el párrafo segundo del art. 18 de la
Ley 1/96, si la Comisión desestima la pretensión, las
designaciones que eventualmente se hubieran realizado

quedan sin efecto y el solicitante debe, en su caso,
abonar los honorarios y derechos económicos
ocasionados por la intervención de los profesionales
designados con carácter provisional.

6. SOLICITUDES DE ASESORAMIENTO

A pesar del tiempo transcurrido desde la creación de
la figura del Procurador del Común y a pesar, también,
de la labor desarrollada desde entonces, siguen llegando
a la Institución escritos de ciudadanos que no formulan
una queja contra una administración pública sino que
plantean una consulta en relación con asuntos de su
interés en los que no se ha producido actuación adminis-
trativa alguna. En concreto, lo que solicitan de esta
Procuraduría, como se indicaba en el informe del año
2005, es el desarrollo de una auténtica labor de asesora-
miento en derecho.

Estas peticiones no pueden ser atendidas por el
Procurador del Común, dada la función que tiene enco-
mendada de supervisión de lo actuado por la Adminis-
tración autonómica o local de Castilla y León, en los
términos concretados en el art. 1 de su Ley reguladora.
Ello no obstante, en ocasiones se traslada al ciudadano
información general en relación con el problema
reflejado en su queja.

Ejemplo de lo expuesto son los expedientes Q/107/06,
Q/719/06 y Q/1128/06.

En todos los supuestos mencionados, las solicitudes
recibidas fueron rechazadas, si bien en el expediente
Q/719/06 en el que el reclamante solicitaba información
sobre las gestiones que debería realizar para lograr una
rebaja en la condena impuesta en un proceso penal y
para lograr que al condenado se le concedieran permisos
penitenciarios, se le facilitó información genérica en
relación con los permisos previstos en los arts. 47 y ss de
La Ley General Penitenciaria (desarrollada por el RD
190/1996, 9 febrero, Reglamento General Penitenciario)
y su concesión, y sobre las condiciones de la libertad
condicional, aclarando las circunstancias precisas para
ello, en los términos previstos en el Código Penal.

Por último, se indicó al reclamante la posibilidad que
tenía de valorar la formulación de una petición de
indulto, al amparo de la Ley de 18 de junio de 1870, de
Reglas para el ejercicio de la Gracia de indulto.

De igual forma, en el expediente Q/1128/06 ya
mencionado, una vez rechazada la admisión a trámite de
la queja, se trasladaron al reclamante algunas indica-
ciones sobre los alimentos entre parientes, dado que su
duda era si tenía derecho a alguna ayuda por parte de sus
hijos, todos ellos mayores de edad. Así, además de
informarle sobre el contenido de algunos preceptos del
Código Civil relativos a la materia, se consideró
oportuno indicarle que si no reclamaba los alimentos no
se pagarían ya que el Código Civil establece expre-
samente en su art. 148, que si bien la obligación de dar
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alimentos será exigible desde que se necesiten “no se
abonarán sino desde la fecha de interposición de la
demanda”; aclarándole además el tipo de procedimiento
en el que cabía plantear esa reclamación y la necesidad
de comparecer en juicio asistido de abogado y repre-
sentado por procurador, si la cuantía excediese de 900
euros (parecía, además, que dado el estado de necesidad
del reclamante tales profesionales le serían designados
de oficio de formularse la correspondiente solicitud). 

7. QUEJAS RELATIVAS A PERSONAS
CONDENADAS A PENAS PRIVATIVAS DE
LIBERTAD

La situación de los reclusos o internos en centros
penitenciarios o de personas condenadas a penas
privativas de libertad hace que muchos de ellos o sus
familiares y allegados se dirijan a esta Institución con la
finalidad de solventar problemas relacionados con su
privación de libertad y su régimen de vida en el interior
del centro penitenciario correspondiente. Estas reclama-
ciones, en su mayor parte, son remitidas al Defensor del
Pueblo, ante la falta de competencias de esta Procu-
raduría y dicha remisión trata de efectuarse con la
máxima celeridad posible atendida la materia sobre la
que versan las quejas recibidas.

De las 5 reclamaciones recibidas a lo largo del año
2006 cabe destacar las siguientes:

La registrada con el número Q/1587/06 en la que el
reclamante aludía a la situación de dos personas
condenadas por un delito de falso testimonio a la pena de
tres años y un mes de prisión, además de una pena de
multa y las accesorias previstas en la Ley.

Al parecer los condenados interpusieron recurso
contra la sentencia dictada, recurso que fue desestimado,
al igual que la solicitud de indulto que habían formulado.

Según el reclamante, en el caso expuesto en la queja
que se analiza no se habían tomado en consideración las
circunstancias personales de los condenados y el hecho
de que debido al transcurso del tiempo, ambos
condenados no solo no habían vuelto a tener ningún
problema con la Administración de Justicia sino que su
comportamiento había sido ejemplar.

Además el reclamante consideraba que al rechazar la
solicitud de indulto formulada no se había valorado ni
comparado la gravedad del delito, de ahí que entendiera
que se estaba procediendo a una rigurosa aplicación de la
ley que colocaba a los condenados en una situación de
tremendo agravio comparativo. En opinión del inte-
resado, para constatarlo bastaba con leer la prensa y la
situación de casos mucho más graves sin apenas sanción
y sin cumplimiento ni reproche alguno. Por último, el
reclamante entendía que la pena impuesta, dada la natu-
raleza del delito, era especialmente dura. Por todo ello,
se solicitaba de esta Procuraduría su intervención para
obtener el perdón o para que la pena impuesta fuese

sustituida por otra que no implicase el ingreso en prisión,
permitiendo así a los condenados continuar desarro-
llando su normal actividad y el cuidado de sus familias.

La queja fue remitida al Defensor del Pueblo, al
exceder por su objeto, del ámbito de competencias de
esta Institución. Dicha Defensoría informó al reclamante
sobre determinados aspectos del indulto, indicándole, en
concreto, que el mismo es una medida de gracia que se
ejerce por el Consejo de Ministros, sin que, en conse-
cuencia, dada la naturaleza de acto graciable, pueda
intervenir dicha Institución en su concesión o denegación
ni en la revisión de las resoluciones adoptadas.

En el expediente Q/2324/06 el reclamante aludía a la
situación de un familiar interno en un centro peniten-
ciario como consecuencia de la condena que le había
sido impuesta por su implicación en un delito contra la
salud pública. Al parecer se le denegaban todos los
permisos penitenciarios, lo que, según la reclamación
recibida, contrastaba con la circunstancia de que a otros
reclusos con condenas similares se les concedían los
permisos y además contaban con el apoyo de institu-
ciones públicas.

Ante la insistencia del interesado la reclamación fue
remitida al Defensor del Pueblo, aclarándole, no
obstante, que los permisos habían sido denegados por un
Juzgado de Vigilancia Penitenciaria, por lo que había de
tener en cuenta la atribución, en exclusiva, a Juzgados y
Tribunales de la potestad jurisdiccional, razón por la que
sus resoluciones sólo son revisables por los propios
órganos judiciales a través de los recursos al efecto esta-
blecidos en las Leyes procesales.

De igual forma se remitió al Defensor del Pueblo la
queja registrada con el número de referencia Q/1256/06
en la que una persona interna en un centro penitenciario
radicado en esta Comunidad Autónoma mostraba su
disconformidad con la circunstancia de que su caso fuera
comentado en alguna cadena de televisión después de
once años desde que se produjo su ingresó en prisión. El
reclamante consideraba injusta esta situación sobre todo
por que cada cierto tiempo era presa de comentarios que
volvían a enjuiciar su caso cuando la justicia ya le había
condenado. Además, se quejaba de que no había
disfrutado de ningún beneficio penitenciario.

El Defensor del Pueblo rechazó la admisión a trámite
de la queja, y aclaró al interesado que el ámbito de
competencias de esa Defensoría se circunscribe única y
exclusivamente a los distintos sectores de las administra-
ciones públicas, razón por la que las posibilidades de
intervención directa de dicha Institución no incluyen a
las sociedades o entidades mercantiles de carácter
privado que gestionan medios de difusión o de comuni-
cación, o que prestan u ofrecen cualquier otro tipo de
servicio a los particulares, sin que en el caso planteado
en el expediente mencionado se apreciase una actuación
de la Administración que implicara infracción del orde-
namiento jurídico o una actuación irregular de la misma
que debiera ser investigada por el Defensor del Pueblo.
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Finalmente, en el expediente Q/91/06 el reclamante
realizaba un pormenorizado relato sobre la situación en
la que se encontraba su cónyuge, ingresado en un centro
penitenciario tras haber sido condenado por un delito de
abusos sexuales.

Eran muchos los aspectos a los que se aludía en la
reclamación recibida en esta Procuraduría, todos ellos
relativos al trato inadecuado del que era objeto su
cónyuge a juicio del interesado. 

En concreto, en la reclamación recibida se consi-
deraba que se estaban vulnerando artículos de la Ley
General Penitenciaria y de su Reglamento y hasta de la
propia Constitución. De hecho, el interesado entendía
que la finalidad a la que, según el art. 25 de la Consti-
tución, deben tender las penas privativas de libertad
(reeducación y reinserción social del penado) no se
cumplía en el caso expuesto en su reclamación.

En este sentido, según dicha reclamación, a su
cónyuge se le habían puesto trabas para realizar estudios,
para trabajar, para la concesión de permisos, y además se
aludía a un trato inadecuado del trabajador social, del
educador, el médico, el psiquiatra y el psicólogo.
Algunos de dichos problemas parecían derivar de la
circunstancia de que el penado no aceptaba su culpa-
bilidad, dado que, según la reclamación recibida, la
condena había sido injusta puesto que el condenado no
había cometido el delito por el que se le había juzgado y
condenado.

Tras remitir la queja al Defensor del Pueblo, se ha
tenido conocimiento de que esta Defensoría, entre otros
extremos, ha solicitado al reclamante nuevos datos,
además de facilitarle información sobre el disfrute de
permisos de salida.

8. PROBLEMAS RELACIONADOS CON LOS
REGISTROS CIVIL, DE LA PROPIEDAD Y
MERCANTIL

En el expediente Q/105/06 el reclamante aludía a su
disconformidad con la actuación profesional de un
Registrador de la Propiedad, contraria a la inscripción de
una finca.

La reclamación fue remitida al Defensor del Pueblo
dado que los Registros de la Propiedad dependen del
Ministerio de Justicia y todos los asuntos referentes a los
mismos están encomendados a la Dirección General de
los Registros y del Notariado, como aclara la Ley Hipo-
tecaria.

Por lo tanto, se tata de órganos dependientes de la
Administración General del Estado y su actuación no
entra dentro del ámbito objetivo de competencias del
Procurador del Común de Castilla y León. 

En el expediente Q/334/06 en realidad no se planteaba
una reclamación contra el Registro Mercantil, pero sí se
suscitaban cuestiones relacionadas con su regulación,

razón que justifica su inclusión en este apartado del
presente informe.

En efecto, en dicho expediente el reclamante consi-
deraba vulnerado su derecho al honor y a la propia
imagen por el uso de su apellido por una empresa. Era
evidente, por tanto, que en el asunto planteado no existía
actuación irregular por parte de una Administración
pública lo que determinó el rechazo de la reclamación
presentada.

Ello no obstante, a la vista de la cuestión planteada, se
consideró oportuno trasladar al reclamante las siguientes
consideraciones:

De conformidad con el art. 401 del Reglamento del
Registro Mercantil en la denominación de una sociedad
anónima o de responsabilidad limitada o de una entidad
sujeta a inscripción no puede incluirse total o
parcialmente el nombre o el seudónimo de una persona
sin su consentimiento.

En concreto, la Resolución de la Dirección General de
los Registros y del Notariado de 8 de octubre de 1998
indica que cuando el citado art. 401 se refiere al nombre,
debe entenderse por tal el nombre propio y, al menos, un
apellido (incluso los dos apellidos, cuando se trate de
nombre y apellidos de uso frecuente).

De igual forma se indicó al reclamante, que en esa
misma Resolución se considera legal que la denomi-
nación social se integre por la referencia a una actividad
y un nombre propio de uso frecuente que, por si mismo,
no permite identificar a una persona concreta. Por lo
tanto, también cabría una denominación social integrada
por la referencia a una actividad y un apellido de uso
frecuente.

En relación con el Registro Civil cabe citar los expe-
dientes Q/1507/06, 1986/06 y 2449/06.

En el primero de los citados (Q/1507/06) el
reclamante mostraba su disconformidad con la actuación
del Secretario de un Ayuntamiento de esta Comunidad
Autónoma en el desempeño de sus funciones de
Secretario del Registro Civil Municipal.

En concreto, el reclamante indicaba que tras haber
adquirido la nacionalidad estadounidense, había
completado los trámites para conservar la nacionalidad
española, pero el Secretario se negaba a inscribir correc-
tamente la conservación de la nacionalidad y a enviar al
interesado certificaciones literales del acta de conser-
vación.

La queja fue remitida al Defensor del Pueblo, pues al
igual que en el caso de los Registros Mercantil y de la
Propiedad, el Registro Civil depende del Ministerio de
Justicia, tal y como determina la Ley de 8 de junio de
1957, sobre el Registro Civil.

Dicha Defensoría comunicó que en el informe
recibido de la Secretaría de Estado del Ministerio de
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Justicia se indicaba que según el informe remitido por el
correspondiente Consulado General español, una vez
detectados los errores en la tramitación del expediente,
dicho Consulado procedería a remitir un nuevo acta de
conservación al Registro Civil con los errores
subsanados. 

El reclamante, en el expediente Q/1986/06, mostraba
su disconformidad con la tardanza en lograr la
inscripción en el Registro Civil de una menor.

También en este caso, el expediente fue remitido al
Defensor del Pueblo, Institución que inició las oportunas
actuaciones, solicitando información a la Secretaría de
Estado de Justicia.

Además, trasladó al reclamante su preocupación por
la lamentable situación del Registro Civil Central, lo
que, en su día, había motivado que esa Defensoría
iniciara una investigación general en relación con dicha
cuestión, constatando su caótico estado y formulando
una resolución o recomendación para que por parte del
Ministerio de Justicia se pusieran todos lo medios a su
alcance para subsanar las deficiencias observadas en
dicho Registro Civil, considerando el Defensor del
Pueblo urgente y necesario un Plan Especial para
subsanar dichas deficiencias.

Finalmente, en el expediente Q/2449/06 se aludía a
una solicitud de cambio de nombre y apellidos, lo que
determinó, al igual que en los expedientes antes citados,
su remisión al Defensor del Pueblo.

9. EXPEDIENTES RELACIONADOS CON EL
PROBLEMA DE LA VIOLENCIA DE GÉNERO

No hay duda de que la denominada violencia de
género constituye una auténtica lacra social en cuya erra-
dicación debe colaborar e implicarse la sociedad en su
conjunto y para ello deben utilizarse todos los medios
con los que cuenta un Estado de Derecho.

Sin duda, su eliminación ha de contribuir a avanzar en
la necesaria igualdad de todas las personas con indepen-
dencia de su sexo y, por lo tanto, en la igualdad de las
mujeres en la sociedad. 

En la actualidad se ha superado la idea de que los
problemas derivados de la violencia de género
pertenecen al ámbito privado. Así, en la Exposición de
Motivos de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre,
de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de
Género, se recoge literalmente que “la violencia de
género no es un problema que afecte al ámbito privado.
Al contrario, se manifiesta como el símbolo más brutal
de la desigualdad existente en nuestra sociedad. Se trata
de una violencia que se dirige sobre las mujeres por el
hecho mismo de serlo, por ser consideradas, por sus
agresores, carentes de los derechos mínimos de libertad,
respeto y capacidad de decisión”.

“En la realidad española -tal y como se refleja en la
citada Exposición de Motivos- las agresiones sobre las

mujeres tienen una especial incidencia, existiendo hoy
una mayor conciencia que en épocas anteriores sobre
ésta, gracias, en buena medida, al esfuerzo realizado por
las organizaciones de mujeres en su lucha contra todas
las formas de violencia de género. Ya no es un «delito
invisible», sino que produce un rechazo colectivo y una
evidente alarma social”. Y de hecho “ los poderes
públicos no pueden ser ajenos a la violencia de género,
que constituye uno de los ataques más flagrantes a
derechos fundamentales como la libertad, la igualdad, la
vida, la seguridad y la no discriminación proclamados en
nuestra Constitución. Esos mismos poderes públicos
tienen, conforme a lo dispuesto en el art. 9.2 de la Cons-
titución, la obligación de adoptar medidas de acción
positiva para hacer reales y efectivos dichos derechos,
removiendo los obstáculos que impiden o dificultan su
plenitud”.

El problema de la violencia de Género ha dado lugar a
la adopción por esos poderes públicos de distintas
medidas dirigidas a su erradicación, sancionando a los
agresores, ayudando y protegiendo a las víctimas e
intentando evitar nuevas agresiones mediante la
adopción de medidas de tipo preventivo, educativo, etc.

Ahora bien, como se indicaba en el informe anual de
2005, en ocasiones las medidas adoptadas por el
legislador no son comprendidas o compartidas por los
ciudadanos afectados y de hecho, una de las principales
medidas adoptadas por los poderes públicos para abordar
el problema de la violencia de género ha generado reac-
ciones y opiniones diversas, así como, desde el punto de
vista de esta Institución, la presentación de quejas que
reflejan la disconformidad de los reclamantes con alguno
o algunos aspectos de la nueva normativa en vigor, es
decir, con la LO 1/2004 ya citada. 

Así, en el expediente Q/832/06, remitido por esta
Procuraduría al Defensor del Pueblo, entre otros
extremos, el reclamante manifestaba que con la Ley
Orgánica 1/2004 ya citada se estaba vulnerando el art. 14
de la Constitución al producirse, en su aplicación, un
motivo de discriminación por razón de sexo.

El reclamante, que pronto iba a ser juzgado por un
hecho que según sus manifestaciones no había cometido,
solicitaba la intervención de esta Procuraduría dirigida a
adoptar las medidas más oportunas y adecuadas para
parar cuanto antes la aplicación de dicha norma, consi-
derada por el interesado contraria a la Constitución y a
los principios humanos de cualquier Estado de Derecho.

Teniendo en cuenta el contenido de la citada queja se
indicó al reclamante que la cuestión planteada por el
mismo era reflejo de un problema de plena actualidad,
habida cuenta de las dudas suscitadas respeto a la razón
que puede justificar la aplicación de determinadas
medidas de acción positiva en los supuestos de violencia
de género en un ámbito como el penal o sancionador.

Ésta, ha sido, sin embargo, la opción del legislador
español, y así se constata en la citada LO 1/2004. Así, en
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su exposición de motivos, se indica que en su título IV se
introducen normas de naturaleza penal, mediante las que
se pretende incluir, dentro de los tipos agravados de
lesiones, uno específico que incremente la sanción penal
cuando la lesión se produzca contra quien sea o haya
sido la esposa del autor, o mujer que esté o haya estado
ligada a él por una análoga relación de afectividad, aún
sin convivencia. También se castigarán como delito las
coacciones leves y las amenazas leves de cualquier clase
cometidas contra las mujeres mencionadas con ante-
rioridad.

El problema apuntado por el reclamante se resumía en
determinar si las figuras penales que la norma crea o
introduce en nuestro ordenamiento son o no contrarias al
principio de igualdad consagrado en el art. 14 de la
Constitución ya citado, y si las mismas encuentran una
justificación objetiva o razonable ante situaciones
previas de desigualdad que deban ser compensadas.

En relación con dicha cuestión, se indicó al
reclamante que las posturas existentes eran muy
dispares.

Así, el Consejo General del Poder Judicial, en su
informe al Anteproyecto de dicha norma, admitía la posi-
bilidad de que en el ámbito penal se reaccione frente a
situaciones de dominación, pero manteniéndose neutral
en cuanto al sexo del sujeto dominante (el agresor).

En dicho informe se considera que no se obtiene una
mayor protección de la mujer por la circunstancia de que
la Ley la proteja sólo a ella y se rechaza la posibilidad de
aplicar al ámbito punitivo y al orgánico judicial (en ese
caso se alude a la creación de los Juzgados de Violencia
sobre la Mujer) medidas de acción positiva que se
traducen o provocan un nuevo desequilibrio, sobre todo
si además se establecen con carácter de automatismo y
sin limitación temporal.

Es más, en dicho informe se rechaza la norma porque,
ante bienes jurídicos idénticos, no se puede admitir una
reacción o respuesta penal distinta en función del sexo
del autor, lo que conduce necesariamente a una

censurable discriminación negativa innecesaria cuando
se parte de una situación de igualdad.

En resumen, no se admite el recurso a medidas de
acción o discriminación positiva cuando de lo que se
trata es de proteger bienes jurídicos como la libertad
individual o la integridad física o psíquica, bienes dignos
de la misma protección sea cual sea el sexo del agredido
o del agresor y la relación que les une.

Ahora bien, la opinión del Consejo General del Poder
Judicial no es unánime y, de hecho, el informe
comentado cuenta con un voto particular en el que,
partiendo de un análisis sobre los pronunciamientos del
Tribunal Constitucional a propósito del citado art. 14 de
la Constitución y de las medidas de acción positiva,
concluye con la plena constitucionalidad y el carácter no
discriminatorio para el varón de las ventajas legales
otorgadas a la mujer por el simple hecho de no hacer
partícipe de dichas ventajas al hombre, admitiendo, en
consecuencia, la justificación de esa diferencia, justifi-
cación que se halla, o puede hallarse, en una situación de
desventaja de la mujer que trata de compensarse.

En cualquier caso, y así se hizo saber al reclamante, el
Tribunal Constitucional deberá pronunciarse sobre estos
problemas al ser varias las cuestiones de inconstitucio-
nalidad planteadas en relación con la norma citada.

Aunque no se ha recibido una queja similar, si se
considera oportuno recordar que en el año 2005 (expe-
diente Q/1605/05) una asociación se dirigió a esta Procu-
raduría solicitando la realización de todas las diligencias
precisas para dotar a Valladolid de un Juzgado de
Violencia sobre la Mujer. 

En aquella reclamación se indicaba que Valladolid,
capital de la Comunidad Autónoma y con el mayor
número de casos de violencia de género, no tenía un
juzgado específico. Además, se indicaba que no se
entendían las razones por las que en toda la Comunidad
sólo se había creado un Juzgado de Violencia sobre la
Mujer en León (afirmación que no se correspondía con la
realidad).
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